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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la Ministra de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez. 
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Las actas de las sesiones 13ª, ordinaria, en 29 de abril; 14ª y 15ª, ordinarias, en 5 y 6 de mayo, respectivamente, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuarenta y dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República (boletín N° 6.443-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (boletines Nos 2.912-07 y 3.491-07, refundidos).



Con los dieciocho siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo” (boletín N° 6.260-06).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, para resguardar el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13).


4.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (boletín N° 6.072-07).


6.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (boletín N° 6.232-07).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (boletín N° 5.724-26).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05).


9.- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (boletín N° 4.999-11).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (boletín N° 4.901-08).


11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (boletín N° 5.971-17).



12.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07).


14.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” (boletín N° 5.500-10).



15.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).


16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (boletín N° 5.697-29).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13).



18.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 2.293-10).



Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, para alterar la competencia de los tribunales militares y suprimir la pena de muerte (boletín N° 5.159-07).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (boletín N° 5.849-15).



3.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de regular la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas (boletín N° 5.688-04).


4.- Proyecto que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).



5.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).


6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).


7.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).


8.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo y modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (boletín N° 5.687-23).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (boletín N° 6.174-05).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02).



12.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14).


13.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (boletín Nº 5.947-12).



14.- Proyecto que establece la ley interpretativa que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletín N° 6.422-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los ocho restantes retira la urgencia que hizo presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (boletín N° 6.392-09).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, para establecer que el apellido de la madre anteceda al del padre (boletines Nos 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



3.- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, Chadwick, García y Larraín, que modifica la ley N° 18.216, con el fin de establecer que la medida alternativa de reclusión nocturna no podrá tenerse por cumplida si no lo ha sido efectivamente (boletín N° 6.073-07).


4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación, en relación con el arrendamiento al extranjero de naves nacionales a casco desnudo (boletín N° 5.258-02).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales (boletín N° 5.987-04).


6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales, para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (boletines Nos 5.376-18, 5.142-18, 5.055-18, 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso a trabajadores al interior de la locomoción colectiva (boletín Nº 4.332-15).



8.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (boletín N° 6.252-09).


--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra (boletín N° 6.406-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el fin de saber si hará uso de la facultad que le otorga el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República.



Con el segundo comunica que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado al proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (boletín N° 4.877-01), y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta. (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes informa que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el artículo 47 del Código Procesal Penal, con relación a las costas en los delitos de acción penal privada (boletín N° 5.811-07). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



2.- Proyecto de ley que extiende a los padres trabajadores el derecho de alimentar a sus hijos y perfecciona normas sobre protección de la maternidad (boletín N° 4.930-18). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (boletín N° 5.947-12) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



4.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (boletín N° 6.426-10). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra del inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.260 y del inciso primero del artículo 450 del Código Penal.



--Se toma conocimiento.



Con los dos siguientes envía copia autorizada de igual número de requerimientos sobre acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad planteados en contra de los artículos 5°, 6°, 16, 17, 18 e inciso segundo del artículo 1° transitorio de la ley N° 19.970, y del artículo 171 del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Núñez, referido a una moción de su autoría que modifica el Código de Aguas y otras normas legales, que fue declarada inadmisible por contener materias que son de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez, con el que se solicitó al Ministerio de Agricultura, a la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a la Corporación Nacional Forestal medidas destinadas a dar una mayor protección a la especie nativa “Ciprés de las Guaitecas” (boletín N° S 1.117-12).


De la señora Ministra de Educación, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Matthei, relativo al proyecto “BiblioRedes” en la localidad de Chungungo, comuna de La Higuera.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Vásquez, acerca de los efectos del cambio climático.



Con el segundo contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor García, respecto de derechos de aprovechamiento de aguas solicitados por don Manuel Madrid.



Con el tercero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la obra denominada “Protección de Trabajos de Enrocados”, en el puente Traihuanca, sobre el río del mismo nombre.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta dos oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, acerca del financiamiento del sistema de desalinización del agua potable en las islas Huichas.



De la señora Ministra de Planificación, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, referido a los deudores habitacionales Habitacoop de Coihaique.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para resguardar el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 6).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (boletín N° S 1.168-05) (con la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que modifica las normas sobre reclusión nocturna para las mujeres que se encuentren en las condiciones que indica (boletín N° 6.513-07). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag, sobre formación de una Comisión en materia de subvención adicional especial (SAE) (boletín N° S 1.173-12). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Permiso constitucional



El Senador señor Flores solicita autorización para ausentarse del país a contar del día 12 de mayo de 2009.



--Se otorga.

Comunicación



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Senador señor Longueira.



--Se toma conocimiento.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar a conocer los Acuerdos de Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



En primer término, otorgar nuevos plazos para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



1°.- Proyecto que establece normas sobre la actividad de lobby, hasta el jueves 14 de mayo, a las 12, las que deben presentarse en la Secretaría de la Comisión de Gobierno.



2°.- Proyecto de reforma constitucional sobre pueblos originarios, hasta el lunes 15 de junio, a las 12.



3°.- Proyecto que perfecciona los preceptos que regulan los gobiernos corporativos de las empresas, hasta el martes 2 de junio, a las 12.



En segundo lugar, retirar del Orden del Día de esta sesión el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con el propósito de que vuelva a Comisión para introducirle un pequeño ajuste de redacción, e incorporarlo en la tabla de la sesión ordinaria de mañana.



En tercer término, cerrar el edificio del Senado en Valparaíso el día 22 de mayo, manteniendo abierta la sede de Santiago.



Finalmente, proponer a la Sala la adopción de un proyecto de acuerdo para solidarizar con el pueblo mexicano y con su Senado, con motivo del problema que aqueja en este momento a ese país, ocasionado por el brote del virus de la influenza A (H1N1).

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, respecto del acuerdo para solidarizar con el pueblo mexicano y con su Gobierno por las dificultades que han debido enfrentar con motivo de la llamada “gripe porcina”, quiero señalar que nuestro Gobierno debe poner especial cuidado en brindar un trato deferente a los ciudadanos mexicanos que ingresan a Chile y a los turistas que provienen de ese país. Hasta ahora ha sido inobjetable. Y debiera mantenerse así.



Asimismo, a nombre del Grupo de Amistad Parlamentaria Chile México del Senado, apoyo el acuerdo referido.



Reitero -como hemos hecho presente al Ejecutivo- que todas las medidas que se tomen para resguardar el ingreso a territorio nacional de ciudadanos mexicanos deben mantener el irrestricto respeto a su dignidad.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EX SENADOR SEÑOR RAFAEL TARUD SIWADY
El señor NOVOA (Presidente).- Antes de iniciar el Orden del Día, invito a los señores Senadores a recordar en forma especial al ex Senador señor Rafael Tarud Siwady, recientemente fallecido, quien ocupó el cargo por dos períodos.



En mi calidad de Presidente de la Cámara Alta, mandé una nota de condolencias a su hijo el Diputado señor Jorge Tarud. Con la venia de la Sala, solicito enviar un saludo muy especial a su familia en nombre de toda la Corporación. 



Además, pido un minuto de silencio en su memoria.



Ruego a Sus Señorías ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor NOVOA (Presidente).- Muchas gracias.
MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EX DIPUTADO SEÑOR CLAUDIO HUEPE GARCÍA
El señor NOVOA (Presidente).- Asimismo, señores Senadores, cabe expresar nuestra solidaridad a la familia del ex Diputado señor Claudio Huepe García, también recientemente fallecido. 



Solicito a la Sala que le rindamos un homenaje guardando un minuto de silencio.



--La Sala guarda un minuto de silencio.
El señor NOVOA (Presidente).- Muchas gracias, nuevamente.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SISTEMA INTERSECTORIAL DE PROTECCIÓN SOCIAL E INSTITUCIONALIZACIÓN DE SUBSISTEMA “CHILE CRECE CONTIGO”

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6260-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 15ª, en 6 de mayo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito del proyecto es crear un sistema intersectorial de protección social constituido por las acciones y prestaciones sociales ejecutadas y coordinadas por diversos organismos del Estado, destinadas a la población más vulnerable socioeconómicamente.



El sistema intersectorial estará conformado por “Chile Solidario” y “Chile Crece Contigo” y, además, por aquellos subsistemas que puedan ser incorporados posteriormente.



La Comisión de Gobierno discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag). 



El texto de la iniciativa es idéntico al despachado por la Honorable Cámara de Diputados y se transcribe en el informe pertinente, al igual que los fundamentos de voto.



Cabe tener presente que el artículo 5° del proyecto requiere el voto conforme de 21 señores Senadores para ser aprobado.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal vez el Presidente de la Comisión de Gobierno quiera informar sobre la iniciativa, previo a mi intervención. Me parecería lógico. Si así fuera, no tendría problema en que él hable primero. 

El señor NOVOA (Presidente).- Perfecto. 



En consecuencia, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, solo deseo ratificar lo que acaba de señalar el señor Secretario respecto de los contenidos fundamentales del proyecto de ley y en cuanto a que la Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes. En todo caso, antes de ello, se hizo un conjunto de observaciones al articulado, que serán analizadas en la discusión en particular.



En especial, se debatió respecto de cómo se aplica tal relación intersectorial de manera flexible en las Regiones, a través de los municipios, que son los que básicamente llevan adelante las políticas sociales, particularmente los dos subprogramas a que hace referencia la iniciativa: “Chile Crece Contigo y Chile Solidario. 



En consecuencia, una vez aprobado en general el proyecto por la Sala, esperamos iniciar su discusión en particular a objeto de enriquecerlo, dado que es bastante beneficioso al crear la posibilidad de institucionalizar determinados programas fundamentales para el desarrollo y crecimiento social de nuestro país. 



Es cuanto puedo agregar, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, aun cuando concurrí a aprobar la idea de legislar sobre el proyecto en análisis, creo importante señalar que un tema tan fundamental como la protección social debe ser abordado de manera integral. 



Sin embargo, no obstante compartir el concepto planteado, por lo menos yo tengo diferencias en el diseño propuesto al respecto. 



Es imprescindible -tal como se sugiere en la iniciativa- establecer un Sistema Intersectorial de Protección Social, definir los subsistemas que lo integrarán, y que tal sistema sea transparente, evaluable y coordinado, que es lo que en general falta a las políticas públicas. 



Por lo tanto, deseo pedir formalmente al Ejecutivo -pues para mí la protección social es trascendente- que le retire la “suma” urgencia al proyecto, porque su contenido tiene que ver, en general, con las políticas públicas, con las políticas sociales, destinadas a los sectores más vulnerables, respecto de las cuales se elabora un diseño completo, lo que es imposible de abordar con la urgencia fijada, requiriéndose más tiempo para tal cometido. 



Lo peor que puede ocurrir es que nos afecte el síndrome “21 de mayo” -por la cuenta que en esa fecha debe rendir la Presidenta- y se termine politizando una materia tan importante desde un punto de vista social. 



Ese tema quería dejarlo despejado, señor Presidente. 



Ahora, ¿por qué tengo observaciones acerca del diseño de protección social planteado? 



El artículo 1° -tal como lo manifestó el señor Secretario- define al Sistema Intersectorial de Protección Social “como un modelo de gestión constituido por las acciones y prestaciones sociales ejecutadas y coordinadas por distintos organismos del Estado”. 



Esa es la base del asunto. 



A partir de ahí, se establecen distintos subsistemas. Sin embargo, en este punto tengo una diferencia, porque el artículo 3° consagra como tales a Chile Solidario -regulado por la ley N° 19.949-, Protección Integral a la Infancia -Chile Crece Contigo (que se crea mediante este proyecto)-, y “aquellos que sean incorporados de conformidad con el artículo siguiente.”, es decir, nuevos subsistemas. 



Entonces, si estamos tratando de transparentar, de focalizar y de evaluar un sistema de protección social, me pregunto ¿qué pasa con los programas de esa índole actualmente vigentes y distintos como son Chile Solidario y Chile Crece Contigo?, ¿quedarían completamente al margen de este proyecto de ley? 



Desde mi punto de vista, si hay algo que se debe monitorear, focalizar, transparentar es toda la red social. Aquí solo se considera de manera aislada los dos casos individualizados y eventuales subsistemas futuros, pero dejando completamente al margen la totalidad de los programas actuales en materia de protección social, los cuales deberían ser incorporados al modelo o diseño que se está creando. 



En segundo lugar, señor Presidente, creo que también el Senado debe abordar -seguramente lo haremos en la discusión particular- el tema relativo a la creación por ley del programa Chile Crece Contigo -el Chile Solidario ya se encuentra vigente-, no obstante que la totalidad de los restantes subsistemas se incorporan por decreto. 



¿Cuál es la diferencia entre Chile Crece Contigo y los otros programas que se crearán a futuro para establecer su instauración por ley o por decreto, respectivamente? A mi juicio, un diseño completo y coherente debería abordar los subsistemas en igualdad de condiciones. No veo la razón de fondo para tal disparidad de criterios. 



A lo mejor, aquí se requiere una definición del problema desde un punto de vista social. Existen sistemas de garantías respecto de ciertas materias. Quizás ellos deberían tener una ley independiente y habría que discutirla en su mérito. Pero en mi concepto, los subsistemas deben ser más flexibles y, efectivamente, operar por decreto. Pero no me parece correcto establecer una diferenciación para instaurar algunos mediante una ley y otros, por decreto. 



Si Chile Crece Contigo tiene sus méritos para ser considerado como sistema de garantía, estudiemos una ley específica en tal sentido. Chile Solidario ya está vigente. Pero los restantes programas que se creen deben gozar de la misma calidad jurídica que los anteriores. 



Antes de finalizar, señor Presidente, no puedo dejar de señalar en esta oportunidad -tal como lo hice en la Comisión- que es preciso ser especialmente rigurosos en materia de evaluación de programas sociales. Aquí se entrega tal función de manera directa a la Dirección de Presupuestos, y yo desconozco si ella posee la especialidad o independencia suficientes para evaluar como corresponde programas sociales de tanta envergadura. Esa labor correspondería encomendársela a organismos especializados, externos, para dar certeza de transparencia, de focalización, de cumplimiento de metas y resultados de tales subsistemas. 



Creo que lo más trascendente que podemos hacer al diseñar un modelo de programa social es considerar los mecanismos con que será evaluado, porque su aplicación impactará a la población más vulnerable. Por lo tanto, desde ese punto de vista no se pueden correr riesgos, sino que es preciso actuar con especial rigurosidad. 



Por último, señor Presidente, tampoco puedo dejar pasar esta ocasión para expresar el reconocimiento generalizado de los méritos del programa Chile Crece Contigo, y que la aproximación que he hecho al punto que he mencionado no tiene por objeto su cuestionamiento, sino solo reiterar -ya se lo solicité a la señora Ministra en la discusión habida en la Comisión de Gobierno- que, a mi juicio, el MIDEPLAN debe hacerse cargo del problema social más grave existente hoy día en Chile: la droga, que ha dañado y debilitado profundamente el tejido social en los sectores populares como nunca se había visto, y ser capaz de elaborar una política pública que aborde tal temática. 



Eso requiere un programa gubernamental integral, interdisciplinario, y dentro de los subsistemas que se crearán a partir de esta iniciativa, uno de los primeros que debería preocupar a dicha repartición es el relativo a la drogadicción. 



No obstante lo anteriormente señalado, señor Presidente, aprobamos la idea de legislar y seguiremos trabajando para lograr un buen diseño del sistema de protección social a través de los equipos técnicos y de las indicaciones respectivas. 



En tal virtud, esperamos lograr un sistema integrado, coordinado entre los distintos Ministerios, y no que se haga cargo parcialmente del problema, sino que todos los programas que forman parte de la red social  (vigentes y futuros) tengan una misma categoría legal. O se crean todos por decreto o todos por ley; pero no unos por decreto y otros por ley.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se ha informado, la Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar acerca del proyecto. No obstante, el Senador Orpis, según ha señalado, formulará indicaciones dentro del plazo que se fijará más adelante para tal efecto.



Esta es, sin duda, una muy buena iniciativa, que tiende a dar el carácter de ley a las políticas sociales exitosas que ha desarrollado la actual Administración. Y se desea que dichos programas no solo continúen como tales, sino que estén garantidos legalmente, sea cual fuere el Gobierno que tengamos el día de mañana en el país.



Esos programas son sumamente necesarios. Por ejemplo, el Chile Solidario, tiene por objeto proteger a las personas y a las familias en situación de vulnerabilidad; el programa Puente, beneficia a las familias de extrema pobreza; el programa Vínculos, integra a los adultos mayores a la red de protección social; el programa Calle, erradica la indigencia; el programa Caminos, entrega protección social a niños de familias cuyos adultos han sido privados de libertad, y el programa Chile Crece Contigo     -lo encuentro realmente maravilloso-, que se preocupa del niño desde su gestación hasta que entra al prekínder.



Para ese último programa se ha implementado -como lo han podido apreciar los Honorables colegas en todas las comunas de las Regiones que representan- una cantidad enorme de salas cuna -más de 3 mil, hasta la fecha-, que cuentan con todas las comodidades y adelantos necesarios para atender en óptimas condiciones de alimentación a guaguas y niños y también brindarles cariño y afecto, a fin de que desarrollen todas sus habilidades.



El Gobierno invierte y paga más de 100 mil pesos -cantidad no menor- por cada niño. Es un gran esfuerzo el que hace.



Posteriormente, ellos llegan a prekínder y a kínder. Hoy día, nadie concibe que no ingresen a ese nivel de enseñanza. En nuestras generaciones ni siquiera existía ese grado de escolaridad. Nos mandaban a primer año básico, e, incluso, no nos recibían si no teníamos 7 años. Actualmente, los menores llegan a cursar este último sabiendo leer y escribir, y algunos hasta hablan y cantan en inglés. 



¡Esa es la transformación profunda que se está haciendo con estos programas!



El programa Chile Crece Contigo tiene por objeto acompañar el proceso de desarrollo de los niños y niñas que se atienden en el sistema público de salud, desde el primer control de gestación hasta su ingreso          -como ya lo he señalado- al prekínder.



De acuerdo con el último censo nacional, la población de niños y niñas menores de cuatro años de edad es de 997 mil 946. Del total de niños y niñas en primera infancia atendidos por el sistema público de salud, prácticamente, 482 mil 436 pertenecen a familias del 40 por ciento más vulnerable del país. Ello equivale al 87,8 por ciento de los niños y niñas cubiertos por las prestaciones universales de Chile Crece Contigo.



Por eso, señor Presidente, dar el rango de ley a estas políticas sociales del Gobierno es altamente conveniente y necesario. En la actual Administración se han impuesto por ley muchas medidas que partieron como programas, como metas. Por ejemplo, lo vimos en Hacienda con el superávit del uno por ciento estructural. Era voluntario. Pero, posteriormente, se le dio el carácter de ley, y el Gobierno tuvo que respetar ese criterio. Y, hoy día, estamos haciendo lo mismo con esos programas sociales exitosos.



Es preciso señalar también que disponemos del financiamiento para desarrollar cada uno de esos programas, por lo que no se contemplan  nuevas Partidas. Lo que se pretende, entonces, es que en el próximo Presupuesto de la Nación aquellos tengan rango de ley de la República y, en consecuencia, se les destinen recursos obedeciendo más a la normativa legal que a la voluntad de las autoridades de turno.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor Ruiz-Esquide.- Señor Presidente, sin duda, vamos a votar a favor del proyecto con todos los sistemas y subsistemas.



Sin embargo, quiero hacer solo tres observaciones a cuestiones que vienen de muy atrás: lo relativo a la protección social, al rol que debería desempeñar MIDEPLAN y a la forma como enfrentar las necesidades de la infancia. Estas inquietudes nosotros las planteamos en 1991.



¿Cuál es nuestra preocupación esencial? Ante todo, siempre han sido los jóvenes y, básicamente, los niños.



Estamos absolutamente convencidos de que el problema de los niños, su carencia de ideales y la situación de maltrato -presentamos un proyecto en 1992 que fue aprobado, aun cuando la ley misma quedó muy mal tratada-, siempre debe enfrentarse de manera coherente, global, holística y, en especial, sobre la base de la concentración de los programas en una sola mano, evitando tener exceso de planteamientos, secuencias y organizaciones acerca de algunas de las materias a que debemos abocarnos.



Esto tiene que ver desde el nacimiento o antes de la infancia hasta los 6, 7, 8 ó 10 años, que es cuando se produce la gran impronta emocional del niño.



Por eso, Honorables colegas, sin perjuicio de que voy a votar favorablemente, deseo referirme a esas tres materias.



Primero, sigo pensando en la forma como se realiza -por medio de diversos sistemas y subsistemas- una serie de acciones a través de distintas instituciones y más de ciento y tantos programas para resolver la situación de una persona que crece en el tiempo. Se trata del mismo ser, es la misma continuidad que va desde los últimos meses del feto hasta los 9 ó 10 años, en que llega a la adolescencia que, en definitiva, es el primer punto de quiebre del ser humano en su relación síquica, física, sicológica y fisiológica.



Por eso, planteamos en su momento la necesidad de un Ministerio de la Infancia o de la Familia. Porque todo es un continuo y no la suma de programas. Es el continuo de saber que hay un niño, un ser en desarrollo que es agredido de distintas maneras a través del tiempo, que experimenta ciertos cambios que se producen en su desarrollo.



Por lo tanto -insisto-, vamos a votar a favor del proyecto, pero el que hemos buscado es un pésimo sistema.



Honestamente, me parece que nada vale que tengamos una solución coherente y de largo plazo que sobrepase uno, dos o tres Gobiernos, porque aquí hay un tema de mayor intensidad que tiene lugar a través de los años, en la medida en que se producen nuevos hechos en la constitución de la familia y de la sociedad chilena. Eso es lo primero.



En segundo término, como consecuencia de lo anterior, siempre van a faltar cuestiones por hacer en los programas. Porque cuando se llevan a cabo programas parciales, obviamente, van a salir algunas cosas y otras van a quedar en el aire.



En ese mismo sentido, sugerimos un segundo elemento, pero tampoco logramos que se acogiera.



Alguien podría pensar que tenemos que estar muy equivocados si nada de lo que hemos propuesto ha sido aprobado. Lo asumo. Pero, pasado el tiempo, he concluido que hubo una equivocación en lo que debíamos hacer y que los Senadores de estas bancas -varios ya no se encuentran aquí- y parlamentarios de otros sectores con quienes trabajamos en conjunto teníamos la razón, porque siempre vamos a estar realizando cosas sobre “pequeños asuntitos” y “a salto de mata”.



Lo que planteamos en aquella oportunidad, como segundo elemento, fue que estas materias no debía llevarlas MIDEPLAN -ello no tiene nada que ver con la persona que hoy día lo dirige-, porque fue creado para otra cosa: por un lado, para generar una gran visión sobre el desarrollo del país, y por otro, para coordinar todos los programas relacionados con el crecimiento.



Cuando se discutió el proyecto pertinente, en los años 1966-1967, se concibió MIDEPLAN (el debate fue extremadamente rico, pues Chile era uno de los primeros países de América Latina que planteaban un Ministerio de Planificación Nacional) con una visión directa de la realidad de aquel entonces y con una visión de desarrollo posterior del país que, a la luz del crecimiento humano a que aspirábamos, nos darían, sobre la base del diagnóstico efectuado, las ideas directrices.



En los años siguientes -1973, 1974, 1980-, MIDEPLAN perdió tal rol y terminó transformándose -eso siguió sucediendo durante los Gobiernos de la Concertación- en un Ministerio que prácticamente atiende todo aquello que no ven las demás Carteras. Cualquier persona afectada por un problema simplemente se va al Ministerio de Planificación. Así, hoy tenemos una institucionalidad que atiende las cuestiones de las minorías, los problemas del niño, etcétera.



Eso es la negación de su nombre. Un Ministerio de Planificación que debe atender las cosas más insólitas, controvertidas y disímiles es la antinomia de su denominación.



Entonces, lo vuelvo a intentar. Y de nuevo me va mal.



Tal vez cuando abandone el Senado tenga la oportunidad de ver que alguien recoge mi planteamiento. En todo caso, espero que en un tiempo más, dentro de unos dos años, sí la tenga con el colega que se encuentra a mi diestra.



Por consiguiente, insistiré en la idea de que debe existir una fórmula más racional para resolver las materias en comento.



Ahora, hay un hecho que demuestra que a veces no somos capaces de reconocer nuestros errores, los de cada cual, y ni siquiera permitimos la discusión de algunas ideas.



Desde hace bastante tiempo ha habido oposición al planteamiento -creo que al menos debemos debatirlo, pese a que muchos ven solo su lado negativo- que hemos llamado “Prórroga del crecimiento de los niños a través de una lactancia prolongada”.



Fue entregado a la Presidenta de la República. Se ha discutido con otros Senadores, quienes lo consideran un error porque, según ellos, les quita opciones de trabajo a las mujeres. Pero, de una manera u otra, tenemos que saber qué queremos.



¿Estamos disponibles para llevar a cabo un proyecto que no cuesta gran cosa al país y que presenta ventajas innegables para el niño y la madre?



Las cifras en esa materia son de tal manera indiscutidas que resulta increíble que no se mire el punto que señalo.



La lactancia en los términos que sugerimos es parte esencial de un programa como el que aquí se plantea. No existe ventaja mayor para el niño, desde los puntos de vista físico, psicológico, intelectual, que la lactancia materna.



Es sabido, señor Presidente, que hacemos un esfuerzo enorme para combatir la delincuencia.



Pues bien, todo demuestra -y no se trata solo de algunos sectores; en Canadá, Estados Unidos y diversos países de Europa es absolutamente clara la decisión- que la falta de lactancia materna incide en el desarrollo psicosocial del niño y que eso tiene que ver con la conducta criminal en los años posteriores (20 a 30 años de edad).



Inclusive, los estudios del propio Ministerio de Educación demuestran que los resultados de las pruebas SIMCE, cuando se estudian por separado, desagregados, revelan diferencias notorias entre los niños amamantados con leche materna y aquellos que no la recibieron. Por lo demás, la sabiduría del Chile profundo así lo ha indicado desde hace muchos años. Cuando alguien es un poco torpe, se le dice que tuvo “alimentación con leche de tarro”.



Entonces, lamento que esta materia no haya sido mencionada por el Gobierno y que sobre ella ni siquiera se haya respondido al Senador que habla.



Por lo tanto, al terminar mis palabras, reitero que aprobaré la idea de legislar, porque se trata de una cuestión que hay que abordar. Empero, estimo que este proyecto no es el adecuado. Y siento profundamente que el Gobierno, al que defiendo y respaldo, no haya tenido la cortesía de contestar si apoyará o no lo que hemos planteado. Ello, porque no deseo cometer un desaguisado ni una falta de deferencia al pedírselo al futuro Presidente de Chile.

El señor ROMERO.- ¿A quién se refiere?

El señor PROKURICA.- ¡Le va a escribir a Sebastián Piñera a través de mí!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡No! ¡Él se va a retirar! ¡Todos sabemos que la UDI tendrá otro candidato de aquí a poco tiempo más…!

El señor LARRAÍN.- ¿Quién se va a retirar?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sebastián Piñera.



En consecuencia, pido que se oficie en mi nombre a la Presidenta de la República con el objeto de que responda, a los Senadores que firmamos la petición respectiva y a los 117 Diputados que presentaron un proyecto de acuerdo para potenciarla, si la mencionada materia se incorporará o no en su Mensaje del 21 de mayo próximo. Ello, para buscar, si no la incluye, otro patrocinante en los días que nos quedan, a fin de que la medida planteada pueda concretarse al menos el próximo año.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado, en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, basta haber escuchado con atención la intervención de quien me antecedió para darse cuenta de que no estamos frente a una iniciativa que pueda discutirse en el Senado con “suma” urgencia, esto es, en el plazo de diez días. Se trata de establecer un sistema de protección social que requiere un análisis mucho más profundo. Y no hay duda de que diez días es un tiempo extraordinariamente breve, que imposibilita abordar los diversos aspectos que aquella contiene.



Recuerden, Honorables colegas, cómo se trató en el Parlamento el proyecto sobre “Chile Solidario”, antecedente fundamental para la materia que hoy día discutimos. Hubo un arduo y muy significativo debate, que permitió consagrar una política pública cuyos efectos se han sentido en los sectores más modestos del país. Ello, producto de esa discusión, que en determinado momento tal vez fue estimada larga.



Ahora, me llama mucho la atención que estemos institucionalizando un sistema de protección social que, mediante el articulado del proyecto, otorga garantías explícitas a un conjunto muy importante de la población y no haya un análisis en la Comisión de Hacienda del Senado.



Porque aquí no se trata solo de la política pública existente, Chile Crece Contigo, que año a año aprobamos en la Ley de Presupuestos, sino que además se pretende establecer en otra legislación garantías explícitas, como las consignadas en el artículo 12 del proyecto, que requieren un análisis mucho más a fondo, porque -es mi impresión- van más allá de la política pública que hoy día -y lo reconozco-, exitosamente, se aplica en el país mediante el programa Chile Crece Contigo.



¿Y aprobaremos una iniciativa de ley que contiene tales garantías en el mencionado precepto y que, a la vez, consagra en el artículo 13 otros derechos sin que medie un examen sobre su significado económico, sin determinar con nitidez los recursos que van a sustentar una política claramente ambiciosa?



Me parece imprescindible, esencial, que este proyecto sea discutido -al igual como se hizo en el caso del otro subsistema, el de Chile Solidario- en la Comisión de Hacienda del Senado, para establecer fundadamente la manera como se va a aplicar lo que se propone a través de ella. Porque aquí estamos pasando de un programa -sin duda, es absolutamente válido- que aprobamos año a año en la Ley de Presupuestos a una legislación que prevé un sistema institucional de protección social hacia los menores. Y eso requiere, sin duda, un análisis distinto y un debate diferente del que realizamos anualmente con motivo del proyecto de Ley de Presupuestos.



Me llama la atención, entonces, que tengamos sobre nuestros escritorios esta iniciativa de ley -la considero significativa- para discutirla con “suma” urgencia y sin informe de la Comisión de Hacienda.



Por lo tanto, mi primera aprensión es de carácter formal. Y, en tal sentido, pienso que deberíamos discutir este proyecto de manera exactamente igual a como debatimos el concerniente a Chile Solidario.



De otro lado, hago míos los temores señalados por el Senador señor Orpis con relación a dos aspectos relevantes.



Me parece bien que el Gobierno procure mediante una ley -ya lo hizo en el caso de Chile Solidario-, a propósito de Chile Crece Contigo, establecer un subsistema de protección social. Empero, deja la puerta abierta para que por mero decreto se incorporen otros subsistemas.



¿Acaso los nuevos subsistemas -pregunto yo- van a tener menor relevancia que los dos a que nos hallamos abocados?



Por ende, se abre una duda razonable acerca del sistema de protección social a que estamos tratando de llegar.



Otra cosa que no queda bien resuelta, señor Presidente, es la flexibilidad que deben tener los programas a que se refiere la legislación en proyecto.



Es factible que dentro de algunos años haya nuevas necesidades, otras urgencias.



Por consiguiente, rigidizar los programas en función de un sistema institucional consagrado por ley puede que no sea el camino adecuado. 



Nuevamente, entonces, volvemos a la pregunta original: ¿Por qué unos por ley, rigidizados, y por qué otros no? 



Ello hace indispensable una respuesta del Ejecutivo.



El segundo elemento se refiere a la evaluación de los programas sociales.



Es fundamental, en cualesquiera políticas públicas, consignar sistemas de evaluación que nos permitan monitorear desde el propio Senado la eficacia con que se ejecutan, si de verdad se está llegando a las personas a las cuales van dirigidos los programas correspondientes.



Este proyecto de ley no prevé ningún mecanismo de evaluación que nos posibilite garantizar que cuanto establezcamos en las normas respectivas sea eficaz.



Señor Presidente, estamos dispuestos a votar favorablemente la idea de legislar. Sin embargo, no hay duda de que deberemos modificar sustancialmente el procedimiento e incorporar el necesario informe de la Comisión de Hacienda, y además, discutir con mayor latitud la idea de que algunos programas se establezcan por ley y otros por decreto. Esto último, a mi juicio, genera una duda razonable sobre el elemento central del proyecto que nos ocupa, porque -como se ha expuesto aquí- fijar por ley determinadas políticas públicas puede rigidizarlas en extremo y generar dificultades que no están en el ánimo de nadie.



En ese contexto, reiteramos la necesidad de que exista informe de la Comisión de Hacienda y le solicitamos al Ejecutivo quitar la “suma” urgencia y posibilitar un mecanismo de discusión muy similar a aquel con que el Senado discutió el proyecto sobre Chile Solidario.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Debo aclarar a la Sala que, cuando se dio cuenta de esta iniciativa,  el acuerdo fue remitirla a la Comisión de Gobierno y a la de Hacienda, en su caso.



Tiene la palabra el Senador señor  Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, es sumamente importante el sentido de este proyecto de ley en cuanto en nuestro país se ha ido estableciendo desde hace ya varios años un conjunto de servicios de tipo social, de beneficios sociales o de derechos sociales que pueden confluir en lo que aquel denomina “Sistema Intersectorial de Protección Social”.



Con eso deseo señalar que no son iniciativas nuevas (como bien se expresó en las recientes intervenciones de los Senadores señores Ruiz-Esquide y Pérez Varela), sino iniciativas que se hallan plenamente en marcha y que se han confirmado como exitosas, especialmente en el caso del programa Chile Solidario, que articula una acción en que colabora el Gobierno central, donde interviene el Congreso Nacional a través de la aprobación anual de la Ley de Presupuestos y que luego se extiende por el país por medio de los municipios, todo lo cual, en consecuencia, es una muestra bastante representativa de un esfuerzo en el ámbito de una política social de carácter integral.



Acá, naturalmente, se aspira a organizar, dándoles mayor racionalidad, otras políticas sociales, en particular las referidas a la infancia. Y por eso la proposición pertinente conlleva una meta relativamente ambiciosa: establecer un subsistema para la infancia sobre la base de un conjunto de prestaciones que existen y que no implican una nueva subvención, un nuevo subsidio o algo similar.



Dicho de otra manera, creo que el proyecto tiene el mérito de recoger críticas formuladas, incluso en este Parlamento, respecto a la falta de coordinación existente en las políticas sociales en cuanto resulta evidente que debe haber un grado superior de organización, más planificación y, sobre todo, mayor optimización del gasto que ellas irrogan.



Expresado de otro modo, aparece lógico que el conjunto de programas, subvenciones, subsidios, ayudas sociales que entrega el Estado y que se aprueban anualmente en la Ley de Presupuestos se integren en el sistema que promueve el proyecto en debate.



Yo no quisiera contradecir lo que el Senador señor Ruiz-Esquide llamó “la sabiduría del Chile profundo”. No osaré oponer mi juicio a una afirmación como esa.



En todo caso, tocante a la coordinación de este sistema de protección social por parte del Ministerio de Planificación, reconozco que pueden analizarse distintas alternativas. Pero, desde el punto de vista de lo que el país ha venido llevando a cabo en el curso de los últimos veinte años, hoy no estamos en presencia de lo que imagino tenía en mente el colega Ruiz-Esquide; no nos encontramos frente a la Oficina de Planificación, como antecesora del MIDEPLAN, sino ante un Ministerio nuevo, que por cierto recoge la buena y positiva tradición de ODEPLAN, que en su momento realizó una importante contribución a los efectos de que el país pudiese pensarse a sí mismo en una perspectiva no solo de corto sino también de largo plazo, lo que resulta necesario.



Aparecía como contradictorio, en una discusión que ya se superó, el hecho de existir el mercado con la idea de la planificación. Eso, desde el punto de vista del debate actual, quedó completamente atrás, en el plano de los conceptos. Los grandes conglomerados económicos son los que con mayor insistencia y perseverancia utilizan mecanismos de planificación de largo plazo. Y así procede también cualquier Estado moderno.



Pero el Ministerio de Planificación no solo ha cumplido esa labor en el curso de los últimos años, sino que, además, ha venido transformándose en el articulador de las políticas sociales.



La idea de que un sistema de protección social de las características del que nos ocupa se puede asignar a una Secretaría de Estado sectorial me parece equivocada. Porque la fuerza de la inercia, por ejemplo, de las tareas del Ministerio de Salud; la fuerza de la especialización del Ministerio de Educación o del de Vivienda y Urbanismo lo hacen virtualmente imposible. Se trata, en efecto, de poderosas entidades que no miran al conjunto, sino a su sector. 



Parece muy difícil concebir que un sistema integral, que abarca las diferentes áreas de la política social; que conlleva aspectos de educación, salud, vivienda u otros que tienen que ver con la planificación, con derechos sociales distintos, puede radicarse en una Secretaría de Estado sectorial. Debe tratarse de un Ministerio que considere el conjunto. Y, en nuestro esquema institucional, es el de Planificación.



No digo que eso vaya a ser así siempre. Podrían tener lugar cambios institucionales que alteraran el esquema institucional vigente y que, en ese momento, la ley en proyecto se debiese modificar. Pero hoy es el organismo mencionado el que considera el conjunto y no solamente a un sector o una parte de las políticas sociales.



Repito: no tengo la osadía de contradecir “la sabiduría del Chile profundo” a que se refirió el Senador señor Ruiz-Esquide; pero me parece que, a la luz de los datos con los cuales se puede discernir razonablemente en la materia, es relativamente lógico que al Ministerio de Planificación le corresponda la coordinación del sistema de protección social que plantea la iniciativa.



Deseo subrayar, al mismo tiempo, que eso permitiría que nuestro país pudiese hacer un uso aún más adecuado de los importantes recursos que año tras año se destinan a dicho ámbito y abordar algunas áreas que, según se desprende del contenido mismo del articulado, experimentan cierto retraso.



Por algo se pone el acento en la situación de la infancia. Y todos sabemos que la inversión en esta última -muchas veces se ha conversado al respecto, en especial cuando se ha discutido sobre educación- es la mejor que se puede hacer pensando en el futuro de Chile. Nuestro país es relativamente pequeño, con una población no muy numerosa, y nos hallamos frente a un mundo cuya mirada apunta a la innovación y la tecnología, al empleo de la ciencia en gran escala, lo cual nos exige niños y niñas con un grado de salud física y mental en perfectas condiciones. En consecuencia, el hecho de que el sistema en examen ponga un énfasis especial en ese campo no hace sino responder a los desafíos que enfrentamos.



En la última observación formulada durante el presente debate se señaló que sería útil que la Comisión de Hacienda también analizara el proyecto.



Soy miembro de esa instancia especializada y no creo que ella posea una clarividencia tal que le permita acertar en todos los asuntos. Naturalmente, si existen recursos públicos involucrados, es lógico que intervenga. Sin embargo, me parece que el tema involucra más bien una definición que tiene que ver, primero, con una voluntad, con una decisión nacional, con una resolución política propiamente tal, en orden a organizar y reunir diferentes iniciativas, hoy día separadas o aisladas, en una coordinación que pueda darles un sentido de finalidad mucho mayor que el actual. Y, sobre esa base, los gastos deben encontrarse involucrados, deben ser resueltos, pero deben hallarse en función del propósito de país que se plantea: darle una racionalidad de largo plazo al sistema de protección social que se ha venido construyendo con el apoyo del conjunto del Congreso, expresado en esta sesión en lo que corresponde al Senado.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, Chile gasta mucho dinero en programas sociales. Y es bueno que así sea. El problema es que no siempre queda claro si ellos en realidad cumplen con sus objetivos. Muchas veces, estos últimos ni siquiera se pueden precisar.



En algunos casos, los programas se orientan, básicamente, a ayudar a soportar o sobrevivir la pobreza, pero de personas que se sabe que muy difícilmente saldrán de ella. Consisten en subsidios, ya sea para alimentos, agua potable, etcétera.



En otros, tienden más bien a lograr una mayor equidad en las oportunidades. Por ejemplo, los programas de alimentación de niños, de educación -sobre todo, los relacionados con la infancia, en general-, tienen que ver con el propósito de que esos seres humanos logren desplegar toda su potencialidad y llegar tan alto como puedan de acuerdo a las capacidades con que nacieron, pero bien desarrolladas.



También existen situaciones en que se promueve la movilidad social.



En fin, se persiguen distintos objetivos. Y muchas veces, como dije, estos no quedan claros cuando se empieza un nuevo programa.



Tampoco está claro lo que se busca, señor Presidente. Nosotros queremos ayudar a quienes se encuentran peor; pero resulta que, con frecuencia, es gente que no se esfuerza por salir de su condición, porque sabe que si consigue un empleo y empieza a irle mejor le van a quitar todos los subsidios.



¿Cuánto queremos apoyar verdaderamente a las personas que viven muy mal y premiar a las que se esfuerzan? Cuando uno va a las poblaciones, a menudo sus habitantes se quejan y dicen: “A la señora de al lado, cuya vida es un desastre, pues se droga y sus niños andan en la calle todo el día, le llega y le llega asistencia, y vende todo lo que recibe para seguir drogándose o bebiendo. En cambio, a uno, que se esfuerza, que invierte el dinero en la casa y la familia, y tiene todo ordenadito, lo consideran rico. Y si quiero que mi hijo vaya a la universidad o un instituto, cero ayuda”.



Esos son equilibrios en los cuales debemos pensar como país. ¿Hasta cuándo seguimos auxiliando a los que no se esfuerzan y en cuánto queremos premiar a los que sí lo hacen? ¿Cuál es el equilibrio razonable entre esos dos enfoques?



Por otra parte, señor Presidente, cuando se entrega ayuda, siempre nos preocupamos de que ello se realice de acuerdo con una ficha de caracterización social, mediante la cual se otorga un puntaje. Pero con frecuencia hemos reclamado, tanto en la Sala como en Comisiones, de que una persona que obtiene, por ejemplo, 8 mil puntos en una comuna, en otra habría conseguido 10 mil, por no existir un criterio uniforme. Es algo que ocurría sobre todo con la ficha anterior, en la cual ello ni siquiera se daba entre los encuestadores. Y no se registraba ningún empeño para establecer pautas comparables a nivel nacional. Entonces, si se otorgan distintos puntajes a lo largo del país, obviamente que se focalizan mal los recursos y la ayuda.



Por eso, resulta fundamental contar con un ente como MIDEPLAN -a mi juicio, es al que le corresponde hacerlo- para que se ocupe en estos asuntos.



¿Cuánta ayuda vamos a prestar a gente que en verdad ya no puede salir adelante? Estoy pensando, por ejemplo, en personas de la tercera edad, que ya hicieron todo lo que podían y a quienes ahora corresponde apoyar.



¿Cuánto realizaremos por lograr una mayor equidad y movilidad social, lo cual implica una consideración hacia el futuro?



¿En cuánto contribuiremos a premiar a los que se esfuerzan?



¿En cuánto vamos a auxiliar a quienes, a lo mejor, no pueden o no quieren poner algo de su parte?



¿Cómo vamos a ir combinando todos esos aspectos?



Pero también se presenta la dificultad de que son muchos los ejecutores de todos los programas. Y, por lo tanto, se requiere controlar si hacen bien su trabajo.



Muchas veces, se implementa un programa que es manejado en el nivel municipal, por ejemplo. Y uno observa, como ocurre en la Región que represento, que algunas municipalidades intentan buscar una persona idónea para hacerse cargo de llevarlo a cabo. Sin embargo, otras le dan el puesto a uno de sus funcionarios, a modo de premio, y básicamente como un sobresueldo.

El señor PROKURICA.- ¡A un jefe de campaña…!

La señora MATTHEI.- Así es.



Para citar un caso, en uno de los municipios de mi circunscripción le asignaron el Programa Chile Crece Contigo a un señor que ya tenía un contrato de tiempo completo. Entonces, me pregunto cuál de las dos pegas va a realizar. ¿Se va a preocupar de verdad del Programa o va a cumplir más bien su labor en el municipio y recibir un sobresueldo?



Por eso, lo relativo a contar con un ente que piense, que ordene, que controle, que estandarice, es fundamental. Y, obviamente, no puede tratarse del ejecutor, sino del MIDEPLAN. En consecuencia, apoyo la creación de un sistema que coordine y planifique.



Ahora bien, me encantaría que la iniciativa pasara a la Comisión de Hacienda. Creo que hay mucho que aportar y preguntar. Solo deseo consignar que el tema en examen va en el camino de ir ordenando el inmenso gasto social. Debemos tener claro cuántos programas existen, quiénes los ejecutan y a quiénes llegan. En este minuto, tengo la impresión de que estamos dando muchas ayudas, por distintos lados: vivienda, salud, educación, vía subsidio único familiar, vía pensiones, vía subsidio al pago del agua potable, vía subsidios de distintos tipos, etcétera. ¿No será que los grupos que se benefician con la multiplicidad de programas finalmente terminan mejor que aquel que se halla justamente por encima de ellos y no recibe nada? ¿Hemos medido eso alguna vez?



Me parece, entonces, que se está generando una tremenda injusticia, porque todo el apoyo va dirigido al 40 por ciento más vulnerable de la población, pero no a quienes se encuentran entre 40 y 50 por ciento. ¿No será que el primero los está superando con todo lo que obtiene del Estado? ¿No será que más bien debiéramos ir ayudando también, pero en porcentajes declinantes, a los que están más arriba?



Por tal razón, estimo que aquí se requieren muchos estudios. Es necesario pensar en cuáles son los proyectos que realmente causan impacto. ¿Alguien está midiendo cuáles de todos estos programas, de todos estos gastos, lo provocan; cuáles llegan en forma efectiva a los grupos a los que se quería orientarlos; cuántos están logrando sacar a la gente de la pobreza; cuáles son los costos de administración que importan; cuáles son más eficientes, etcétera? Toda esa planificación es muy importante.



Ese es el motivo por el cual considero fundamental armar un sistema y distintos subsistemas que vayan ordenando todos estos aspectos.



Concuerdo con los Senadores señores Orpis y Pérez Varela en el sentido de que suena raro que algunos subsistemas se creen por ley y otros por decreto. De todas formas, juzgo que se materializa un avance.



Por último, uno de los que probablemente más impacto debiera causar, si se ejecuta bien, es el de Chile Crece Contigo.



Está comprobado, señor Presidente, que no hay nada más importante para el futuro de un ser humano que los primeros años de vida. Y, muchas veces, las madres, por falta de cultura, de conocimientos, de dinero, de oportunidades, etcétera, no proveen del cariño y de la estimulación suficientes. Entonces, se origina el drama de una persona nacida con un potencial que a los cinco años ya no desarrolló y que nunca lo hará.



Acompañar a los niños más vulnerables durante la etapa de gestación, incluso, y después, durante sus primeros años de vida, puede causar un impacto enorme en la reducción de la pobreza y en una mayor equidad social.



Por mi parte, voy a votar a favor del proyecto -me encantaría que pasara, como dije, a la Comisión de Hacienda-,…

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Lo va a hacer, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- … pero creo que empezar a ordenar, a pensar, a planificar, a controlar la ejecución correcta, a medir el impacto, constituye una necesidad de larga data, ya que todo lo que tiene que ver con ayuda social ha ido creciendo en forma totalmente inorgánica.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, ¿sería posible abrir la votación?

El señor NOVOA (Presidente).- Ello se hará después de que intervenga la señora Quintana, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Sin que se modifique el tiempo de quienes no han hablado.

El señor NOVOA (Presidente).- Del correspondiente a los señores Senadores inscritos, que son cinco.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, señora Senadora, señores Senadores:



El proyecto que se presenta para discusión y aprobación pretende dar el carácter de ley de la República a programas de protección social que hoy día se encuentran en ejecución.



Deseo destacar que la iniciativa se genera a partir de la política en ese sector, pero recogiendo los aportes, los resultados, de dos instancias de análisis que representaron el más amplio espectro de la vida técnica, profesional, académica y política en el país.



Por una parte, cabe mencionar las propuestas del Consejo de Trabajo y Equidad, orientadas a la creación de una autoridad social, y, particularmente, la necesidad de coordinar las políticas sociales existentes, los programas sociales en ejecución, asumiéndose la conveniencia de abordar de manera integral determinados fenómenos, como la pobreza, la extrema vulnerabilidad y el desarrollo de los niños y niñas desde que se hallan en el vientre materno.



Por otro lado -y asociado a este último ámbito-, el Consejo para el Desarrollo de la Infancia, que desarrolló su labor durante 2006, expuso como planteamiento, en un informe que entregó a la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, un conjunto de acciones consideradas por el Ejecutivo y mediante las cuales formuló Chile Crece Contigo como un subsistema de protección integral a la primera infancia. 



Y quisiera resaltar precisamente el carácter integral de las intervenciones a las cuales apunta el proyecto, porque se trata de enfrentar desde múltiples puntos de vista y acciones las necesidades de las personas y las familias. 



Para superar la extrema pobreza, no solo se requieren ingresos, sino también educación, vivir en un medio favorable al desarrollo de las personas, la familia y los niños. Se debe contar con instrumentos que le permitan a la gente desenvolverse en su entorno con el máximo de sus capacidades.



Para el desarrollo de los niños no se precisa solamente salud, sino, además, alimentación, educación.



Son fenómenos que demandan un abordaje integral desde las políticas sociales. Por eso se cuenta con distintos programas para un proceso que puede llevarse a cabo en diversas dimensiones, pero que es necesario asumir de manera coordinada a fin de producir el impacto deseado.



Esa es la razón por la cual se halla tan asociada la integralidad a la intersectorialidad. Y de ahí que mediante el proyecto en análisis -pongo énfasis en eso- se propone la creación de un sistema de protección social de carácter intersectorial.



Que no se entienda que en la presente iniciativa se encuentran todos los programas de protección social -no es así-, pues no todos requieren intersectorialidad. Por ejemplo, la reforma previsional, que responde plenamente a la protección social, comprende una política e instrumentos de índole sectorial que no están recogidos en el proyecto. Este último considera las herramientas que necesitan una coordinación para que las personas sean abordadas a través de los distintos instrumentos públicos tendientes a su desarrollo, tanto del Gobierno central como del nivel regional y, de manera muy significativa, municipal.



Desde esa perspectiva, se reconoce al Ministerio de Planificación como la entidad de la estructura del Estado que puede articular dichos programas sociales, hacerlos más eficientes y analizar y evaluar sus niveles de impacto y desarrollo. Y es lo que plantea la iniciativa en debate: que el MIDEPLAN posea la facultad de diseñar, administrar y evaluar programas sociales que hoy se encuentran en aplicación, pero que requieren una coordinación efectiva para lograr un desarrollo integral.



Estamos hablando de políticas sociales de segunda generación. Y esto es posible en la actualidad porque en Chile se han implementado programas sociales que han ido incrementando tanto su cobertura como su calidad. Sin embargo, para dar saltos mayores en este ámbito se debe abordar la situación de las familias desde un punto de vista integral. Y es lo que hace el proyecto en lo relativo a la protección de los niños.



Quiero destacar otro aspecto.



Hoy tampoco estamos en condiciones de que todos los programas sociales posean carácter intersectorial, en función de un abordaje integral, y puedan ingresar al sistema contemplado en la iniciativa. Y ello, por cuanto queremos actuar con plena responsabilidad. Incorporamos el subsistema “Chile Solidario” porque lleva años de ejecución y sabemos que es capaz de responder a ciertas garantías. Lo mismo sucede con “Chile Crece Contigo”. Se trata de programas ya probados que cuentan con recursos asignados en la Ley de Presupuestos para su implementación este año. Todavía no nos encontramos en condiciones de incorporar otros, aun cuando sabemos que las necesidades y las problemáticas ya están planteadas. Sin embargo, no hemos logrado progresar en su diseño, altamente complejo. No son cosas que se hagan de un día para otro.



Seguramente tendremos que avanzar en identificar los ámbitos de otras políticas sociales de carácter intersectorial que podamos incorporar entre aquellas denominadas “de segunda generación”. Por eso el proyecto consagra un mecanismo que permitirá el ingreso de otros programas sociales de índole intersectorial, en la medida en que se sepa responsablemente que pueden responder a las garantías ofrecidas.



Por otra parte, se hace hincapié en la necesidad de contar con mayor fortaleza institucional en lo que dice relación a instrumentos de caracterización socioeconómica tan importantes como la Ficha de Protección Social. Esto hará posible que quienes participen en el proceso tengan una adecuada calificación. Entre ellos cabe destacar a los encuestadores, para los que se contempla la creación de un registro nacional. También es muy relevante que se sancione a las personas que adulteren información, ya sea por parte de quienes la entreguen o de los que la reciban y la traspasen a la encuesta.



Queremos instrumentos serios, pues son determinantes para la vida de una familia. Por eso el proyecto busca fortalecer esta área.



En el mismo sentido, se establece un Registro de Información Social que abarcará, según datos de hoy, a cerca de 10 millones de habitantes. 


¡Cómo no va a ser importante dar respaldo normativo a instrumentos serios, a la altura de las necesidades del país, en particular de la población de mayor vulnerabilidad!


Termino destacando lo siguiente.



Dado que se trata de políticas y programas sociales de segunda generación, se ha evaluado la conveniencia de contar con estrategias flexibles a nivel local y regional, resguardando la realidad de cada territorio. De ahí que los municipios tienen una labor fundamental en la ejecución de los programas y en la articulación del Sistema de Protección Social.



Invito a la Sala a aprobar el proyecto, tal como ya lo hizo la Comisión de Gobierno. Creo, con mucha fuerza y convicción, que contiene herramientas que realmente nos permitirán avanzar, como país, en la situación social de las familias más vulnerables, de quienes más lo necesitan, a la vez que contar progresivamente con políticas sociales eficaces que sean ejemplo a nivel internacional.



Muchas gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Procederé a abrir la votación.



Los Senadores señores Letelier, Larraín, Navarro y Naranjo, que ya estaban inscritos, tendrán derecho a usar el tiempo completo. El resto podrá fundamentar su voto durante 5 minutos.



En votación el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, voy a votar a favor de la iniciativa, que considero tremendamente importante. 



Sin embargo, deja abiertas muchas interrogantes.



La primera, sin duda, dice relación al Ministerio de Planificación y a la necesidad de evolucionar, quizás, hacia un “Ministerio de Políticas Sociales” o un “Ministerio Social” que separe los instrumentos de planificación de largo plazo, el sistema de inversión nacional y regional, que directa o indirectamente aquel administra, de este otro tipo de institucionalidad. 



Es un debate pendiente, que el proyecto no aborda. No obstante, no puedo sino partir mis reflexiones compartiendo el juicio de que resulta indispensable separar ambas funciones, de modo que el MIDEPLAN, o al menos una parte de él, avance hacia un ministerio de políticas sociales.



En segundo término, soy muy partidario de que en materia de políticas sociales se establezcan derechos garantizados, que es lo que en el fondo subyace en el proyecto. Se trata de una concepción, de una visión que ya se ha ensayado con anterioridad en por lo menos tres o cuatro iniciativas debatidas en el Parlamento. La reforma previsional apunta, indudablemente, hacia un sistema de garantías para un sector muy amplio; el acceso universal de garantías explícitas en salud, lo mismo; la ley sobre subsidio único familiar y el mecanismo automático que genera el derecho garantizado por ella, también. Son algunas de las normativas que hemos venido dictando de manera algo inorgánica y a las cuales les damos hoy una organicidad importante.



En ese sentido, coincido plenamente en la necesidad de crear un sistema intersectorial de protección social, una red como “PROTEGE” a nivel nacional, donde se contemplen las diferentes políticas públicas en las cuales existan garantías.



Creo que la forma en que estamos avanzando, gradualmente, es la correcta, aun cuando a algunos nos gustaría hacerlo más rápido.



Cuando se habla de subsistemas, se apunta, sin duda, al “Chile Solidario” y al “Chile Crece Contigo”. Pero uno se pregunta por qué no figuran otras políticas públicas de mayor antigüedad. Y estoy seguro de que la señora Ministra compartirá conmigo esta inquietud. Porque cuando uno conoce la JUNAEB y las políticas de alimentación y de salud escolar, la capacidad existente en el país en este ámbito (se entregan de un millón 700 mil a 2 millones de raciones por día, estableciéndose derechos para una población muy grande), uno se pregunta por qué este tipo de políticas no forman parte de un sistema garantizado.



Del mismo modo, no se divisa por qué la política dirigida a los adultos mayores, en particular en el área de la salud, la política de alimentación complementaria para personas de más de 70 años, tremendamente potente en lo que son derechos adquiridos, no se incorporan como otro subsistema.



Dejo planteado el punto, porque creo que debemos reflexionar hasta dónde queremos llegar.



Con todo, me llama la atención que los derechos de los discapacitados no estén integrados en forma más plena. Tenemos una institucionalidad que proporciona ayuda técnica a través del FONADIS. Se está debatiendo en el Parlamento una iniciativa de ley sobre la materia. ¿Por qué, entonces, no se fija un criterio -de gradualidad, sin duda- para incorporar también a dicho subsector?



En segundo término, señor Presidente, quiero formular, por su intermedio, una consulta a la señora Ministra.



Dentro de los requisitos para integrarse al Sistema, la letra g) del artículo 4° establece que los subsistemas deberán contemplar mecanismos de retiro gradual de sus beneficiarios. Expreso mi rechazo a tal criterio porque, si la idea es incorporar derechos adquiridos, derechos garantizados a los enfermos crónicos o a los discapacitados, eso significa establecer a priori una cortapisa para la inclusión de ciertas políticas de garantías sociales.



Creo que se debe revisar el espíritu de dicha norma, que más bien obedece, en mi opinión -lo digo con todo respeto-, a la lógica de una política de ahorro fiscal que a la de una política orientada a garantizar los derechos de ciertos ciudadanos.



Por otro lado, valoro tremendamente el Párrafo 3º del Título I del proyecto, denominado “De los Instrumentos de Gestión”. Pienso que no nos hemos detenido lo suficiente en él para apreciar su real dimensión.



Considero fundamental la creación de un Registro Nacional de Encuestadores, en el marco de un sistema más transparente, donde la persona encuestada, ya sea en Arica, en Graneros o en Temuco, sea medida con el mismo parámetro y donde quienes cumplan la función de agentes públicos tengan responsabilidades cuando falseen o distorsionen un instrumento.



Muchos hemos sido testigos de situaciones equívocas. A veces, quienes poseen una situación socioeconómica mejor -¡gracias a Dios!- figuran con puntajes tremendamente bajos en la encuesta de protección social y, al contrario, personas en condiciones de gran vulnerabilidad aparecen en ella con puntajes bastante altos. Evidentemente, eso ocurre porque no hay un sistema de aplicación único o por una inadecuada formación de los encuestadores. 



Por consiguiente, la creación de instrumentos de gestión resulta sumamente importante.



Antes de terminar mi intervención, señor Presidente, quiero expresar algunas palabras en relación con el programa “Chile Crece Contigo”, que se incorpora como uno de los subsistemas pioneros.



Y primero no puedo sino rendir homenaje a un hombre que ayudó mucho al Consejo Asesor Presidencial para la Reforma de las Políticas de Infancia: don Jaime Crispi, quien impulsó con gran fuerza tal iniciativa.



En este ámbito, si bien el proyecto se halla bien dirigido, me despierta las siguientes dudas.



¿Es posible avanzar en precisar más los derechos? Por ejemplo, merced a “Chile Crece Contigo”, las mujeres embarazadas tienen garantizado el derecho a tres ecografías, como mínimo, y el acceso a programas de salud dental y de salud mental. Sin embargo, ello no aparece debidamente explicitado.



Otro tanto ocurre con el parto sin dolor como derecho garantizado. En el  Senado, donde la mayoría somos hombres, quizás no existe gran sensibilidad frente al tema, pero cuando uno habla con mujeres se da cuenta de que para ellas resulta de vital importancia. Porque no todas tienen derecho y el maltrato que a veces sufren por este motivo no es menor.



Uno se pregunta por qué ciertas políticas institucionalizadas hace más de 40 años, como las de alimentación -en particular, el derecho a la leche que se entrega en los consultorios-, no se hallan establecidas como garantía.



Al respecto, me sumo a la opinión de la Honorable señora Matthei. Me parece que algunas políticas deben ser universales. Tal como las licencias pre y posnatal, creo que las políticas de la infancia tienen que ser derechos de los niños y las niñas, independiente de la cuna en que nacieron, por cuanto tienen que ver con políticas universales que trascienden la situación socioeconómica. 



Tengo la impresión de que cuando se habla del 40 por ciento de personas con menores ingresos, dicha cifra comprende el 60 por ciento de los niños y niñas de nuestro país. Las líneas de corte son siempre arbitrarias. ¿Qué son 11 mil 832 puntos en la Ficha de Protección Social versus 12 mil o 13 mil, cuando lo que uno quiere es una política dirigida a la infancia que nivele la cancha para todos?



Si bien valoro mucho el proyecto, estimo fundamental avanzar en ese aspecto.



Una última inquietud, señor Presidente, que ya he planteado a algunos miembros de esta Corporación, se refiere a las parvularias de Chile y dice relación a la posibilidad de precisar también en la ley ciertos conceptos y parámetros vinculados a la calidad de la educación parvularia.



El proyecto constituye una gran iniciativa y una tremenda innovación a la institucionalidad sobre derechos garantizados. Valoramos aquello, pero creemos que en este trámite se debería tratar de avanzar el máximo posible, analizando la manera de incorporar otros subsistemas (relativos a los derechos de los discapacitados y de los adultos mayores) y, quizás, estableciendo incluso un calendario para tal efecto, a fin de no quedarnos solo con el “Chile Solidario” y el “Chile Crece Contigo”.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, al igual que todos quienes han hecho uso de la palabra, también quiero valorar el programa de protección integral a la infancia, porque pocos objetivos de políticas públicas pueden ser más importantes que dar apoyo al niño desde su gestación hasta que ingresa al sistema escolar. 



Obviamente, esa es una etapa crucial en la vida de las personas, y garantizarla permite de verdad asegurar una igualdad de oportunidades que resulta esencial.



Es evidente que las diferencias que se producen durante dicho período entre quienes reciben apoyo y respaldo de todo tipo -afectivo, sicológico, económico, material- y los que no lo tienen, generan una brecha irremontable cuando comienza el ciclo escolar.



Yo valoro los programas que ha venido desarrollando el Ejecutivo. Creo que la Presidenta Bachelet ha puesto un énfasis justo y correcto en ese sector. Probablemente, en una evaluación futura de su Gobierno, así como habrá algunas cosas que traerán mal recuerdo, esta ciertamente será una de las muy bien evocadas. Por eso, hay que destacarla ahora.



No quiero referirme tanto al contenido de esta política, sino más bien al texto del proyecto que tenemos al frente. Y lo cierto es que no logro entender la naturaleza jurídica de lo que se intenta hacer.



El artículo 1º dice: “El Sistema Intersectorial de Protección Social, en adelante “el Sistema”, es un modelo de gestión constituido por las acciones y prestaciones sociales”, etcétera. 



O sea, el sistema que estamos aprobando es un modelo de gestión pública, es decir, una manera de hacer las cosas.



He estado viendo en el Diccionario de la Lengua Española qué se entiende por “modelo”, y la verdad es que el vocablo posee muchas acepciones. Por ejemplo, “Arquetipo o punto de referencia”; “Representación en pequeño de alguna cosa”; “Esquema teórico, generalmente en forma matemática, de un sistema o de una realidad compleja, como la evolución económica de un país, que se elabora para facilitar su comprensión y el estudio de un comportamiento”; en fin.



He buscado y en realidad no logro entender qué se quiere decir con esto de “modelo de gestión”. 



¿Un modelo? ¿Un sistema? ¿Qué es?



Conforme a nuestro ordenamiento jurídico, cuando se trata de crear una institución destinada a generar derechos y obligaciones en un área determinada, procurando la atención permanente de una necesidad pública, lo que tenemos es un servicio público. 



Si estamos frente a eso, me parece bien que le demos la forma de un servicio público. Pero ocurre que no estamos ante un servicio público,  sino ante un modelo de gestión, que es de distinta naturaleza. Por ejemplo, en el ámbito de las obras públicas, el Gobierno, en políticas de embalse, ha seguido distintos modelos de gestión: en un momento, se inclinó por la línea de las concesiones y, al no funcionar, volvió al sistema antiguo. Es decir, cambió el modelo de gestión, pero no el Ministerio de Obras Públicas, ni la legislación del caso ni las atribuciones de que dispone.



Entonces, señor Presidente, no entiendo qué se propone en el proyecto en debate. Si se tratara de la creación de un servicio público, ello me quedaría muy claro. Pero el establecimiento de modelos de gestión, en general, no es materia de ley. Ello puede recaer en una facultad del Ministerio de Planificación, y al respecto ha habido una larga discusión acerca de si le corresponde a esa Cartera o a otra. Pero ese es otro asunto.



En definitiva, la naturaleza jurídica de lo que se plantea me merece serias dudas, las que también surgen al avanzar en la lectura del artículo 3°, que dice: “El Sistema estará constituido por los siguientes subsistemas:



“a) “Chile Solidario”, regulado por la ley Nº 19.949.



“b) Protección Integral a la Infancia -‘Chile Crece Contigo’.



“c) Aquellos que sean incorporados de conformidad con el artículo siguiente.”.


Y el artículo 4° expresa cómo se pueden establecer otros subsistemas.



Como ya señalaron los Senadores señora Matthei y los señores Pérez Varela y Orpis, en la iniciativa que nos ocupa se dispone que el Presidente de la República, o la Presidenta, podrá crear en el futuro subsistemas de igual naturaleza a través de un decreto supremo y no de leyes. 



Por consiguiente, ¿en qué quedamos? ¿Lo que aborda el proyecto es materia de ley o no lo es? Porque, de serlo, el Primer Mandatario no podría conformar otros subsistemas por decreto.



Además, ocurre algo todavía más absurdo: en la iniciativa en debate, se otorga rango de ley al Programa “Chile Crece Contigo”. Y, asimismo, se hace referencia al subsistema “Chile Solidario”. Pues bien, en el mismo artículo 4°, un poco más adelante, se dispone que el procedimiento señalado en los incisos anteriores se utilizará, también, para poner término a un subsistema.


Es decir, pese a que se crea un subsistema por ley, el de “Chile Solidario”, ¡el Presidente de la República puede decidir que, por haberse acabado las condiciones para que siga funcionando, puede ponerle término por decreto!



A lo mejor, no entendí la naturaleza jurídica de tal situación; pero, de acuerdo con el ordenamiento constitucional, algunos asuntos son materia de ley. Por ejemplo, la creación de un servicio público. En efecto, por definición, se trata de una institución creada por ley para atender a una necesidad pública de carácter permanente.



Pero, ¿qué pretende establecer la norma al crear algo por ley y luego suprimirlo por decreto? ¡No sé qué estamos haciendo!



Se lo digo muy seriamente a la señora Ministra. En su oportunidad, rendí homenaje al Programa que se aborda en el proyecto. Y reitero que lo encuentro estupendo. Si me viera en la obligación de votarlo, lo haría a favor. No obstante, como legislador, considero que estamos cometiendo un error jurídico, de técnica legislativa.



Señor Presidente, lo que aquí se propone no es razonable. Y hay más antecedentes que así lo demuestran.



En efecto, más adelante se institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo”. ¿Cuál es su objetivo?: “acompañar el proceso de desarrollo de los niños y niñas que se atiendan en el sistema público de salud, desde su primer control de gestación y hasta su ingreso al sistema escolar, en el primer nivel de transición o su equivalente.”.


Yo pregunto ¿qué es “acompañar”? ¿Qué se establece con ello? Hasta donde sé, las leyes crean derechos y obligaciones, y la compañía es algo muy bonito, pero pareciera que los contenidos del proyecto no están realmente definidos.



Ahora, es posible que lo comentado hasta ahora caiga dentro de un enunciado muy general, así que sigamos leyendo la iniciativa.



El artículo 12 explicita lo relativo a las prestaciones. Esto es más claro. Dice: 



“‘Chile Crece Contigo’ garantizará, a lo menos, las siguientes prestaciones” -esto es muy notable- “para los niños y niñas que presentan situaciones de vulnerabilidad:



“a) Acceso a ayudas técnicas para quienes sufran alguna discapacidad.



“b) Ingreso gratuito a sala cuna o modalidades equivalentes.



“c) Acceso gratuito a jardín infantil de jornada extendida.



“d) Ingreso gratuito a jardín infantil de jornada parcial o modalidades equivalentes…”. Esto es para otro tipo de situaciones.


Bueno, lo anterior perfila algo claro. Pero si se pregunta si se trata de un derecho exigible por un ciudadano, resulta que no lo es, porque el funcionamiento de estos programas depende de la Ley de Presupuestos. En el proyecto en discusión no hay un compromiso presupuestario, y no puede haberlo. Entiendo que se quiera llevar esta materia a la Comisión de Hacienda; pero, ¿qué podría resolver esta si los recursos se consignan en las Partidas pertinentes que se fijan anualmente?



Por lo tanto, señor Presidente, de nuevo estamos frente a una situación que revela la inconsistencia jurídica de base de esta iniciativa. Ello me preocupa, porque, de aprobarse el “ingreso gratuito a sala cuna” y, como en mi Región muchas personas desean disponer de esta prerrogativa, ¿a quién podrán exigir su cumplimiento? Al Gobierno. Pero ocurre que no hay salas cunas en todo Chile. Se ha emprendido un esfuerzo muy grande, y se ha multiplicado su número; pero, a lo mejor, del 40 por ciento de la población vulnerable que tendría derecho a dicho beneficio, se llegaría a cubrir de 30 a 50 por ciento, y ¿qué solución se daría al 50 por ciento faltante, considerando que en el proyecto se garantiza el derecho a acceder a las salas cunas en forma gratuita?



Por consiguiente, no se trata de un derecho, sino de una aspiración.



Señor Presidente, me da pena formular estos comentarios, pero considero que debemos tener cierto rigor en las tareas que emprendemos. No es admisible aducir que, porque tenemos ganas de que el Programa propuesto sea permanente, lo vamos a consagrar legalmente cuando no es materia de ley. Está funcionando de hecho,  y en forma muy exitosa. Y no se requiere una ley para que siga haciéndolo. Ello se encuentra dentro de los objetivos de MIDEPLAN, al cual se le asignan año tras año los recursos presupuestarios correspondientes para financiar tal Programa y muchos otros.



Entonces, desde el punto de vista de la técnica legislativa, lo que se plantea no está bien diseñado.



Insisto: si me colocan una pistola al pecho, votaré a favor de la iniciativa, porque ¿cómo podría oponerme a este sistema de protección? ¿Cómo podría bloquearlo o dejar la sensación de que deseamos impedir su desarrollo, cuando lo considero uno de los mejores realizados por este Gobierno?



Con todo, por deformación profesional y responsabilidad legislativa, me siento en el deber de reiterar que, desde la perspectiva de la técnica legislativa, estamos procediendo de manera equivocada.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, discutir sobre “Chile Solidario” implica hacerlo sobre un programa exitoso, de lo cual hay pruebas muy concretas. Ello otorga al Gobierno una base suficiente para plantear al Congreso un debate sobre hechos probados, particularmente en materia social, donde, además -como consta- se aplican políticas sin discriminación alguna, ya sea política o de cualquier tipo, lo cual es valorable.



Además, el Ministerio de Planificación da garantías de ello, por lo que las políticas sociales están permeadas por su preocupación central, objetividad y pasión.



Mis observaciones al proyecto sin duda también apuntan a lo que se ha planteado en la Sala, respecto a que, en verdad, no se sabe si MIDEPLAN podría soportar una nueva carga sobre su capacidad funcionaria.



Señalo lo anterior porque dicho Ministerio actualmente es responsable del Instituto Nacional de la Juventud (INJUV), de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), del Fondo Nacional de la Discapacidad (FONADIS), del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), y debe administrar “Chile Solidario”. Y la trascendencia de la labor de coordinación intersectorial que se le encomienda en el proyecto en discusión requiere, por cierto, funcionarios capaces de realizarla.



Y en este punto nos encontramos ante un dilema, por encontrarse pendiente el debate sobre la creación de los Ministerios de la Familia, del Deporte y de la Juventud, así como el Servicio Nacional de la Discapacidad, cuyas funciones ejerce hoy día.



Y estimo que MIDEPLAN debe tomar una decisión. Porque, si en definitiva se va a externalizar la coordinación intersectorial o someterá a los actuales funcionarios a una labor adicional sin añadir más recursos para la contratación de profesionales idóneos y con experiencia, lo que estamos haciendo es generar más bien una carga burocrática.



Yo no renuncio a la creación del Ministerio de la Familia -asunto discutido tantas veces-, donde el aspecto social, particularmente referido a la infancia, debería tener un centralismo principal. A ese efecto, resulta necesario debatir si vamos a focalizar la acción del MIDEPLAN y fortalecerla –recordemos que se trata de un organismo al que algunos Gobiernos de la Concertación han querido eliminar e, incluso, le han dado certificado de defunción, pero luego lo han recuperado a través de un tratamiento intensivo-, o si seguiremos legislando para entregarle más carga. Es importante que ello sea definido con claridad, esto es, si coordinará programas sociales o bien se va a encargar de la planificación.



Esas dos funciones son excluyentes desde el punto de vista de la eficacia. 



Y, en ese sentido, estoy disponible, por cierto, para que haya una mayor coordinación de los programas sociales, pero no para externalizar, tercerizar o continuar estableciendo un proceso donde la carga del MIDEPLAN siga siendo aumentada. 



O procuramos la existencia de un rol definido por parte del Estado, con la participación de un tercer actor -los privados-, o simplemente hacemos un pase respecto de la externalización de recursos, para que tales funciones las cumplan otros.



No sé si se aumentará la planta del Ministerio. Pero creo que el asunto terminará en manos de instituciones privadas de mucho prestigio, de gran eficacia. Pero su labor, al final, será externalizada. Considero, entonces, que estamos dando lugar a cierta figura que elude una responsabilidad que debería estar consignada en el proyecto, cual es entregar al Estado esa coordinación, con parámetros muy definidos. Porque, si en definitiva MIDEPLAN transferirá recursos a los municipios y a entidades privadas, en verdad, con esta autorización, se está recargando nuevamente a otros subsistemas que se encuentran agotados. 



En mi opinión, muchos municipios no tienen capacidad para hacerse cargo de este tipo de convenios, en particular los pobres. Los que cuentan con aquella son los municipios ricos. Sin embargo, estos no tendrán la atención de ese organismo ministerial, porque no agrupan el 40 por ciento más vulnerable a que se refiere la iniciativa.



En este sentido, señora Ministra, quisiera saber si se aumentará la planta del MIDEPLAN; si este, en lo social, se especializará en la coordinación de los servicios públicos que ya tiene incorporados, como los que acabo de señalar -INJUV, CONADI, FONADIS, SENAMA-, y si también diseñará o planificará lo relativo al desarrollo social y al combate contra la pobreza en Chile.



Tengo la sensación de que sobre el particular -como lo dijeron algunos señores Senadores- habrá la ocasión de llevar a cabo un debate relacionado con temas pendientes, porque está claro que coordinando mejor los programas hay mayor eficiencia. Pero no se resolverá el problema si, por ejemplo, en maternidad no se aumenta el pre y el posnatal. 



Claramente, a ese respecto, hay un debate pendiente en lo referente a la ampliación, hasta los seis meses, de la protección del niño y de la madre en cuanto al pre y posnatal, como lo recomiendan la OMS y todos los estudios internacionales.



Respecto de las madres trabajadoras, hemos dicho que, pese a las muchas salas cuna que haya, en Chile una gran cantidad de mujeres que laboran a contrata o a honorarios no tienen derecho al pre y posnatal. Y esa es una discusión de la que alguien debe hacerse cargo. Por eso, soy partidario del Ministerio de la Familia y de que haya más Estado para coordinar la acción. De lo contrario, habrá externalización. 



Me preocupa la externalización, porque es el mismo modelo que votamos en educación. Y todo indica que la capacidad real del sector privado y de los profesionales que van a aplicar la reforma educacional será puesta a prueba.



¡Aquí no hay tiempo para equivocarse. Es preciso hacer las cosas bien desde el inicio!



Por lo tanto, si el Estado va a asumir esta función, debe hacerlo en propiedad. Sin embargo, observo que el proyecto no refleja un aumento de las capacidades funcionarias del MIDEPLAN para enfrentar la nueva carga.



Por otro lado, deseo señalar que resulta paradójico que a la Dirección de Presupuestos se le pida que defina la continuidad de los programas; que haga las evaluaciones y dé las instrucciones para poder terminarlos.



Siento que debemos ser muy claros en ese sentido y determinar si efectivamente serán las comisiones intersectoriales las que se abocarán a dicho asunto o si eso dependerá de la plata que haya. Porque las expectativas que se van a generar en relación con programas en desarrollo que luego caen abruptamente por falta de presupuesto y de instrucción que emane de la Dirección de Presupuestos, sin una evaluación social, me parecen un contrasentido.



En ese ámbito, me parece que el que debe tomar la decisión acerca de la continuidad de aquellos es siempre el ente político,  con consulta a la Dirección de Presupuestos. Pero el proyecto entrega dicha facultad directamente a esta última. Y, como todos sabemos, tal entidad, en general, tiende más bien a la restricción que a la expansión.



Señor Presidente, en definitiva, lo que estamos discutiendo es que haya mayor coordinación de los programas sociales desde la institucionalidad del Estado o de un ministerio, porque la actual, en opinión de muchos, resulta insuficiente y debe ser revisada.



Estoy conteste de que el trabajar más para la discapacidad, el coordinar de mejor forma las salas cuna, el establecer programas de atención en vivienda y para los niños más pequeños son acciones que  requieren hoy día de una centralidad. Y no tengo claro si esta la puede brindar el MIDEPLAN; no porque la señora Ministra no tenga capacidad y eficiencia -las  tiene-, sino por la institucionalidad sobre la cual se otorga -lo reitero una vez más- esta función de coordinación.



Siento, además, que la posibilidad de que hayan convenios expresos solo con el Ministerio de Salud -artículo 11-, dejando la coordinación a los servicios públicos ya instalados, a lo que se agrega todo lo relacionado con esa Cartera, son elementos que, por cierto, abrirán un debate relacionado con la salud municipalizada y la integración con tal Secretaría de Estado. Habrá que ver si efectivamente estamos en condiciones de dar atención preferencial a los niños más pobres de Chile y si somos capaces de mejorar la que entregan los municipios a través de los consultorios de salud primaria, con los recursos y carencias que tienen.



En ese sentido, mi voto está disponible para aprobar en general el proyecto, respecto del cual creo que no se producirá situación de retardo. Sin embargo, estimo que el Senado puede contribuir a mejorar las condiciones vinculadas a la coordinación a que se alude y reclama tantas veces desde la Oposición, para que podamos contar con un Estado más eficiente y, de paso, con una institucionalidad que permita esa coordinación.



Reitero: esa coordinación puede ser eficiente. Pero se requiere crear también el Servicio Nacional de la Discapacidad; dejar lo relativo a las ayudas técnicas del FONADIS; disponer de un servicio eficaz; generar un debate sobre el Ministerio de la Familia, porque no va a haber una centralidad en cuanto a la familia en su conjunto, que abarque desde la infancia hasta la educación, y tomar la decisión de radicar este asunto en un organismo de características más técnicas que sociales.



La creación de instrumentos para medir la pobreza o de indicadores que permitan a las personas acceder a los beneficios producirá una discusión de la que deseo advertir a los Honorables colegas. Cada vez que hemos creado un instrumento para determinar la asignación de recursos, de subsidios o de cualquier tipo de ayuda, el debate se ha centrado en cuáles son las condiciones para generar un sistema de información social y, particularmente, en cómo -así ocurre en este caso- se medirá la información social.



Señora Ministra, ignoro si se creará una ficha de evaluación aparte de la que tenemos; tampoco sé si este será un elemento que afectará a los otros mecanismos de medición. Si vamos a construir un instrumento para establecer quiénes constituyen el 40 por ciento más vulnerable, se abrirá un debate respecto de la clase media, en especial, acerca de los ingresos y no solo de la condición material. Digo esto porque conozco a muchos profesionales que tienen hijos pequeños, que están cesantes y cuya situación económica precaria no va a encajar en aquel porcentaje.



En verdad esa discusión comienza a agotarse, y se aprecia un resentimiento progresivo respecto de una excesiva “preocupación” hacia estos sectores y una desvinculación o abstención, o definitivamente olvido, sobre otros que necesitan la misma ayuda. 



Lo que debe hacer uno, por lo tanto, es procurar -como se ha dicho- que se amplíe el debate a los niveles donde se cierra este tipo de ayuda social. Porque en economía son los procesos dinámicos los que permiten que una familia hoy día se encuentre en condición vulnerable y que otra,  por el contrario, esté bien. Pero, producto de la crisis o, en particular, de las vicisitudes del empleo, puede caer en una situación adversa. Y, a pesar de ello, el instrumento de medición igual no la incorpora.



En este debate, quiero poner especial énfasis en el hecho de que esta es una oportunidad propicia para dar cuenta de la familia y, en especial, de aquellos que, estando en condición socioeconómica positiva, por vicisitudes de la vida o de la economía, dejen de estarlo el día de mañana, sin que el instrumento lo registre. 



Si este instrumento va a permitir flexibilidades, incorporaciones al sistema y salidas de él, bienvenido sea. Pero si establecerá una situación monolítica, de consagración de quienes tienen acceso exclusivo a este tipo de subsidios o de apoyos, creo que cometeríamos un nuevo error al impedir lo que, a todas luces, se reclama.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el debate de una cuestión bastante sencilla y simple se ha transformado en una gran discusión -lo considero del todo válido, legítimo y muy respetable- sobre cómo se implementa una política de protección social en nuestro país.



Creo que la señora Ministra de MIDEPLAN debe entender en ese contexto los cuestionamientos y las preguntas que los señores Senadores han planteado.



La Presidenta de la República impulsó en nuestro país la Ficha de Protección Social como herramienta para medir la vulnerabilidad desde la cuna -como dice ella- hasta la vejez. A mi juicio, tal instrumento es muy válido, muy legítimo y, lógicamente, permite hacer las cosas bien.



Sin embargo, el planteamiento de fondo esgrimido por algunos señores Senadores es que, cuando se institucionalizan los programas de protección, pueden ocurrir dos cosas: correr el riesgo de burocratizarlos -eso sería lamentable- o lograr una coordinación y una integración entre las diferentes políticas sociales que se impulsan.



En el caso particular que nos ocupa, me parece muy legítimo lo que aquí se ha señalado. 



Mientras escuchaba el debate, me puse a anotar algunas líneas de acción que existen en política social. Por ejemplo: MIDEPLAN: subsidio de luz y agua; FOSIS: “Chile Solidario” y emprendimiento para la familia; INDAP: Programa de Desarrollo Local (PRODESAL); JUNJI y Fundación Integra: salas cuna y jardines infantiles; Ministerio de Vivienda y Urbanismo: vivienda solidaria 1; SENCE: programas pro empleo, capacitación; Ministerio de Salud: Plan AUGE; Ministerio de Educación: becas; JUNAEB: alimentación; Ministerio del Trabajo: pensión básica solidaria; Ministerio de Bienes Nacionales: regularización de títulos; SERNAM: programa de mejoramiento para jefas de hogar; Ministerio del Interior: subsidio familiar. En fin, uno podría seguir haciendo una larga lista de acciones que hoy día se desarrollan.



Frente a ello, uno siempre teme -como aquí se ha señalado- que haya familias que se repitan una y otra vez como beneficiarios de los diversos programas. Entonces, uno se pregunta: ¿Estaremos cayendo en una situación de clientelismo bajo la lógica de una política asistencial -me parecería del todo grave-, o tal clientelismo busca impulsar la promoción social? Uno siempre abriga dudas acerca de si el clientelismo que se acostumbra a ejecutar persigue una acción meramente asistencial o también tiene un contenido de promoción social.



Por eso los señores Senadores aquí han planteado algunas preguntas: en última instancia, ¿cómo se implementa esto?; ¿quién lo ejecuta?; ¿cómo se focaliza?; ¿quién lo fiscaliza?; ¿quién da garantías de que no haya una repetición eterna de beneficiarios?



Entonces, señora Ministra, uno quisiera, por poner un ejemplo, contar con un sistema donde bastara ingresar un número de RUN para saber de qué programas es asignataria una persona. De tal modo, uno podría decir: “¿No será que le estamos dando mucho a tal persona y acostumbrándola a recibir tal tipo de ayuda? ¿No será necesario dar un salto cualitativo con ella?”.



Considero que ha sido enriquecedor el debate, porque queda claro que hay mucha preocupación en los señores Senadores por cómo debe implementarse una política de protección social en el Estado chileno.



Y usted, señora Ministra, debe entender la iniciativa que nos ocupa en ese sentido. Yo creo que esta discusión da para mucho más.



Por ello, cuando la Honorable señora Matthei legítimamente plantea que le gustaría analizar el proyecto en la Comisión de Hacienda, está manifestando preocupación por la política de protección social. Yo, como miembro de las Comisiones de Agricultura y de Vivienda, también expreso mi interés en que ambos órganos técnicos participen en la implementación de dicha política.



A lo mejor, señor Presidente, la materia en comento da motivo para la formación de una Comisión especial destinada a discutir, reflexionar y proponer una política de protección social con visión de Estado. Porque, sea quien sea el que gobierne, debemos definir tal visión para abordar el asunto.



En ese sentido, señora Ministra, es importante lo que nos propone, aunque en esta Honorable Sala queda la sensación de que se trata solo de un pasito. Por eso, en cierta medida, se ha expresado un cuestionamiento en cuanto a que resulta insuficiente su propuesta. 



Yo la escuché recién. Usted dijo: “Esto será una acción integrada de coordinación, pero no incluirá todo lo que se hace”. Entonces, ¿qué sentido tiene llevar adelante el proyecto si dejaremos fuera a los Ministerios de Vivienda, de Agricultura, del Trabajo y se focalizará solo en las salas cuna y los jardines infantiles, solo en los subsidios familiares, solo en la pensión básica solidaria -por poner ejemplos-, y únicamente eso se coordinará? 



En mi opinión, si vamos a dar un paso, hagámoslo en serio y abarquemos la totalidad de las acciones sociales. Hay voluntad política en este Honorable Senado para avanzar más allá de lo que nos está proponiendo la señora Ministra. Porque el listado que yo mencioné -estoy seguro de que se me quedaron fuera varios programas- requiere una coordinación única. Si se le asigna la tarea a MIDEPLAN, bien, que dicha Cartera vea cómo ejecuta el sistema, cómo lo implementa (vía municipio, vía Ministerio). Pero no me parece bueno que nuestra política de protección social, que apoya desde la cuna hasta la tercera edad, no esté concentrada en una sola unidad.



Es cierto lo que dice, señora Ministra, cuando se refiere al programa “Chile Crece Contigo”. Resulta interesante y positivo; uno lo ha visto en terreno. Pero constituye una cosita ínfima en comparación al todo. Si se quiere institucionalizar, me parece bien; pero me gustaría dar un paso mucho mayor. 



Insisto: cuando se implementan dichas políticas sociales, uno ve funcionarios que quieren establecer el clientelismo. A ellos les conviene que continúen esos programas para no perder la pega. Su pensamiento -lo digo derechamente- es el siguiente: “Ojalá no se me acaben nunca los pobres, porque, si no, me van a dejar cesante”. Esa lógica -lamentablemente está inserta en algunos empleados- es fatal. ¡Es fatal! 



Entiendo que se implementen solo políticas asistenciales para personas respecto de las cuales no existe otra solución, considerando su edad, su grado de discapacidad o por diversas razones. Pero a las otras hay que posibilitarles el paso hacia la promoción social. 



Pongo un ejemplo. En “Chile Solidario” se trabaja con el Programa Puente; pero resulta que algunas familias egresan de él y terminan igual sin casa. Entonces, uno se pregunta para qué les dieron plata. Mejor hubiera sido poner el dinero en ahorro para la vivienda y la única acción social que el Estado habría desarrollado con esas personas es dejarlas con casa. En vez de haberles pasado 50, 100 mil pesos, mejor se les provee 200 mil pesos para una solución habitacional.



¿Qué pasa en ese ámbito? Uno lo ve. Se inauguran poblaciones para gente de bajo puntaje socioeconómico y después las casas están desocupadas. ¿Y por qué se produce eso? Aquí se ve que conviene integrar todas las acciones, pues resultaría mucho más lógico edificarles las viviendas a esas personas donde habitan los papás. ¿Por qué? Porque esas familias no tendrán quién les cuide a los hijos en las nuevas casas, ya que esa labor la asume la abuelita de los niños. Por consiguiente, sería mejor construirles un hogar cerca del entorno familiar. Tal factor produce integración y puede permitir un ascenso social. Por el contrario, al sacarlos de su espacio físico para transplantarlos a otro lugar, les quitamos muchas herramientas de apoyo para dar un salto cualitativo.



Por tal razón, nadie se opondrá a legislar sobre esa materia. 



Sin embargo, señora Ministra, sugiero que aquí demos un paso gigante y hagamos un esfuerzo real. Tenemos tiempo; hay voluntad política para ello. 



Considero superimportante que el Gobierno de la Presidenta Bachelet, quien ha impulsado con mayor fuerza la protección social, deje estatuida en nuestro país una política de Estado en este ámbito, para que quien gobierne a futuro solo tenga que hacer algunas mejoras o transformaciones dado que todo estará institucionalizado. Porque, si no, como bien se ha dicho aquí, el día de mañana puede asumir un Presidente de otra orientación y echar abajo, por decreto, toda la política “institucional” que intentamos armar e implementar.



En consecuencia, voto a favor del proyecto en general, porque representa un paso necesario aunque insuficiente -y se lo digo con mucha claridad a la señora Ministra- si realmente queremos llevar a cabo una política seria, coordinada, bien focalizada, bien implementada, bien ejecutada, bien fiscalizada y bien evaluada el día de mañana en nuestro país. 



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Honorable señor Longueira, por 5 minutos. 

El señor LONGUEIRA.- ¿Por 5 minutos?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador. 



Estamos en votación hace rato. Se acordó mantener el tiempo de 15 minutos solo a los señores Senadores que se encontraban inscritos durante la discusión.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, los 15 minutos ya se me hacían poco, pues esta es una de las discusiones más importantes en las que un parlamentario puede participar. 



Por primera vez estoy a favor de la idea de legislar de un proyecto pero en contra de todos sus artículos. En verdad, nadie podría rechazar una iniciativa que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, aunque yo le sacaría el término “intersectorial”. Sin embargo, yo me pronunciaría negativamente respecto de cada una de las disposiciones. 



A mi juicio, el cambio más profundo experimentado por Chile no es que todos hoy día compartamos los equilibrios macroeconómicos, sino que la Izquierda haya entendido que la pobreza se erradica con políticas públicas y no robando ni expropiando ni quitando a los chilenos el fruto del trabajo de sus vidas. 



Ese es el avance más importante que ha tenido nuestro país. 



Hemos observado tal consenso hoy día aquí. Las personas más vulnerables de una sociedad deben tener un sistema de protección financiado a través de impuestos y no por la vía de despojar de su patrimonio a quienes han sido exitosos emprendiendo y generando riqueza, como ocurrió hace algunas décadas.



Tal vez el mejor ejemplo de lo anterior es el de don Jesús Diez -al que hoy el Senado rendirá homenaje-, un chileno de la Sexta Región que comenzó con una micro y nos terminó regalando una de las empresas más modernas de transporte público. 



Ese es el modelo de un hombre emprendedor. 



A muchos chilenos les quitaron todo hace 30 ó 40 años. Pero en la actualidad existe un consenso-país que debemos saber aprovechar -al menos en el Senado- para estructurar un sistema de protección social eficiente en el país.



Para ilustrar la situación -dado que dispongo solo de 5 minutos-, el mejor ejemplo que cabe mencionar es lo ocurrido con los deudores habitacionales. A ellos se les ofreció una solución, a la cual pueden acceder las personas del quintil y del decil más pobre, estas últimas con ciertas ventajas. Quien recibe hoy el beneficio de condonación del 50 por ciento de su dividendo cree que es para siempre. Pero mañana o al mes siguiente puede cambiar de quintil, porque hubo otra persona más humilde que pasó a ocupar su lugar; o sea, dejó de pertenecer al primer quintil (el 20 por ciento más pobre de los chilenos). En ese momento se le acaba el beneficio -puede ser al mes siguiente de haberlo recibido-, pues otro deudor pasó a ser más vulnerable que él. 



Esos son los errores y las odiosidades que se están generando en muchas de las soluciones que se ofrecen para atender a los problemas de la gente con mayor vulnerabilidad en el país.



Sobre el particular, escuché los planteamientos de la Senadora señora Matthei. Y tiene toda la razón. Las personas hoy día no quieren cambiar su situación, porque puede ocurrir, por ejemplo, que a un deudor se le condone el 50 por ciento de su dividendo, restándole 15 años por pagar, y a los 2 ó 3 meses deje de pertenecer al quintil más pobre por una causal que no depende de él y pierda el beneficio. Cuando vaya a pagar la cuota respectiva, le dirán: “Este mes no le corresponde la ayuda económica”. 



Eso es lo que hacen los burócratas en este país, dado que no conocen la realidad que viven los deudores habitacionales. A estos los metieron en los programas con información adulterada, a vista y paciencia de todos los agentes del Estado, en cuanto a los ingresos que percibían, porque a ninguno le alcanzaba para pagar los dividendos correspondientes a los programas PET. Pero no importó. Les decían: “Abulten. Respecto de los avales, pongan lo que quieran, señores. Si necesitaban declarar 300 lucas de ingreso, colóquenlo”. Hoy día todas esas casas están sujetas a remate. Cada parlamentario puede traer aquí la información proveniente de su zona sobre el particular.



Por último, señor Presidente, aunque el tema da para mucho, me parece una burla que este proyecto tenga urgencia calificada de “suma”. Imagino que lo único que se busca con ello es aprobar el proyecto antes del 21 de mayo para decir que en Chile tenemos un sistema de protección social. 



¿Por qué no hacemos las cosas bien? Se trata de una materia trascendental para el país, y creo que el espíritu reflejado en esta discusión da pie para pedirle al Ejecutivo que nos permita efectuar su estudio en serio y no realizar un show para poder comunicar a los chilenos que con la aprobación de esta iniciativa, que no resiste el menor análisis, ahora contamos con un sistema de protección social.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, para fundar su voto, el Senador señor Ávila. 

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, estoy por encontrarles razón a aquellos que han decretado la desaparición de las diferencias entre Izquierda y Derecha. 



La naturaleza del presente debate da para involucrarse en aspectos de fondo que aquí nadie ha tratado. 



El Honorable señor Longueira, desde una perspectiva de Derecha -como le corresponde-, realizó una incisión dialéctica respecto de puntos que podrían estar en el fondo de la discusión.



Por mi lado, quiero manifestar que toda esta política asistencialista, pródiga en iniciativas de toda índole destinadas a atenuar los dramas de la gente más humilde, responde a la concepción de Estado subsidiario instalada en nuestra Carta Fundamental. 



A partir de lo que señalo, el Estado como tal se transforma en alcahuete de las desigualdades que todavía subsisten en el país. 



Chile es muy curioso. Si hay algo en lo que nadie está en desacuerdo, es en que las desigualdades son ya insostenibles. Así se ha expresado desde la alta jerarquía eclesiástica hasta los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, pasando por los dirigentes políticos y sociales. No hay nadie que no haya emitido un pronunciamiento en esa dirección. 



Ya las desigualdades sociales no resisten más. Sin embargo, no hay una sola iniciativa que de verdad apunte a resolver ese drama. 



Mientas tanto, los recursos que ha ido acumulando el Fisco se van orientando básicamente a simular una situación y a generar un estado de satisfacción transitoria en quienes más sufren la realidad que señalo. 



No existe hasta ahora -y sería el instrumento apropiado para abordar el problema- un proyecto de reforma tributaria que, al menos, iguale la condición de nuestros empresarios con la de los de Europa y Estados Unidos. La tasa de tributación que las empresas pagan en Chile es menos de la mitad de la que se estila en los países desarrollados.



Y si  logramos homologar ese tipo de aspectos con esas naciones, entonces, vamos a estar, de verdad, introduciendo un factor de equidad que nos hace mucha falta. Y nos veríamos en la necesidad de convertir al Estado en un verdadero instrumento de desarrollo y no simplemente en una agencia de entrega de recursos asistenciales, que no resuelven los problemas, sino que los hace permanecer en el tiempo. 



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis, para fundamentar el voto.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en el curso del debate han ido surgiendo distintas interpretaciones y aproximaciones respecto de la materia que nos ocupa. Y yo solo deseo profundizar dos aspectos puntuales.



El proyecto, en la práctica, propone consagrar un modelo, que es la intersectorialidad. Eso, como concepto -lo señalé en mi intervención anterior-, me parece válido. Por lo tanto, al crear un modelo, este debería ser universal y general para todos los programas. Y aquí se excluye a la mayoría de estos. La iniciativa queda acotada solo a Chile Solidario y a Chile Crece Contigo. El resto se deja totalmente afuera.



Si estamos creando un modelo de gestión completo, yo esperaría que seamos capaces de evaluar las políticas públicas en materia social. Y me pregunto, frente a la generación de dicho modelo, ¿no sería importante dejar establecido en él, por ejemplo, que MIDEPLAN mida el impacto de los programas sectoriales?



Ello es fundamental, pues no conocemos el resultado de los programas sectoriales de los distintos Ministerios. Eso es, a mi juicio, un elemento esencial. Porque a partir de la medición de impacto que desarrolle MIDEPLAN, habrá programas que deberán modificarse o eliminarse, por cuanto lo relativo a la focalización, especialmente de los recursos en materia social, es primordial. Y eso no lo tenemos claro.



Por lo tanto, considero un elemento esencial abordar también los temas sectoriales al menos desde el punto de vista del impacto.



Por otra parte, el hecho de que un programa se instaure por decreto o por ley tiene consecuencias jurídicas tremendamente importantes. ¿Y cuáles son esas consecuencias? Si por ley establezco dos programas, ambos contarán con un sistema de garantía, porque para poder eliminarlos o modificarlos se necesitará otra ley. Pero si se crean por decreto, simplemente se pone término a su vigencia mediante otro decreto.



Me pregunto si el gran argumento para que los programas Chile Solidario y Chile Crece Contigo se establezcan por ley es porque han sido exitosos. Ello, por cuanto el día de mañana vamos a tener programas exitosos en un subsistema creados por ley que gozarán de plena garantía, y otros establecidos por decreto que en cualquier momento pueden ser modificados mediante una normativa similar.



En consecuencia, en lo que respecta al modelo es un buen concepto, pero un mal diseño.



Por eso, señor Presidente, se debe realizar un gran trabajo en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. El proyecto ha generado un debate muy interesante y con mucha altura, el cual podría aprovecharse para elaborar conceptualmente un buen modelo con un buen diseño, porque las políticas sociales son esenciales, especialmente para sacar de la pobreza a las personas más modestas.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (34 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.
El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones al proyecto el martes 2 de junio, a las 12. Además, se solicitará al Ejecutivo que le cambie la calificación de la urgencia.



--Así se acuerda.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES
CONDONACIÓN DE DEUDAS POR ASEO DOMICILIARIO 

A VIVIENDAS CON AVALÚO IGUAL O INFERIOR A 

225 UTM MENSUALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo y Navarro.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1149-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 92ª, en 4 de marzo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo que envíe un proyecto de ley sobre condonación de deudas por servicio de aseo domiciliario anteriores a 2008 a familias que viven en casas o unidades habitacionales con avalúo fiscal igual o inferior a 225 unidades de tributarias mensuales.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.

MEDIDAS PARA REVITALIZACIÓN Y PROTECCIÓN

DE CHAITÉN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Senadores señores Horvath, Bianchi y Zaldívar.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1153-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 92ª, en 4 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas para revitalizar y proteger el área de Chaitén.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, resolvió que esta iniciativa no se opone al ordenamiento jurídico ni invade competencias o facultades atribuidas a otras autoridades.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.
EVALUACIÓN DE CRITERIOS PARA CALIFICACIÓN TURÍSTICA 

DE COMUNAS Y NUEVOS MECANISMOS PARA ENTREGA DE 

RECURSOS A MUNICIPIOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo, Ominami y Vásquez.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1159-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 93ª, en 10 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa tiene por finalidad solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se evalúen los criterios utilizados para determinar la calidad de una comuna como “turística” o “de turismo social”, así como la posibilidad de aplicar nuevos mecanismos para la entrega de recursos a las municipalidades que reciben una numerosa población flotante durante el verano.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag), acordó informar a la Sala que este proyecto de acuerdo en nada contradice el ordenamiento jurídico chileno ni invade atribuciones de otros órganos ni autoridades del Estado.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Orpis, Pizarro y Prokurica.
URGENCIA A INICIATIVA SOBRE CREACIÓN DE FONDO
DE INNOVACIÓN PARA LA COMPETITIVIDAD.
PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Navarro, Horvath, Orpis y Chadwick.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1163-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 8ª, en 8 de abril de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue urgencia al proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos).



Votaron la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.
MEDIDAS PARA COMERCIO DE MEDICAMENTOS Y PRODUCTOS FARMACÉUTICOS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Senadores señores Kuschel, Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Espina, Horvath, Larraín, Longueira y Prokurica.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1166-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo que tenga en consideración una serie de medidas respecto del comercio de medicamentos y productos farmacéuticos.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos a favor, uno en contra y una abstención). 


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis y Prokurica.



Votó por la negativa el señor Escalona.



Se abstuvo el señor Letelier. 

MODIFICACIÓN DE TABLA DE COSTOS GENERALES

DE FORESTACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Prokurica, Chadwick, Espina, Horvath, Kuschel, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Sabag, respecto de la modificación de la tabla de costos generales de forestación.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1167-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 12ª, en 28 de abril de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito que se persigue es solicitarle a Su Excelencia la Presidenta de la República la enmienda de los costos generales de forestación de las actividades bonificables, a los cuales hace referencia la resolución Nº 053 de la Corporación Nacional Forestal.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos a favor y una abstención). 


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Orpis, Prokurica y Sabag.



Se abstuvo el señor Pizarro. 


MANTENCIÓN DE REBAJA IMPOSITIVA DE GASOLINAS AUTOMOTRICES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Prokurica, Cantero, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Orpis, Romero, Pérez Varela y Pizarro, sobre el impuesto específico a las gasolinas automotrices.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1169-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 29 de abril de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del texto es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se modifique la carga del impuesto específico a las gasolinas automotrices y se mantenga el beneficio que permite a los dueños de camiones la recuperación de 80 por ciento del impuesto específico al petróleo diésel.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor).



Votaron los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.
VII. INCIDENTES
HOMENAJE EN MEMORIA DE EMPRESARIO

DON JESÚS DIEZ MARTÍNEZ
El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, por acuerdo unánime de los Comités, procederemos a rendir homenaje al destacado empresario señor Jesús Diez Martínez.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente; señora Senadora; señores Senadores; señora Hortensia, hijos, familiares, colaboradores y amigos de don Jesús Diez Martínez; señoras y señores:



Es un privilegio, sin duda, dedicar estas palabras a un connotado emprendedor, a don Jesús.



Desde muy pequeño se caracterizó por estar siempre atento a los acontecimientos del medio que lo rodeaban, y no solo dispuesto a los cambios, sino, además, a una constante búsqueda de ellos.



Administró desde muy temprana edad diversos y variados escenarios que se le fueron presentando a lo largo de su vida, transformándolos en  verdaderas oportunidades de desarrollo de sus innatas capacidades. 



Don Jesús Diez se caracterizaba por poseer una sólida voluntad y una actitud inquebrantable para  transformar sus iniciativas en obras; dejar su marca  y hacer la diferencia.



Desde La Rioja, España, llegó a Chile a los tres meses de vida. Sus padres deciden radicarse en la Región del Libertador Bernardo O'Higgins, en donde comenzaría a forjar una singular personalidad y un ejemplar espíritu que alcanza luego, prácticamente, a la mayoría de las Regiones de nuestra larga y angosta nación.



Un espíritu atrayente, una personalidad multifacética. Hombre visionario, con notable mezcla de innovación y de una marcada sensibilidad social que determinarían su sello personal, demostrado por variadas acciones, tanto en el plano público como privado.


Durante su juventud, la situación económica de sus padres le impedía continuar con sus estudios en el Instituto O'Higgins de Rancagua, y lo obligó a emprender variadas y disímiles labores. Experiencia que le permitió forjar, sin duda, un temple y una perseverancia dignas solo de un emprendedor como él. Es así que en 1997, al recibir el premio ICARE al Empresario del Año, reconoció que su principal formación la constituían la escuela de la vida y las enseñanzas de su padre, un noble labrador de la Villa de Ventrosa, en la Rioja, España.



Sus inicios en el mundo empresarial fueron junto a su padre, cuando lo ayudaba en "La Bola de Oro", un local lleno de anécdotas, en donde se comercializaban artículos usados. Posteriormente, trabajó en el campo y a los 16 años de edad se independizó e instaló su propia relojería. 



Pero su temprana osadía pudo más. Precursor por definición, fue a través de una góndola, llamada “La Pollera”, que comenzó a recorrer el trayecto entre San Francisco de Mostazal y Rancagua. Iniciando entonces un camino muy trascendente en el rubro que más lo caracterizó: el transporte de pasajeros. 



El peculiar nombre de su primera máquina se debía a que los pasajeros frecuentemente se subían con gallinas y pollos, viajando de los campos a la ciudad. Más de alguno recuerda que don Jesús se encargaba personalmente de escobillar y sacudir la ropa de los pasajeros de su microbús, con motivo del polvo y plumas que se acumulaban durante esos pintorescos viajes. 



En 1955 se casa con doña Hortensia González, quien fuera su compañera por más de 50 años. Forma una hermosa familia, compuesta de cuatro hijos, a quienes, a temprana edad, los proyecta en el rubro del transporte, ya que él, de iniciativas creadoras, tenía el sueño de poseer un bus por cada uno de sus hijos. Hay una anécdota sobre este punto: don Jesús decía: “No sé si me faltaron hijos, o me sobraron buses”.



Su pasión por el transporte y su coraje de emprendedor lo llevaron en 1957 a fundar Jedimar (Jesús Diez Martínez); y luego de ocho años, realiza la compra más audaz y la que lo consagraría en el rubro del transporte: adquiere Tur Bus.



La imagen de dicha compañía en ese minuto pasaba por un difícil momento, y don Jesús logra convertirla en un icono del transporte en nuestro país, consiguiendo, con el pasar del tiempo y el recuerdo de su querida “Pollera”, transformar a Tur Bus en una empresa a la altura de los tiempos.



Tur Bus recorre más de 120 millones de kilómetros al año y moviliza a más de 12 millones de pasajeros. Entre todas las empresas del grupo se mueven más de 20 millones de personas, y posee una flota superior a los mil 500 buses.



Posteriormente, se suman a su giro otras firmas independientes, como Cóndor Bus, Jac, Buses Bío Bío, Buses al Sur, Tas Choapa, Flota Barrios e Inter Sur.



Su definido espíritu emprendedor le exigía conocer el manejo del negocio a cabalidad, por lo que se desempeñó como auxiliar, cobrador, chofer, mecánico y gerente, demostrando no solo su talento multifacético, sino, además, una enorme energía para lograr los objetivos propuestos.



Sencillo, consciente de que la capacidad y la nobleza de los hombres es producto de sus obras, se involucraba con cada uno de sus trabajadores. Creía en ellos, y permitía no solo que descubrieran sus sueños, sino, también, que los pudieran realizar.



Su inversión en las actividades empresariales resaltaban a la vista. Años más tarde, decide extender su acción a nuevos negocios junto a su familia y a don Gonzalo Martino, como socio, en los sectores lácteo, aeronáutico, de alimentos y de autos, entre otros.



En el sector lácteo comienza con la compañía Lechera del Sur, la que, posteriormente, fue vendida a la suiza Nestlé.



A inicio de los años noventa crea Soprocar, que luego se transformaría en Parmalat Chile, en donde también participaron otros socios. En 1999 esta empresa fue vendida a la compañía italiana.



Por el mismo período y también en sociedad con Martino incursionaron en el rubro aeronáutico. Primero, a través de la aerolínea Avant Airlines, a la que luego incorporaron National. Se retiraron en 2001, liquidando todos los activos y, naturalmente, pagando la totalidad de sus deudas. “Don Jesús Diez Martínez y su hijo son personas de excepción, tanto en su capacidad empresarial como en la honorabilidad para hacer negocios”, señalaba Gonzalo Martino.



La familia Diez participa, asimismo, en la compañía de alimentos Coppelia; en la empresa de servicios como leasing y factoring Contémpora; en el concesionario de Audi y Volkswagen, Klassic Car; en empresas Tikal y en Coipsa.



Pero no todo estuvo radicado en la actividad empresarial. Enfrentó otro tipo de desafíos: el del servicio público, como Alcalde de San Francisco de Mostazal entre los años 1969 y 1970, rol que le permite gozar de la cercanía con la gente y con la, a veces difícil, realidad de su comunidad, la cual en los comienzos de su vida le tocó vivenciar en forma muy profunda.



Durante el tiempo en que fue alcalde se destacó por su considerable empatía, que derivó a una sobrecogedora generosidad, demostrada, entre otras cosas, por la donación de terrenos en beneficio de San Francisco de Mostazal. Es así como donó los terrenos para la posta rural y la construcción del Estadio Municipal en el sector de La Punta y para el Comité de Allegados y actual Villa Manuel González.



También se destacó por su pasión por los automóviles antiguos, llegando a ser uno de los fundadores del Club de Automóviles Antiguos de Chile (CAACH), interés que fue traspasado a su hijo Jesús, con quien atesoró más de 100 autos de colección. Una vez a la semana, desde 1966, se reunía con su Club de Toby, cuyo tema principal era esta afición.



Fiel colaborador del directorio de la Sociedad Benéfica de La Rioja. Su sangre española lo hacía viajar frecuentemente a Europa y participar de las celebraciones que podía, e incluso facilitaba sus buses para los traslados, cada vez que le era factible.



Hombre de enorme trayectoria empresarial y un gran ejemplo de vida para las nuevas generaciones de nuestro país, ya que su fuerza lo llevaría a una constante superación, a través de la creación de sus negocios y de la generosidad en el servicio público.



Retirado de los negocios, don Jesús junto a la señora Hortensia deciden radicarse en un campo cercano a Codegua y disfrutar los últimos años de su vida, pensando -como él solía comentar- que lo importante no había sido lo que hizo, sino cómo lo hizo, ya que, como lo aprendió de su padre, compartir con sus colaboradores y su familia era tan importante como competir.



Señora Hortensia e hijos: Marisol, Purísima, Jesús y Rafael; yernos, nietos y nueras, reciban la expresión de nuestros sentimientos y el homenaje que esta Alta Corporación y los Senadores de la Alianza ofrecen a un gran señor del transporte, a un gran chileno de corazón: don Jesús Diez Martínez.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no es la primera vez que nos reunimos en el Senado para rendir un homenaje a un ser humano que al final de su peregrinación por la vida ha dejado una huella brillante y admirable de realización. En esta oportunidad, he pedido hacer uso de esta tribuna para recordar a don Jesús Diez Martínez, fallecido hace poco más de un mes, a la edad de 80 años.



No tuve el agrado de conocer a don Jesús Diez, ni tampoco a ningún miembro de su familia. Pero sí sé de su obra, al igual que todo Chile. La admiro, como la admiran todos los chilenos que valoran a los que se atreven a emprender. Esa obra, reflejada en diversas empresas que él, con su férreo espíritu de trabajo, de emprendedor, con su inteligencia, con la potencialidad de sus talentos y la visión para formar equipos, supo hacerlas grandes y situarlas entre las mejores del país, y, tal vez, más allá de nuestras fronteras. 



Me parece que ejemplos como los de don Jesús Diez se deben resaltar públicamente, para que se transformen en verdaderas lecciones que guíen y estimulen a las nuevas generaciones.



Gracias a Dios este tipo de hombres valiosos no es tan escaso en nuestro país, como más de algún pesimista pudiera pensar. Aquí mismo hemos recordado a don Anacleto Angelini, a Ricardo Claro, a Andrónico Luksic, por nombrar solo algunos que nos han dejado en el último tiempo, y tantos otros verdaderos héroes anónimos, que forman parte de la galería dorada de los grandes hombres que supieron amalgamar su inteligencia natural, su capacidad intelectual y su espíritu de trabajo y emprendimiento para crear riquezas al servicio del país, trabajo para sus habitantes, a fin de hacer cada vez más grande a nuestro Chile.



Personas dotadas de tan grandes valores creativos rebasan el ámbito de su individualidad o de sus propias familias, para situarse en el plano de figuras nacionales, orgullos de un país al que durante toda su vida, que afortunadamente casi siempre se prolonga por varias décadas, entregan lo mejor de sí, hasta la última gota de energía, para contribuir al progreso y desarrollo, entregan mayores posibilidades de bienestar y calidad de vida a los trabajadores y familias chilenas.



Jesús Diez Martínez abandonó esta tierra a los 80 años. Más allá del dolor natural que provoca en todos la partida final de los seres humanos, en el caso de él, como en el de otros de su misma estatura empresarial, queda, lejos del vacío, una sensación de alegría, de satisfacción, de admiración por la obra dejada tras de sí.



Él, como otros, pudo y puede decir “Misión Cumplida”. Porque llevó a cabo la misión que le corresponde a todo ser humano en la construcción de este mundo para crecer, para multiplicarse, para ser coautor de la Creación, la que todavía -como sabemos- se encuentra en vías de perfeccionamiento.



Bien podríamos expresar, casi sin temor a equivocarnos, que el nombre de Jesús Diez Martínez va ligado siempre al de Tur Bus, su empresa, que hoy florece y muestra una impresionante potencialidad a través de las principales carreteras, pueblos, ciudades y regiones del país.



Es, me parece, la realización de la potencia creadora. Hoy vemos su obra y nos admiramos de la magnitud que alcanza.



Pero es necesario recordar sus comienzos y los inicios de ese empresario de excepción para apreciar en todo su valor la capacidad, perseverancia e inteligencia que siempre desplegó con generosidad.



Nació don Jesús Diez Martínez en la localidad de Ventrosa de la Sierra, España, en 1929. A los tres meses de edad sus padres, Rafael y Teodora, lo trajeron consigo a Chile como emigrante.



Tiempos duros y difíciles. Debió dejar los estudios a los catorce años para trabajar con su progenitor en una tienda de artículos usados y en una parcela cerca de Rancagua. Él mismo confesó que utilizó por largo tiempo ojotas y que después le costó volver a calzar zapatos.



Con poco más de quince años, instaló una relojería en esa misma ciudad.



Pero no estaba ahí su futuro.



Quiso el destino que un cliente de la relojería tuviera una góndola -nombre que en ese tiempo se les daba a las máquinas que hoy conocemos como micros o buses-, que cubría el recorrido entre Rancagua y San Francisco de Mostazal. La adquirió con ayuda de su padre. En esa época tenía ya diecinueve años. Y de esa manera comenzó como empresario del transporte, rubro donde alcanzaría tantos logros.



Con su progenitor compraron otras dos máquinas, para el recorrido Rancagua-Codegua-La Punta. En más de una ocasión recordó que eran vehículos antiguos, gastados. Varias veces debió remolcarlos con bueyes para hacerlos funcionar. Y, como los caminos eran de tierra, él mismo, con una escobilla -ya se ha expresado-, sacudía la ropa de sus pasajeros.



¡Así eran su humildad y su sentido de servicio!



Un hito decisivo en su vida ocurrió en 1955.



Con 26 años de edad, decidió radicarse en Santiago y casarse. Tenía dos micros o góndolas: una para el servicio urbano y otra para el trayecto entre la Capital y Rancagua. Desde ahí, la empresa de don Jesús Diez no paró de crecer tanto en número de máquinas cuanto en calidad de los servicios.



Hoy, solo Tur Bus cuenta con más de 1.600 vehículos de lujo que cubren el transporte de pasajeros desde Arica a Puerto Montt y es la empresa más grande en su especialidad.



Además, dispone de decenas de camiones que trasladan carga, equipajes y encomiendas.



En 1995 construyó un moderno terminal en Santiago; años más tarde, uno en Concepción y en varias capitales de Regiones, con inversiones que suman varias decenas de millones de dólares. 



Sus trabajadores son más de dos mil y se hallan distribuidos en 170 oficinas a lo largo de todo el país.



Empresario inquieto e incansable, en 1997 Jesús Diez incursionó en el negocio de las líneas aéreas y creó AVANT, empresa que llegó a cubrir todo Chile y logró participar en 30 por ciento de ese mercado. A los tres años desistió de ella, por problemas de competencia desleal.



Hoy su hijo Jesús está a la cabeza de ese verdadero imperio del transporte de pasajeros y carga, junto con su hermano, Rafael, y sus hermanas, Marisol y Purísima, más el yerno Fernando Fernández.



También forman parte de dicho imperio Cóndor Bus, JAC, Buses Bío Bío, Buses al Sur, Tas Choapa, Flota Barrios, Inter Sur.



Jesús Diez Martínez dejó una lección viva de servicio sin límites. Un hombre -como han dicho quienes lo conocieron toda la vida- que se hizo solo. Servidor y creador, por sobre todo. Su consigna era el trabajo, sin importar el nivel ni la función. Como ya se ha manifestado en este Hemiciclo, fue chofer, auxiliar, mecánico, ejecutivo, patrón y líder. ¡Siempre un servidor!



Fue alcalde y regidor de San Francisco de Mostazal, ciudad donde se crió. Entre sus numerosas donaciones, destaco el Estadio de la comuna de Codegua. Allí, todos los 1º de mayo sus empleados se reunían para celebrar el Día del Trabajo con juegos deportivos y asado. Jesús Diez integró uno de los equipos de fútbol hasta que su edad se lo permitió. Y jugaba a pie pelado porque, según decía, le era más cómodo.



Vivió los últimos años de su existencia junto a su querida esposa, la señora Hortensia, en su parcela de Codegua y en el edificio de cuatro pisos que construyó en Santiago para todos los miembros de la familia.



Cada año regresaba al terruño natal, allá, en la provincia de La Rioja, en España, para observar la tradicional fiesta de San Roque.



Muchos habitantes de esas lejanas tierras seguramente no lo saben. Pero aquí, en este rincón del mundo, un hijo de La Rioja dejó un testimonio contundente, admirable y ejemplar de la calidad de los hombres de aquel territorio y de los gigantescos logros que puede alcanzar el ser humano cuando no mezquina su esfuerzo, su capacidad de sacrificio, su tesón y su inteligencia.



¡Hombres hechos por el Creador para servir a sus hermanos!



Desde esta tribuna, me complace tener la oportunidad de rendir homenaje, ante su distinguida familia, a ese ciudadano ejemplar.



Reciban ustedes -la viuda de don Jesús Diez Martínez: señora Hortensia González; sus hijos: Jesús, Marisol, Purísima y Rafael; sus catorce nietos; sus yernos, y sus nueras- las más sentidas condolencias de mi Partido, el Demócrata Cristiano; del Partido por la Democracia, y, por supuesto, del Senador que habla, y mis sinceras felicitaciones por haber compartido familiarmente con ese ser humano de excepción.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LETELIER.-  Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer término, saludo a la señora Hortensia. Asimismo, a los hijos de don Jesús Diez Martínez: Jesús, Rafael, Marisol y Purísima; y a sus nietos, nietas, yernos y nueras.



En seguida, le agradezco al Senador señor Romero la iniciativa de invitar a la Cámara Alta a rendir homenaje a un hombre que marcó un pedazo de la historia de nuestra nación y que, sin duda,  fue ejemplo como emprendedor, como ciudadano y como jefe de una familia muy destacada y con raíces profundas en la Región que tengo el honor de representar en esta Corporación.



No quiero repetir muchas de las cosas que se han dicho aquí.



Lo cierto es que don Jesús Diez, como muchos, llegó a Chile porque su familia emigró a estas tierras lejanas, donde la vida no le fue fácil. Sin embargo, él, indudablemente por los valores que le inculcaron su padre y su madre, tuvo la capacidad de emprender y asumir un rumbo muy distinto y protagonizar una historia de esfuerzo.



Aquí se han rememorado sus primeros pasos como empresario en el rubro del transporte.



Recordemos cómo era nuestro país en los años 50 y 60; lo que significaba operar un vehículo para movilizar pasajeros entre Mostazal y Rancagua; lo que implicaba acometer ese esfuerzo -muy distinto de lo que es ahora- para una persona que daba sus primeros pasos en un país que no caminaba de la mano de la modernidad sino que batallaba, al igual que muchas otras naciones en el mundo, por salir del subdesarrollo.



En ese contexto, hubo un joven emprendedor que debió madurar a un ritmo más veloz que otros y fue capaz de adelantarse a su tiempo.



Eso es lo primero que deseo destacar.



Hay y ha habido numerosos innovadores. A algunos les hemos rendido homenaje en esta Sala; y quizás lo que caracterizó a estos últimos fue la capacidad de adelantarse a su tiempo, de tener una visión sobre el emprendimiento.



Son pocas las personas de nuestro país que llegan a la edad que alcanzó don Jesús, quien, en su condición de empresario, fue responsable de proporcionar ocupación a más de 2 mil trabajadores; de asegurar el progreso de comunidades amplias; de instalar oficinas en más de 170 lugares. Es decir, como creador de riqueza y generador de empresas, fue capaz de emprender y, a través de ello, cambiarles la vida a muchos hombres y mujeres.



En segundo término, don Jesús, en cuanto emprendedor, actuó en forma distinta de como lo hacen otros -y deseo recalcarlo como cualidad-: nunca metió bulla, ruido, ni hizo ostentación de sus tremendos logros empresariales.



En tercer lugar, es menester resaltar su entrega a la comunidad de la cual fue parte.



Aquí se mencionó al pasar que aceptó ser alcalde de la comuna que lo acogió, San Francisco de Mostazal, no siendo él del corazón de “San Pancho” sino de lo que antes se llamaba “Punta de Codegua”, que en verdad es el sector de La Punta y no de la comuna de Codegua. Allí entregó su esfuerzo a la ciudadanía en tiempos difíciles y cuando los municipios eran muy distintos de los actuales.



No tuve el honor de conocer a don Jesús ni de compartir con él. Sin embargo, quiero relatar lo que uno escucha de la comunidad donde convivió y a la que entregó aquello que a veces se señala en forma ligera: campos deportivos, estadios o terrenos para comités de vivienda.



Deseo dejar testimonio de que se lo recuerda como un hombre gentil, por cierto con carácter, pero que siempre estuvo dispuesto a cooperar con la gente de la localidad en las cosas que consideraba justas. 



Y es preciso subrayar aquello, porque fue, a su manera, una persona que no solo constituyó empresas de gran trayectoria en el área de los transportes terrestre y aéreo; en determinados sectores de la alimentación, como el de los lácteos, etcétera, sino que también dejó una huella diferente y muy  notable en la comunidad donde se desenvolvió.



Queremos expresar nuestro cariño y respeto a la familia de don Jesús Diez Martínez, y asimismo, agradecer la entrega que hizo al país este inmigrante, quien, si bien no nació en tierra chilena, aportó quizá más que muchos connacionales nuestros.



De ahí el homenaje que rindo en nombre del Partido Socialista y en el mío propio, como Senador por la Sexta Región, en representación de los miles de personas que tuvieron oportunidad de conocer a don Jesús Diez Martínez, a quien agradezco por su tremendo aporte a innumerables familias no solo de una sino de varias generaciones que crecieron junto a él.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(



--Se suspendió a las 19:12.



--Se reanudó a las 19:18
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole REPARACIÓN DE CAMINO ALHUECO, COMUNA DE LAUTARO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda, pidiendo PAGO DE BONO DE ZONAS EXTREMAS A PARADOCENTES DE REGIÓN DE AISÉN; al señor Ministro de Justicia y a las señoras Ministra Directora del SERNAM y Directora Nacional del SENAME, respecto de CONDICIONES DE CUMPLIMIENTO DE RECLUSIÓN NOCTURNA POR CONDENADAS CON HIJOS Y EFECTOS EN VÁSTAGOS; al señor Ministro de Salud, requiriéndole CUMPLIMIENTO DE COMPROMISOS DE MEJORAMIENTO DE CENTROS ASISTENCIALES DE AISÉN, y al señor Director General de Aeronáutica Civil, a fin de que se disponga AUTORIZACIÓN PARA ATERRIZAJES Y DESPEGUES NOCTURNOS EN AEROPUERTO DE BALMACEDA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole PRONTA CONSTRUCCIÓN DE PASARELA SANTA MÓNICA, COMUNA DE PARRAL.

)---------------(

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En Incidentes, no harán uso de sus tiempos los Comités Unión Demócrata Independiente e Independientes.



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.
PROMOCIÓN POR CHILE DE DECLARACIÓN UNIVERSAL
DE DERECHOS DE SEGURIDAD HUMANA. OFICIO

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el reconocimiento actual de los derechos humanos es el resultado de las luchas que han dado las distintas sociedades a través de la historia con el fin de asegurar una vida más digna para todos. Por ello, los derechos humanos se conciben con relación a las personas, que los van reformulando de acuerdo con sus necesidades y los contextos en los que se desenvuelven, sean económicos, políticos o sociales.



La doctrina internacional en la materia comenzó a generarse con la emancipación de los Estados Unidos, en 1776, y su Declaración de Independencia, que señala “que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables, entre los cuales están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad”; y la Revolución Francesa, de 1789, con su Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, en la cual se exponen “los derechos inalienables y sagrados del hombre”.



Sin embargo, es posible concluir, sin temor a equivocarnos, que el siglo XX fue el de la consagración y ampliación de los derechos humanos.



En efecto, a partir de 1900, la tendencia de la comunidad internacional es a superar la perspectiva netamente política que exhibían, pues hasta entonces la idea predominante los reducía a una serie de garantías políticas. Pero el surgimiento de las doctrinas sociales, humanistas y marxistas logró que fueran aceptados como derechos humanos lo social, lo económico y lo cultural.



Serán los horrores cometidos por el nazismo durante la Segunda Guerra Mundial los que darán origen al conjunto de declaraciones, pactos y convenciones de derechos humanos que hoy rigen a la comunidad internacional.



Así, el 10 de diciembre de 1948, la Organización de las Naciones Unidas aprobó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo objetivo fue establecer una concepción común de estos últimos y las libertades individuales. Se trató de una primera expresión de un código de valores que deberían ser respetados por toda la humanidad.



Con el tiempo, la comunidad internacional ha elaborado diversas declaraciones, pactos y convenciones para perfeccionar dicha protección. De esta forma, existen los derechos civiles y políticos; los económicos, sociales y culturales; los de la solidaridad o de los pueblos. Además, en los últimos años han surgido los derechos humanos específicos, es decir, de acuerdo con los sujetos: de los niños y las niñas, de los jóvenes, de las mujeres; o también colectivos, como los de los consumidores y los de participación.



La aparición de una doctrina internacional de derechos humanos ha traído además, como consecuencia, la consagración de estos a nivel de las naciones, tanto en sus constituciones como en las distintas leyes. Y su concepción universal y sin fronteras cada día tiene mayor respaldo.



No obstante, ello no ha implicado, lamentablemente, poner fin a las violaciones que los afectan. Hemos avanzado -es algo que nadie puede negar, pero, al mismo tiempo, la cultura de la muerte aún sigue presente por sobre la cultura de la vida. En efecto, la existencia de regímenes comunistas totalitarios, las dictaduras militares de derecha durante la denominada “guerra fría” y los genocidios de la década de los noventa, como los de Ruanda, Timor Oriental y Bosnia-Herzegovina, así lo testimonian.



Por otro lado, la vigencia de los denominados “derechos económicos, sociales y culturales” sigue aún pendiente para gran parte de la humanidad. Mientras existan países subdesarrollados se registrará un gran número de personas que vivirán en la pobreza y marginalidad, por lo que no accederán a bienestar económico, a una real y progresiva justicia social y a los beneficios de la cultura y educación.



En los comienzos del siglo XXI, la comunidad nacional y la internacional se encuentran frente a nuevos desafíos con relación a los derechos humanos. Como ya señalé, una de las características de estos es ser dinámicos, o sea, se van ampliando y reformulando conforme a las nuevas necesidades y problemáticas que se plantean a las sociedades.



Hace cien años, el derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación habría sido impensable. Incluso, solo algunos años atrás no existía como parte de un derecho el enfrentamiento del cambio climático.



De esta manera, la sociedad mundial se halla ante retos inéditos en el siglo XXI, que hacen que la gente se sienta insegura por su futuro y por el de las nuevas generaciones.



-Hoy, en un mundo donde el avance de la tecnología reemplaza a los trabajadores, las personas temen perder sus empleos.



-Hoy, en un mundo donde el desarrollo de la medicina encarece los tratamientos, las personas temen a la carencia de un acceso real a la salud.



-Hoy, en un mundo donde la producción de alimentos no es la prioridad para las naciones, sino cómo obtener mayores ganancias, las personas temen a la falta de algo que comer.



-Hoy, en un mundo que sufre la constante degradación de su medioambiente, las personas temen al futuro que le espera a la comunidad internacional en su conjunto.



-Hoy, en un mundo donde la esperanza de vida ha aumentado significativamente, las personas de la tercera edad temen a no poder disfrutar de una vejez digna.



-Hoy, en un mundo donde el narcoterrorismo constituye una realidad cada vez más extendida, las personas temen no solo a la crueldad que exhibe, sino también a los efectos del flagelo de las drogas sobre sus hijos.



-Hoy, en un mundo donde el liberalismo extremo origina la marginalidad social y económica de millones de seres humanos, lo que aumenta la delincuencia, las personas temen por su integridad física.



-Hoy, en un mundo donde el terrorismo internacional ha surgido con fuerza, las personas temen por su seguridad.



-Hoy, en un mundo que se ve amenazado por el calentamiento global, las personas temen por el futuro del planeta.



El derecho internacional sobre derechos humanos debe ser capaz de asumir tales sentimientos de inseguridad, que son el resultado de situaciones reales que enfrentan las personas día a día.



Es justamente en este contexto donde surge la noción del derecho a la “seguridad humana”, concepto promovido por las Naciones Unidas bajo el lema de “libertades de temores y libertad de necesidades”.



De acuerdo con la ONU, estas libertades deberían contar con siete componentes: seguridad económica, seguridad alimentaria, seguridad de salud, seguridad ambiental, seguridad personal, seguridad de la comunidad y seguridad política, libertades que deben abordar:



--La lucha contra la pobreza y la desigualdad social. Mientras no superemos las situaciones que hoy en día afectan a alrededor del 70 por ciento de la población mundial, millones de personas vivirán en la inseguridad de no tener un empleo estable y bien remunerado, una casa y, por tanto, lo mínimo para vivir cada día.



El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano está facultado para participar del desarrollo económico, social, cultural y político en el que debe desarrollarse plenamente como persona junto a su familia.



--La lucha contra las enfermedades, en especial el VIH-sida, las cuales, sumadas a las debilidades de los servicios de salud públicos, generan inseguridad y miedo en la población.



--La lucha contra la degradación del medio ambiente, que ha contribuido al aumento de la crisis alimentaria y a las migraciones. El deterioro del medio ambiente no favorece al progreso social ni contribuye a elevar el nivel de vida de la gente.



--La lucha contra el cambio climático global, cuyas consecuencias ya se observan a través de diversos desastres naturales que afectan principalmente a los más pobres y que hacen que la población mundial vea con incertidumbre el futuro de nuestro planeta.



--La lucha contra el narcoterrorismo y la delincuencia, que amenazan directamente la vida de las personas. Aquí lo importante es que este combate se realice dentro del respeto a los Derechos Humanos y las libertades políticas y sociales.



Un punto fundamental a tener en consideración para evitar resquemores es que mientras las concepciones históricas de seguridad privilegian la seguridad de los Estados, el concepto de seguridad humana pone énfasis en la seguridad de las personas.



En efecto, la “seguridad humana”, de alcance universal, disminuye la importancia de los territorios y acentúa sus objetivos en la población.



En resumen, se trata de enfrentar una serie de “inseguridades” que hoy siente la población mundial, como no disponer de suficientes alimentos, de un sistema de salud adecuado, de un real acceso al empleo y a la educación, de que sus Derechos Humanos sean respetados, de la amenaza del terrorismo, de la degradación del medio ambiente.



En este sentido, nuestro país ha sido un activo promotor de la seguridad humana en las relaciones internacionales, incorporando a los principios y objetivos de su política exterior el respeto al derecho humanitario y del desarrollo humano.



En efecto, desde 1999, Chile ha sido parte de la Red de Seguridad Humana, la cual lleva a cabo acciones de promoción y consolidación de dicho concepto. Enfrenta los desafíos que hoy se encuentran presentes y que amenazan la vida y la dignidad de las personas, tales como el cambio climático, las condiciones de pobreza, las pandemias, la protección de los niños, los conflictos armados, las minas terrestres, el terrorismo, la delincuencia, la falta de alimentos, entre otros.



Incluso Chile presidió esta Red entre mayo de 2001 y julio de 2002, organizándose en Santiago la IV Reunión Ministerial, cuyos principales temas de discusión fueron: “Perspectiva de la Seguridad Humana en las Políticas Públicas de Seguridad”, “Educación de los Derechos Humanos” y “Derecho Internacional Humanitario”.



Pero, además, producto de esta política, en el Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocen implícitamente estos nuevos desafíos al expresar que “todos los individuos, en particular las personas vulnerables, tienen derecho a la libertad frente al miedo y la necesidad, con una oportunidad igual de disfrutar de todos sus derechos y desarrollar plenamente su potencial humano”.



Para el cumplimiento de tales objetivos, según la ONU, “los gobiernos nacionales tienen la responsabilidad primordial de proporcionar seguridad a su pueblo y que la comunidad internacional, proporcionando la asistencia necesaria o contribuyendo a la creación de capacidad, debería brindar apoyo a los gobiernos en el cumplimiento de sus obligaciones, a fin de garantizar la seguridad humana de sus pueblos”.



En el siglo XXI no puede existir excusa alguna para la no consolidación de los Derechos Humanos ya firmemente establecidos. Pero eso no es suficiente. Debemos abordar nuevos derechos.



Si el siglo XX fue el de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el siglo XXI debe ser el de la Declaración Universal de la Seguridad Humana.



Y en este desafío, que enfrentamos como comunidad internacional, Chile ha de ser el principal promotor de una Declaración Universal de la Seguridad Humana.



Esta y no otra debe ser nuestra gran tarea como país en materia de expansión de los Derechos Humanos en los próximos años y, principalmente, en el siglo XXI.



Señor Presidente, solicito que se haga llegar mi intervención al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que Chile sea uno de los principales países de la comunidad internacional que impulse el siglo XXI como el siglo de la Declaración Universal de la Seguridad Humana.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

REMOCIÓN DE SEÑOR JOEL ARRIAGADA POR NEGLIGENCIAS

EN CONSTRUCCIÓN DE CONSULTORIO DOCTOR SABAT

DE VALDIVIA. OFICIOS
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, el Consultorio Doctor Sabat, ex Gil de Castro, es sin duda uno de los más importantes de la ciudad de Valdivia, capital de la Región de Los Ríos, que me honro en representar.



En otras oportunidades ya me referí al tema en esta Corporación, por una razón muy simple: el consultorio en cuestión debió quedar plenamente concluido y entregado a la comunidad en el mes de mayo de 2007. Sin embargo, recién ahora -hace pocos días- está funcionando en lo que podríamos denominar suerte de “marcha blanca”. Es decir, con MÁS DE DOS AÑOS DE ATRASO.



Pero no solo eso.



El costo original del proyecto era de alrededor de 760 millones de pesos. No obstante, a la fecha ya se han gastado más de mil millones, puesto que la cifra original debió ser complementada con 451 millones que se destinaron a terminar parcialmente una obra que la empresa constructora a cargo de su ejecución abandonó en octubre del año 2007.



Y eso no es todo.



Para completar realmente la construcción del consultorio, falta, en conformidad a lo consignado por el propio Ministerio de Salud, la construcción de un estanque de agua auxiliar para emergencias, la instalación de una red de gases clínicos, un elevador al segundo piso, una bodega de residuos sólidos, una bodega de aseo de materiales, escaleras de escape exteriores y terminar la reja perimetral. ¿Cuál es el costo estimado de tales obras? Aproximadamente 250 millones de pesos adicionales, es decir, el costo final del consultorio superará los 1.250 millones.



Nada de lo anterior es consecuencia de la fatalidad o de una fuerza mayor. Es el resultado de una gigantesca negligencia -sin que puedan descartarse actos de corrupción- que ha tenido lugar en el Servicio de Salud de Valdivia y que, en particular, es responsabilidad de su Director titular, el doctor Joel Arriagada.



Sin ir más lejos, esa es la conclusión que se deriva del Informe Definitivo de la Contraloría General de la República emitido al respecto. En apretado resumen, tal documento -Nº 15, de 30 de diciembre de 2008, ordenado notificar el 10 de febrero del presente año, luego de su revisión por el nivel central de la institución- deja establecido que el Servicio de Salud de Valdivia  no cauteló adecuadamente la ejecución de la obra, otorgó plazos en forma injustificada, ilegal e inconsulta, y no renovó las boletas de garantía cuando extendió los plazos. Más grave aún es que haya pagos efectuados a la empresa constructora que no coinciden con los avances efectivos de las obras e importantes irregularidades en la  liquidación del contrato. 



A todo ello se puede agregar que las acciones llevadas a cabo por parte del Servicio de Salud de Valdivia para perseguir la responsabilidad civil de la empresa constructora -que abandonó la obra sin terminarla- han sido hasta ahora completamente estériles e ineficaces.



Señor Presidente, en diversas oportunidades he solicitado, tanto a autoridades regionales como nacionales, la remoción del doctor Arriagada, por su grave responsabilidad política y administrativa en esta materia, pero invariablemente mi petición se ha topado con un muro de negativas. Y, casualmente, la excusa ha sido siempre la misma: hay procedimientos internos en el Ministerio de Salud para resolver el asunto.



¿Cuáles son dichos procedimientos?



El primero es la resolución exenta Nº 2766, de 29 de septiembre de 2008, del Servicio de Salud. En ella se designa a un funcionario del Ministerio respectivo -el señor Jorge Luis Carabantes- para iniciar una investigación sumaria por el retraso en la construcción del Consultorio. Tal investigación ni siquiera avanzó en su etapa preliminar. ¿Por qué razón? Por una muy simple: quien designó al señor Carabantes para realizarla fue -¡qué coincidencia!- el propio doctor Joel Arriagada, es decir, el principal responsable de la materia objeto de investigación, “el ladrón detrás del juez”.



El segundo procedimiento es la resolución exenta N° 922, de 30 de marzo recién pasado, también del Servicio de Salud. Ante la completa inacción en la primera investigación, ahora se ordena instruir un sumario administrativo propiamente tal, no solo para abordar el retraso en la construcción del consultorio, sino también para hacerse cargo de las graves conclusiones contenidas en el Informe Definitivo de la Contraloría a que se hizo mención.



En esta oportunidad, se designa para llevar adelante el sumario al señor Iván Renato Paul Espinoza, quien es Director del Servicio de Salud de Ñuble, esto es, un par del principal responsable, el doctor Arriagada. ¿Y quién efectúa la designación de este nuevo investigador? La Subdirectora Regional del Servicio de Salud de Valdivia, señora Mónica Gil, es decir, una subordinada directa del principal implicado, el Director titular, señor Arriagada, quien, por lo demás, ha asumido durante meses su defensa pública.



Como era de esperar, el plazo de que disponía el señor Paul para llevar adelante su trabajo indagatorio -veinte días- se encuentra en exceso vencido y, por supuesto, nada se sabe de él ni de su actuación.



Puse estos antecedentes personalmente en conocimiento de la anterior Ministra de Salud señora Barría, y del actual Ministro, don Álvaro Erazo. Me reservo, por tratarse de conversaciones privadas, los comentarios que recibí de ambos respecto del tema, pero creo que la situación que denuncio excede todo lo imaginable.



Otro tanto ocurre con la actuación del señor Intendente Iván Flores, a quien en reiteradas oportunidades, pública y privadamente, le he solicitado que tome cartas en el asunto.



Señor Presidente, en la Región de Los Ríos está operando una red de protección política de la negligencia funcionaria para favorecer al doctor Arriagada, titular del Servicio de Salud de Valdivia, quien fue “premiado” hasta hace poco con una comisión de servicios y que ahora está de vuelta en la Región.



La única razón por la cual el señor Arriagada no ha sido destituido es su militancia política. Porque, como se desprende de lo expuesto, es un pésimo funcionario, pero sí un destacado militante de un importante aunque alicaído partido de la Concertación.



En razón de lo anterior, señor Presidente, solicito que se oficie:



Al señor Ministro de Salud, con el propósito de que remita al Senado toda la información pertinente a la situación expuesta y, en particular, sobre lo ocurrido con los procedimientos administrativos de dicho Ministerio, enviando copia de los mismos.



Al señor Ministro del Interior, a fin de que informe acerca de la manera en que se actúa y los criterios que imperan hoy día a nivel regional en materias de esta naturaleza.



Al señor Contralor Regional de Los Ríos, con el objeto de que ordene continuar adelante el sumario administrativo decretado mediante resolución N° 48, de 5 de marzo de 2009, el cual fue suspendido el pasado 6 de abril a la espera de la actuación del Ministerio de Salud, la que, como es previsible, no llevará a ninguna parte.



Y, por último -y aunque no sea sino una reiteración-, al señor Intendente Regional señor Iván Flores, para que en uso de sus facultades solicite, a través del procedimiento correspondiente, la renuncia o la destitución del funcionario señor Arriagada, por las razones latamente expuestas.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:39.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE PROHÍBE VENTA DE PLAGUICIDAS QUE INDICA

(4877-01)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. Senado ha rechazado el proyecto  que prohíbe la venta de plaguicidas que indica. (Boletín N° 4877-01).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta de acuerdo con el artículo 70 de la Constitución Política:

- don Ramón Barros Montero.   

- don Marco Enríquez-Ominami Gumucio.   

- don Rosauro Martínez Labbé.

- don Jorge Sabag Villalobos.   

- don Eugenio Tuma Zedán.  


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 333/SEC/09, de 5 de mayo de 2009.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 47 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN RELACIÓN A COSTAS EN DELITOS DE ACCIÓN PENAL PRIVADA

(5811-07)





Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"


Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 47 del Código Procesal Penal:





"Sin embargo, lo señalado en el inciso precedente no se aplicará a los delitos de acción penal privada.".".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXTIENDE A PADRES TRABAJADORES EL DERECHO DE ALIMENTAR A SUS HIJOS Y PERFECCIONA NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LA MATERNIDAD

(4930-18)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:


1. Agréganse en el artículo 206, los siguientes incisos:

"En caso que el padre y la madre sean trabajadores, a partir de los seis meses de vida del hijo, ambos podrán acordar que sea el padre quien ejerza el derecho. Esta decisión y cualquier modificación de la misma deberán ser comunicadas por escrito a ambos empleadores con a lo menos treinta días de anticipación, mediante instrumento firmado por ambos padres, con copia a la respectiva Inspección del Trabajo.

Con todo, el padre trabajador ejercerá el referido derecho cuando tuviere la tuición del menor por sentencia judicial ejecutoriada, cuando la madre hubiere fallecido o estuviere imposibilitada de hacer uso de él.

Asimismo, ejercerá este derecho la trabajadora o el trabajador al que se le haya otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal de conformidad con la ley N°19.620 o como medida de protección de acuerdo con el N°4, del artículo 29° de la ley N°16.618, de Menores. Este derecho se extenderá al cónyuge, en los mismos términos señalados en los incisos anteriores.".


2. Intercálase, en el inciso final del artículo 207, entre el guarismo "201" y el punto (.) final, el siguiente texto:

",salvo en lo referido a los derechos de sala cuna y de dar alimento a los hijos menores de dos años, que se extinguirán cuando éstos cumplan dicha edad".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, EL SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL Y LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

(5947-12)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1) En el artículo 2°.


a) Incorpóranse, a continuación de la letra a), las siguientes letras a bis) y a ter):


“a bis) Biotecnología: se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos;


a ter) Cambio Climático: se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables;”.  

b) Incorpórase, a continuación de la letra h), la siguiente letra h bis):


“h bis) Efecto Sinérgico: aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia simultánea de varios agentes supone una incidencia ambiental mayor que el efecto suma de las incidencias individuales contempladas aisladamente;”. 


c) Incorpórase a continuación de la letra i), la siguiente letra i bis):

“i bis). Evaluación Ambiental Estratégica: el procedimiento realizado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable, al proceso de formulación de las políticas y planes de carácter normativo general, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva política y plan, y sus modificaciones sustanciales;”.


d) Reemplázase, en la letra j), la frase “de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, en su caso,” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.


e) Incorpórase, a continuación de la letra m), la siguiente letra m bis):


“m bis) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestre la capacidad práctica de determinadas técnicas para evitar o reducir en general las emisiones y el impacto en el medio ambiente y la salud de las personas. Con tal objeto se deberán considerar una evaluación de impacto económico y social de su implementación, los costos y los beneficios, la utilización o producción de ellas en el país, y el acceso, en condiciones razonables, que el regulado pueda tener a las mismas;”. 


2) En el artículo 4º.


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “participación ciudadana” y la conjunción “y” la siguiente frase “, permitir el acceso a la información ambiental”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental, deberán propender por la adecuada conservación, desarrollo y fortalecimiento de la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. 


3) Agrégase, a continuación del artículo 7°, el siguiente párrafo 1° bis:

“Párrafo 1° bis.

De la Evaluación Ambiental Estratégica.


Artículo 7° bis.- Se someterán a evaluación ambiental estratégica las políticas y planes de carácter normativo general, así como sus modificaciones sustanciales, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, que el Presidente de la República, a proposición del Consejo de Ministros, señalado en el artículo 72, decida.


En todo caso, siempre deberán someterse a evaluación ambiental estratégica los planes regionales de ordenamiento territorial, planes intercomunales, planes reguladores comunales y planes seccionales, planes de desarrollo urbano y zonificaciones del borde costero y del territorio marítimo. En esta situación el procedimiento y aprobación del instrumento estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Gobierno Regional o el Municipio o cualquier otro organismo de la administración del Estado, respectivamente.


La elaboración de las políticas y planes deberá contemplar las etapas de diseño y aprobación.


En la etapa de diseño, el organismo que dictará la política o plan, deberá considerar los objetivos y efectos ambientales del instrumento, así como los criterios de desarrollo sustentable de los mismos. Durante esta etapa se deberá integrar a otros órganos de la administración del Estado vinculados a las materias objeto de la política o plan, así como otros instrumentos relacionados con ellos. En el caso señalado en el inciso segundo, se deberán siempre considerar los instrumentos relacionados con capacidad vial elaborados por la autoridad competente.


En la etapa de aprobación, se deberá elaborar un anteproyecto de política o plan que contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones, para luego ser sometido a consulta pública por parte del organismo responsable. 


Artículo 7° ter.- Un reglamento establecerá el procedimiento y plazos en virtud del cual se tramitará este tipo de evaluación, el que deberá considerar:


a) Los aspectos básicos a considerar durante la etapa de diseño, incluida la forma de consulta y coordinación de los organismos del Estado que puedan vincularse con la política o plan objeto de evaluación;


b) Los contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Informes Ambientales de las políticas o planes;


c) Forma de participación del público interesado. El reglamento considerará la participación ciudadana en sus tres dimensiones: informativa, consultiva y resolutiva, y


d) Forma de publicidad de la política o plan, así como su reformulación posterior.


Artículo 7° quater.- La etapa de aprobación de la política o plan, culminará con una resolución del Ministerio sectorial, en la cual se señalará el proceso de elaboración de la política o plan desde su etapa de diseño, la participación de los demás organismos del Estado, la consulta pública realizada y la forma en que ha sido considerada, el contenido del informe ambiental y las respectivas consideraciones ambientales y de desarrollo sustentable que debe incorporar la política o plan para su dictación, así como los criterios e indicadores de seguimiento.”.


4) En el artículo 8°:


a) Agréganse, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser inciso final:


“Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad territorial del proyecto presentado.


Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán considerar siempre las políticas y planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1° bis de este título.”.


b) Sustitúyense, en el inciso final, la frase “a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso”, por “al Servicio de Evaluación Ambiental”, y la palabra “precedente”, por “anterior”.

5) En el artículo 9°:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región” por “Comisión establecida en el artículo 86 o Comisión de Evaluación” y la denominación “la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental”.


b) Reemplázanse, en el inciso tercero, las expresiones “a ésta Dirección” por “al Director del Servicio de Evaluación Ambiental” y “Comisiones Regionales del Medio Ambiente” por “Comisiones de Evaluación”.


c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y formulados dentro de las esferas de sus respectivas competencias.”.


6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:


“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán calificar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del informe consolidado de evaluación, el que contendrá todos los pronunciamientos ambientales de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.


El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.


Excepcionalmente, la comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, podrá calificar o rechazar un proyecto o actividad sin atenerse a lo señalado en el informe consolidado de evaluación o a los informes de los servicios públicos, siempre y cuando cuenten con un informe técnico ambiental que justifique la adopción de esa decisión excepcional.


Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se ajustan a las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.


La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se ajusta a las políticas, planes y programas de desarrollo regional y a los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.


7) En el artículo 10:


a) Elimínase, en su letra h), la frase “Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales,”, iniciando con mayúscula la palabra “proyecto” que le sigue a continuación, y elimínase, asimismo, la expresión “que los modifiquen o”.


b) Agrégase la siguiente letra r):


“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados.”.


8) Agréganse, los siguientes artículos 11 bis, 11 ter y 11 quater:


“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de eludir o variar a sabiendas el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y obligar al proponente a ingresar adecuadamente a dicho Sistema.


No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas o correspondan a diferentes proyectos o actividades que pueden desarrollarse o ejecutarse independientemente el uno del otro.


Artículo 11 ter.- Si el proyecto o actividad contempla la realización de dos o más proyectos o actividades, que por sí mismas, correspondan a  aquellas enumeradas en el artículo 10, o presenten alguna de las características señaladas en el artículo 11, deberá someterse a una sola evaluación de impacto ambiental. 


Artículo 11 quater.- En caso de modificarse un proyecto o actividad que cuenta con el certificado señalado en el artículo 24, el proponente deberá ingresar la modificación al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, debiendo la evaluación considerar el impacto ambiental que el proyecto y la modificación, en forma conjunta, producen.”.


9) En el artículo 12, agrégase, en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en las letras a), c) y, cuando corresponda, en la letra d) del artículo anterior, y no existiera Norma Primaria de Calidad, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo al riesgo que el proyecto generará en la salud de las personas;”.


10) Agrégase el siguiente artículo 12 bis:


“Artículo 12 bis.- Las declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias: 


a) Una descripción del proyecto o actividad;


b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental;


c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá; y 


d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.”. 


11) En el artículo 13.


a) En el inciso primero:


i) Intercálase a continuación de la expresión “Estudio” la expresión “o Declaración”.


ii) Sustitúyese la frase “y la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “, el Servicio de Evaluación Ambiental”.

iii) Intercálase, antes de la expresión “, en su caso”, la frase “y los órganos de la administración del Estado competentes”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, las palabras “Secretaria General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”. 


c) Intercálase, en su letra b), a continuación de la expresión “Estudios” las palabras “y Declaraciones”; y sustitúyese la referencia a los artículos “11 y 12”, por “11, 12, 12 bis, 13 bis y 18”, según corresponda”.


d) Reemplázase, en la letra c), la frase “tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental,” por “evaluación de impacto ambiental” y elimínase la frase “en conformidad con el artículo siguiente”.


12) Incorpórase, el siguiente artículo 13 bis:


“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental si han establecido, antes o durante el proceso de evaluación, negociaciones con los interesados con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental. En el evento de existir tales acuerdos, éstos no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad.”.


13) En el artículo 14.


a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “anterior” por el guarismo “13”.


b) Sustitúyese, en la letra b), la frase “calificación de un Estudio de Impacto Ambiental” por “evaluación de impacto ambiental”.


c) Intercálase, en la letra c), a continuación de la palabra “Estudios” la expresión “y Declaraciones”; y reemplázase la expresión “el artículo 16” por “los artículos 16 y 19”.


d) Agrégase, en la letra e), a continuación de la palabra “Estudio” las palabras “o la Declaración”.


14) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental y los actos administrativos que se originen de él, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas de la ley Nº 19.799 y su reglamento, y a lo previsto en este artículo.


Se entenderá que el titular de un proyecto acepta la utilización de técnicas y medios electrónicos en todas las actuaciones del procedimiento que le afecten, desde que ingrese su Estudio o Declaración, salvo que expresamente solicite lo contrario.


Las observaciones que formularen las organizaciones ciudadanas y personas naturales a que se refieren los artículos 28 y 30 bis, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas generales.


Sin embargo, no se emplearán medios electrónicos respecto de aquellas actuaciones que por su naturaleza o por expresa disposición legal deben efectuarse por otro medio.”.


15) En el artículo 15:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.


b) Suprímese el inciso segundo, pasando el inciso final a ser segundo.


c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, sustitúyense la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”; y la palabra “treinta” por “quince”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Cuando el Estudio de Impacto Ambiental se refiera a proyectos o actividades que deben ser implementados de manera urgente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, así como a servicios que no pueden paralizarse sin serio perjuicio para el país, el plazo de evaluación se reducirá a la mitad, ordenándose todos los trámites proporcionalmente a ese nuevo plazo. La calificación de urgencia para la evaluación será realizada por el Director Ejecutivo a petición del interesado. El reglamento determinará los requisitos, formas y condiciones necesarios para la solicitud, la aprobación y su debida publicidad.”.


16) Agregase el siguiente artículo 15 bis:


“Artículo 15 bis.- Si el Estudio de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiere ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, el Director Regional o el Director Ejecutivo, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.


La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros cuarenta días contados desde la presentación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar el estudio por la causal señalada, debiendo completarse su evaluación.


Los organismos a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 9º, deberán comunicar, tan pronto le sea requerido su informe, al Director Regional o al Director Ejecutivo si en los Estudios sometidos a su conocimiento se ha constatado el defecto previsto en este artículo.


En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse dentro del plazo de veinte días.”.


17) En el artículo 16.


a) Introdúcense, en el inciso primero, las siguientes modificaciones:


i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”. 


ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.


iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto a parte (.) a ser punto seguido, “El proponente podrá, por una sola vez, solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “anterior” por el guarismo “15”.


18) Derógase el artículo 17.


19) En el artículo 18:

a) Sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.


b) Reemplázase, el inciso final por el siguiente:


“En el caso que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental en razón de la falta de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo del Estado responsable para que, en el plazo de diez días, emita el respectivo permiso o pronunciamiento. Vencido este plazo, el permiso o pronunciamiento faltante se tendrá por otorgado favorablemente.”.


20) Agréganse, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter:


“Artículo 18 bis.- Si la Declaración de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiese ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.


La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros treinta días contados desde la presentación de la respectiva declaración de impacto ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar la Declaración por las causales señaladas, debiendo completarse su evaluación.


En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse en el plazo de veinte días.


Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.


Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento.”.


21) En el artículo 19.


a) En el inciso primero:


i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.


ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.


iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto a parte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá, por una sola vez, solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “El Presidente de la Comisión” por “El Director Regional o el Director Ejecutivo, en su caso,”.


c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental”, lo siguiente: “o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable”. 


d) Sustitúyese, en el inciso final, la frase “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.


22) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15, 18 y 18 ter sin que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo se hubieren pronunciado sobre un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, y cumplidos los requisitos del artículo 64 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, dicho Estudio o Declaración, con sus aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, si las hubiere, se entenderá aprobado.


El certificado que el Director Regional o el Director Ejecutivo expida en caso de configurarse la situación prevista en el inciso anterior, además de especificar que el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental no fue evaluado dentro del plazo legal, individualizará el o los documentos sobre los que recae la aprobación a que se refiere este artículo.”.


23) En el artículo 20:


a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 20.- En contra de la resolución que niegue lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo. En contra de la resolución que rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante un comité integrado por los Ministros del Medio Ambiente, que lo presidirá, y los Ministros de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Agricultura; de Energía, y de Minería. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución recurrida. La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días contados desde la interposición del recurso, según se trate de una Declaración o un Estudio de Impacto Ambiental.”.


b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ordenarse correlativamente:


“Con el objeto de resolver las reclamaciones señaladas en el inciso primero, el Director Ejecutivo y el Comité de Ministros podrá solicitar a terceros, de acreditada calificación técnica en las materias de que se trate, un informe independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. El reglamento establecerá como se seleccionará a dicho comité y las condiciones a las que deberá ajustarse la solicitud del informe.


En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Comité de Ministros deberá solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental.”.


c) Suprímese, en el inciso final, las palabras “a una Declaración” y agrégase a continuación de la palabra “Estudio” la expresión “o Declaración”.


24) En el artículo 21:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Si se declara inadmisible una Declaración de Impacto Ambiental o se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental” por “Si se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental”.


b) Incorpórase, el siguiente inciso segundo:


“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo.”. 


25) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 22, la frase “de la respectiva Comisión del Medio Ambiente” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.


26) Derógase el artículo 23.


27) En el artículo 24, agregánse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:


“Los organismos del Estado a los que corresponda otorgar o pronunciarse sobre los permisos ambientales sectoriales a que se refiere esta ley, deberán informar a la Superintendencia del Medio Ambiente cada vez que se les solicite alguno de ellos, indicando si ha adjuntado o no una resolución de calificación ambiental y los antecedentes que permitan identificar al proyecto o actividad e individualizar a su titular.


En los casos que la Superintendencia detecte que una solicitud de permiso ambiental sectorial recae sobre un proyecto o actividad que de acuerdo a esta ley deba ser objeto de una evaluación de impacto ambiental previa y que no cuenta con la respectiva resolución de calificación ambiental aprobatoria, lo comunicará al organismo sectorial que corresponda, el que deberá abstenerse de otorgar el permiso o autorización en tanto no se acredite el cumplimiento de dicha exigencia, informando de ello al Servicio de Evaluación Ambiental.


El titular del proyecto o actividad, deberá someterse durante la fase de construcción y ejecución del mismo, estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.


28) En el artículo 25:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Las condiciones o exigencias ambientales indicadas en el inciso anterior  deberán responder a criterios técnicos solicitados por los servicios públicos que hubiesen participado en el proceso de evaluación.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la oración “el artículo 64 de esta ley” por “la ley que crea la Superintendencia del Medio Ambiente”.


29) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quater y 25 quinquies:


“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar permisos de construcción definitivos si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.


Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de tres años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación, a menos que el proponente acredite fehacientemente ante el Servicio de Evaluación Ambiental que no han existido cambios sustantivos en la línea de base de aprobación del proyecto.


El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución de los mismos.


No obstante lo señalado en los incisos anteriores, la resolución de calificación ambiental caducará definitivamente si no se iniciare la ejecución del proyecto o actividad autorizada en el plazo de seis años, contado desde su notificación.


Artículo 25 quater.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.


La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá actualizarse semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar en igual periodo acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro y las formas en virtud de las cuales se actualizará.


Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular, cuando ejecutándose el proyecto, los hechos sobre los cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, han variado sustantivamente en relación a lo proyectado o éstos no se han verificado.


Con tal objeto se deberá instruir un procedimiento administrativo, que considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso.


El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20 de esta ley.”.


30) En el artículo 26: 

a) Sustitúyese la expresión “las Comisiones Regionales y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.


b) Suprímese la palabra “organizada”. 


c) Reemplázase la frase “que se les presenten”, por “y de las Declaraciones cuando correspondan”.


31) Trasládase el artículo 27 a continuación del artículo 28, con las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la expresión “Artículo 27.-" por “Artículo 28.-".

b) Sustitúyese la palabra “anterior” por el guarismo “26” y la expresión “la Comisión respectiva” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.


c) Agrégase, el siguiente inciso tercero:


“En caso que el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de acuerdo a lo señalado en el artículo 29, el interesado deberá publicar en las mismas condiciones previstas en los incisos precedentes, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.


32) Trasládase el artículo 28 a continuación del artículo 26, con las siguientes modificaciones:
a) Reemplázase la expresión “Artículo 28.-" por “Artículo 27.-". 

b) Sustítuyese la frase “Las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, y las personas naturales directamente afectadas, podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.


c) Reemplázanse la expresión “la Comisión” por la frase “el Servicio de Evaluación Ambiental”; y la palabra “estudio” por “proyecto”, la primera vez que aparece.


d) Suprímese la frase “a que se refiere el estudio”.


33) En el artículo 29:

a) Sustítuyese, en el inciso primero, la frase “Las organizaciones ciudadanas y las personas naturales a que se refiere el artículo anterior podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los siguientes a ordenarse correlativamente:

“Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.”.

c) Reemplázanse, los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, respectivamente, por los siguientes:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá ser notificado a quien hubiere formulado las observaciones con a lo menos quince días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural y jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la Resolución de Calificación Ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20.

El recurso no suspenderá los efectos de la resolución recurrida, salvo que el inicio de la ejecución del proyecto genere precisamente los impactos por los cuales se ha reclamado.”.

34) En el artículo 30:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “Las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En caso que la Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de acuerdo a lo señalado en el artículo 30 bis, el proponente deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 28, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.

35) Incorpóranse los siguientes artículos 30 bis y 30 ter:

“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en aquellos proyectos cuya Declaración de Impacto Ambiental se presenten a evaluación, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.


Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta  hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.
 
Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.


El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá ser notificado a quien hubiere formulado las observaciones con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20. 


El recurso no suspenderá los efectos de la resolución recurrida salvo que el inicio de la ejecución del proyecto genere precisamente los impactos por los cuales se ha reclamado.

Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión local y regional, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.”.


36) En el artículo 31:

a) Sustitúyense la expresión “La respectiva Comisión” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso,”, y el guarismo “27” por “28”.


b) Agrégase, antes del punto parte (.) la siguiente frase final: “y garantizar la participación de la comunidad”.

37) Intercálase, a continuación del artículo 31, el siguiente párrafo 3° bis: 

“Párrafo 3° bis.

Del Acceso a la Información Ambiental.

Artículo 31 bis. Toda persona tiene derecho a acceder a la información de carácter ambiental que se encuentre en poder de la Administración, de conformidad a lo señalado en la Constitución Política de la República y en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.


Se entenderá por información ambiental toda aquella de carácter escrita, visual, sonora, electrónica o registrada de cualquier otra forma que se encuentre en poder de la Administración y que verse sobre las siguientes cuestiones:


a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, el suelo, los paisajes, las áreas protegidas, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados; y la interacción entre estos elementos.
b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente señalados en el número anterior.
c) Los actos administrativos relativos a materias ambientales, o que afecten o puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), y las medidas, políticas, normas, planes, programas, que les sirvan de fundamento. 

d) Los informes de cumplimiento de la legislación ambiental.
e) Los análisis económicos, sociales, así como otros estudios utilizados en la toma de decisiones relativas a los actos administrativos y sus fundamentos, señalados en la letra c).

f) El estado de salud y seguridad de las personas, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio cultural, cuando sean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra a) o por cualquiera de los factores y medidas señaladas en las letras b) y c).

Artículo 31 ter.- El Ministerio del Medio Ambiente administrará un Sistema Nacional de Información Ambiental, desglosada regionalmente, en el cual se indicará:


a) Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y demás actos administrativos sobre medio ambiente o relacionados con él.

b) Los informes sobre el estado del medio ambiente, señalados en la letra ñ) del artículo 70.

c) Los datos o resúmenes de los informes señalados en el número anterior, derivados del seguimiento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente.

d) Las autorizaciones administrativas asociadas a actividades que pueden tener un efecto significativo sobre el medio ambiente, o en su defecto la indicación precisa de la autoridad que dispone de tal información.

e) La lista de las autoridades públicas que disponen de información de contenido ambiental y que debe ser públicamente accesible.

Artículo 31 quater.- Cualquier persona que se considere lesionada en su derecho a acceder a la información ambiental, podrá recurrir ante la autoridad competente, de conformidad con lo señalado en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.


38) En el artículo 32:


a) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo, las palabras “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”, las dos veces que aparece.


b) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente párrafo final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido: “El Ministerio de Salud podrá solicitar fundadamente al Ministerio del Medio Ambiente la dictación de una norma primaria de calidad, la que deberá dictarse dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco años, a menos que dentro de tal plazo indique las razones técnicas para no acoger la solicitud.”.


c) Reemplazase, en el inciso cuarto, las palabras “la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Ministerio del Medio Ambiente”.


d) Reemplázase, en el inciso final, la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.


39) En el artículo 33, reemplázase la frase “Los organismos competentes del Estado desarrollarán” por “El Ministerio del Medio Ambiente administrará la información de los”.


40) En el artículo 36, inciso primero, intercálase entre las expresiones “lagunas,” y “embalses” el vocablo “glaciares, ”.


41) Sustitúyese el artículo 37, por el siguiente:


“Artículo 37.- El reglamento fijará el procedimiento para clasificar las especies de plantas, algas, hongos y animales silvestres, sobre la base de antecedentes científico-técnicos, y según su estado de conservación, en las categorías recomendadas para tales efectos por la Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza (UICN) u otro organismo internacional que dicte pautas en estas materias.


De conformidad a dichas clasificaciones el Ministerio del Medio Ambiente deberá aprobar planes de recuperación, conservación y gestión de dichas especies. El reglamento definirá el procedimiento de elaboración, el sistema de información pública y el contenido de cada uno de ellos.”.

42) En el artículo 38:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “Los organismos competentes del Estado confeccionarán y mantendrán” por “El Ministerio del Medio Ambiente velará que los organismos competentes del Estado elaboren y mantengan”, y


b) Reemplázase, la expresión “flora y fauna silvestre” por “plantas, algas, hongos y animales silvestres”.


43) En el artículo 40:

a) En el inciso primero:


i) Agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “supremo” la siguiente oración: “que llevará las firmas del Ministro del Medio Ambiente y del ministro competente según la materia de que se trate,”.


ii) Elimínase el párrafo que se encuentra a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto a parte.

b) En el inciso segundo:


i) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.


ii) Agrégase, al final del inciso, a continuación de la palabra aplicarán, la siguiente frase “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, cuando corresponda”.

44) En inciso primero del artículo 42, agrégase, a continuación del artículo “El” la siguiente frase “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”; y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente” por “cuando corresponda”.


45) En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.


b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual segundo a ser inciso final:


“Mediante decreto supremo, que llevará la firma del Ministro del Medio Ambiente, de Salud o del ministro sectorial, según corresponda, se dejará sin efecto la declaración de Zona Saturada o Latente, cuando no se cumplan las condiciones que la hicieron procedente.


El decreto supremo señalado en el inciso anterior dejará sin efecto las respectivas medidas del plan de Descontaminación y, o Prevención, pudiendo, en el primer caso, mantener vigentes las restricciones impuestas a las emisiones de las fuentes responsables a que se refiere la letra f) del artículo 45 y las medidas destinadas a prevenir episodios críticos de contaminación, por un plazo no superior a dos años contados desde la derogación del plan, con la sola finalidad de permitir la dictación del plan de prevención.”.


c) Sustitúyense, en el inciso segundo, que ha pasado a ser final, las expresiones “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de” y “de la Comisión Nacional del” por “del Ministerio del”.

46) En el artículo 44:

a) Reemplázase, en el inciso primero, las palabras “Secretaría General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “a la Comisión Nacional del” por “al Ministerio del”; y la frase “Comisión Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

47) En el artículo 46, sustitúyese la frase “de la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, o de la Comisión Nacional del Medio Ambiente si el plan abarca zonas situadas en distintas regiones” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”.

48) Agrégase, a continuación del artículo 48, el siguiente artículo 48 bis:

“Artículo 48 bis.- Los actos administrativos que se dicten por los Ministerios o servicios para la ejecución o implementación de normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, señalados en tales instrumentos, deberán contar siempre con informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”. 

49) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo:

“No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.”.


50) Deróganse los artículos 56, 57, 58 y 59.

51) Sustitúyese el artículo 64, por el siguiente:


“Artículo 64.- La fiscalización del permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuáles se han aprobado o aceptado los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental, de las medidas e instrumentos que establezcan los Planes de Prevención y de Descontaminación, de las normas de calidad y emisión, así como de los planes de manejo establecidos en la presente ley, cuando correspondan, será efectuada por la Superintendencia del Medio Ambiente y los organismos sectoriales con competencias ambientales, de conformidad a lo señalado por la ley.”.

52) En  el artículo 65:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase “del organismo fiscalizador competente” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”, y la palabra “éste” por “ésta”.


b) En el inciso segundo:


i) Reemplázase la frase “al organismo fiscalizador” por “a la Superintendencia del Medio Ambiente”.

ii) Sustitúyense las palabras “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de”.

iii) Reemplázase la frase “del ministerio del cual dependa o a través del cual se relacione el organismo correspondiente con el Presidente de la República” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.

53) En el artículo 66, reemplázase la frase “La Comisión Nacional del” por “El Ministerio del”.

54) En el inciso primero del artículo 67, sustitúyese la frase “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del” por “Subsecretario de”; y reemplazase la frase “por el Consejo Directivo de dicha Comisión” por “al efecto”.
55)Sustitúyese el Título Final por el siguiente:

“TÍTULO FINAL

DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones


Artículo 69.- Créase el Ministerio del Medio Ambiente, como una Secretaria de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.

Artículo 70.- Corresponderá especialmente al Ministerio:

a) Proponer las políticas ambientales e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimientos.

b) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza, y supervisar el manejo de las áreas protegidas de propiedad privada.
c) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.
d) Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales, en que Chile sea parte en materia ambiental, y ejercer la calidad de contraparte administrativa, científica o técnica de tales convenciones, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.


Cuando las convenciones señaladas contengan además de las materias ambientales, otras de competencia sectorial, el Ministerio del Medio Ambiente deberá integrar a dichos sectores dentro de la contraparte administrativa, científica o técnica de las mismas.
e) Colaborar con los Ministerios sectoriales en la formulación de los criterios ambientales que deben ser incorporados en la elaboración de sus políticas, evaluaciones ambientales estratégicas y procesos de planificación, así como en la de de sus servicios dependientes y relacionados.
f) Colaborar con los organismos competentes, en la formulación de las políticas ambientales para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables e hídricos.


g) Proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados, así como la evaluación del riesgo de productos químicos, organismos genéticamente modificados y otras sustancias que puedan afectar el medio ambiente, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos en materia sanitaria.
h) Proponer políticas y formular los planes, programas y planes de acción en materia de cambio climático. En ejercicio de esta competencia deberá colaborar con los diferentes órganos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local con el objeto de poder determinar sus efectos, así como el establecimiento de las medidas necesarias de adaptación y mitigación.
i) Proponer políticas y formular planes, programas y acciones que establezcan los criterios básicos y las medidas preventivas para favorecer la recuperación y conservación de los recursos hídricos, genéticos, la flora, la fauna, los hábitats, los paisajes, ecosistemas y espacios naturales, en especial los frágiles y degradados, contribuyendo al cumplimiento de los convenios internacionales de conservación de la biodiversidad.
j) Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad, así como administrar y actualizar una base de datos sobre biodiversidad.
k) Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.

l) Participar en la elaboración de los presupuestos ambientales sectoriales, promoviendo su coherencia con la política ambiental nacional. En ejercicio de esta facultad, se podrá fijar de común acuerdo con el ministerio sectorial, indicadores de gestión asociados a presupuestos. Con tal finalidad se deberá contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.
m) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión ambiental, orientados a la creación de una conciencia nacional sobre la protección del medio ambiente, desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias.
n) Coordinar el proceso de generación de las normas de calidad ambiental, de emisión y de planes de prevención y,o descontaminación, determinando los programas para su cumplimiento.
ñ) Elaborar cada cuatro años informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local. Sin embargo, una vez al año deberá emitir un reporte consolidado sobre la situación del medio ambiente a nivel nacional y regional.


Estos informes incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente, así como un resumen ejecutivo que sea comprensible para el público en general.
o) Interpretar administrativamente las normas de calidad ambiental y de emisión, los planes de prevención y,o de descontaminación, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica y la Superintendencia del Medio Ambiente. 

El Ministerio del Medio Ambiente podrá requerir a los jefes de los servicios y organismos con competencias en materia ambiental, informes sobre los criterios utilizados por el respectivo organismo sectorial en la aplicación de las normas y planes señalados en el inciso anterior, así como de las dudas o dificultades de interpretación que se hubieren suscitado y de las desviaciones o distorsiones que se hubieren detectado.


El Ministerio, podrá además, uniformar los criterios de aplicación y aclarará el sentido y alcance de las normas de calidad ambiental y de emisión, cuando observe discrepancias o errores de interpretación.
p) Administrar un Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza, volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento.


Igualmente, en los casos y forma que establezca el reglamento, el registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. Para tal efecto, el Ministerio requerirá de los servicios y organismos estatales que corresponda, información general sobre actividades productivas, materias primas, procesos productivos, tecnología, volúmenes de producción y cualquiera otra disponible y útil a los fines de la estimación. Las emisiones estimadas a que se refiere el presente inciso serán innominadas e indicarán la metodología de modelación utilizada.
q) Establecer un sistema de información sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia ambiental.
r) Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades destinados a adoptar las medidas necesarias para asegurar la integridad, conservación y reparación del medio ambiente regional y local, así como la educación ambiental y la participación ciudadana. Cuando dichos convenios contemplen transferencia de recursos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.
s) Participar en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes que promuevan los diversos órganos de la Administración de conformidad a lo señalado en la presente ley.

t) Generar y recopilar la información técnica y científica precisa para la prevención de la contaminación y la calidad ambiental, en particular lo referente a las tecnologías, la producción, gestión y transferencias de residuos, la contaminación atmosférica y el impacto ambiental.

u) Administrar la información de los programas de monitoreo de calidad del aire, agua y suelo, proporcionada por los organismos competentes, cuando corresponda.

v) Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana. 


w) Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, la que también podrá otorgarse a los particulares.

x) Crear y presidir comités y subcomités operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes para el estudio, consulta, análisis, comunicación y coordinación en determinadas materias relativas al medio ambiente.

y) Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la formulación de políticas y planes, normas de calidad y de emisión, en el proceso de evaluación ambiental estratégica de las políticas, planes y programas de los ministerios sectoriales.

z) Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.


Artículo 71.- En el diseño de la normativa ambiental, el Ministerio del Medio Ambiente podrá considerar el uso de todas las medidas de gestión ambiental que sean necesarias, incluidas la implementación de exigencias tecnológicas o el uso de instrumentos económicos, para cumplir con los estándares ambientales que la ley exige.

Párrafo 2º

Del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, Naturaleza y Funciones


Artículo 72.- Créase el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros de Hacienda; de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Energía; de Obras Públicas; de Agricultura; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Minería, y de Planificación.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.


Serán funciones y atribuciones del Consejo:


a) Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renovables.

b) Proponer al Presidente de la República los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.

c) Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica. 


e) Pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

f)Pronunciarse sobre los proyectos de ley y actos administrativos que se propongan al Presidente de la Republica, cualquiera sea el ministerio de origen, que contenga normas de carácter ambiental señaladas en el artículo 70.


Artículo 73.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de seis consejeros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Consejo en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento.


Artículo 74.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad podrá sesionar en las dependencias del Ministerio del Medio Ambiente, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. El Consejo contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio del Medio Ambiente, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Consejo, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.


Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse a través de una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio del Medio Ambiente.


Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad serán obligatorios para los organismos de la Administración del Estado al cual estén dirigidos, incurriendo en responsabilidad administrativa los funcionarios que no den cumplimiento a los mismos.

Párrafo 3°

De la organización


Artículo 75.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro del Medio Ambiente.

b) El Subsecretario.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente.

d) El Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.


Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001,  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las que deberán contemplar a lo menos las siguientes materias: Regulación Ambiental; Información y Economía Ambiental; Educación, Participación y Gestión Local; Recursos Naturales y Biodiversidad; Cambio Climático y Cumplimiento de Convenios Internacionales, y Planificación y Gestión.


Artículo 76.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio del Medio Ambiente, y sometidas a las normas de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior.


Le corresponderá, especialmente a las Secretarías Regionales Ministeriales, en una o más regiones:


a) Ejercer en lo que le corresponda las competencias del Ministerio señaladas en el artículo 70.

b) Asesorar al Gobierno Regional para la incorporación de los criterios ambientales en la elaboración de los Planes y las Estrategias de Desarrollo Regional. 


c) Colaborar con los municipios respectivos en materia de gestión ambiental.

Párrafo 4°

De los Consejos Consultivos


Artículo 77.- Habrá un Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por:


a) Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del medio ambiente.
c) Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o se ocupen de materias ambientales.

d) Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país.
e) Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la organización sindical de mayor representatividad en el país.
f) Un representante del Presidente de la República.

Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento del Consejo.

Artículo 78.- Corresponderá al Consejo Consultivo absolver las consultas que le formule el Ministro del Medio Ambiente y el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, emitir opiniones sobre los anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental, de preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental, planes de prevención y de descontaminación, regulaciones especiales de emisiones y normas de emisión que les sean sometidos a su conocimiento.  Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministro y la ley.

Artículo 79.- En cada región del territorio nacional habrá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, integrado por:

a)
Dos científicos.
b)
Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o estudio del medio ambiente.
c)
Dos representantes del empresariado.
d)
Dos representantes de los trabajadores.
e)
Un representante del Ministro del Medio Ambiente.

Los consejeros serán nombrados por el Intendente a proposición del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, previa consulta a las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, éstos serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región, si no las hubiere, los designará libremente el Intendente Regional. Los consejeros durarán en sus funciones por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un Reglamento establecerá el funcionamiento de estos Consejos.


Corresponderá al Consejo Consultivo Regional absolver las consultas que le formulen el Intendente, el Gobierno Regional y el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente y ejercer todas las demás funciones que le encomiende la ley.

Párrafo 5°

Del Personal


Artículo 80.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 6°

Del Servicio de Evaluación Ambiental

Artículo 81.- Créase el Servicio de Evaluación Ambiental como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.


Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo señalado en la presente ley.


El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. 


Artículo 82.- Corresponderá al Servicio:

a)
La administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.
b)
Administrar un sistema de información sobre permisos y autorizaciones de contenido ambiental.
c)
Administrar un sistema de información de líneas de bases de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acceso público y georeferenciado.
d)
Uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y procedimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios y demás organismos del Estado competentes, mediante el establecimiento, entre otros, de guías trámite.
e)
Proponer la simplificación de trámites para los procesos de evaluación o autorizaciones ambientales.
f)
Administrar un registro de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental el que deberá contener a lo menos el nombre o razón social, en caso de tratarse de personas jurídicas su representante legal, domicilio e información relativa a sus áreas de especialidad. Dicho registro será de carácter informativo y el reglamento definirá su forma de administración.
g)
Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica que participaron de la evaluación, del Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, según corresponda.

Cuando el instrumento señalado en el inciso anterior contuviese aspectos normados sometidos a las facultades de interpretación administrativa del organismo sectorial respectivo, el informe solicitado tendrá el carácter de vinculante para el Ministerio en relación a esa materia.
h)
Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la evaluación de proyectos, de conformidad a lo señalado en la ley.

Artículo 83.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. 

Artículo 84.- Corresponderán al Director Ejecutivo las siguientes funciones:

a)
La administración superior del Servicio.
b)
Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.
c)
Designar y contratar personal, y poner término a sus servicios.
d)
Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.
e)
En cumplimiento de sus funciones, adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento.
f)
Conocer el recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20 de la presente ley.
g)
Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio, salvo en las materias señaladas en la letra anterior.
h)
Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7°, del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 85.- El Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental.


En cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación, y el Director Regional del Servicio, quien actuará como secretario.


Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales.  Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto que será de libre acceso a los interesados.


El procedimiento de calificación o rechazo de los proyectos deberá ajustarse a lo señalado en el artículo 9°, 9° bis y 9° ter de esta ley.


Artículo 87.- El patrimonio del Servicio estará formado por:


a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

d) Las herencias y legados.

Artículo 88.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.
Artículo 89.- Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los sábados, domingos y festivos.”.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente y fíjese como su ley orgánica, la siguiente:

“TÍTULO I

DE LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

De la Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.


Artículo 2°.- La Superintendencia del Medio Ambiente tendrá por objeto ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental, de las medidas de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, del contenido de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, y de los Planes de Manejo, cuando corresponda, y de todos aquellos otros instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley.


Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, conservarán sus competencias y potestades de fiscalización, en todas aquellas materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia.


Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, deberán adoptar y respetar todos los criterios que la Superintendencia establezca en relación a la forma de ejecutar las actuaciones de fiscalización, pudiendo solicitar a ésta que se pronuncie al respecto.

Artículo 3°.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas establecidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen, de conformidad a lo establecido en esta ley. 

b) Velar por el cumplimiento de las medidas e instrumentos establecidos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen de conformidad a lo establecido en esta ley. 

c) Contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las Resoluciones de Calificación Ambiental, Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, cuando correspondan, y de los Planes de Manejo, cuando procedan, a terceros idóneos debidamente certificados.


Los requisitos y el procedimiento para la certificación, autorización y control de las entidades y sus inspectores, serán establecidos en el Reglamento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de fiscalización y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia o de aquellas entidades públicas o privadas que ésta determine. 


Los proyectos o actividades inspeccionadas por las entidades a que se refiere el inciso primero, que cumplan con las exigencias señaladas, tendrán derecho a un certificado, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas y conforme a las normas que establezca el Reglamento. 

d) Exigir, examinar y procesar los datos, muestreos, mediciones y análisis que los sujetos fiscalizados deban proporcionar de acuerdo a las normas y condiciones definidas en sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental o en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación que les sean aplicables. 

e) Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos sectoriales que cumplan labores de fiscalización ambiental, las informaciones y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley. 

f) Establecer normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de los antecedentes a que se refieren los dos literales anteriores. 

g) Suspender transitoriamente las autorizaciones provisorias de inicio del proyecto o actividad y autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia de incumplimientos graves de las normas y condiciones previstas en dichas resoluciones, o por la generación de efectos no previstos en la evaluación, de carácter grave.


Esta medida solo podrá ser decretada mediante resolución fundada, previa notificación al afectado. Además deberán ser temporales, proporcionales a la magnitud del daño que se busque prevenir y cesarán de pleno derecho una vez que cese el riesgo de daño grave e inminente o si habiendo transcurrido cinco días desde que se decretaron no se haya notificado al afectado el inicio de un procedimiento sancionador, cuando corresponda. 

h) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de proyectos o actividades que conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, debieron someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y no cuenten con una Resolución de Calificación Ambiental, para que sometan a dicho sistema el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental correspondiente. 

i) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de Resoluciones de Calificación Ambiental, que sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, las modificaciones o ampliaciones de sus proyectos o actividades que, conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, requieran de una nueva Resolución de Calificación Ambiental. 


j) Obligar a los proponentes a ingresar adecuadamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental cuando éstos hubiesen fraccionado sus proyectos o actividades con el propósito de eludir o variar a sabiendas el ingreso al mismo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 11 bis de la ley Nº 19.300. 

k) Requerir al Servicio de Evaluación Ambiental, la caducidad de una Resolución de Calificación Ambiental, cuando hubieren transcurrido más de seis años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada y en los demás casos en que, atendida la magnitud, gravedad, reiteración o efectos de las infracciones comprobadas durante su ejecución o funcionamiento, resulte procedente.
l) Requerir a los titulares de fuentes sujetas a un Plan de Manejo, Prevención y,o Descontaminación, así como a Normas de Emisión, bajo apercibimiento de sanción, la información necesaria para acreditar el cumplimiento de las medidas de los respectivos planes y las obligaciones contenidas en las respectivas normas.
m) Fiscalizar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales, salvo aquellas de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. 


n) Impartir directrices técnicas de carácter general y obligatorio, definiendo los protocolos, procedimientos y métodos de análisis que los organismos fiscalizadores, las entidades acreditadas conforme a esta ley y, en su caso, los sujetos de fiscalización, deberán aplicar para el examen, control y medición del cumplimiento de las Normas de Calidad Ambiental y de Emisión. 

ñ) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la presente ley. 

o) Administrar un mecanismo de evaluación y certificación de conformidad, respecto de la normativa ambiental aplicable y del cumplimiento de las condiciones de una autorización de funcionamiento ambiental. 

Para estos efectos, la Superintendencia administrará un sistema de acreditación de personas naturales y jurídicas que realicen estas evaluaciones y certificaciones. El Reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y certificación y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. 


Las infracciones a las obligaciones derivadas de este sistema, así como la de las personas acreditadas se sancionará de conformidad a lo señalado en el título III de la presente ley. 


p) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio del Medio Ambiente y de los organismos con competencia en fiscalización ambiental, para la elaboración de las normas técnicas que correspondan. 


q) Aprobar programas de cumplimiento de la normativa ambiental de conformidad a lo establecido en el artículo 42 de esta ley.
r) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley.


La normativa que emane de la Superintendencia deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma.

s) Fiscalizar el cumplimiento de las demás normas e instrumentos de carácter ambiental, que no estén bajo el control y fiscalización de otros órganos del Estado.

t) Proporcionar asistencia a sus regulados para la presentación de planes de cumplimiento o de reparación, así como para orientarlos en la comprensión de las obligaciones que emanan de los instrumentos individualizados en el artículo 2° de esta ley.

u) Las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 2°

De la organización


Artículo 4°.- El Superintendente de Medio Ambiente, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882. 


El Superintendente contará con las atribuciones propias de un jefe de servicio y le corresponderá especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.
b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Establecer oficinas regionales, cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.
f) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias.
g) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales establecidas en el artículo 48. 

h) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley. 

i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.
j) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras e) f), g), h) e i).

k) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.
l) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.

m) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.

Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo por afinidad, a través de personas naturales o jurídicas, tengan participación en sociedades o formen parte de personas jurídicas que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o que hayan presentado proyectos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos cinco años.

Artículo 6°.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, los funcionarios de la Superintendencia deberán guardar reserva de aquellos que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.

Artículo 7°.- A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el Superintendente. 


Las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento sancionatorio y la aplicación de sanciones estarán a cargo de unidades diferentes.


El Superintendente tendrá la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en la presente ley.

Párrafo 3°

Del Personal

Artículo 8°.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.


El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones normativas que consignen en el cumplimiento de sus funciones. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal.

Artículo 9°.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades, de conformidad a lo establecido la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 10.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

Artículo 11.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 12.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes requeridos al efecto.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 


El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 13.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Párrafo 4°

Del patrimonio


Artículo 14.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.
b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.
c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título y los frutos de tales bienes.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. 


e) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente.

f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 15.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

TÍTULO II

DE LA FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

Párrafo 1°

De la Fiscalización Ambiental

Artículo 16.- Para el desarrollo de las actividades de fiscalización, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los siguientes programas y subprogramas:


a) Los programas de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental para cada región, incluida la Metropolitana.
b) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.
c) Los programas de fiscalización de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación para las diversas regiones en que ellos operen.
d) Los subprogramas de fiscalización de Planes de Prevención y,o de Descontaminación, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.

e) Otros programas y subprogramas que de conformidad a las instrucciones impartidas por la Superintendencia o lo dispuesto en la ley Nº 19.300 u otros cuerpos legales den origen a actividades de fiscalización en materia medio ambiental, de competencia de la Superintendencia.

Artículo 17.- Para la elaboración de estos programas y subprogramas, con la debida anticipación, se solicitará a los organismos con competencia en fiscalización ambiental informes acerca de las prioridades de fiscalización que hubieren definido, los que deberán evacuarse dentro del plazo de 15 días hábiles. 


Sobre la base de los informes señalados y de los demás antecedentes, se elaborarán las propuestas de programas y subprogramas, y los someterán a consulta de los organismos y servicios que la Superintendencia estime pertinente.

Concluido el período de consulta, los programas y subprogramas y las observaciones recibidas se pondrán en conocimiento del Superintendente, el que los fijará mediante una o más resoluciones exentas, siendo comunicada a los organismos sectoriales y a los potenciales fiscalizados.

Las resoluciones que fijen los programas y subprogramas deberán garantizar adecuadamente la participación en la fiscalización de la Superintendencia y de los organismos sectoriales. Asimismo, deberán resguardar la debida coordinación entre ellas, evitando duplicidad de funciones. En dichas resoluciones se deberá indicar, además, los presupuestos sectoriales asignados, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 letra l) de la ley N° 19.300, así como los indicadores de desempeño asociados.

Artículo 18.- Al finalizar el año respectivo, deberán publicarse los programas y subprogramas de fiscalización, con sus respectivos resultados individualizados por tipo de instrumento fiscalizado y organismo que las llevó a cabo. Serán de conocimiento público las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia.

Artículo 19.- Las actividades de fiscalización se ceñirán a los programas y subprogramas definidos, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para disponer la realización de inspecciones no contempladas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.


Sin perjuicio de lo anterior, una vez al año y sujeto al procedimiento señalado en artículo 17, podrán actualizarse los programas y subprogramas de fiscalización cuando razones fundadas basadas en la eficiencia del sistema de fiscalización así lo aconsejen.

Artículo 20.- La ejecución de los programas y subprogramas de fiscalización contempla las actividades de inspección propiamente tal, el análisis de la información obtenida en las primeras y la adopción de las medidas que correspondan. 


Artículo 21.- Cualquier persona podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de instrumentos de gestión ambiental y normas ambientales, debiendo ésta informar sobre los resultados de su denuncia en un plazo no superior a 60 días hábiles. 


En el evento que producto de tales denuncias se iniciare un procedimiento administrativo sancionador, el denunciante tendrá para todos los efectos legales la calidad de interesado en el precitado procedimiento.

Párrafo 2°

De las inspecciones, mediciones y análisis

Artículo 22.- La Superintendencia realizará la ejecución de las inspecciones, mediciones y análisis que se requieran para el cumplimiento de los programas y subprogramas de fiscalización, como también encomendará dichas acciones a los organismos sectoriales, cuando corresponda.


Para estos efectos, la Superintendencia impartirá directrices a los mencionados organismos sectoriales, informando, las acciones de fiscalización que éstos asumirán, los plazos y oportunidades para su realización y las demás condiciones pertinentes. A su vez, la Superintendencia deberá informar a los organismos sectoriales correspondientes la ejecución de sus inspecciones, mediciones y análisis respectivos, de manera de evitar duplicidad de funciones.


Artículo 23.- Corresponderá a los jefes de servicio de cada uno de los órganos y servicios sectoriales supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización contempladas en esta ley y las demás que rijan la materia específica. Asimismo deberán ejercer las demás funciones y atribuciones que esta ley les confiere, debiendo reportar periódicamente a la Superintendencia, sobre el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización. 


Los convenios de desempeño a los cuales se refiere la ley N° 19.882, aplicables a los jefes de los organismos y servicios sectoriales que ejerzan funciones de fiscalización en materia ambiental, así como sus equipos de trabajo, deberán contener las obligaciones específicas de cumplimiento sujetas a indicadores verificables, relativos a los procedimientos de fiscalización regulados en la presente ley.

Artículo 24.- Cuando determinadas acciones de fiscalización contempladas en los programas y subprogramas no puedan ser llevadas a cabo, sea por insuficiencia operativa de los organismos sectoriales o por otra causa justificada, serán encomendadas por la Superintendencia a las entidades técnicas acreditadas de conformidad a esta ley o se realizarán directamente por sus propios fiscalizadores. 

Artículo 25.- Las acciones de fiscalización, que sean ejecutadas directamente por la Superintendencia, por las entidades técnicas acreditadas o por los organismos sectoriales competentes, deberán ajustarse a las instrucciones técnicas de carácter general impartidas por ésta relativas a los protocolos, procedimientos y métodos de análisis en ellas definidos. 

Artículo 26.- Los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia y los organismos sectoriales, junto con un informe técnico fundado y sus conclusiones, deberán remitirse, una vez finalizados, al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental al cual se refiere el artículo 31. 

Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y certificación de conformidad, consagrados en la letra o) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control.


Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos. 

Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.

Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la misma. 

Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.


La negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será considerada como infracción gravísima.

Artículo 29.- La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los sujetos fiscalizados, como  asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.


La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

Artículo 30.- Quienes realicen las acciones de fiscalización deberán guardar la debida confidencialidad de la información obtenida relativa a procesos y sistemas productivos o cualquier otro sujeto a propiedad industrial. 


La infracción a esta norma será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental


Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:

a)
Las Resoluciones de Calificación Ambiental y la totalidad de sus antecedentes; los permisos ambientales sectoriales asociados a cada una de ellas; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que los titulares deban proporcionar de conformidad a las exigencias establecidas por dichas Resoluciones. 

b)
Los Planes de Prevención y,o de Descontaminación y la totalidad de sus antecedentes; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que conforme a las medidas de cada Plan, deban proporcionarse por los sujetos fiscalizados o por los organismos sectoriales competentes.
c)
Los procesos sancionatorios incoados respecto de cada actividad, proyecto y sujeto fiscalizado y sus resultados.
d)
Los procesos de fiscalización de las Normas de Emisión, de Calidad Ambiental y de las demás normas ambientales que no sean de control y fiscalización de otros órganos del Estado.


Artículo 32.- Para los efectos del artículo anterior, el Servicio de Evaluación Ambiental, los organismos sectoriales con competencia ambiental, los titulares de las Resoluciones de Calificación Ambiental y los demás sujetos a fiscalización de conformidad a esta ley, deberán proporcionar a la Superintendencia los siguientes antecedentes e informaciones:

a)
Las Resoluciones de Calificación Ambiental dictadas y que se dicten, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.
b)
Los Planes de Prevención y/o de Descontaminación que se determine aplicar, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.
c)
Los permisos ambientales sectoriales que se otorguen.
d)
Los resultados de los procesos de fiscalización ambiental que desarrollen los organismos sectoriales con competencia ambiental, así como de los procesos sancionatorios que les corresponda incoar.
e)
Los resultados de las mediciones, muestreos y análisis que, de acuerdo a lo previsto en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, se deban realizar.
f)
Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de proyectos o actividades deban realizar conforme a sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental.
g)
Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de las fuentes deban realizar de conformidad a las normas de emisión.


Las informaciones mencionadas deberán remitirse directamente a la Superintendencia sin necesidad de requerimiento alguno, en la forma y modo que para estos efectos se establezca en las instrucciones de carácter general que dicte la Superintendencia en las que deberán consignarse plazos razonables para su entrega y los modos de envío de la información, que deberán privilegiar los medios electrónicos.


El Reglamento establecerá el procedimiento y la forma en la cual operará dicho sistema de información, sin perjuicio de las instrucciones que imparta la Superintendencia. 


No obstante lo anterior, la Superintendencia podrá requerir las informaciones y antecedentes adicionales que estimen necesarios para la conformación y mantención del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.


Artículo 33.- La Superintendencia contará con una plataforma electrónica que le permita la adecuada administración del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental y su aplicación útil para la detección temprana de desviaciones o irregularidades y la consecuente adopción oportuna de las medidas o acciones que correspondan.

Dicha plataforma deberá permitir, además, mantener un historial sistematizado y actualizado de las acciones de fiscalización realizadas respecto de cada sujeto fiscalizado y sus resultados, así como de los procesos sancionatorios de que sean objeto y los resultados de ambos, que permita obtener información útil para la priorización de futuras fiscalizaciones y para la resolución de futuros procedimientos sancionatorios.


Artículo 34.- Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. 

TÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las infracciones


Artículo 35.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia del Medio Ambiente el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones:

a)
El incumplimiento de las condiciones, normas y demás exigencias previstas en las Resoluciones de Calificación Ambiental. 

b)
La ejecución de proyectos y el desarrollo de actividades para los que la ley exige Resolución de Calificación Ambiental, sin contar con ella. 

c)
El incumplimiento de las medidas e instrumentos previstos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, normas de calidad y emisión, cuando corresponda.  

d)
El incumplimiento por parte de entidades técnicas acreditadas por la Superintendencia, de los términos y condiciones bajo las cuáles se les haya otorgado la autorización, o de las obligaciones que esta ley les imponga. 

e)
El incumplimiento de las normas e instrucciones generales que la Superintendencia imparta en ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. 

f)
El incumplimiento de los requerimientos y medidas urgentes y transitorias que la Superintendencia resuelva de conformidad a esta ley, respecto de los titulares de proyectos y actividades sujetos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

g)
El incumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales, que no sean competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. 

h)
El incumplimiento de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies establecidos en la ley Nº 19.300. 

i)
El




incumplimiento de los requerimientos  de  información que la Superintendencia dirija a  los sujetos fiscalizados,  de  conformidad a esta ley. 

j)
El incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere la ley Nº 19.300. 

k)
El incumplimiento de las obligaciones derivadas de las medidas provisionales previstas en el artículo 48.
l)
El incumplimiento de la obligación de informar de los responsables de fuentes emisoras, para la elaboración del registro al cual hace mención la letra p) del artículo 70 de la ley N° 19.300. 

m)
El incumplimiento cualquiera de toda otra norma de carácter ambiental que no tenga establecida una sanción específica. 


Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.

1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:

a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación.
b) Hayan generado grave riesgo para la salud de la población.

c) Provoquen un serio obstáculo para el cumplimiento de las medidas y objetivos de un Plan de Prevención y,o de Descontaminación. 


d) Se hayan encubierto o pretendido simular mediante información falsa u ocultamiento de información.

e) Hayan impedido la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia.

f)Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley. 

g)
Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.
h)
Hayan causado cualquier tipo de daño en los recursos naturales pertenecientes a áreas silvestres protegidas del Estado.

2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:

a)
Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación.
b)
Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población.
c)
Afecten negativamente el cumplimiento de las metas y objetivos de un Plan de Prevención y,o de Descontaminación.
d)
Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior. 

e)
Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental.
f)
Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia.
g)
Constituyan una negativa a entregar información en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla.
h)
Constituyan persistente reitera-ción de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.
i)
Se ejecuten al interior de áreas silvestres protegidas del Estado, sin autorización.

3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto obligatorio y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.


Artículo 37.- Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Párrafo 2°

De las sanciones


Artículo 38.- Las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:


a) Amonestación por escrito.

b) Multa de cinco a diez mil unidades tributarias anuales.

c) Clausura temporal o definitiva.

d) Revocación de la Resolución de Calificación Ambiental.


Artículo 39.- La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos: 

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales. 


b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de una hasta mil unidades tributarias anuales.


Artículo 40.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:


a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado. 


b) El porcentaje estimativo de población cuya salud pudo afectarse por la infracción.

c) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción. 

d) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma. 

e) La conducta anterior del infractor. 

f) La capacidad económica del infractor. 

g) El cumplimiento del programa señalado en la letra q) del artículo 3°.
h) Todo otro criterio que, a juicio fundado de la Superintendencia, sea relevante para la determinación de la sanción. 

Artículo 41.-  La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquier infracción de aquellas establecidas en los artículos precedentes, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.


En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo rebajará hasta en un 75% y 50%, respectivamente, la multa impuesta por la Superintendencia en el proceso sancionatorio respectivo, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

Esta exención o rebaja sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado la etapa de investigación respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en el inciso primero de este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.

Artículo 42.- Iniciado un procedimiento sancionatorio, el infractor podrá presentar en el plazo de 5 días, contados desde el acto que lo incoa, un programa de cumplimiento. 


Para estos efectos se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado por el infractor, para que dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental que se indique.


No podrán presentar programas de cumplimiento aquellos infractores que se hubiesen acogido a programas de gradualidad en el cumplimiento de la normativa ambiental o hubiesen cometido infracciones de aquellas denominadas gravísimas, o hubiesen sido objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción por parte de la Superintendencia por infracciones gravísimas o hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de cumplimiento, salvo que se hubiese tratado de infracciones leves.


Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá.


Dicho procedimiento se reiniciará en caso de incumplirse las obligaciones contraídas en el programa, evento en el cual se podrá aplicar hasta el doble de la multa que corresponda a la infracción original, salvo que hubiese mediado autodenuncia.


Cumplido el programa dentro de los plazos establecidos y de acuerdo a las metas fijadas en él, el procedimiento administrativo se dará por concluido.


El Reglamento establecerá los criterios a los cuales deberá atenerse la Superintendencia para aprobar un programa de cumplimiento. 

Con todo, la presentación del programa de cumplimiento y su duración interrumpirán el plazo señalado en el artículo 37.


Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, el infractor que haya ocasionado un daño ambiental estará obligado a reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad al daño causado, o en caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas. 


Para tal efecto, una vez determinada la responsabilidad administrativa y constatada la existencia del daño ambiental, la Superintendencia, en la misma resolución que ponga término al procedimiento sancionatorio, ordenará al infractor presentar, en un plazo determinado, ante el Servicio de Evaluación Ambiental una proposición de reparación avalada por un estudio técnico ambiental, bajo apercibimiento de sancionarlo como responsable de infracción gravísima en caso de no dar cumplimiento a lo ordenado. 


El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.

Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.

Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. 


Sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia, el Consejo de Defensa del Estado ejercerá la acción por daño ambiental cuando exista incumplimiento del plan de reparación, cuando el plan señalado no se presente en el plazo exigido por la autoridad administrativa, cuando éste no sea aprobado por dicha autoridad y en todos los demás casos que se produzca daño ambiental.

El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar la reparación.


Artículo 44.- Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que la respectiva resolución sancionatoria haya quedado a firme. Esta prescripción se interrumpirá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.


Artículo 45.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.


El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.


Artículo 46.- El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo 3°

Del procedimiento sancionatorio


Artículo 47.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio, a petición del órgano sectorial o por denuncia.

Se iniciará de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción de su competencia.  Se iniciará a petición del órgano sectorial, por su parte, cuando tome conocimiento de los informes expedidos por los organismos y servicios con competencia en materia de fiscalización ambiental, los que deberán ser evacuados de conformidad a lo establecido en esta ley y contener en especial la descripción de las inspecciones, mediciones y análisis efectuados así como sugerir las medidas provisionales que sean pertinentes decretar.


Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor. 

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Artículo 48.- Cuando se haya iniciado el procedimiento sancionador, el instructor del procedimiento, con el objeto de evitar daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas, podrá solicitar fundadamente al Superintendente la adopción de alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales:

a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la producción del riesgo o del daño. 


b) Sellado de aparatos o equipos. 


c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 

d) Detención del funcionamiento de las instalaciones. 


e) Suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental.

f) Ordenar programas de monitoreo y análisis específicos que serán de cargo del infractor.


Las medidas señaladas en el inciso anterior podrán ser ordenadas, con fines exclusivamente cautelares, antes del inicio del procedimiento administrativo sancionador, de conformidad a lo señalado en el artículo 32 de la ley Nº 19.880 y deberán ser proporcionales al tipo de infracción cometida y a las circunstancias señaladas en el artículo 40.

Dictada alguna de las medidas provisionales contempladas en los incisos precedentes o aplicada la letra g) del artículo 3°, y sin perjuicio de su cumplimiento inmediato, la Superintendencia remitirá todos los antecedentes y la respectiva resolución, a la Contraloría General de la República para el trámite de toma de razón, el que deberá evacuarse, si corresponde, dentro del plazo de cinco días.


Artículo 49.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos. 


La formulación de cargos señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma, medidas o condiciones eventualmente infringidas y la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.


Artículo 50.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

Artículo 51.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán en conciencia.

Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconocen la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, tendrán el valor probatorio señalado en el artículo 8°, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.

Artículo 52.- Concluidas las diligencias y plazos señalados en los artículos anteriores, la Superintendencia podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales con competencia ambiental, que estime pertinentes para ilustrar su resolución.


Artículo 53.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el fiscal instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Superintendente de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores.


Artículo 54.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, dando audiencia al investigado. 

Ninguna persona podrá ser sancionado por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.

Párrafo 4°

De los recursos


Artículo 55.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución.


El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.


La interposición de estos recursos suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.

Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante el Juez de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del reclamante. Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 


Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Juez de Letras en lo Civil en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República. 


Artículo 57.- El tribunal dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y ésta dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


El tribunal no podrá decretar medida alguna que suspenda los efectos del acto reclamado, cuando la suspensión de los efectos de la resolución pueda afectar la salud de la población o la preservación del medio ambiente.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal citará a oír sentencia, a menos que  estime pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días.


El tribunal dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución del tribunal se podrá apelar ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro del plazo de cinco días hábiles, agregándose extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima.

Párrafo 5°

Normas generales


Artículo 58.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público en el cuál se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social, de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.


Este registro deberá estar a disposición de cualquier persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.


El Reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.


Artículo 59.- Iniciado un procedimiento administrativo sancionador por parte de la Superintendencia no podrá ningún organismo sectorial con competencia ambiental, por los mismos hechos, iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio de competencias propias o denunciarlos a la justicia civil, a menos que la Superintendencia se declare incompetente.


Los organismos sectoriales con competencia ambiental que, en el ejercicio de sus funciones, tomen conocimiento de estas infracciones estarán obligados a denunciarlos a la Superintendencia.


Artículo 60.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles, se le impondrá la de mayor gravedad.


En ningún caso se podrá aplicar al infractor, por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, dos o más sanciones administrativas.


Artículo 61.- En todo lo no previsto en la presente ley, se aplicará supletoriamente la ley N° 19.880.”.


ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, de la siguiente forma:


a) En el artículo 3°, incorpórase en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:

“Las declaraciones de parques y reservas marinos, a que hacen mención esta letra y el artículo 48 letra b), serán realizadas mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.


b) En el artículo 48, agrégase, en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:


“Dicha determinación se efectuará mediante decreto que llevará las firmas de los Ministros del Ministerio del Medio Ambiente y de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.


c) En el artículo 87, sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del Ministerio” por la frase “de los Ministerios de Economía Fomento y Reconstrucción y del Medio Ambiente”.


ARTÍCULO CUARTO.- Modifícase el artículo 31° de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “Consejo de Monumentos Nacionales”, por “Ministerio del Medio Ambiente”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero y cuarto, la palabra “Consejo” por “Servicio” las dos veces que aparece.


c) Agregáse el siguiente inciso quinto, ordenándose los siguientes correlativamente:


“La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales.”.


d) Sustitúyese, en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “Ministerio de Agricultura” por “Ministerio del Medio Ambiente”.


ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase el decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, en los siguientes términos:

a) En el artículo 16:


i) Sustitúyese, en el inciso primero, el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente oración “en cuyo caso procederá informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”.


ii) Reemplázanse, en el inciso segundo, la frase “El Ministerio de Agricultura evacuará” por la siguiente: “Los Ministerios de Agricultura o del Medio Ambiente, según corresponda, evacuarán”; y la palabra “hiciera” por el vocablo “hicieran”.


b) En inciso segundo del artículo 21, agrégase, a continuación de la frase “Ministerio de Agricultura” lo siguiente “o el Ministerio del Medio Ambiente, según corresponda”.


ARTÍCULO SEXTO.- Modifícase el artículo 25 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en los siguientes términos:


a) Incorpórase, antes de la expresión “aseo y ornato” la expresión “medio ambiente,”.


b) Agréganse, las siguientes letras d), e) y f), nuevas, sustituyendo en la letra b) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;):


“d) Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas relacionados con medio ambiente;


e) Aplicar las normas ambientales a ejecutarse en la comuna que sean de su competencia, y


f) Elaborar el anteproyecto de ordenanza ambiental. Para la aprobación de la misma, el concejo podrá solicitar siempre un informe técnico al Ministerio del Medio Ambiente.”.


ARTÍCULO SÉPTIMO.- Reemplázase en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece la funciones y estructura del Ministerio de Agricultura, la siguiente oración “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables” por “la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente,”.


ARTÍCULO OCTAVO.- Modifícase el artículo 129 bis 1 del Código de Aguas, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inicio del inciso segundo, el siguiente párrafo: “Un reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros del Medio Ambiente y Obras Públicas, determinará los criterios en virtud de los cuales se establecerá el caudal ecológico mínimo.”. 


b) En el inciso tercero.


i) Sustitúyese la frase “de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.


ii) Elimínase la oración “Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”. 


ARTÍCULO NOVENO.- Incorpórase en el artículo 2º de la ley N° 18.902, a continuación de la frase “y el control de los residuos líquidos industriales”, la siguiente oración: “que se encuentren vinculados a las prestaciones o servicios de las empresas sanitarias”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- 
El Sistema Nacio-nal de Información Ambiental, al cual hace mención el artículo 31 ter, que se introduce en el artículo primero de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de dos años contados desde la publicación de ésta. En el término intermedio el Ministerio del Medio Ambiente deberá realizar las gestiones necesarias para su debida implementación.

El informe sobre el estado del Medio Ambiente al cual hace referencia el artículo 70 letra ñ),que introduce el artículo primero de esta ley, deberá realizarse dentro del plazo de dos años contados desde la publicación de ésta, a partir del cual se contabilizarán los plazos para la elaboración regular del mismo.


Los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previos a la publicación de la presente ley, se sujetarán en su tramitación y aprobación a las normas vigentes al momento de su ingreso.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental, de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable a esta última. El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.


2) Ordenar el traspaso de personal desde de la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad, cualquiera sea la calidad jurídica del mismo. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima se disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

4) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal para las instituciones señaladas en el número 1.


5) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria, previsional, de seguridad social y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último en las condiciones que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.


6) Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1. Además determinará la fecha de supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, estableciendo el destino de sus recursos. 

7) Traspasar los recursos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el que deberá efectuarse al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

8) Traspasar los bienes que determine, desde la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

Artículo tercero.- El Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental se constituirán para todos los efectos en los sucesores legales de de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en las materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Ministerio del Medio Ambiente o al Servicio de Evaluación Ambiental, según correspondan.
Artículo cuarto.- El mayor gasto que puedan derivar las nuevas plantas que se fijen y el encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$2.100.000. 


Los recursos para los efectos de la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental, serán provistos inicialmente mediante la consolidación de los recursos contemplados en los programas 01 y 03 de la Partida 22, capítulo 02 de la Ley de Presupuestos.


No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado por el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo quinto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente de Medio Ambiente, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo séptimo.- Los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total terminación.

Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, los Ministros del Medio Ambiente y  de Agricultura deberán formular y presentar al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de Biodiversidad y Áreas Protegidas, así como en el ámbito forestal.”.
*****************

Hago presente a V.E. que el número 23) y los artículos 72, 75, letra d), 76, 77, 78, 79, y 86, contemplados en el número 55), todos del artículo primero; los artículos 55, 56 y 57 contenidos en el artículo segundo, y el artículo sexto del proyecto, fueron aprobados tanto en general como en particular con el voto a favor de 105 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LAS OBTENCIONES VEGETALES

(6426-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales", de 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de 1991.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

6

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA RESGUARDAR EL DERECHO A LA IGUALDAD EN LAS REMUNERACIONES

(4356-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Eduardo Díaz Del Río, Jaime Mulet Martínez, Sergio Ojeda Uribe, Carlos Olivares Zepeda, Jorge Sabag Villalobos, Mario Venegas Cárdenas y Patricio Walker Prieto, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Laura Albornoz, la Ministra Subrogante de dicha entidad, señora Carmen Andrade, el Jefe de Gabinete de la señora Ministra, señor Patricio Reinoso, y el Jefe del Departamento de Reformas Legales, señor Marco Rendón. 


Asimismo, concurrieron la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano, acompañada por el asesor legislativo, señor Francisco Del Río.

- - -


Cabe consignar que la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC) hizo llegar a la Comisión una minuta con las observaciones de esa entidad respecto del proyecto de ley en estudio. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual el Ejecutivo y el Honorable Senador señor Allamand formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: número 6 en su primera parte.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: números 1 bis, 4, 4 bis, 4 ter, 6 en su segunda parte, 6 bis en su segunda parte, 9 bis, 13 bis y 14.

4.-
Indicaciones rechazadas: número 6 bis en su primera parte.

5.-
Indicaciones retiradas: números 1, 2, 3, 5, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Artículo 1º


Mediante cuatro numerales introduce diversas modificaciones al Código del Trabajo. 

Número 1


Modifica los incisos cuarto y quinto del artículo 2º del Código del Trabajo. Su texto es el siguiente:


“1. Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso cuarto, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


“Son actos de discriminación las diferencias en las remuneraciones en trabajos de igual valor basadas en criterios distintos de las características y naturaleza del trabajo que se realiza.”.


b) Intercálase en el inciso quinto, entre los términos “calificaciones” y “exigidas”, la expresión “, capacidades e idoneidad”.”.

El artículo 2º del citado Código -sobre el cual incide el numeral 1 en estudio-, establece textualmente:


“Artículo 2º. Reconócese la función social que cumple el trabajo y la libertad de las personas para contratar y dedicar su esfuerzo a la labor lícita que elijan.


Las relaciones laborales deberán siempre fundarse en un trato compatible con la dignidad de la persona. Es contrario a ella, entre otras conductas, el acoso sexual, entendiéndose por tal el que una persona realice en forma indebida, por cualquier medio, requerimientos de carácter sexual, no consentidos por quien los recibe y que amenacen o perjudiquen su situación laboral o sus oportunidades en el empleo.


Son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación. 


Los actos de discriminación son las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación.


Con todo, las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.


Por lo anterior y sin perjuicio de otras disposiciones de este Código, son actos de discriminación las ofertas de trabajo efectuadas por un empleador, directamente o a través de terceros y por cualquier medio, que señalen como un requisito para postular a ellas cualquiera de las condiciones referidas en el inciso cuarto. 


Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que, conforme a la ley, puedan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales; ni exigir para dicho fin declaración ni certificado alguno. Exceptúanse solamente los trabajadores que tengan poder para representar al empleador, tales como gerentes, subgerentes, agentes o apoderados, siempre que, en todos estos casos, estén dotados, a lo menos, de facultades generales de administración; y los trabajadores que tengan a su cargo la recaudación, administración o custodia de fondos o valores de cualquier naturaleza. 


Lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto de este artículo y las obligaciones que de ellos emanan para los empleadores, se entenderán incorporadas en los contratos de trabajo que se celebren. 


Corresponde al Estado amparar al trabajador en su derecho a elegir libremente su trabajo y velar por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación de los servicios.”.

La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, es para reemplazar la letra a), por la siguiente:


a) Agrégase en el inciso cuarto, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


“Igualmente, se considerarán actos de discriminación para efectos de este Código, las diferencias arbitrarias e injustificadas en las remuneraciones de trabajadores de una misma empresa.”.”.

El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) expresó que el Ejecutivo, si bien comparte la propuesta de la indicación en estudio, estima que la frase “arbitrarias e injustificadas” no resulta del todo apropiada, toda vez que, al imponer dos requisitos copulativos, podría interpretarse que una diferencia, no obstante ser arbitraria, podría estar justificada, con lo cual sería factible dar lugar a una discriminación de género. En consecuencia, el Ejecutivo propone reemplazar dicha expresión por “arbitrarias o injustificadas”, de modo tal que las diferencias, tanto en uno como en otro caso, sean improcedentes. Es decir, se trata de que ambas exigencias, en lugar de ser copulativas, sean alternativas.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que la norma propuesta por la indicación involucra un cambio de orientación en el proyecto de ley, toda vez que, conforme a lo manifestado durante la discusión en general, la iniciativa apuntaría a consagrar tanto el principio de igual remuneración por un mismo trabajo, como el de igual remuneración por un trabajo de igual valor. Enfatizó que se trata de conceptos distintos y ambos quedarían bajo el resguardo de la nueva normativa. Sin embargo, añadió, de acuerdo a la indicación en comento, el proyecto sólo establecería la igualdad de remuneraciones ante trabajos iguales, excluyendo aquéllos que podrían ser considerados similares o de igual valor. Consultó al Ejecutivo el fundamento de dicho cambio, toda vez que implicaría desistirse del espíritu original de la iniciativa.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM recordó que durante la discusión en general, la noción de trabajo de igual valor fue tema de debate por cuanto no parecía tan claro el significado y alcance de dicho concepto, lo que, a la postre, podría generar dudas interpretativas. Añadió que, recogiendo precisamente dicha inquietud, el Ejecutivo analizó nuevamente la materia, teniendo a la vista tanto lo dispuesto en el derecho comparado como en los estudios y en la normativa de la Organización Internacional del Trabajo, tras lo cual fue posible concluir que, en lugar de referirse al trabajo de igual valor -que es un concepto que involucra una cierta labor de interpretación, con toda la subjetividad que ello implica-, una alternativa viable sería consagrar en el artículo 2º del Código del Trabajo la prohibición genérica de contemplar diferencias arbitrarias o injustificadas en las remuneraciones de los trabajadores, y posteriormente, en el artículo 62 bis que se propone incorporar a dicho Código -según se verá más adelante-, establecer en específico, dentro del Capítulo VI -referido a la Protección a las Remuneraciones-, el principio de igual remuneración entre hombres y mujeres por un mismo trabajo. En consecuencia, apuntó, más que un cambio de orientación del proyecto, se trata de reorganizar la propuesta al tenor de las inquietudes manifestadas durante su estudio en general.


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que efectivamente los conceptos “mismo trabajo” y “trabajo de igual valor” son nociones diferentes. Para ejemplificarlo, se refirió a las faenas forestales y señaló que un trabajo igual es el que despeñan dos personas cortando árboles, en tanto que cavar una zanja podría considerarse como un trabajo de igual valor al anterior. Sin embargo, para esto último, debe mediar un proceso de calificación en que se determine que un trabajo tiene el mismo valor que otro, aunque no sean iguales.


El Honorable Senador señor Letelier agregó que un ejemplo más ilustrativo aún podría darse en el caso de la educación, ya que el trabajo desempeñado por una educadora de párvulos no es igualmente remunerado que el de un profesor de educación básica, en circunstancias que ambos requieren para su ejecución un título profesional y están vinculados al desarrollo de un proceso educativo con niños. 


El Honorable Senador señor Allamand acotó que la misma situación podría verificarse entre profesores universitarios de pre y post grado, ya que en ambos casos su desempeño se vincula a la formación profesional, no obstante lo cual, no reciben la misma remuneración.


La señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer señaló que, tras el debate en general, el proyecto ha sido revisado en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y haciéndose cargo de las aprensiones expresadas en dicho debate en torno al concepto de trabajo de igual valor, se analizó la posibilidad de introducir en el artículo 2º del Código del Trabajo una disposición genérica que considere como actos de discriminación las diferencias arbitrarias o injustificadas, y luego establecer un principio específico de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres, consagrándolo en el artículo 62 bis que se incorpora al Código laboral. Con esta solución se pretende evitar los problemas de interpretación a que podría dar lugar la noción de trabajo de igual valor.


El Honorable Senador señor Letelier planteó su inquietud en cuanto a si la nueva redacción propuesta por la indicación en comento, es suficiente para los efectos pretendidos, en cuanto señala que se considerarán actos de discriminación “las diferencias arbitrarias e injustificadas en las remuneraciones de trabajadores de una misma empresa”.


El Honorable Senador señor Pérez Varela subrayó la complejidad que reviste este tema. Recordó que durante la discusión en general del proyecto, el Honorable Senador señor Pizarro ejemplificó con el caso de una empresa de transportes donde las diferentes gerencias, a pesar de cumplir sus funciones respecto de áreas diversas -como la de despacho y distribución-, pueden tener un mismo valor para la empresa y, sin embargo, registrar una diferencia remuneracional según si dichas jefaturas están a cargo de un hombre o de una mujer. Por consiguiente, concluyó, es preciso tener especial cuidado en lo que respecta a la asignación del valor al trabajo desempeñado, a fin de no generar distorsiones que, a la postre, alteren el sentido de la norma.


Posteriormente, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo presentó la indicación individualizada como 1 bis, para sustituir la letra a) en estudio, por la siguiente:


“a) Agrégase en el inciso cuarto, la siguiente oración, pasando el punto aparte a ser punto seguido:


“Igualmente, se considerarán actos de discriminación para efectos de este Código, las diferencias arbitrarias en las remuneraciones de trabajadores de una misma empresa.”.”.


La Comisión compartió la redacción propuesta por la indicación del Ejecutivo, dejando constancia en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que el concepto “arbitrarias” también comprende las conductas injustificadas que generan discriminación en las remuneraciones. En razón de lo anterior, coincidió con que, para los efectos pretendidos, basta mencionar en la ley las “diferencias arbitrarias”, eliminando la expresión “e injustificadas”, propuesta por la indicación número 1.

- En atención a lo señalado, el Honorable Senador señor Allamand retiró la indicación número 1, en su calidad de coautor de la misma.


- Por su parte, la indicación número 1 bis fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Muñoz Aburto y Pizarro.


En la última sesión, tras la aprobación del texto que fuera propuesto para el artículo 62 bis, nuevo, contemplado en el numeral 2 del artículo 1º del proyecto de ley, la Comisión analizó la pertinencia de las normas consideradas en las letras a) y b) del número 1 de dicho artículo 1º.


Para tales efectos, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro, reabrió el debate en torno a la letra a) mencionada y a la indicación número 1 bis presentada a su respecto.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand señaló que la norma propuesta por esta letra a), no sería lo suficientemente clara para consagrar el principio de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres, dados los términos amplios en que se encuentra redactada, en cuanto establece que igualmente se considerarán actos de discriminación las diferencias arbitrarias en las remuneraciones de los “trabajadores” de una misma empresa. Apuntó que, para que dicha norma sea coincidente con el referido principio, debería contemplar como tales actos de discriminación, las diferencias arbitrarias en las remuneraciones entre los hombres y las mujeres que presten servicios en una misma empresa. Ello, anotó, reafirmaría el espíritu que inspira el artículo 62 bis aprobado.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM advirtió que una redacción tan acotada como la señalada, podría generar una distorsión de las normas, toda vez que podría interpretarse equivocadamente que la única discriminación arbitraria que pudieran experimentar las remuneraciones dicen relación con el género, lo cual obviamente no sólo no correspondería a la realidad, sino que tampoco se condice con el verdadero sentido y alcance de esta nueva regulación sobre la materia. Bajo esa perspectiva, apuntó, podría ser innecesaria la modificación al inciso cuarto del artículo 2º del Código del Trabajo, por cuanto los objetivos de la presente iniciativa legal resultan satisfechos con el artículo 62 bis incorporado al Código laboral.


La señora Ministra del SERNAM subrayó que con el texto aprobado para el señalado artículo 62 bis, nuevo, quedarían a cubierto las modificaciones consideradas por las letras a) y b) del número 1 del artículo 1º aprobado en general, razón por la cual estas dos disposiciones no parecerían ya necesarias, concentrando en aquella norma toda la fuerza regulatoria sobre esta materia.


- Conforme a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro, aprobó la indicación número 1 bis, con modificaciones, para eliminar la letra a) del número 1 del artículo 1º del proyecto de ley.


En cuanto a la letra b) del mismo numeral 1, la Comisión coincidió en que esta norma tampoco ya sería necesaria, porque la modificación que este literal incorporaría al inciso quinto del artículo 2º del Código del Trabajo, también quedaría comprendida en el texto del artículo 62 bis, nuevo, aprobado. En consecuencia, tal como en el caso anterior, al suprimir esta letra b), se concentraría el tratamiento de la materia entre las normas sobre protección de las remuneraciones, en los términos del artículo 62 bis, el cual resulta suficiente para estos efectos.


- Por consiguiente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro, acordó la supresión de la letra b) del numeral 1 del artículo 1º del proyecto de ley.


- Consecuencialmente, el citado número 1 del artículo 1º de la iniciativa legal, resultó eliminado, tras la supresión de los dos literales que lo componían.

Número 2


Dispone textualmente lo siguiente:


“2. Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:


“Artículo 62 bis.- En materia de remuneraciones el empleador deberá velar por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino por un servicio de igual valor.”.”.

Fueron presentadas tres indicaciones al numeral 2 en análisis.


La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, para suprimirlo.

La indicación número 3, de los mismos señores Senadores, para sustituirlo, por el que sigue:


“Artículo 62 bis.- En materia de remuneraciones el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad entre trabajo masculino y femenino por un servicio que él determine como de igual productividad.”.


La indicación número 4, también de los mismos señores Senadores, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá velar especialmente por la igualdad de las remuneraciones entre hombres y mujeres, en los términos establecidos en el inciso cuarto del artículo 2º de este Código.”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM manifestó que el Ejecutivo coincide con la indicación número 3, sólo en cuanto establece que el empleador tiene que dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por un mismo trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, presentó su propia propuesta de redacción para el artículo 62 bis que se incorpora, conforme al siguiente tenor:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igual remuneración entre hombres y mujeres por un mismo trabajo.”.


Reiteró que con esta norma se consagraría en el Código del Trabajo, específicamente dentro del Capítulo sobre Protección a las Remuneraciones, el principio de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres, en directa correlación con la prohibición genérica de discriminación en esta materia contemplada en el artículo 2º del mismo Código.


Explicó que el texto aprobado en general para este artículo, establece el deber del empleador de velar por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino por un servicio de igual valor. Lo anterior, en concordancia con la modificación contemplada respecto del artículo 2º del Código laboral, en cuanto también considera el concepto de trabajo de igual valor. Sin embargo, añadió, revisada la materia, fue posible concluir que hacer mención al trabajo masculino y femenino genera una naturalización de las funciones, pudiendo entenderse que existen labores únicamente masculinas y otras exclusivamente femeninas, y que el proyecto se refiere a esos trabajos para que respondan a condiciones de igualdad remuneracional. Sin embargo, aclaró, esta iniciativa legal no se orienta a la valoración de trabajos distintos como femeninos y masculinos, sino que está referida a trabajos iguales a fin que, cuando sean cumplidos por hombres o mujeres, no adolezcan de diferencias remuneracionales en razón de género. Por lo tanto, la diferenciación entre masculino y femenino no debe decir relación con el trabajo, sino con la remuneración que se percibe. 


Enseguida, el representante del Ejecutivo objetó la propuesta de la indicación número 3, en cuanto considera la igualdad remuneracional entre hombres y mujeres por un servicio que el empleador determine como de igual productividad. Sobre el particular, explicó que el concepto de productividad a que hace referencia la norma, presenta un inconveniente que, a la postre, podría transformarlo en un criterio que resulte estrecho para los efectos pretendidos. 


Precisó que, bien podría darse el caso de un trabajo que tenga la misma productividad que otro, pero que las condiciones en que ambos se desarrollan sean completamente distintas, ya sea, por ejemplo, en razón de la maquinaria empleada, las condiciones ambientales o la infraestructura disponible, con lo cual sería dable esperar que aquellos servicios que se prestan en mejores condiciones generen finalmente una mayor productividad y, por tanto, resulten mejor remunerados. Ello significa que, junto al concepto de productividad, es necesario considerar una serie de otros factores que inciden finalmente en la valoración del trabajo.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la premisa mínima consiste en establecer la noción de igual remuneración por igual trabajo. En una visión más amplia, puede contemplarse la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por un trabajo similar y, en un nivel más integral aún, puede considerarse la igualdad remuneracional por un trabajo de igual valor o productividad. Ello es lo que ha sucedido en países tales como Canadá, donde la igualdad de remuneraciones se vincula al trabajo de un mismo valor. Sería importante, agregó, analizar las diversas alternativas posibles para regular la materia, partiendo de la premisa más básica de igual remuneración por igual trabajo.


En ese orden de ideas, añadió, es necesario considerar que en la actualidad los trabajadores, por lo general, cumplen una multiplicidad de funciones, y así por ejemplo, la cajera de un supermercado a veces también cumple labores de aseo y orden según el turno que le corresponda ejecutar. Asimismo, podría tratarse de trabajos parecidos, como el corte de árboles, uno realizado en terreno plano y el otro en un cerro. En tales casos, la noción de trabajos similares podría resultar más apropiada que la de igual trabajo, ya que esta última podría generar una rigidez innecesaria en la ley. También podría tratarse de labores que son distintas, en cuyo caso podría ser más adecuado el concepto de trabajo de igual valor. 


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que, en todo caso, se trata de comparar la ejecución de funciones entre hombres y mujeres, porque es ahí donde no debería haber desigualdad remuneratoria. 


La señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer subrayó que, según han constatado los estudios efectuados, las brechas remuneracionales más profundas entre hombres y mujeres se registran a mayor nivel de estudios, y así por ejemplo, en los cargos gerenciales las mujeres perciben una remuneración menor que la de los hombres, aún tratándose de una misma jefatura. Del mismo modo, esta diferencia se observa a nivel de operarios y, en general, en aquellos oficios donde se requiere una mayor fuerza física, como en las labores de extracción minera, donde se valora más la condición masculina. En todos los casos señalados, se manifiesta una brecha remuneracional entre hombre y mujer, ya sea porque a ésta no le son asignadas ciertas funciones o porque, a la inversa, se le vincula sólo a determinadas labores. Así sucede, por ejemplo, con la gerencia de recursos humanos, la cual normalmente está a cargo de una mujer, quien recibe una remuneración menor que las de sus pares directivos al interior de la empresa. Se trata, sin duda, de un problema de tipo cultural que debemos superar, y en esa orientación, el proyecto en estudio nos enfrenta a un nuevo concepto que se incorporará al Código del Trabajo en esta materia.


En cuanto al trabajo de igual valor expresó que es necesario ponderar sus alcances, a fin de ser lo más precisos posibles y generar un avance en este tema.


El Honorable Senador señor Allamand añadió que al interior de las propias empresas la valoración de las distintas gerencias que la componen puede variar con el transcurso del tiempo, según sea la situación económica por la que atraviesa. Por ejemplo, acotó, en épocas de crisis, puede ser más relevante la gerencia de recursos humanos, para hacer frente a la desestabilización del empleo; en cambio, en tiempos de bonanza económica, puede ser de mayor valor el trabajo de la gerencia de ventas, porque es la encargada de expandir y hacer crecer la empresa.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que una alternativa podría ser incorporar en el texto legal la posibilidad de que el juez pueda recurrir a ciertos criterios o elementos objetivos que permitan esclarecer si los trabajos son iguales, similares o de igual valor.


Con posterioridad, abierto un nuevo plazo de indicaciones, fueron presentadas dos nuevas indicaciones a este artículo.


La indicación número 4 bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar el numeral 2 en análisis, por el siguiente: 

“2. Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo.”.”.


La indicación número 4 ter, del Honorable Senador señor Allamand, para sustituir el numeral 2, por el siguiente:


“2. Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá velar especialmente por la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, en los términos establecidos en el inciso cuarto del Artículo Segundo de este Código.


Para todos los efectos, las diferencias en las remuneraciones que se funden, entre otras cosas, en calificaciones, capacidades, responsabilidad, productividad e idoneidad para un cargo, no serán consideradas discriminación arbitraria.”.”.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que las propuestas formuladas por las diversas indicaciones para esta disposición, revelan una diferencia conceptual de envergadura en esta materia, toda vez que no es lo mismo establecer el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres con motivo de la ejecución de un mismo trabajo, que consagrar dicho principio por la realización de trabajos de un mismo valor o productividad. Se trata, enfatizó, de nociones distintas. Apuntó que el concepto de “mismo trabajo” podría llevar a la conclusión, por ejemplo, de que el sueldo de los futbolistas debería ser para todos igual, porque todos hacen lo mismo.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que la indicación del Ejecutivo se fundamenta en la inquietud manifestada durante la discusión en general de este proyecto de ley, en cuanto a que la referencia a los “servicios de igual valor” vinculado al tema de la productividad, revestiría una gran complejidad, particularmente en el caso de las pequeñas y medianas empresas, atendida la estructura de su organización productiva. En consecuencia, añadió, la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo pretende que los trabajadores que cumplen un mismo trabajo, accedan a una misma remuneración y, consecuencialmente, tengan una instancia de reclamación ante la constatación de diferencias remuneracionales en razón de género. 


El Honorable Senador señor Letelier señaló que el principio de no discriminación entre hombres y mujeres por el desempeño de trabajos de un mismo valor, involucra un concepto más complejo que ha sido desarrollado, especialmente, por la experiencia canadiense. Acá, en cambio, se ha optado por una noción más simple, que permita consagrar en nuestro sistema la regla conforme a la cual por un mismo trabajo, corresponde pagar igual remuneración. El ejemplo de los jugadores de fútbol acotó, podría distorsionar el debate, porque no se trata de que no se pueda remunerar distinto a quienes cumplen una función diferente y, es ese caso, aunque todos practiquen el mismo deporte, cada uno tiene asignada una tarea diferente según sus propias habilidades y capacidades. Esto nos conduce, enfatizó, a la definición de discriminación, ya que ella es la que nos determinará si hay una arbitrariedad o no en las distinciones remuneracionales que se hagan entre los trabajadores. Para tales efectos, reiteró, se ha optado por el concepto básico de igual sueldo por igual trabajo, en lugar de adoptar la regla en base al trabajo del mismo valor o productividad.


La Honorable Senadora señora Matthei advirtió que la redacción propuesta podría inducir a dudas interpretativas al señalar, en forma pura y simple, que “el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo”. Ello, apuntó, podría dar a entender que a todos los trabajadores se les debe pagar exactamente lo mismo, porque la norma no aclara en manera alguna las situaciones en que sí se justifica una diferenciación remuneracional en razón de capacidades o habilidades especiales. Por ello, añadió, es necesario buscar una nueva redacción que, por ejemplo, agregue en el artículo 62 bis y en un mismo inciso, la norma propuesta por la indicación número 4 ter en su último inciso, ya que ella hace mención a los casos en que la discriminación no será considerada arbitraria, en razón de fundarse en las calificaciones, capacidades, responsabilidad, productividad e idoneidad de quien cumple el cargo. Lo anterior, enfatizó, es fundamental para no generar problemas interpretativos que distorsionen el verdadero sentido y alcance de la norma.


El Honorable Senador señor Pizarro sugirió que, para tales efectos, en el propio artículo 62 bis que se incorpora al Código del Trabajo, podría hacerse una referencia a la disposición del inciso quinto del artículo 2º del citado Código, de acuerdo con el cual “las distinciones, exclusiones, o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.”.


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que la indicación número 4 ter ya contiene una mención expresa y más completa de las situaciones que no constituirán discriminación. La Honorable Senadora señora Matthei, en tanto, insistió en que esa enumeración debería considerarse en un mismo inciso en el artículo 62 bis propuesto. El Honorable Senador señor Letelier, por su parte, acotó que una disposición de esa naturaleza ya existe en el Código del Trabajo, por lo que una nueva enumeración podría ser innecesaria, bastando una remisión a la norma actualmente vigente.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social hizo presente que las causas judiciales que se promuevan ante los tribunales de justicia con motivo de la discriminación remuneracional en razón de género, se substanciarán de conformidad a las normas del procedimiento de tutela laboral de derechos fundamentales, bajo cuyo amparo quedan las normas expresamente señaladas al efecto en la ley Nº 20.087, entre ellas, las de los artículos 2º y 5º del Código del Trabajo y algunas garantías constitucionales. Siendo así, añadió, sería importante que la norma de excepción al reproche de la discriminación quede consignada en el mismo artículo 2º del Código laboral o, al menos, se haga expresa remisión a él, toda vez que esta disposición es una de las cuales por cuya infracción se hace aplicable el referido procedimiento de tutela laboral. En ese sentido, sugirió, una alternativa posible sería agregar en el artículo 62 bis que se crea, una mención que prescriba que lo dispuesto en esta norma es sin perjuicio de lo establecido en el inciso quinto del artículo 2º del Código del Trabajo.


La Honorable Senadora señora Matthei insistió que, para los efectos pretendidos por este proyecto de ley, sería necesario completar dicha disposición agregando las diferentes menciones contempladas en el último inciso de la norma propuesta por la indicación número 4 ter. 


El Honorable Senador señor Letelier expresó que una primera tarea es consagrar el principio de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres, refrendando la norma general de no discriminación contendida en el artículo 2º del Código del Trabajo. Tras ello, sería posible determinar los casos que no serán considerados una discriminación en este ámbito. Asimismo, agregó, resulta fundamental definir el camino a seguir, esto es, esclarecer si la igualdad remuneracional se basará en la ejecución de un mismo trabajo o en trabajos de un mismo valor. En este último caso, apuntó, el concepto de valor vinculado al de productividad, conlleva la tarea de establecer cómo serán evaluados los distintos trabajos y qué valía se atribuirá a cada uno de ellos.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social subrayó que existe consenso en que el objetivo final es establecer como principio la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, por la realización de un mismo trabajo. Agregó que conceptos más complejos, como el de productividad, implican la aplicación de un conjunto de variables que hacen muy difícil objetivar la noción sobre la cual se sustentará el principio. Se trata, pues, de dar un primer paso que permita un avance en esta materia, a lo menos, bajo una premisa básica. Propuso, entonces, analizar una nueva redacción para el precepto en estudio, que recoja los planteamientos que se han formulado a este respecto.


Finalmente, en otro orden de ideas, la señora Ministra (S) del SERNAM anotó que el texto aprobado en general establece que “el empleador deberá velar por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino”, en tanto que la norma propuesta por la indicación número 4 bis, señala que “el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones”. Explicó que es una precisión en la redacción para dejar claramente establecida la obligación que cabe al empleador en esta materia.


En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Allamand manifestó compartir la propuesta de la indicación número 4 bis, sólo en cuanto establece que “el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres”. Ello porque, según apuntó, resulta más categórico que disponer que “el empleador deberá velar especialmente por la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres”. Por tal razón, acotó, sería pertinente reemplazar esta última frase por aquélla.


De esta forma, propuso, la norma podría quedar redactada del modo que propone la indicación número 4 ter -de la que es autor-, con la modificación señalada, es decir, prescribiendo que el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, en los términos establecidos en el inciso cuarto del artículo 2º del Código del Trabajo. Dicho artículo 2º, en tanto, tras la modificación introducida a su inciso cuarto, establece que se considerarán actos de discriminación las diferencias arbitrarias en las remuneraciones de trabajadores de una misma empresa. Finalmente, puntualizó, el inciso segundo de la disposición formulada por la indicación número 4 ter, consideraría los casos en que sí será posible generar diferencias remuneracionales. A este respecto, agregó, debe considerarse la modificación que se introdujo al inciso quinto del artículo 2º del Código del Trabajo, para incorporar la capacidad e idoneidad entre las causales de distinciones legítimas. Sin embargo, aclaró, dicha norma está referida a las condiciones de acceso al empleo, en cambio, la norma que ahora nos ocupa, se refiere a los trabajadores ya ocupados y, para eso, se establecerían ciertos criterios objetivos de diferenciación que permitan hacer una distinción remuneracional justificada. De ahí, entonces, la relevancia del inciso segundo propuesto por la indicación número 4 ter.


El Honorable Senador señor Letelier expresó su disconformidad con la referida propuesta, toda vez que importaría un nuevo retroceso en la iniciativa legal. En efecto, explicó, el proyecto de ley aprobado en general consideraba como actos de discriminación las diferencias de remuneraciones entre trabajos de igual valor. Sin embargo, tras el análisis de dicha norma, se estimó que la noción de “trabajo de igual valor” significaría incorporar al Código del Trabajo un concepto complejo y difícil de aplicar, por lo tanto, se optó por transitar desde ese concepto -más moderno, pero complejo-, hacia una noción más básica conforme a la cual no podrían haber diferencias remuneracionales en razón de género tratándose de la ejecución de un “mismo trabajo”. No obstante, agregó, ahora se estaría proponiendo eliminar de la ley también la mención al “mismo trabajo”, para señalar simplemente que deberá respetarse el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, en los términos que dispone el artículo 2º del Código laboral. Es decir, se estaría relativizando la norma, al punto de suprimir de su texto incluso la premisa básica sobre la cual se sustentaba.


El Honorable Senador señor Allamand señaló no compartir la expresión pura y simple “que presten un mismo trabajo”, ya que sería una noción insuficiente que sólo podría inducir a dudas interpretativas que terminarían alterando el verdadero sentido y alcance de la ley. También discrepó en cuanto a que la premisa básica del proyecto sea “misma remuneración por el mismo trabajo”. Subrayó que el principio sobre el cual se basa la iniciativa es el de la no discriminación en las remuneraciones por razones de género, lo que no se opone a que existan distinciones en función de otras circunstancias objetivas y válidas, tales como la capacidad, la calificación, la responsabilidad o el rendimiento de las personas. Ejemplificó con el caso de una oficina de abogados donde se contraten como procuradores a un hombre y a una mujer. Indicó que, si bien no sería posible pagarles en forma diferenciada con motivo de su respectivo género, sí resultaría legítimo y factible diferenciar sus remuneraciones si el trabajo de uno es más productivo y exitoso que el del otro.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó su preocupación ante la posibilidad de generar una rigidez no deseada en las normas legales, toda vez que la realidad demuestra que, en los hechos, existen sendas diferencias en las remuneraciones de los trabajadores sustentadas en la calificación, la antigüedad o la productividad, entre muchos otros motivos, los cuales no dicen necesariamente relación con el género, sino que con condiciones objetivas que devienen en una diferencia en la retribución económica de los trabajadores, sean éstos hombres y mujeres o sólo hombres o sólo mujeres. Por consiguiente, subrayó, establecer una igualdad remuneracional pura y simple podría derivar en un efecto negativo no menor, razón por la cual, a su juicio, parece razonable contemplar en la ley elementos objetivos que permitan hacer una diferenciación en las remuneraciones entre hombres y mujeres o entre sólo éstas o sólo aquéllos. Acotó que la norma requiere ser flexible porque las diferencias existen, ya sea porque las capacidades son distintas o porque los rendimientos no son equivalentes y, en consecuencia, es importante admitir la posibilidad de que la correspondiente retribución económica sea también diferenciada. De lo contrario, se podría hacer muy rígida la relación laboral y desbaratar, por ejemplo, el sistema de incentivos a la productividad. En ese sentido, anotó, la actual redacción de la norma no parecería suficiente.


La señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) señaló que la normativa en estudio persigue, fundamentalmente, poner fin a las situaciones de discriminación arbitraria que se registran entre trabajadores y trabajadoras en materia de remuneraciones. Destacó que en nuestro país la brecha remuneracional entre hombres y mujeres alcanza al 30%, lo que sin duda es preocupante. Este tema, apuntó, es un asunto diverso a los mecanismos de incentivo a la productividad, ya que acá se trata de evitar la diferenciación remuneratoria basada en sesgos culturales -especialmente en razón de género-, y que no se sustente en factores como la capacidad o la idoneidad de los trabajadores. Más aún, es por tal motivo que en el artículo 2º del Código del Trabajo se agregaron precisamente dichos elementos entre los criterios que justifican la diferenciación, reproduciendo los términos utilizados por la propia Constitución Política de la República, la cual, en el elenco de las garantías constitucionales, reconoce la libertad de trabajo y su protección, prohibiendo cualquier discriminación que no se base en la capacidad e idoneidad personal.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que, el principio general que inspira esta normativa, señala que ante el mismo trabajo procede pagar la misma remuneración. A partir de esa premisa básica, se construiría la regulación propuesta y se establecerían, además, los casos que no serán considerados discriminación para estos efectos, como por ejemplo, las diferencias remuneracionales sustentadas en la capacidad o la idoneidad de las personas, su desempeño o su rendimiento, entre otros factores. Se trata, pues, de comparar la retribución económica de trabajadores que estén en plena igualdad de condiciones laborales, misma idoneidad, misma preparación, misma capacitación, mismo trabajo. Ante tal equivalencia, corresponde pagar igual remuneración, independientemente de si son hombres o mujeres. Si alguna de dichas circunstancias objetivas cambia -por ejemplo, la calificación o la antigüedad laboral-, entonces, son factibles los sueldos diferenciados. Subrayó que la igualdad debe darse respecto a algo, y en este caso se trata de las remuneraciones entre hombres y mujeres, lo que se traduce en la ecuación de que a mismo trabajo, misma remuneración.


El Honorable Senador señor Allamand discrepó de dicha opinión, y reiteró que el principio sobre el cual se sustenta esta normativa es el de no discriminación entre hombres y mujeres en materia de remuneraciones y, para consagrarlo en la ley, es preciso desvincularse de la noción “mismo trabajo”, imponiendo la obligación de dar cumplimiento a esa regla general y estableciendo los casos que no darán lugar a una discriminación arbitraria en razón de obedecer a fundamentos tales como la capacidad, la idoneidad o el rendimiento. Para ello, apuntó, la indicación número 4 ter propone un inciso segundo que contempla diversos criterios objetivos que justificarían la diferenciación remuneracional. A este respecto, advirtió que ha surgido cierta preocupación en torno al término “productividad” considerado entre tales elementos objetivos de diferenciación, especialmente con motivo de los eventuales problemas probatorios que se podrían generar para acreditar la productividad de los trabajadores y para explicar las diferencias remuneratorias que entre ellos existan.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que el hecho de que dos personas tengan el mismo título profesional o la misma capacitación, no significa que necesariamente aporten lo mismo a la empresa, ni que obtengan los mismos resultados. En consecuencia, no puede determinarse en forma a priori que por la sola circunstancia de ostentar una misma calidad profesional o técnica, deberá pagarse lo mismo a los trabajadores, sin posibilidad de premiar a aquél que produce más o al que presta un mejor servicio. Señaló no advertir la razón para establecer un concepto que podría ser econonómicamente equivocado, ya que es un hecho que los trabajadores no son todos iguales, no rinden lo mismo y su contribución no es igual desde el punto de vista productivo.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no está en discusión el rendimiento de los trabajadores, ni su calificación profesional, ni sus capacidades o su idoneidad. Es claro, apuntó, que se puede pagar distinto en función de dichos parámetros. El punto central del debate es que los trabajadores que se encuentran en igualdad de condiciones y cumplen la misma labor, deberían recibir la misma remuneración, sin poder discriminar arbitrariamente en razón de, por ejemplo, el género. Es ahí, añadió, donde han surgido las discrepancias porque no todos son partidarios de consagrar explícitamente en la ley el principio de igualdad de remuneraciones por la realización de un mismo trabajo.


La Honorable Senadora señora Matthei recalcó que, de lo expuesto, se concluye que habría cierto consenso en torno a la propuesta del inciso segundo contenido en la indicación número 4 ter, ya que se admite la posibilidad de establecer criterios de diferenciación objetiva en las remuneraciones de los trabajadores.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que, a su juicio, debería consagrarse como principio rector la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por la ejecución de un mismo trabajo y, tras ello, establecer las excepciones que no constituirán una discriminación arbitraria para estos efectos, lo cual podría hacerse al tenor del inciso segundo propuesto para el artículo 62 bis en comento.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social expresó que el tema podría revisarse en función del análisis jurisdiccional a que podrían dar lugar estas normas, distinguiendo, por un lado, la disposición propuesta sin contemplar el inciso segundo en referencia y, por el otro, considerando el inciso en cuestión. En el primer caso, puntualizó, es decir, si se consagra el principio de igualdad remuneracional por un mismo trabajo, sin otra mención y sin norma de excepción, aún así no parece ser tan obvio que estemos frente a una literalidad que impida hacer distinciones en las remuneraciones, toda vez que ya el artículo 2º del Código del Trabajo, en su inciso quinto, establece criterios objetivos que permiten hacer una diferenciación, sin incurrir en una discriminación arbitraria. En el segundo caso, es decir, consagrando el inciso segundo sugerido para el artículo 62 bis, el análisis jurisprudencial se realizará en torno a la prueba que sea rendida en el proceso, permitiendo dilucidar si dos trabajos son efectivamente iguales o no y, a partir de ello, si se ha incurrido en una discriminación arbitraria en materia remuneracional o si las diferencias obedecen a fundamentos que explican su pertinencia, tales como la calificación del trabajador, o su capacidad o idoneidad.


Enseguida, la señora Ministra del SERNAM planteó una nueva redacción para la norma en estudio, del siguiente tenor:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, sin perjuicio de lo establecido en el inciso quinto del artículo 2º.”.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó compartir dicha propuesta, en la medida que el inciso quinto del citado artículo 2º del Código del Trabajo dispone que “Con todo, las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado, no serán consideradas discriminación.”. Además, en virtud de la modificación que se ha incorporado a este precepto se agregan, para estos efectos, las capacidades y la idoneidad del trabajador. 


Sin embargo, añadió, la disposición del señalado artículo 2º, inciso quinto, se refiere a las calificaciones exigidas para acceder en igualdad de condiciones a un empleo determinado. En cambio, cuando ya se está en posesión de un puesto de trabajo, la evaluación del trabajador no dice relación con su calificación sino que más bien con su desempeño, rendimiento o productividad, razón por la cual la norma en estudio, a su juicio, debería ser complementada para alcanzar también a este caso. Para ello, afirmó, sería pertinente agregar a la disposición el inciso segundo del artículo propuesto por la indicación número 4 ter, a fin de establecer la norma de excepción que permita generar distinciones remuneracionales durante el desarrollo de un empleo, sin incurrir en situaciones de discriminación arbitraria. De esta forma, se contemplaría la posibilidad de generar legítimas diferencias remuneracionales tanto al ingresar a un trabajo como durante su ejecución.


El Honorable Senador señor Letelier destacó la importancia de establecer en forma expresa en la ley los criterios que permitirán las distinciones en las remuneraciones, tales como la capacidad, la idoneidad o el rendimiento. Sobre el particular, indicó que la discusión se ha centrado en torno al concepto de productividad, el cual, a su juicio, está implícito en los otros parámetros considerados para estos efectos, toda vez que, por ejemplo, las capacidades o la idoneidad del trabajador inciden directamente en su rendimiento y productividad. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, las aprensiones a este respecto han surgido por las dificultades probatorias que se podrían enfrentar para acreditar la menor productividad de un trabajador y que justifique una diferencia remuneracional en su contra, respecto de otro empleado que cumple la misma función.


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que una cosa es la calificación del trabajador y otra distinta es su capacidad y desempeño. Así por ejemplo, puntualizó, dos choferes pueden tener la misma licencia de conducir, pero uno puede desempeñarse mejor que el otro, o dos asesores financieros que son ingenieros comerciales, pero uno realiza inversiones exitosas y el otro no. Es por eso, subrayó, que cobra importancia la forma de abordar este tema, esto es, desde la perspectiva de la igual remuneración por el mismo trabajo o desde la lógica de la no discriminación remuneratoria en función del género. En su concepto, la primera alternativa significaría incorporar en el Código del Trabajo un principio hasta ahora inexistente en la normativa laboral y cuyas consecuencias no serán menores, toda vez que importa un cambio sustantivo y que no solamente será aplicable a la comparación de remuneraciones entre hombres y mujeres, sino que alcanzará también a todos los trabajadores, independientemente de su género.


La Honorable Senadora señora Matthei enfatizó que la noción de productividad es, en su opinión, absolutamente esencial en esta materia, porque en definitiva es el único factor que arroja la real diferencia entre un trabajador y otro, y refleja lo que cada uno rinde. Para dimensionar ese rendimiento, apuntó, la calificación del trabajador no es suficiente. Más aún, añadió, en muchos casos el mejor desempeño de un trabajador depende en gran medida de la voluntad que éste ponga en el cumplimiento de su labor. Es un hecho, añadió, que hay profesionales que cumplen con lo mínimo, en tanto que hay otros que ponen todo su empeño en el trabajo que realizan. Ante ello, la única forma de recoger esa diferencia laboral es considerando el concepto de productividad, el cual, por tanto, resulta ser el término económicamente correcto al efecto.


El Honorable Senador señor Pizarro advirtió que, si bien la productividad puede ser un concepto fundamental, es necesario distinguir previamente el tipo de trabajo de que se trate, toda vez que hay actividades en las que es difícil medir el desempeño en términos numéricos, como sucede, por ejemplo, en el caso de la labor educacional que cumple un profesor. Entonces, añadió, sería pertinente contemplar además el concepto de “rendimiento”, ya que podría ser aplicado a aquellos casos en que el desempeño no pueda ser evaluado en términos productivos. Por consiguiente, sugirió, resulta apropiado considerar en la ley tanto la expresión “productividad” como “rendimiento”, porque se trata de conceptos distintos, cuya inclusión dará lugar a un espectro más acabado de los elementos que habiliten para generar diferencias remuneratorias que no sean consideradas discriminación.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que esos conceptos se vinculan más bien a la premisa inicial de “misma remuneración por trabajo de igual valor”. Reiteró que, en su opinión, ese sería el principio más moderno para abordar esta materia, pero, por lo mismo, más complejo de materializar en la práctica, ya que aún no existirían las condiciones para la consecución de tal objetivo superior. Insistió en que, dado lo anterior, el proyecto retrocedió en su planteamiento y se reestructuró a partir de la regla básica de “misma remuneración por un mismo trabajo”.


La Honorable Senadora señora Matthei coincidió con que el principio de “misma remuneración por un trabajo de igual valor” podría ser una alternativa interesante de considerar, toda vez que la aprensión que nace en torno al principio de “misma remuneración por un mismo trabajo”, es que, a la postre, éste supera al tema de la brecha remuneracional entre hombres y mujeres, escapando a la discriminación por género y dando lugar a una regla general que significará que para todos los trabajos aparentemente iguales se exigirá la misma contraprestación económica. En ese sentido, apuntó, la solución podría ser redactar en forma amplia el inciso primero del artículo 62 bis en análisis y, en lugar de referirse al “mismo trabajo”, establecer que la igualdad de remuneraciones deberá darse entre trabajos que se ejecuten, por ejemplo, en igualdad de condiciones. Con ello, apuntó, se relativizaría la norma del primer inciso, adquiriendo preponderancia el inciso segundo del precepto, donde se contemplarían los criterios aceptados para la diferenciación remuneracional. De esta manera, además, quedarían vinculadas las disposiciones de ambos incisos y se evitaría el riesgo de que los jueces, al resolver, sólo consideren la norma del inciso primero prescindiendo de lo establecido en el inciso segundo, con lo cual la interpretación podría resultar completamente alejada del objetivo trazado al legislar.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social recordó que, durante la tramitación de este proyecto de ley en la Cámara de Diputados, la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile (CONAPYME) manifestó su preocupación por diversos aspectos de la iniciativa legal, entre ellos, el problema que representaría para muchas pequeñas y medianas empresas la determinación de la productividad de sus trabajadores. Advirtieron que, por lo general, se trata de empresas familiares que no cuentan con la infraestructura necesaria para asumir semejante tarea, así como tampoco tienen los recursos para ello. No tienen, por ejemplo, una descripción de los cargos que se cumplen al interior de la empresa y mucho menos tienen sistemas de evaluación de desempeño que les permita definir la productividad que cada uno de sus trabajadores alcanza. De esta forma, la noción de “productividad” impone una dificultad probatoria tanto para el empleador como para el trabajador, atendida la falta de medios que permitan definirla y acreditarla.


Otro punto a considerar, agregó, es que la enumeración que a este respecto contendría la ley no sería taxativa, de modo que si el concepto de productividad no aparece explícitamente mencionado, ello no obsta a que quien pueda valerse de ese argumento para justificar una diferencia remuneracional entre sus trabajadores y pueda probar la mayor productividad de unos respecto de otros, invoque dicho fundamento al efecto.

El Honorable Senador señor Allamand refutó que el peso de la prueba en torno a la productividad recaería sobre ambas partes de la relación laboral, toda vez que, en su opinión, la carga probatoria al respecto sólo afectará al empleador, en la medida que éste será el obligado a acreditar la productividad si la invoca como fundamento para justificar las diferencias remuneracionales que registren sus empleados. Al trabajador, en tanto, le bastará indicar en su demanda que ha sido objeto de una discriminación en sus remuneraciones, por cuanto percibe un sueldo menor que otro empleado que desempeña el mismo trabajo. 


A continuación, la Honorable Senadora señora Matthei hizo algunas observaciones en relación a las modificaciones introducidas por este proyecto de ley al artículo 2º del Código del Trabajo. 


En primer término, advirtió que, para efectos de la debida correspondencia y armonía de las normas, los mismos conceptos que se contemplen en el inciso segundo del artículo 62 bis, deberían ser incorporados al inciso quinto del artículo 2º del Código laboral.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que ello no sería necesario toda vez que la norma del artículo 2º se refiere al acceso al empleo, en tanto que la disposición del artículo 62 bis se ocupa del trabajo que ya se está desarrollando y, en uno y otro caso, los parámetros a evaluar para generar una diferenciación, no requieren ser los mismos. Así, por ejemplo, puntualizó, para el ingreso a un trabajo no es relevante el concepto de productividad, en tanto que sí lo es para medir el rendimiento de un trabajador durante su desempeño laboral. Es por ello que las menciones que se hagan en un precepto y en otro, no tendrían que ser necesariamente las mismas.


A partir de lo anterior, la Honorable Senadora señora Matthei cuestionó si era realmente necesario que el artículo 62 bis haga remisión al inciso quinto del artículo 2º del Código del Trabajo, toda vez que esta norma, tal como se ha señalado, se refiere a los requisitos exigidos para acceder a un determinado puesto de trabajo, en cambio el precepto del artículo 62 bis consagraría el principio de igualdad de remuneraciones -no de igualdad de acceso al empleo- y, además, explicitaría las calificaciones o circunstancias que permitirán hacer una diferencia en las remuneraciones de los trabajadores que ya se encuentren desempeñando sus cargos. En consecuencia, apuntó, el inciso primero del artículo 62 bis en análisis, debería hacer inmediata remisión a lo dispuesto en su inciso siguiente, en lugar de hacer mención al artículo 2º del Código del Trabajo.


La señora Ministra del SERNAM manifestó su aquiescencia con dicha observación, así como también coincidió con la necesidad de mantener el término “productividad”. Igualmente, sugirió que el referido inciso segundo, en lugar de encabezarlo con la frase “Para todos los efectos”, comience con la expresión “Para efectos de lo anterior”, porque esta última frase resulta más precisa que aquélla. Puntualizó que, por lo tanto, la redacción de la norma podría ser la siguiente:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, en los términos del inciso segundo siguiente.


Para efectos de lo anterior, las diferencias en las remuneraciones que se funden, entre otras cosas, en calificaciones, capacidades, responsabilidad, productividad e idoneidad para un cargo, no serán consideradas discriminación arbitraria.”.


Finalmente, la Honorable Senadora señora Matthei advirtió que la modificación efectuada al inciso cuarto del artículo 2º del Código del Trabajo, introduce una mención a las remuneraciones, a pesar de que esa norma está referida al acceso al empleo. Subrayó que lo más adecuado sería que ambas materias -acceso al trabajo y remuneraciones-, quedaran reguladas por separado en el Código del ramo. Para ello, bastaría con que la señalada modificación al inciso cuarto del artículo 2º, en lugar de referirse a las remuneraciones -incorporando un concepto extraño a dicha disposición-, se remita al artículo 62 bis para establecer que las contravenciones a dicho precepto también serán consideradas actos de discriminación. En tal caso, apuntó, se consagraría que la infracción a la normativa sobre igualdad remuneratoria constituirá discriminación para efectos del Código, pero quedando cada materia regulada en el articulado correspondiente.


El Honorable Senador señor Allamand planteó que si la norma del artículo 62 bis no es vinculada al artículo 2º del Código del Trabajo, ello podría significar que esta materia no quede bajo el amparo del procedimiento de tutela de derechos fundamentales.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que dicha dificultad podría salvarse, precisamente, si la norma del artículo 2º del Código laboral hace remisión expresa a lo dispuesto en el artículo 62 bis.


En la sesión siguiente, la señora Ministra del SERNAM presentó una nueva propuesta para la redacción del artículo 62 bis, la que, según explicó, recogería las inquietudes manifestadas durante este debate. Así, puntualizó, se consagra el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por la ejecución de un mismo trabajo y, enseguida, se establecen algunos criterios objetivos que, entre otros, permitirán hacer diferenciaciones remuneracionales sin que éstas constituyan una arbitrariedad. Al tenor de esta nueva propuesta, acotó, el texto del precepto sería el siguiente:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, no siendo consideradas arbitrarias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden, entre otras razones, en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad.


Las denuncias que se realicen invocando el presente artículo, se sustanciarán en conformidad al Párrafo 6º, Capítulo II, Título I, del LIBRO V de este Código, una vez que se encuentre concluido el procedimiento de reclamación previsto para estos efectos en el reglamento interno de la empresa.”.


El Honorable Senador señor Allamand expresó que esta nueva propuesta resulta satisfactoria en la medida que efectivamente despeja las inquietudes que se manifestaron con anterioridad. Los restantes miembros de la Comisión coincidieron con dicho planteamiento.


- Conforme a lo anterior, los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela retiraron las indicaciones números 2 y 3, de las cuales son coautores.


- Por su parte, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro, aprobó las indicaciones números 4, 4 bis y 4 ter, con modificaciones, para considerar el texto del artículo 62 bis contemplado en el numeral 2 del artículo 1º, en los términos transcritos precedentemente, al tenor de la última proposición formulada a su respecto.

Tras la aprobación en referencia, la Comisión estimó pertinente la supresión del número 1 del artículo 1º y de las dos letras que dicho numeral contiene, en razón de los fundamentos y con las votaciones que se consignaron en su oportunidad.

Número 3


Introduce, mediante tres letras, diversas modificaciones al artículo 154 del Código del Trabajo, que en doce numerales señala las disposiciones que deberá contener el reglamento interno de la empresa. Su texto, en lo pertinente, se describirá a continuación de las modificaciones que se proponen.

Letra a.


“a. Agrégase en el número 6., a continuación del punto y coma (;), el siguiente párrafo:


“en el caso de empresas de cincuenta trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales, como la descripción general del cargo y las condiciones o habilidades profesionales inherentes a él;”.


El texto del número 6 del artículo 154, es el que sigue:


“6.- la designación de los cargos ejecutivos o dependientes del establecimiento ante quienes los trabajadores deban plantear sus peticiones, reclamos, consultas y sugerencias;”.


La letra a., transcrita precedentemente, fue objeto de dos indicaciones:


La indicación número 5, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, para suprimirla.


La indicación número 6, de los mismos señores Senadores, para sustituirla por la que sigue:


“a. Intercálase, en el número 6, a continuación de la palabra “sugerencias”, la siguiente frase: “y en el caso de empresas de doscientos trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa”.”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que las normas en estudio contemplan la obligación de las empresas, de llevar un registro de cargos y funciones, lo cual en alguna medida podría contribuir al análisis y determinación de si los trabajos son iguales, similares o de igual valor.


Recordó que durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados se estableció que las empresas con más de 50 trabajadores estarían sujetas a la obligación de llevar el señalado registro. La indicación número 6, en tanto, propone aumentar ese número de empleados a 200. A juicio del Ejecutivo, no parece apropiado elevar el estándar aprobado en general, toda vez que el 32% de los trabajadores de nuestro país presta servicios en empresas con más de 50 empleados, por tanto, si se incrementara ese rango es probable que disminuiría progresivamente dicho porcentaje, dejando fuera del alcance de esta normativa a un importante contingente de trabajadores. Por consiguiente, apuntó, el Ejecutivo estima pertinente mantener el límite en 50 trabajadores, ya que así un tercio de la fuerza laboral de nuestro país quedará bajo el amparo de esta nueva regulación legal.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que, junto con el Honorable Senador señor Pérez Varela, son coautores de dos indicaciones respecto de esta norma, una para suprimir la disposición, y otra para elevar el número de trabajadores de 50 a 200 a fin de generar la obligación de mantener un registro de funciones y cargos. Ello porque, a su juicio, se trata de una exigencia imposible de cumplir en la práctica, máxime en las actuales circunstancias en que se desenvuelven las empresas. Añadió que las empresas cambian su estructura y organización constantemente porque están en permanente movimiento, con lo cual, llevar un registro en el que se consignen los diversos cargos y funciones, sus características técnicas, la descripción general de los mismos y las condiciones para ejercerlos, es una labor engorrosa y de una complejidad tal que, más bien, será una nueva carga impuesta. Para una PYME, por ejemplo, podría resultar una tarea impracticable, dadas sus propias características. 


Conforme a lo anterior, Su Señoría solicitó al Ejecutivo revisar esta materia y analizar la pertinencia de la obligación que a este respecto se pretende establecer, estudiando su factibilidad, especialmente en cuanto a la forma en que se ejecutará o cada cuánto tiempo deberá actualizarse el señalado registro.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó cuál es el fundamento que justifica esta norma.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que esta norma persigue generar un instrumento que proporcione un parámetro más o menos objetivo que permita evaluar las características de los distintos cargos y funciones que se cumplen al interior de la empresa. La existencia de tal registro, que consigne esta descripción general, permitirá esclarecer las definiciones de cada puesto de trabajo y resolver, ya sea al interior de la misma empresa o en sede judicial mediante el procedimiento de tutela, las dudas o controversias que surjan en esta materia, en base a una calificación previa, fundada y documentada respecto a las especificaciones y características de cada empleo.


En todo caso, añadió, en la actualidad ya existe en muchas empresas un registro o documento en el cual consta el organigrama de la entidad, donde se describe su estructura organizacional y los cargos y funciones que en ella se ejercen.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto apuntó que parece ser una alternativa adecuada el que sea un tribunal quien determine si a una persona se le está pagando de acuerdo a las funciones que cumple y si es objeto o no de una discriminación a ese respecto en razón de género.


En cuanto a esta nueva exigencia relativa al registro que se incorporaría al reglamento interno de la empresa, manifestó su preocupación por cuanto la realidad demuestra que muchas de las normas contenidas en estos reglamentos internos son verdaderamente letra muerta, ya que no se cumplen en lo absoluto y esta vez no hay seguridad alguna de que no acontezca exactamente lo mismo, con lo cual las mujeres podrían continuar siendo discriminadas remuneracionalmente, a pesar de la nueva normativa legal.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que de acuerdo a la ley, en las empresas con más de 10 trabajadores debe existir un reglamento interno de orden, higiene y seguridad. Además, por lo general, en las gerencias de recursos humanos se mantiene una descripción de las funciones que se cumplen. En consecuencia, imponer como exigencia adicional el que se trate de empresas con más de 50 trabajadores para que deban llevar un registro de cargos es, a su juicio, una sobre exigencia porque ya hay un documento en el que se consignan los respectivos puestos de trabajo. Conforme a ello, Su Señoría discrepó de la opinión de que ésta sería una obligación imposible de cumplir en la práctica. No obstante lo anterior, añadió, el punto está en definir si esta medida es realmente necesaria a la luz de este proyecto de ley. Agregó que, sin duda, cuando se quieren comparar trabajos para determinar si son iguales, similares o de igual valor, es muy útil contar con un instrumento en el que consten las características esenciales de éstos, porque ello valida la decisión al respecto. En tal sentido, puede ser una importante herramienta para la resolución de las demandas judiciales que se planteen en este ámbito. Señaló que, como principio, es partidario de que existan este tipo de documentos con definiciones claras de funciones. Asimismo, su inquietud al respecto no deriva de las dificultades en su implementación práctica, sino de su utilidad o necesidad respecto de este proyecto de ley, por lo menos en tanto no se precise bien qué es lo que aquí se quiere comparar.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social indicó que esta norma pretende esclarecer la situación de los puestos de trabajo, lo cual permite definir si hay o no discriminación remuneracional en razón de género. Además, no se trata de confeccionar una descripción pormenorizada de cada función que se cumple, sino más bien de una determinación, tras un análisis lineal, de los cargos que existen al interior de la empresa.


En cuanto a la exigencia de que se trate de empresas con más de 50 trabajadores para imponer la obligación de mantener del registro en referencia, recordó que ese fue el número de empleados propuesto al efecto por la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile (CONAPYME) y, recogiendo dicha inquietud, fue incorporado a la iniciativa durante su tramitación en la Cámara de Diputados, ya que la norma originalmente no contemplaba límite alguno al respecto, pues estaba concebida para todo tipo de empresas.


El Honorable Senador señor Allamand insistió en la necesidad de evaluar la pertinencia de esta norma en función de la lógica del proyecto. Asimismo, reiteró la importancia de considerar las escasas posibilidades de cumplimiento de una obligación de esta naturaleza, más aún en las actuales circunstancias por las que atraviesan las empresas. Finalmente, sugirió que, si la norma prospera, se analice la posibilidad de, a lo menos, establecer un plazo prudente para que las empresas puedan cumplir esta nueva tarea.


En todo caso, advirtió, no obstante la existencia de este reglamento, de igual modo podrían surgir discrepancias y reclamos por estimarse que las personas designadas para ejercer tales cargos no cumplen a cabalidad con las condiciones y habilidades descritas al efecto.


La señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer manifestó que lo importante es generar en nuestro país un cambio en la cultura laboral, la cual, históricamente, ha tendido a discriminar a la mujer. Enfatizó que ese es el sentido de este proyecto de ley, entendiendo que en estas materias es importante establecer gradualidades a fin de que las medidas pertinentes puedan ser adoptadas mediante procedimientos que paulatinamente produzcan el cambio esperado.


Recordó que el SERNAM desde hace dos años se encuentra ejecutando el programa IGUALA, en el cual participan más de 50 empresas que reciben la asesoría técnica y profesional necesaria para la instalación de mecanismos que permitan este cambio de la cultura organizacional. El resultado, subrayó, ha sido exitoso y ha revelado que al interior de las empresas se siguen prácticas muy favorables para las trabajadoras, pero que no siempre se rescatan y por eso es importante destacarlas ahora, particularmente en cuanto a la positiva respuesta obtenida ante este programa de gobierno.


Se trata, subrayó, de construir un nuevo concepto que no sea rígido ni que restrinja la capacidad de adecuación de las empresas. Es por ello que parece comprensible que en épocas de crisis se establezcan sistemas graduales de implementación de los nuevos regímenes o que se apoye dicha tarea con programas de asesoramiento. Asimismo, también podría ser pertinente analizar la posibilidad de morigerar las exigencias en torno a este registro de funciones y cargos, simplificando su configuración de modo que no represente una carga adicional. Lo mismo respecto de las PYMES, las cuales efectivamente responden a una estructura y funcionamiento diferentes, razón por la cual podría considerarse la implementación de procesos de capacitación y adaptación. Lo importante, enfatizó, es no negar la posibilidad de instaurar una norma de este tipo, que incorpora al reglamento interno de la empresa un registro de los cargos que se desempeñan en ella. La no discriminación remuneracional en razón de género también amerita una regulación reglamentaria, tal como acontece con muchas otras materias. Si bien se trata de un proceso gradual, este cambio en nuestra cultura laboral involucra una multiplicidad de aspectos. De hecho, acotó, el Código de Buenas Prácticas Laborales consigna siete ámbitos de análisis, entre ellos, la falta de acceso de la mujer a cargos directivos, la compatibilidad de la vida laboral con la familiar y, por supuesto, la brecha remuneracional. En consecuencia, un reglamento que aborde esta materia contribuye a asumir otros aspectos que se vinculan estrechamente con la discriminación de remuneraciones.


Posteriormente, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo presentó la indicación signada como 6 bis, para reemplazar la letra a. en análisis, por la siguiente:

“a) Agrégase en el número 6.- de su inciso primero, a continuación de la palabra “sugerencias”, la siguiente oración:


“, y en el caso de empresas de cincuenta trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales”.”.


El Honorable Senador señor Letelier señaló, en primer término, no advertir la razón de la indicación número 5 para suprimir la norma que propone la instauración de este registro de cargos o funciones. Explicó que, actualmente, ya existe en la ley la obligación de las empresas que tengan más de diez trabajadores de mantener un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, al cual habría que incorporar un registro de las distintas funciones que se cumplen al interior de la empresa. Este registro, por lo demás, contendría más bien una descripción genérica de los respectivos cargos, generando un parámetro que permitirá conocer los distintos servicios que los trabajadores prestan.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su preocupación por cuanto la disposición en comento limitaría dicha obligación sólo a las empresas con más de 50 trabajadores. Ello, acotó, podría inducir a una distorsión de la normativa, razón por la cual, en su opinión, lo pertinente sería que todas las empresas obligadas por ley a mantener el reglamento interno de orden, higiene y seguridad, deberían, a su vez, quedar obligadas a llevar el señalado registro de funciones.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que la vida actual impone un acelerado ritmo de trabajo, lo cual enfrenta a las empresas a la necesidad de cambiar permanentemente sus estructuras organizacionales y productivas. En ese contexto, agregó, establecer la obligación de mantener un registro de funciones significará una verdadera carga para el empleador, casi imposible de cumplir, por cuanto difícilmente podrá llevarse al día la descripción de tales funciones, toda vez que éstas se encuentran en constante evolución. Ello, expondrá a las empresas al riesgo permanente de ser multadas por la autoridad administrativa ante el incumplimiento de una obligación laboral. Por consiguiente, puntualizó, no se advierten los beneficios de una norma como la que se propone, sino que, más aún, sólo se vislumbran los inconvenientes que derivarán de su implementación, como por ejemplo, la necesidad de mantener personal ejecutando un trabajo no productivo, en un mundo laboral cada vez más cambiante y competitivo.

La señora Ministra (S) del SERNAM señaló que, revisada la norma contemplada en el texto aprobado en general, se concluyó que el excesivo detalle que ésta considera para conformar el registro podría ser innecesario para los efectos pretendidos y, por tanto, a fin de simplificar su confección podría ser suficiente exigir que éste sólo consigne los diversos cargos y funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales. Sin embargo, advirtió, prescindir por completo del referido registro podría generar mayores posibilidades de arbitrariedad, porque no habrá instrumento alguno en base al cual sustentar un eventual reclamo por discriminación remuneracional en razón de género.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su aprensión en torno al precepto en estudio, toda vez que la lógica del mismo no parece clara. El objetivo central de esta normativa, añadió, es evitar la discriminación de remuneraciones entre hombres y mujeres, y la existencia de un registro se explicaría por la necesidad de contar con un instrumento en el cual consten los distintos servicios que se prestan, permitiendo con ello conocer si son igualmente remunerados tratándose de hombres y mujeres. Sin embargo, advirtió, los ejemplos prácticos son los que mejor pueden ilustrar en torno a la pertinencia de dicha exigencia. En efecto, puntualizó, cualquier restaurante de tamaño medio, es una empresa que cuenta con, a lo menos, 50 trabajadores, quienes, a pesar de su número, tienen que cumplir una multiplicidad de funciones durante el transcurso de la jornada laboral, en razón de la gran variedad de tareas que deben ejecutarse para la marcha regular del negocio, el cual, por su propia naturaleza, se desarrolla con gran dinamismo. Si a ello se suma la obligación de mantener un registro de cargos y funciones, significará que se impone una carga adicional que, más que facilitar el trabajo, encarecerá y hará más compleja la gestión de la empresa. Lo mismo podría suceder con una empresa de transportes, cuyo universo de trabajadores entre choferes, cargadores y otros, fácilmente suman más de 50 personas. Si se trata de las grandes empresas, en cambio, esto quizás no revista mayor problema, porque ellas normalmente mantienen sendos organigramas que describen las estructuras establecidas, sin embargo, en el caso de las pequeñas y medianas empresas será una complejidad difícil de enfrentar. En consecuencia, más allá del espíritu que inspira la norma, el remedio podría ser más pernicioso que la problemática que se intenta resolver.


La Honorable Senadora señora Matthei apuntó que si el registro sólo consigna una descripción genérica de cargos, no servirá para los efectos pretendidos, toda vez que no permitirá conocer en qué consisten cada una de las funciones y las remuneraciones que tienen asignadas, de modo que no podrá dilucidarse si se ha incurrido en una discriminación arbitraria. Por el contrario, si el registro contiene una descripción detallada de cada uno de los cargos que se desempeñan, tampoco será útil en la medida que difícilmente podrá mantenerse actualizado.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que el registro sería como una verdadera fotografía del equipo laboral y de las tareas que éste desempeña, sin ser nominado ni pormenorizado, sino más bien, una especie de organigrama general. Lo importante, añadió, es contar con un instrumento que permita evitar que se justifiquen discriminaciones remuneracionales al amparo de la falta de un parámetro objetivo. En razón de lo anterior, siendo pertinente establecer este registro, sugirió mejorar la redacción de la norma para su perfeccionamiento.


El Honorable Senador señor Allamand se manifestó contrario a esta obligación de mantener un registro de cargos y funciones. Lo anterior, explicó, no sólo porque significará la imposición de una carga innecesaria y, peor aún, casi imposible de cumplir dada la complejidad que reviste su implementación, sino que también, en atención a que la existencia de este registro resulta inoficiosa, tanto si se concibe como una reseña genérica como si se contempla como una descripción pormenorizada de las funciones. En uno y otro caso, apuntó, el registro no será útil para los efectos que se pretende, porque si es genérico, no permitirá fundamentar reclamos ni acciones judiciales contra situaciones de discriminación remuneracional, porque no ofrecerá el grado de precisión necesario para ello y, a la inversa, si es un elenco detallado, será muy difícil mantenerlo actualizado, con lo cual siempre habrá un desfase con la realidad laboral de la empresa. Se trata, pues, de razones suficientes como para no imponer la obligación en cuestión, pues de lo contrario el problema derivará en la necesidad de esclarecer qué dice el registro respecto de un determinado cargo y qué no señala en relación al mismo. En ese caso, agregó, lo más apropiado es que la definición quede finalmente entregada al juez. Coincidió en que para las grandes empresas, esto no representará mayor problema, no así para las pequeñas y medianas. En consecuencia, reiteró su oposición a la exigencia de este registro de cargos y funciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que el tema de fondo de esta discusión es que no haya discriminación en las remuneraciones en razón de género. Ello no significa, añadió, que no puedan haber distinciones remuneracionales en función de las habilidades o capacidades personales de quien ejerce un cargo, lo cual es perfectamente posible y válido. Conforme a lo anterior, es necesario contar con un instrumento que permita fijar parámetros objetivos que impidan la discriminación arbitraria en esta materia. Agregó que, si bien es cierto que en el mundo actual la realidad empresarial cambia constantemente, no es menos cierto que las variaciones que experimentan las empresas nunca son tan extremas como para alterar sustancialmente las funciones que en ellas se cumplen, las que, por lo general, se mantienen invariables en lo fundamental. Así, por ejemplo, en la industria agrícola siempre se cumplirán determinadas funciones que son inherentes a esa actividad y que, como tales, no van a mutar, como son el riego, la poda o la cosecha, entre otras. Asimismo, muchas de estas tareas se valorizarán en el futuro con motivo de la certificación de competencias laborales a que tienen acceso los trabajadores. Por consiguiente, se trata de instaurar un instrumento objetivo, que consigne en forma genérica los cargos que se ejercen al interior de la empresa. Ello permitirá conocer las distintas funciones y evitar la discriminación remuneracional en razón de género, sin perjuicio de las justificadas diferencias que puedan existir con motivo de las capacidades y habilidades individuales de quienes desempeñan dichas funciones.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro propuso, para mejorar la redacción del precepto en cuestión, establecer su texto como sigue: “, y en el caso de empresas de doscientos trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales.”. Con ello, explicó, se eleva el número de trabajadores que define el tipo de empresa que quedará sujeta a la obligación de mantener el señalado registro y, asimismo, se resguarda que este registro, aunque contemple una nómina genérica, de igual modo tenga un cierto nivel de precisión al detallar, a lo menos, las características técnicas esenciales de los diversos cargos y funciones.


La Honorable Senadora señora Matthei advirtió que, al parecer, no está claro el objetivo que se persigue con esta norma, porque, por una parte el Ejecutivo señala que se trata de establecer un registro que permita en definitiva respetar la ley en cuanto al principio de igualdad remuneracional y, por la otra, sostiene que, en todo caso, será un registro de carácter genérico. Éste, como tal -a su juicio-, mal podría cumplir dicha finalidad. En consecuencia, solicitó a los representantes del Ejecutivo esclarecer previamente el sentido de la norma propuesta.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que la finalidad del precepto es generar un patrón objetivo que señale cómo se estructura y organiza la empresa en relación a los cargos y funciones que en ella se desempeñan. Asimismo, agregó, se ha optado por un registro general e innominado, justamente para evitar que se convierta en una obligación engorrosa de cumplir. Se trata, pues, de proporcionar un instrumento que permita a la mujer sustentar su reclamación o al juez resolver las causas que en este ámbito se promuevan. Es un instrumento de respaldo al contrato de trabajo, en el cual estarán consignadas las tareas específicas que competen al trabajador.


La Honorable Senadora señora Matthei apuntó que esta generalidad del registro, sólo derivará en una proliferación de las causas judiciales que se entablen en esta materia, porque si sólo se mencionan las funciones en general, sin otra especificación que las describa, todos los trabajadores podrían reclamar que, ante la ejecución de las tareas genéricas, corresponde pagar la misma remuneración. Así por ejemplo, si el registro consigna la labor de tractorista, todos quienes cumplan esa función podrían sostener que ameritan igual sueldo, sin considerar que no es lo mismo conducir un tractor en una superficie plana que hacerlo en una pendiente, donde los riesgos son mayores y, por tanto, la pericia que se requiere al efecto también es mayor.


En consecuencia, agregó Su Señoría, el tema deviene en un problema de prueba y de cómo será valorada esa prueba en el juicio laboral y, para esos efectos, el registro en cuestión no será de utilidad alguna, tanto si es genérico -porque no tendrá la precisión pertinente-, como si es detallado -porque será una carga engorrosa y difícilmente podrá mantenerse actualizado-. De esta forma, en su opinión, la solución propuesta ofrece más desventajas que beneficios. Además, si el contrato de trabajo consigna las funciones específicas que cumple el trabajador, tampoco sería necesaria la existencia del mencionado registro.


En la sesión siguiente, el señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que la indicación número 6 bis simplifica el texto aprobado en general para la letra a) del numeral 3 del artículo 1º, toda vez que la modificación que propone respecto del número 6 del artículo 154 del Código del Trabajo, considera que el registro en referencia consigne sólo los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales, eliminando la exigencia de registrar la descripción general del cargo y las condiciones o habilidades profesionales inherentes a él.


- En razón de lo anterior, los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, en su calidad de coautores de la indicación número 5, la retiraron.


A continuación, la Comisión resolvió votar separadamente, por una parte, la proposición respecto al número de trabajadores que dará lugar a la obligación relativa al registro y, por la otra, el resto de la indicación número 6 y la frase final de la indicación número 6 bis, o sea, “y sus características técnicas esenciales”. 


- Puesta en votación la indicación número 6, en cuanto al antedicho número de trabajadores, se aprobó por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Allamand, Pérez Varela y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, quedando en consecuencia, en ese mismo punto, rechazada la indicación número 6 bis con la votación inversa, votando los mismos señores Senadores.

- En votación el resto de las indicaciones números 6 y 6 bis, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro.

De consiguiente, ambas indicaciones quedaron aprobadas, con modificaciones, y el texto de la enmienda a introducir en el artículo 154, número 6, del Código del Trabajo, contemplada por la letra a) del numeral 3 del artículo 1º del proyecto de ley, quedó como sigue:


“, y en el caso de empresas de doscientos trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales”.

Letras b. y c.


Sus textos son los que siguen:


“b. Reemplázanse en el número 11., la conjunción “y” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;) y en el número 12., el punto final (.) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).


c. Incorpórase el siguiente número 13, nuevo:


“13.- el procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito; ésta última deberá ser fundada y entregada dentro de un plazo no mayor a treinta días de efectuado el reclamo por parte del trabajador.”.”.


Cabe hacer presente que no se consignan los textos de los números 11 y 12 del artículo 154, por cuanto las modificaciones que les introduce la letra b., son sólo formales, como consecuencia del número 13, nuevo, que se propone agregar al artículo 154.


Las indicaciones presentadas a estas letras b. y c., son las siguientes:


Las indicaciones números 7 y 8, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, para suprimir las letras b. y c., respectivamente.


La indicación número 9, de los mismos señores Senadores, es para sustituir la letra c., por la que sigue:


“c. Agrégase, el siguiente número 13, nuevo:


“13.- El procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito y debidamente fundadas. En el caso de esta última, deberá ser entregada dentro de un plazo no mayor a 30 días de efectuado el reclamo por el trabajador.”.”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que la norma en comento incorpora en el reglamento interno de la empresa la mención a un determinado procedimiento al cual deberán someterse los reclamos por infracción al principio de igualdad de remuneraciones en razón de género. 


Al respecto, agregó, cabe mencionar que el texto aprobado en general dispone que la respuesta que emita el empleador ante el reclamo del trabajador, debe ser fundada. La indicación número 9, por su parte, extiende dicha exigencia al reclamo que formule el empleado, de modo tal que, tanto dicho reclamo como su contestación, deberán constar por escrito y ser fundados. Ello, a juicio del Ejecutivo, resulta razonable, motivo por el cual comparte la propuesta de la referida indicación.


Con posterioridad, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo presentó, respecto del literal c. en estudio, la indicación número 9 bis, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Incorpórase en su inciso primero, el siguiente número 13.-, nuevo:


“13.- El procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito y estar debidamente fundadas. La respuesta del empleador deberá ser entregada dentro de un plazo no mayor a 30 días de efectuado el reclamo por parte del trabajador.”.”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM subrayó que la propuesta de la indicación número 9 bis, viene a resolver la inquietud manifestada en cuanto a la necesidad de que, en estas materias, tanto el reclamo formulado por el trabajador como la correlativa respuesta que emita el empleador, deban constar por escrito y ser fundados, requisito que, en el texto aprobado en general, sólo se contempla respecto de la correspondiente contestación del empleador.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social enfatizó que, en atención al texto aprobado para el nuevo artículo 62 bis, la norma en estudio resulta indispensable puesto que la reclamación sobre discriminación remuneracional se trasladará a la sede judicial sólo una vez concluidos los procedimientos contemplados por la empresa para tales efectos en su reglamento interno.


La Comisión compartió la referida propuesta.


- Conforme a lo anterior, las indicaciones números 7, 8 y 9, fueron retiradas por sus autores, Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela.


- En tanto, la indicación número 9 bis, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro.

Número 4


Incorpora un nuevo inciso final al artículo 511 del Código del Trabajo. Su texto es el que sigue:


“4. Agrégase, en el artículo 511, el siguiente inciso final:


“Los empleadores que no presenten diferencias arbitrarias de remuneraciones entre trabajadores que desempeñen cargos y responsabilidades similares, podrán solicitar la rebaja del 10% de las multas adicionalmente a lo que se resuelva por aplicación de los incisos precedentes, en tanto las multas cursadas no se funden en prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales.”.”.

El artículo 511 del Código del Trabajo -sobre el cual incide el numeral en comento-, se refiere a la facultad del Director del Trabajo para dejar sin efecto las multas impuestas. Prescribe textualmente:


“Artículo 511. Facúltase al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado no haya reclamado de conformidad con el artículo 474 de este Código, para dejar sin efecto o rebajar, en su caso, las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia y renunciar o desistirse de la acción ejecutiva para su cobro siempre que concurra alguna de las circunstancias siguientes: 


1) Que se acredite fehacientemente haber dado íntegro cumplimiento a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivó la sanción;


2) Que aparezca de manifiesto que se ha incurrido en un error de hecho al imponerse la multa.


Si dentro de quince días de notificada la multa, el empleador corrigiere la infracción a satisfacción de la Dirección del Trabajo, el monto de la multa se rebajará en un cincuenta por ciento, sin perjuicio del derecho de solicitar una reconsideración por el monto total de la multa, a la misma Dirección.”.

La indicación número 10, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, es para suprimir el número 4.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM señaló que la norma en estudio -que permite una rebaja de las multas impuestas al empleador, cuando éste no presente diferencias arbitrarias en las remuneraciones de sus trabajadores-, fue incorporada al proyecto de ley durante su tramitación en la Cámara de Diputados. Lo anterior, fundamentado en la importancia de incentivar este cambio cultural a que se ha hecho referencia y de fomentar las buenas prácticas laborales que, en este caso, consisten en el respeto al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres. El Ejecutivo, acotó, coincide con dicha premisa, y no advierte la razón para proponer la supresión de dicha norma, tal como señala la indicación en estudio.


En sesión posterior, atendidos los diversos acuerdos alcanzados en torno a la normativa en estudio y que se han consignado en las oportunidades correspondientes, los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, retiraron la indicación número 10, de la cual son coautores.
Artículo 2º


Modifica el artículo 9º de la ley Nº 18.834, que establece el Estatuto Administrativo. Su texto prescribe:


“Artículo 2°.- Intercálase, en el artículo 9°, de la ley 
Nº 18.834, que contiene el Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, el siguiente inciso segundo:


"En la valoración y retribución del trabajo deberá velarse por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino por un servicio de igual valor.”.”.

Cabe señalar que el citado artículo 9º de la ley 18.834, pasó a ser artículo 10, con igual redacción, en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha ley, sobre Estatuto Administrativo.

De acuerdo a lo anterior, el artículo 2º en estudio, incidiría sobre el actual artículo 10 del citado decreto con fuerza de ley, el cual, referido a los empleos a contrata, reza:


“Artículo 10.- Los empleos a contrata durarán, como máximo, sólo hasta el 31 de diciembre de cada año y los empleados que los sirvan expirarán en sus funciones en esa fecha, por el solo ministerio de la ley, salvo que hubiere sido propuesta la prórroga con treinta días de anticipación a lo menos.


El número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta.


Podrán existir empleos a contrata por jornada parcial y, en tal caso, la correspondiente remuneración será proporcional a dicha jornada.


Los grados de las escalas de remuneraciones que se asignen a los empleos a contrata no podrán exceder el tope máximo que se contempla para el personal de las plantas de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares en el respectivo órgano o servicio, según sea la función que se encomiende. En aquellos órganos o servicios en que no existan algunas de las plantas mencionadas, los empleos a contrata no podrán tener un grado superior al máximo asignado a la planta respectiva, en los otros órganos o servicios regidos por la misma escala de sueldos.”.

Fueron presentadas tres indicaciones respecto del artículo 2º del proyecto de ley:


La indicación número 11, de los Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela, para suprimirlo.

La indicación número 12, de los mismos señores Senadores, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 2º.- Reemplázase el inciso cuarto del artículo 9º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, por el siguiente:


“Las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones, capacidades e idoneidad exigidas para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.”.”.


La indicación número 13, también de los mismos señores Senadores, sustituye la palabra “valor” por “productividad”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que el artículo 2º del texto aprobado en general incorpora al Estatuto Administrativo el principio de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres, y lo hace en los mismos términos en que se consagra dicho principio en el Código del Trabajo. Lo anterior, resulta de toda lógica a fin de que exista entre todas las normas referidas a esta materia, la debida correspondencia y armonía. En el mismo sentido, apuntó, se orientan las indicaciones números 12 y 13, en tanto que la indicación número 11 propone la supresión de la norma en comento.


Posteriormente, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo presentó la indicación número 13 bis, para sustituir el artículo 2º del proyecto, por el siguiente:

“Artículo 2°.- Modifícase el artículo 9° de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente manera:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “desempeñe”, la frase “y con la capacidad e idoneidad personal de quien sirva dicho cargo”.


b) Agrégase, a continuación de la palabra “funcionario”, la frase “, excluyéndose toda discriminación que pueda alterar el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres”.”.


Es dable señalar que esta indicación fue formulada sobre la base de la disposición del actual artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, el cual está referido a todo cargo público y a la asignación de grado y de remuneraciones que corresponde.


Para una mejor comprensión de las enmiendas propuestas por la indicación, se transcribe el texto de la citada disposición:


“Artículo 9º.- Todo cargo público necesariamente deberá tener asignado un grado de acuerdo con la importancia de la función que se desempeñe y, en consecuencia, le corresponderá el sueldo de ese grado y las demás remuneraciones a que tenga derecho el funcionario.”.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que la indicación número 13 bis persigue dos objetivos. Por una parte, incorporar los conceptos de capacidad e idoneidad personal de quien sirva el cargo, entre los elementos a considerar para la asignación de grado a un determinado cargo público, además de la importancia atribuida al mismo. Al efecto, anotó, se estaría replicando la terminología utilizada por la propia Constitución Política de la República.


Por otro lado, agregó, la indicación en comento propone incorporar en la ley una frase que excluya toda posibilidad de incurrir en una discriminación que altere el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres. Hizo presente que, en los últimos años, mediante distintas reformas, este principio se ha materializado en el sector público en aspectos tales como la capacitación o la movilidad al interior de las carreras funcionarias y, por tanto, la igualdad remuneracional sería una manifestación más de dicha regla general. 


Concluyó destacando que el fundamento final de la norma en comento es consagrar también en el Estatuto Administrativo el referido principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, del mismo modo que lo ha sido en el Código del Trabajo.


Por su parte, la Comisión consideró pertinente tener presente que, durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, la disposición en estudio fue aprobada sólo respecto de los empleos a contrata, toda vez que éstos son los cargos realmente susceptibles de ser afectados por una discriminación remuneracional arbitraria, lo que no acontecería del mismo modo con los cargos de planta.


El Honorable Senador señor Pérez Varela propuso agregar en el texto legal una mención a las “calificaciones” de que son objeto los trabajadores del sector. Explicó que, tal como los funcionarios de planta, los empleados a contrata están sujetos a procesos de calificación anual que inciden, por ejemplo, en su continuidad laboral o en la definición del grado al que estarán asignados. Recalcó que, si no se hiciera una referencia a estas calificaciones, podría suceder que se considere como un acto discriminatorio el establecimiento de diferencias remuneratorias en razón de tales calificaciones, por el sólo hecho de no aparecer expresamente mencionadas en la ley, lo cual se apartaría por completo del verdadero sentido y alcance de la normativa. En consecuencia, puntualizó, junto a los conceptos de capacidad e idoneidad personal de quienes desempeñan los cargos, debería contemplarse la calificación de los mismos, entre los criterios que habilitarán para generar distinciones en las remuneraciones, sin que constituyan actos de discriminación.


La señora Ministra del SERNAM expresó que las calificaciones en el caso de los empleos a contrata, no representan un elemento determinante para el desempeño de tales cargos. Recordó que estos empleos, de acuerdo a la regulación que les es propia, tienen una duración anual -extendiéndose hasta el 31 de diciembre de cada año-, manteniéndose vigentes en tanto sean necesarios los servicios de que se trate. En razón de ello, añadió, es que pueden quedar sin efecto en cualquier momento, mediando 30 días de anticipación a la notificación de su término. Sin perjuicio de lo anterior, apuntó, comparte la proposición de incorporar en la ley una mención a las calificaciones, toda vez que, efectivamente, éstas constituyen un criterio objetivo a considerar y, como tal, ameritan estar contempladas en la ley, del mismo modo como son consideradas al efecto en la normativa laboral común y general.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social coincidió con que, más que producir un efecto en relación a la mantención del empleo, las calificaciones de estos funcionarios a contrata tienen incidencia en otros aspectos laborales, como por ejemplo, en la posibilidad de acceder a ciertas asignaciones cuya percepción depende de la evaluación de desempeño. Tal es el caso, precisó, de la asignación trimestral de modernización.

Tras el análisis efectuado, la Comisión compartió el criterio que imperó en la Cámara de Diputados, en cuanto a que la norma en comento quede circunscrita a los empleos a contrata.


Conforme a ello, resolvió incorporar las respectivas modificaciones al artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, toda vez que dicha disposición es el actual precepto relativo a la materia. De esta manera, además, se enmienda la referencia numérica que al respecto figura en el texto aprobado en general.


Asimismo, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en que, tanto las propuestas formuladas por la indicación número 13 bis, como la sugerencia de incorporar una mención a las calificaciones, serían las modificaciones que resultan pertinentes para estos efectos, toda vez que ellas responden al objetivo trazado al legislar en este ámbito. 


Finalmente, coincidieron en que dichas enmiendas sean incorporadas a la norma citada como un nuevo inciso cuarto -y no como inciso segundo, según contempla el proyecto aprobado en general-, por cuanto ésta sería una ubicación más adecuada, en función del orden lógico que sigue el texto de la disposición en cuestión.


De este modo, consideraron atinente aprobar la indicación número 13 bis, con las adecuaciones necesarias para incorporar las enmiendas reseñadas precedentemente, como un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“En los empleos a contrata la asignación a un grado será de acuerdo con la importancia de la función que se desempeñe y con la capacidad, calificación e idoneidad personal de quien sirva dicho cargo y, en consecuencia, les corresponderá el sueldo y demás remuneraciones de ese grado, excluyendo toda discriminación que pueda alterar el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres.”.


Los representantes del Ejecutivo, por su parte, manifestaron su conformidad con la señalada resolución.


- De acuerdo a lo anterior, las indicaciones números 11, 12 y 13, fueron retiradas por sus autores, Honorables Senadores señores Allamand y Pérez Varela.


- La Comisión, en tanto, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro, aprobó la indicación número 13 bis, con modificaciones, para introducir en el artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, ya individualizado, un inciso cuarto, nuevo, en los términos transcritos precedentemente.
Disposiciones transitorias

Artículos primero y segundo

La norma del artículo primero transitorio se refiere al procedimiento a que den lugar las denuncias que se efectúen con motivo de la discriminación en las remuneraciones. Dispone literalmente:


“Artículo primero.- Las denuncias sobre discriminación en materia de remuneraciones, se sustanciarán en conformidad al procedimiento establecido en el párrafo sexto del capítulo II del título primero del Libro V del Código del Trabajo, en tanto dichas normas entren en plena vigencia.”.


El artículo segundo transitorio, en tanto, está referido a la vigencia de las obligaciones que impone esta ley. Señala textualmente lo siguiente:


“Artículo segundo.- Las obligaciones que esta ley impone al empleador comenzarán a regir noventa días después de su publicación en el Diario Oficial.”.


Tras la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, S.E. la señora Presidenta de la Republica presentó la indicación número 14, para reemplazar los artículos primero y segundo transitorios, por el que se transcribe a continuación:


“Artículo Transitorio.- Lo dispuesto en la letra a) del numeral 3 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial respecto de las empresas que cuenten con más de 200 trabajadores. En relación a las demás empresas obligadas, dicha norma comenzará a regir nueve meses después de la publicación de esta ley.”.

El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que la sustitución de las disposiciones transitorias obedece a que, cuando se presentó a tramitación parlamentaria esta iniciativa legal, aún no se había establecido el sistema gradual de entrada en vigencia de la reforma procesal laboral y, con ella, la del procedimiento de tutela de derechos fundamentales, al cual estarán sujetas las reclamaciones que en este ámbito se entablen. Sin embargo, aclaró, en la actualidad, las referidas normas transitorias no serían necesarias en los términos contemplados en el texto aprobado en general, toda vez que ya se conoce con precisión la época en la cual la nueva justicia del trabajo operará en nuestro país, la que, por lo demás, en los próximos meses estará plenamente vigente en todo el territorio nacional.


De esta suerte, concluyó la indicación número 14 sustituye los señalados artículos transitorios, por otro que se limita a establecer que la obligación de llevar un registro de cargos o funciones comenzará a regir seis meses después de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial. Al efecto, añadió, la norma distingue entre las empresas con más de doscientos trabajadores y el resto de las empresas. No obstante lo anterior, advirtió, al tenor de lo acordado respecto de las indicaciones números 6 y 6 bis, dicha distinción resulta ahora innecesaria, toda vez que la referida obligación sólo se impondrá a las empresas cuyo número de trabajadores sea igual o superior a doscientos.


La Comisión, atendido lo resuelto para las citadas indicaciones, consideró pertinente suprimir de la disposición transitoria propuesta, la mención a las empresas con más de doscientos trabajadores, así como también la segunda oración que en ella se contempla.


- Consecuencialmente, la Comisión se pronunció respecto a la norma en estudio, considerando su primera oración hasta la expresión “Diario Oficial” y, concordante con la votación emitida para el número de trabajadores que determinará la procedencia de la obligación de llevar un registro, la indicación número 14 fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Allamand, Pérez Varela y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Número 1


Suprimirlo, con las dos letras contenidas en él.

(Unanimidad 4x0 letra a) y 5x0 letra b). Indicación número 1 bis y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, respectivamente)

Número 2


Pasa a ser número 1, reemplazando el texto del artículo que contempla, por el siguiente:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, no siendo consideradas arbitrarias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden, entre otras razones, en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad.


Las denuncias que se realicen invocando el presente artículo, se sustanciarán en conformidad al Párrafo 6º, Capítulo II, Título I, del LIBRO V de este Código, una vez que se encuentre concluido el procedimiento de reclamación previsto para estos efectos en el reglamento interno de la empresa.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 4, 4 bis y 4 ter) 

Número 3


Pasa a ser número 2, intercalando en su encabezado, entre los vocablos “el” y “artículo”, la frase “inciso primero del”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Letra a.


Sustituirla, por la que sigue:


“a. Agrégase en el número 6, a continuación de la palabra “sugerencias”, lo siguiente:


“, y en el caso de empresas de doscientos trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales”.”.
(Mayoría de votos 3x2 el reemplazo del número de trabajadores y unanimidad 5x0 el resto del precepto. Indicaciones números 6 y 6 bis)

Letra c.


Reemplazar, en el número 13, nuevo, que contempla, su segunda oración por la siguiente:


“En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito y estar debidamente fundados. La respuesta del empleador deberá ser entregada dentro de un plazo no mayor a 30 días de efectuado el reclamo por parte del trabajador.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 9 bis)

Número 4

Pasa a ser número 3, sin enmiendas.

Artículo 2º


Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Intercálase, en el artículo 10 de la ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“En los empleos a contrata la asignación a un grado será de acuerdo con la importancia de la función que se desempeñe y con la capacidad, calificación e idoneidad personal de quien sirva dicho cargo y, en consecuencia, les corresponderá el sueldo y demás remuneraciones de ese grado, excluyendo toda discriminación que pueda alterar el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 13 bis)

Disposiciones transitorias


Considerar esta denominación en singular.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículos primero y segundo


Reemplazarlos, por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Lo dispuesto en la letra a. del numeral 2 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.”.
(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 14)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el Código del Trabajo:


1. Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:


“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, no siendo consideradas arbitrarias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden, entre otras razones, en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad.


Las denuncias que se realicen invocando el presente artículo, se sustanciarán en conformidad al Párrafo 6º, Capítulo II, Título I, del LIBRO V de este Código, una vez que se encuentre concluido el procedimiento de reclamación previsto para estos efectos en el reglamento interno de la empresa.”.

2. Modifícase el inciso primero del artículo 154, en la forma que se señala:


a. Agrégase en el número 6, a continuación de la palabra “sugerencias”, lo siguiente:


“, y en el caso de empresas de doscientos trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales”.

b. Reemplázanse en el número 11., la conjunción “y” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;)  y en el número  12., el punto final (.) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).


c. Incorpórase el siguiente número 13, nuevo:


“13.- el procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito y estar debidamente fundados. La respuesta del empleador deberá ser entregada dentro de un plazo no mayor a 30 días de efectuado el reclamo por parte del trabajador.”.


3. Agrégase, en el artículo 511, el siguiente inciso final:


“Los empleadores que no presenten diferencias arbitrarias de remuneraciones entre trabajadores que desempeñen cargos y responsabilidades similares, podrán solicitar la rebaja del 10% de las multas adicionalmente a lo que se resuelva por aplicación de los incisos precedentes, en tanto las multas cursadas no se funden en prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales.".


Artículo 2°.- Intercálase, en el artículo 10 de la ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“En los empleos a contrata la asignación a un grado será de acuerdo con la importancia de la función que se desempeñe y con la capacidad, calificación e idoneidad personal de quien sirva dicho cargo y, en consecuencia, les corresponderá el sueldo y demás remuneraciones de ese grado, excluyendo toda discriminación que pueda alterar el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres.”.

Disposición transitoria


Artículo transitorio.- Lo dispuesto en la letra a. del numeral 2 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de marzo, 1 y 29 de abril y 6 de mayo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental), Andrés Allamand Zavala, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela (Evelyn Matthei Fornet, Hernán Larraín Fernández) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 2009.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN HAITÍ

(S 1168-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de un año.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 28 de abril del año en curso, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.





A la sesión en que se discutió esta solicitud concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Pedro Muñoz Aburto.

- - -





Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





Asistieron, especialmente invitados, a la sesión en que se discutió esta solicitud, el señor Ministro de Relaciones Exteriores Subrogante, don Alberto Van Klaveren; el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, y la Subsecretaria de Carabineros, señora Javiera Blanco.





Por parte del Ministerio de Defensa Nacional, estuvieron presentes, además, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División Alfredo Ewing; el Director de Operaciones de Paz, Coronel Luis Silva; la Jefa del Departamento de Finanzas, Comandante Leticia Martínez; el Asesor, señor Kenneth Shields, y el Asesor Legislativo, señor Ricardo Rincón.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subdirector de Operaciones de Paz, señor Guillermo Echenique; el Director de América del Norte, señor Isauro Torres; el Director del Área Jurídica, señor Claudio Troncoso, y el Jefe de Gabinete del Ministro Subrogante, señor Rodrigo Olsen.






Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro (s), señor Edgardo Riveros.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.-  Señala Su Excelencia que el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas.






Agrega que mediante Resolución Res. CSN. de la Organización de las Naciones Unidas Nº 1840, de 14 de octubre de 2008, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2008), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo de nuevo”.






Recuerda que por Oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008, el Honorable Senado de la República autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de junio de 2008.






Destaca Su Excelencia que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas como de la Organización de Naciones Unidas.






Finalmente, concluye que por los antecedentes anteriores, y considerando indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, solicita al Honorable Senado prorrogar la autorización de la permanencia de tropas y medios en dicho país, por el plazo de un año.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.




Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.




b) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




c) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




d) Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





e) Resolución N° 1.542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





f) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1.576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





g) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





h) Resolución Nº 1.608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





i) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





j) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1.702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.




k) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.





l) Resolución Nº 1.743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





m) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463 de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.




n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.





ñ) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499 de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.





o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.





3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- “En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.
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“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067)

I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LAS ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS






El mandato de la misión, contenido en la Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1542 de 30 de abril de 2004 (Anexo “A”), cuyos lineamientos se mantienen hasta la fecha, plantea como objetivos: el alcance de un entorno seguro y estable; el desarrollo de un adecuado proceso político y una principal preocupación por la situación de derechos humanos en sus diversos ámbitos.





Mediante Resolución Nº 1840, de 14 de octubre de 2008 (Anexo “A”), el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo de nuevo”.






Esta renovación se materializa previo seguimiento periódico de los objetivos contemplados en el mandato de la misión
 y “Reconociendo que la situación de seguridad ha mejorado en cierta medida en los últimos meses, pero observando que sigue siendo frágil” y “Habiendo determinado que la situación imperante en Haití sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en la región, a pesar de los logros alcanzados hasta la fecha”.






Este documento adjunto se presenta como un antecedente que apoya la solicitud de extensión de la prórroga por un año de la permanencia de las tropas chilenas en la Operación de Paz en Haití denominada MINUSTAH. Los criterios aquí indicados se han elaborado ciñéndonos al espíritu de ley 19.067, modificado y publicado en el diario Oficial con fecha 13 de diciembre con el número 20.297 y que establece normas específicas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.

II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS.






El compromiso de Chile con Haití es de largo plazo y tiene una dimensión bilateral y multilateral. Por ello en marzo del año 2008 se propuso a las autoridades haitianas la realización de las primeras consultas políticas bilaterales entre ambos países.





En el ámbito multilateral la participación de Chile en la MINUSTAH se enmarca en las obligaciones asumidas al suscribir la Carta de la ONU, cuyo propósito principal es el de "mantener la Paz y la Seguridad internacional”, contribuyendo con ello a que se tomen medidas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, logrando por medios pacíficos el arreglo de las controversias que se presenten en el ámbito internacional.






Además, dicho principio se enmarca dentro de otros, que se han transformado en los pilares fundamentales de la política exterior de Chile, tales como la observancia del derecho internacional; el cumplimiento de los tratados vigentes; la cooperación internacional, el respeto y la promoción de los derechos humanos, el apego y desarrollo del derecho internacional humanitario y a los valores propios de la democracia representativa y el apoyo y promoción a los compromisos que en materia de prevención de las amenazas a la paz ha impulsado en forma decidida las Naciones Unidas.






La inserción económica de Chile en el mundo se expresa en la gran cantidad de acuerdos comerciales suscritos por nuestro país, algunos de ellos con las economías más gravitantes del mundo, a los que se suma el TLC recientemente firmado con la República Popular de China (2004) y con Japón (2008). Esta vía se refuerza con la participación de Chile en los mecanismos de integración tales como el Foro Económico Asia Pacífico (APEC), el MERCOSUR y recientemente la CAN. 






Una parte gravitante de nuestro Producto Interno Bruto se encuentra supeditado a la mantención de un entorno internacional seguro y libre de amenazas a la paz mundial. Por lo mismo, nada de lo que ocurra en el escenario internacional nos puede dejar indiferentes o hacernos creer que no tendrá consecuencias directas o bien indirectas en nuestro diario vivir. Nuestra preocupación por todo lo que pueda afectar a la paz y la estabilidad internacional, es ya una parte activa de nuestra política exterior y sustenta la importancia de participar en las misiones de paz en el marco de Naciones Unidas.






En este sentido, la participación nacional en la MINUSTAH ha tenido efectos positivos, no sólo considerando la evolución que ha tenido la situación de Haití, sino que también porque ha generado condiciones estratégicas y políticas de trascendental envergadura, vinculadas con el compromiso por la paz y seguridad internacional, al que ha adscrito nuestro país, a saber:






- Se ha consolidado el compromiso asumido por la región y liderado por nuestro país, al acudir tempranamente al llamado de la ONU para integrar la MIFH, en orden a otorgar protección y hacerse cargo de sus dilemas de seguridad. Cuando hay múltiples asuntos que tienden a dividir al continente por cuestiones ideológicas o geográficas, se encuentra en Haití un espacio amplio de colaboración internacional, en el cual el componente latinoamericano ha asumido un liderazgo colectivo derivado de las reuniones denominadas 2x9, cuyas propuestas han marcado tendencias en el desarrollo de la misión.






- Del mismo modo, Haití se ha constituido en una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral, tal como ocurre por ejemplo entre Chile y Ecuador a través de la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal y del mismo modo, se han generado condiciones que han incentivado la participación, permanencia y compromiso en la misión de otros miembros de la región, como Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua, representando además una clara oportunidad para estrechar vínculos con países vecinos, creándose espacios de acercamiento y cooperación que en otros escenarios resultarían menos fluidos.






- Además de lo anterior, la MINUSTAH ha representado un escenario efectivo para incrementar la capacidad de nuestras FF.AA. sin necesidad de señales que puedan ser interpretadas inconvenientemente. Lo que se ha logrado en Haití es alcanzar una estatura estratégica que deviene en persuasión indirecta de las capacidades nacionales. La demostración de capacidades efectivas y eficientes y el uso de la fuerza en situaciones reales (con relevante éxito y con riesgos acotados) han contribuido a incrementar el prestigio institucional del país.






- Desde el punto de vista de la política de alianzas internacionales la participación de otros actores latinoamericanos en la MINUSTAH, condujo a la creación de un mecanismo ad-hoc de concertación política para Haití, conocido como Dos por Nueve. El informe del Secretario General de Naciones Unidas hace mención especial a la reunión de Ministros de Defensa de los 9 países latinoamericanos contribuyentes de tropas que se efectuó en Puerto Príncipe en septiembre de 2007 y señala que esa reunión fue una demostración de la solidaridad regional que es crucial en el sostenimiento a largo plazo de este esfuerzo.





El Dos por Nueve ha sostenido un total de siete reuniones con participación de los viceministros de Relaciones Exteriores y de Defensa del Secretario General de la OEA y del Representante Especial para Haití del Secretario General de Naciones Unidas. Éstas han permitido presentar un punto de vista común sobre la evolución de la situación política y de seguridad en Haití, y sobre el curso de acción de la MINUSTAH.






El intercambio de opiniones entre autoridades de los ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa de los países latinoamericanos en torno a un problema de seguridad regional ha constituido un espacio privilegiado de diálogo político. En estas reuniones se ha desarrollado un amplio consenso sobre la importancia de mantener la presencia latinoamericana en Haití, evaluando positivamente la experiencia desarrollada por las Fuerzas Armadas de los países presentes, en un esfuerzo inédito de apoyo a un país de la región que atraviesa por una crisis de seguridad.





La experiencia del Dos por Nueve permite demostrar que en la región existe capacidad y responsabilidad internacional para construir consensos, para movilizar fuerzas militares y concordar posturas comunes frente a los organismos internacionales.






Hasta el momento las reuniones se han efectuado de manera previa a la renovación del Mandato por parte del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, pero en la reciente reunión del  Comité Permanente de Seguridad entre Chile y Argentina, realizada el 11 de abril de 2008 en Buenos Aires, ambos países decidieron solicitar a Uruguay, que convoque a la brevedad a una reunión especial del mecanismo.






- La participación de Chile en la MINUSTAH potencia por otra parte, el diálogo que Chile mantiene con países desarrollados como Francia, Canadá y Estados Unidos, en encuentros bilaterales y multilaterales. La preocupación por Haití y el reconocimiento a la contribución chilena y latinoamericana ha sido tema destacado en reuniones con autoridades de Estados Unidos, tanto del Departamento de Estado como del Departamento de Defensa, resaltando no sólo el papel de Chile sino también la actuación conjunta con Brasil, Argentina y Uruguay. Así lo ha expresado recientemente el Asistente del Secretario de Defensa de Estados Unidos.





- En ese contexto, el ex Ministro de Defensa José Goñi sostuvo una reunión de trabajo en Estados Unidos de América con la Secretaria de Estado de la época. Tanto en esta cita, como en la sostenida en Nueva York, con Jean Marie Gueheno y Edmundo Mulet -las más altas autoridades del Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la ONU-, (DPKO), se agradeció el compromiso de Chile con Haití y el profesionalismo de las tropas que integran la MINUSTAH. Esos encuentros permitieron profundizar aspectos del plan de consolidación de la paz, que daría paso a una etapa de reconstrucción del país. En esta oportunidad la autoridad chilena fue enfática en señalar que Chile no podrá estar permanentemente con tropas en la isla, por lo que se requiere un plan de retiro a mediano plazo.






En este contexto es pertinente resaltar también, el compromiso iberoamericano con la situación de Haití y la MINUSTAH, lo que se ha reflejado en sendas declaraciones efectuadas en las citas presidenciales del 2004 y del 2005.






- La participación chilena en MINUSTAH ha significado un incremento de la apreciación profesional de nuestras Fuerzas Armadas ante Naciones Unidas. Esta positiva evaluación es la que permitiría a futuro la aprobación de la Fuerza de Paz Combinada chileno – argentina Cruz del Sur (FPCC). Asimismo, esta manifestación positiva se acrecienta con el incremento de las solicitudes de participación en otras operaciones de paz realizadas tanto por Naciones Unidas como por otros países. Este elemento es esencial y nos acompañará como auténtico desafío nacional puesto que representa un costo – oportunidad el valorar la presencia en un lugar determinado y no en otro con medios y contingentes masivos. Este ha sido el caso de MINUSTAH, la importante presencia chilena en esta operación es el primer argumento para sostener la imposibilidad de participar en otras en donde no hemos definido como país el interés nacional preciso que importaría nuestra potencial presencia.






a. Cooperación latinoamericana






La crisis más reciente de Haití ha reforzado una tendencia natural de los países de la región por comprometer su asistencia y cooperación evidenciando la necesidad más sentida que nunca de estar presente. Una relación de esa voluntad se manifiesta en el siguiente recuento de opiniones.





La crisis generó una rápida respuesta del gobierno de Brasil, que realizó un urgente envío de alimentos e hizo un llamado a similar reacción por parte de otros gobiernos.





El gobierno de Perú declaró en su oportunidad que los acontecimientos de la aludida crisis haitiana reafirma la necesidad de permanecer en la misión con contingentes que especializados.






Asimismo, en Uruguay el Senado autorizó la adquisición de 16 lanchas para que efectivos de ese país controlen 12 millas náuticas de la costa de Haití, donde deberán colaborar con la Policía Nacional de Haití en la lucha contra el narcotráfico y el contrabando, en especial de armas.






Por su parte el gobierno de Argentina ha informado que la situación de crisis que vivió el país caribeño el 2008 no afecta el firme compromiso que el Gobierno y el país han asumido con Haití.






El contingente trasandino fue autorizado en el 2006 para permanecer dos años en la MINUSTAH, y se esperaría que renovarían sin contratiempos la autorización por otros dos años.






Informaciones procedentes de Ecuador dieron cuenta que el Presidente Rafael Correa anunció que su país está dispuesto a seguir colaborando con Haití y que incluso espera ampliar el número de efectivos. Como se sabe, Ecuador integra la compañía de ingenieros militares chilenos en Haití, aportando un pelotón de 66 soldados además de camiones de carga pesada.






1. Relaciones globales y responsabilidad






La continuidad de la presencia chilena en Haití, es consistente con la orientación central de nuestra política exterior, que prioriza el manejo multilateral y concertado de los conflictos que afectan la paz y seguridad internacional, y refuerza la imagen exterior de Chile como un país que asume “responsabilidades internacionales” (en la medida de nuestras capacidades) en momentos en que la estabilidad mundial se ve cuestionada por diversos escenarios de crisis, que si no son abordados a tiempo, terminarán por afectar de manera directa el bienestar y desarrollo económico alcanzados en esta Era de la globalización.





En este sentido, nuestra mayor responsabilidad está en contribuir a la paz y estabilidad en nuestra región, tanto por un asunto de principios, pertenencia geográfica y cultural, como por intereses nacionales muy específicos, que dicen relación con el estrecho vínculo que hay en el mundo globalizado de hoy, entre expectativas de prosperidad y desarrollo económico, y las condiciones políticas y de seguridad que hacen posible lo anterior. Las regiones más pobres del planeta son hoy también las más inestables. Contribuir a garantizar una mayor estabilidad regional, constituye por tanto, un requisito para el éxito local y regional de las estrategias de desarrollo impulsadas por los países. Haití será viable en la medida que la seguridad y el proceso de fortalecimiento de las instituciones continúe en el tiempo. Por ello, nuestra contribución continúa siendo relevante en las presentes circunstancias.





Creemos entonces, que la Comunidad Internacional deber mantener su compromiso y continuar cooperando con las autoridades legítimas de Haití, a objeto de afianzar los logros alcanzados en el último tiempo. Los recientes disturbios ocurridos en esta nación deben entenderse en este sentido, como parte de un proceso que tiene grandes complejidades y donde habrá momentos de retroceso, pero un retiro de las fuerzas de Naciones Unidas significaría en estas circunstancias, la pérdida de todo el esfuerzo realizado por esta Operación de Paz.






Así lo demuestra la historia reciente de Misiones de la ONU en este país, y también la experiencia internacional en otros continentes, donde el retiro unilateral ha llevado a grandes masacres, y al colapso en los esfuerzos por crear una nueva institucionalidad que permita una convivencia civilizada y un desarrollo sostenido en países con “estados fallidos”.





Por otra parte, es importante resaltar también, que la participación de Chile en esta operación ha sido exitosa, cuando se analizan los diversos ángulos que involucra esta misión. Hemos contribuido a crear un entorno de seguridad interior más efectivo (especialmente en momentos de crisis); hemos posibilitado la continuidad del proceso de reconstrucción institucional que todavía tiene camino por recorrer; y se ha hecho también una contribución humanitaria y de seguridad regional con la disminución del flujo de inmigrantes ilegales hacia países vecinos, mayor detección del tráfico de drogas, y un mejor control de las fronteras con la República Dominicana.





La participación de Chile en la MINUSTAH ha contribuido también, a posicionar a nuestro país en el hemisferio, mejorando nuestras capacidades de influir en materias regionales y globales, ha revitalizado la capacidad de acción conjunta con otros países relevantes de nuestra región (tanto en el ABC, como a través del mecanismo 2x9), y desde la perspectiva de la defensa y capacidad profesional de nuestras fuerzas armadas, ha representado un escenario efectivo para capacitar a nuestros soldados y fuerzas policiales en los nuevos tipos de conflicto que predominan a nivel regional y global en este nuevo siglo. En tal sentido, la experiencia de Haití nos ha dado una nueva estatura estratégica y operacional indispensable para enfrentar los múltiples desafíos a la seguridad que hoy afectan a nuestra región y al mundo.





Sin perjuicio de lo anterior, no hay que perder de vista que la consideración principal para la renovación del actual mandato, es que las condiciones de seguridad que permiten el paulatino desarrollo económico e institucional alcanzado, todavía se sustentan en la acción permanente y eficaz del componente militar de la MINUSTAH, siendo ésta la condición que ha permitido la implementación de los programas sociales y de fortalecimiento de la acción del Estado en ese país.






El lento desarrollo alcanzado a la fecha por los programas orientados a reestructurar y fortalecer a la Policía Nacional Haitiana, requerirá por tanto todavía, de una importante presencia de la MINUSTAH como factor estabilizador, hasta que pueda ser asumida por la policía nacional de este país una transferencia de responsabilidades en la seguridad interna pueda ser asumida con grados razonables de efectividad, por la policía nacional de este país. En el próximo informe sobre Haití que el Secretario General de Naciones Unidas presentará en septiembre 2009, habrá una estimación actualizada de la duración de este proceso, lo que permitirá planificar a mediano plazo, una estrategia gradual de repliegue de nuestro componente militar en ese país, cuando las condiciones de seguridad así lo permitan.





En el pasado, otros líderes y pueblos latinoamericanos contribuyeron en nuestra lucha por la autodeterminación, para así alcanzar la independencia y constituirnos en una nación soberana. Hoy, esta solidaridad continental se expresa también en el compromiso de las naciones del hemisferio para ayudar al pueblo de Haití a encontrar su camino hacia una sociedad donde imperen el estado de derecho y la convivencia democrática como ejes centrales en la construcción de un futuro mejor para todos, especialmente para las nuevas generaciones que merecen una oportunidad que sus padres no tuvieron.





Y en esta causa, la comunidad internacional sigue haciendo una diferencia importante, en términos de dar sustentabilidad al esfuerzo que hoy emprenden las autoridades legitimas de Haití. Por ello es que la prorroga de la permanencia del contingente chileno que participa en la MINUSTAH, continúa siendo indispensable en las actuales circunstancias. Es ahora cuando hay que reafirmar nuestro compromiso para asegurar que los esfuerzos realizados en estos años, permitan al pueblo haitiano, en un futuro no lejano, ser protagonista de su propio destino.





2. Últimos acontecimientos






El frágil consenso político haitiano pasó una dura prueba tras la votación celebrada en el Senado el 12 de abril de 2008 destinada a censurar al Gobierno del Primer Ministro Jacques-Edouard Alexis. Se necesitaron cuatro meses de negociaciones para obtener aprobación legislativa para su sucesora, la Sra. Michèle Duvivier Pierre-Louis, y durante ese período Haití no tuvo un gobierno que funcionara cabalmente.






El Presidente Preval y la Primera Ministra electa, se abocaron inicialmente a la tarea de generar consensos para obtener el apoyo parlamentario a las nuevas políticas de gobierno. Sin embargo, esta iniciativa se vio entorpecida por los desastres naturales que azotaron a la isla durante el segundo semestre del año 2008, condición que evidenció la precaria disponibilidad de recursos humanos y materiales para establecer políticas públicas concretas. Sin perjuicio de lo anterior, a la fecha se evidencia que la Primera Ministra todavía mantiene una buena imagen relativa frente a la opinión pública.





En materia de seguridad de las fronteras, la Comisión Presidencial Haitiana sobre Desarrollo en las Fronteras ha celebrado cuatro reuniones desde octubre de 2007 hasta agosto de 2008. El objetivo de las reuniones ha sido el establecimiento de un Consejo de Coordinación presidido por el Presidente Preval, para apoyar el desarrollo de una estrategia integral sobre el manejo fronterizo general. A través del Consejo se espera fortalecer la presencia estatal en las fronteras y consiguientemente en los temas de inmigración, aduanas y seguridad.





Respecto al control de las fronteras marítimas y terrestres que ejerce el Estado haitiano, se han registrado avances parciales pero todavía hay falencias existentes en términos de infraestructura, personal y equipamiento técnico apropiado. No obstante, parte importante de la cooperación internacional, así como de los esfuerzos de la MINUSTAH, se están justamente orientando hacia un rápido mejoramiento de las condiciones humanas y materiales que permitan fortalecer las capacidades del Gobierno haitiano en cuanto a seguridad fronteriza.






La colaboración entre expertos haitianos y de República Dominicana ha continuado, pero se han generado algunas tensiones entre comunidades a lo largo de la frontera, en donde autoridades haitianas han impuesto prohibiciones para importar productos avícolas dominicanos, debido a la aparición de influenza aviar. Esta prohibición significó escasez de productos en Haití y con ello se destaca la importancia de continuar con los esfuerzos para desarrollar la cooperación en el área de la administración de fronteras y de relaciones regionales.





Al describir este cuadro complejo en medio del cual se abre paso un lento proceso de institucionalización, el Secretario General de la ONU ha advertido que es necesario evitar una retirada prematura de la Minustah, a riesgo de desembocar rápidamente en un retroceso de todo lo logrado (Chile desde el año 2004).






Por ello, ha exhortado a las partes para que la comunidad internacional continúe apoyando la estabilización del país a través de la contribución de militares y policías a la MINUSTAH. Tal contribución parece indispensable para hacer frente a las amenazas a la seguridad y a la actividad delictiva, afirma.





A este respecto, la situación de seguridad ha mejorado paulatinamente desde que se realizaron las principales operaciones contra los disturbios de las bandas organizadas, a principios de 2007, pero persiste una potencial volatilidad. Durante el primer semestre del 2008, como producto del incremento de varios productos de consumo prioritario de la población, varias áreas de Haití experimentaron un aumento relativo de la criminalidad y el reporte de secuestros, lo cual generó una seria inestabilidad de la política interna. El promedio mensual de reportes de secuestro entre diciembre de 2007 y febrero de 2008 es de 28, por sobre los 11 de seis meses atrás. Hay también información recurrente de que las pandillas pueden estar intentando reorganizarse.





Han aumentado también las demostraciones en contra del gobierno, enfocadas principalmente al alza del costo de vida. Existe un riesgo de que aquellos que perciben que sus intereses se pueden ver afectados por las medidas y procesos que se están aplicando, puedan generar nuevamente disturbios adicionales, incluyendo actos de violencia organizados. En las regiones fuera de la capital, la situación de seguridad se mantiene en una calma general, pero se han reportado casos de inestabilidad y de justicia popular. Actividades sospechosas de tráfico ilícito a lo largo de la costa y por vía aérea tienen el potencial de contribuir a la inestabilidad, como también los movimientos no controlados de mercancías y personas a través de la frontera terrestre.






La MINUSTAH ha desplegado personal militar y policial en cuatro pasos fronterizos, desde diciembre de 2007. La seguridad está dada actualmente mediante la presencia de patrullas por tierra, la que será reforzada próximamente con el despliegue de medios de patrullaje marítimo. Estos esfuerzos están orientados, inicialmente, a promover la seguridad y ayudar a la extensión de la autoridad del estado.






Las actividades del Congreso Nacional han carecido de continuidad y se han centrado particularmente en el estudio de denuncias de corrupción y mala gestión gubernamental, sin perjuicio de lo cual, se ha evidenciado consenso en cuanto a la necesidad de realizar reformas constitucionales que modifiquen el sistema electoral de manera efectiva e incorporar instituciones que generen un mayor equilibrio entre los Poderes del Estado. En este marco ha surgido un nuevo referente político denominado “Concertation des Parlementaires Progressistes” (CPP).






Con respecto al proceso electoral, la Comisión Electoral Provisoria (CEP) propuso a fines de noviembre de 2008 un calendario para las elecciones legislativas (renovación del tercio del Senado más 3 de sus miembros), considerándose inicialmente los días 19 abril y el 7 de junio del año 2009, que contó con el financiamiento el cual fue otorgado por la comunidad internacional, por lo que surgieron iniciativas destinadas a promover que todo el proceso se efectuara a fines de noviembre del 2009. Además de lo anterior, se prevé celebrar las elecciones presidenciales en noviembre de 2010.






El 19 de abril pasado se realizaron las elecciones senatoriales: éstas estuvieron marcadas por un gran ausentismo de votantes debido al boicot que hicieran de ellas los partidos excluidos del proceso electoral (de famni Lavalas, seguidores del ex Presidente Aristide), por decisión del Consejo Electoral Provisorio. El proceso contó con la participación de sólo un 5% del universo electoral. Un Senado sin la debida legitimidad electoral necesaria, podría generar un escenario político complicado e inestable.






3. Policía Nacional de Haití






En el mes de febrero del presente año, en el marco del mecanismo de concertación latinoamericano para Haití, se creó un grupo de trabajo para coordinar el apoyo al fortalecimiento institucional de la Policía Nacional de Haití (PNH). Esta instancia es coordinada en Puerto Príncipe por el representante del Secretario General de la OEA en Haití y fue positivamente valorado por el Consejo de Seguridad en documento de fecha 13 de marzo del 2009.






Entre el 11 y 14 de marzo 2009, una delegación del Consejo de seguridad visitó Haití, encabezada por el representante Permanente de Costa Rica, Embajador Jorge Urbina. La delegación recibió en la oportunidad información y apreciaciones actualizadas sobre aspectos importantes de la situación en Haití, referidas a seguridad, el diálogo político, las elecciones; la ampliación de la autoridad del Estado; el Estado de Derecho y los Derechos Humanos; el desarrollo social, económico y la cooperación regional y los avances en materias de seguridad después de cinco años de presencia de la MINUSTAH.






De conformidad con el amplio enfoque esbozado en el Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití, durante el último semestre se han realizado nuevos avances en la profesionalización del personal de policía, el fortalecimiento de sus instituciones y el desarrollo de su infraestructura. Del objetivo previsto en el Plan de Reforma de 14.000 Oficiales capacitados y aprobados para el año 2011, la Policía Nacional de Haití cuenta actualmente con 8.546 Oficiales, de los que el 8,5% son mujeres. De conformidad con el proceso de reclutamiento, se espera que en el primer semestre de 2009 se gradúen de la Academia de Policía unos 1.200 cadetes.






El adiestramiento básico recibido en Haití se complementa con iniciativas bilaterales por las que se proporcionan cursos especializados y becas. Entretanto, a la par con los mecanismos de revisión interna de la Policía Nacional de Haití, la Misión ha puesto en marcha, junto con la Policía Nacional,  el proceso conjunto de aprobación que le servirá de base para la certificación de los agentes de policía. Hasta la fecha este proceso se ha llevado a cabo en siete de los 10 departamentos y al 12 de agosto se habían abierto 4.151 expedientes de investigación.






Las sustanciales contribuciones de los Estados Miembros han permitido realizar importantes progresos en la creación de la infraestructura necesaria y el fortalecimiento de las instituciones. En junio de 2008 concluyó una considerable ampliación de la Academia de la Policía Nacional de Haití que incluyó la construcción de seis nuevos cuarteles y la renovación de 27 aulas y otras instalaciones, lo que representa un aumento sustancial de la capacidad para actividades de formación. También se han recibido contribuciones bilaterales para apoyar la construcción de tres estaciones nuevas de la Policía Nacional de Haití, entre ellas una estación principal en Cité Soleil, así como la renovación de otras 28 y la construcción de una nueva base de guardacostas en el departamento Sur.






La meta de contar con catorce mil policías, alcanzando una tasa aceptable por cada mil habitantes que tiene en cuenta las necesidades reales, avanza firmemente. El punto de partida, cifrado en unos tres mil efectivos, ha sido triplicado al día de hoy. Adicionalmente, los procesos de reclutamiento y verificación se realizan con éxito.






b. Situación Política Institucional y Seguridad 






1. Situación Política Institucional






El Presidente Préval señaló que existen avances en ámbito de lo político institucional, tal como lo destacan los indicadores que registran avances a nivel político institucional y, lo registra muestra el informe del Secretario General de las Naciones Unidas del 27 de agosto de 2008. La paulatina reconstrucción del Estado de Derecho se refleja en la reforma judicial. Se han aprobado tres leyes de carácter orgánico dirigidas al establecimiento de un poder judicial independiente, a saber: el establecimiento de una Corte Suprema; la escuela de la Magistratura; y el estatus de los magistrados. Junto a ello, se ha establecido un plan de 3 años para articular una adecuada reforma de la justicia basado en 5 pilares: la reorganización y modernización del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, el reforzamiento de la magistratura, el mejoramiento del acceso a la justicia y la eficiencia de las cortes, y la rehabilitación y desarrollo de facilidades para la corrección y la modernización de leyes claves.





Estas leyes constituyen un hito en la reforma judicial, ya que ellas proveen medidas de supervisión y disciplinarias, incluyendo un proceso certificado y una inspectoría judicial, una administración de la carrera judicial, un entrenamiento inicial único y un ajuste de salarios y condiciones de trabajo para los magistrados.






La MINUSTAH está entregando apoyo técnico y asesoría directa al Ministerio de Justicia y Seguridad Pública y al Colegio de Magistrados, para la preparación de la apertura del Colegio. La Misión también ha entrenado a más de 300 funcionarios, entre jueces de paz, fiscales y jueces, además de oficiales de policía y médicos en investigación forense.





El Gobierno de Haití ha continuado también sus esfuerzos para llegar a los grupos políticos y fortalecer las instituciones del Estado. Sin embargo, la situación política continúa frágil debido a la división política y debilidad de las instituciones del Estado, como también a la ausencia de mejoras significativas en las difíciles condiciones de vida experimentadas por la mayoría de la población.






El Presidente Preval continúa enfatizando la necesidad de avanzar con la reforma de las instituciones del estado de derecho y proseguir los esfuerzos contra la corrupción y la impunidad.





Tensiones internas entre el Gobierno y Parlamento culminaron en la citación al Primer Ministro para asistir frente a la Cámara de Diputados, el 28 de febrero de 2008, en cuyo debate el Primer Ministro y el Gabinete respondieron a una serie de cuestionamientos respecto del alto costo de vida, la seguridad, la reforma de la justicia y el desarrollo de la agricultura del país.






Finalmente, en dicha oportunidad, solo 8 diputados votaron por censurar al Gobierno, 63 votaron en contra y 13 se abstuvieron. Aún cuando este resultado representó un respaldo general al Gobierno, el hecho que la citación haya tenido lugar, refuerza la fragilidad de la colaboración política y el grado al cual ésta es afectada por la frustración pública.






A medida que la fortaleza de la Policía Nacional de Haití (PNH) aumenta, y su profesionalismo mejora, gradualmente se está volviendo más efectiva en aprehender criminales, que en ocasiones son parte de la misma policía: Se han reportado varios casos en los que se ha interrumpido el transporte de drogas, en los que ha participado la PNH.






Sin embargo, la cantidad total de personal policial permanece bastante por bajo el mínimo requerido por un país del tamaño de Haití y los servicios tienen recursos limitados y carencia de entrenamiento más avanzado. Por ello, es indispensable la participación activa de la policía y de los militares de la MINUSTAH.






Aún cuando se han logrado progresos en el refuerzo de la PNH, queda mucho por hacer para alcanzar el total de 14.000 policías que se requieren como optimo para el país. Esfuerzos posteriores serán necesarios para lograr completar una fuerza de 18.000 – 20.000 policías uniformados, que se necesitan para cubrir todas las áreas relacionadas con la seguridad, incluyendo las tareas de la guardia costera, control de  fronteras, brigadas contraincendio y el sistema penal.






Aproximadamente 8.440 policías están sirviendo actualmente en la PNH, aunque cerca de 1.000 de ellos están abocados a tareas como bomberos, guardia costera y prisiones. Entre los 7.440 restantes, 627 que se graduaron en noviembre de 2007 como la 19ª clase de la Academia de Policía, están asignados a la nueva Brigada de Intervención Móvil de Puerto Príncipe. Las actividades de monitoreo y de mentor que los policías de la MINUSTAH están efectuando al personal que está actualmente sirviendo, incluyendo entrenamiento en el terreno, ha servido para reforzar los valores básicos y elevar las capacidades a los estándares que poseen los recientes graduados  de la Academia.






Como una forma de continuar con los esfuerzos tendientes a fortalecer la PNH, la MINUSTAH está buscando alternativas para que integrantes de la PNH obtengan competencias en áreas como las investigaciones forenses, administración de fronteras, administración general y logística.






En respuesta a un requerimiento especial del Presidente Preval, la MINUSTAH está esforzada en fortalecer la capacidad de la Policía Judicial, la que tiene un rol clave en la lucha contra la impunidad y crímenes mayores. La MINUSTAH está ayudando a las autoridades haitianas a desarrollar un paquete de reformas que incluye planes de acción para la evaluación de competencias y capacidades, personal de apoyo, reubicación de dependencias, equipamiento, mejoras tecnológicas, entrenamiento ético y técnico. La capacidad de los laboratorios de la PNH será ampliada en los próximos meses con la instalación de sistemas de huellas dactilares y de balística.






La MINUSTAH continúa también entregando apoyo operacional a la PNH con patrullas militares a lo largo del país, y mediante la participación activa de sus unidades de policías formadas (FPU) en áreas de Puerto Príncipe, Gonaives y Cap Haitien. De manera de responder a las amenazas en y alrededor de Puerto Príncipe y para mantener el “momentum” contra las actividades criminales, la MINUSTAH ha estado trabajando estrechamente con las autoridades nacionales para adaptar su perfil de seguridad, combinando puntos de control móviles y fijos, patrullajes asertivos, operaciones dirigidas a blancos específicos y una gran presencia de personal a pié.






La MINUSTAH también entrega asistencia dirigida a los esfuerzos de la PNH para responder a los crímenes mayores y a los secuestros, mientras asegura instalaciones estratégicas como la Penitenciaría Nacional.






2. Situación de Seguridad






El gobierno de Chile está comprometido con la seguridad de Haití, pues comprende que ésta afecta la seguridad regional. Situaciones de prolongada inseguridad en Haití han provocado oleadas de inmigración a los países vecinos, incidiendo en un debilitamiento de la seguridad regional. Chile no puede quedar al margen de dicha situación, dado que compromete su prestigio internacional y su presencia y cooperación en Haití.






El sentimiento de seguridad fue sometido a prueba a causa de los disturbios ocurridos en abril de 2008 y del resurgimiento de los secuestros. Si bien no se registraron más incidentes importantes de disturbio civil y los secuestros disminuyeron notablemente en julio, estos acontecimientos, unidos a breves incidentes en los que participaron ex militares a fines de julio, demostraron la fragilidad del entorno de seguridad y pusieron de relieve la necesidad de una preparación constante por parte de la MINUSTAH y de la Policía Nacional de Haití.






La Organización de Naciones Unidas también ha generado nuevas instancias para el incremento del apoyo bilateral entre los Estados Miembros y la Policía Nacional de Haití, incluso mediante el despliegue de personal de policía especializado, situación que ha dado frutos concretos en cuanto a la disminución de las actividades delictuales. Asimismo, la MINUSTAH está colaborando con las autoridades haitianas para promover una mejor coordinación entre la Policía Nacional y el sistema judicial a fin de garantizar que los secuestradores sean enjuiciados sin tardanza.






El 29 de julio, grupos de ex miembros de las fuerzas armadas de Haití ocuparon edificios públicos de Cap Haitien y Ouanaminthe. Si bien el incidente no representó una amenaza grave para la seguridad, generó algunas preocupaciones en el público. Se controló la situación rápidamente y de manera pacífica mediante esfuerzos conjuntos de la Policía Nacional de Haití y la MINUSTAH.






En momentos en que Haití sigue encarando problemas que su Policía Nacional no está equipada aún para resolver por sí sola, las fuerzas de seguridad de la MINUSTAH están cumpliendo una función indispensable en el sentido de asegurar la estabilidad. Además de las operaciones concretas, el componente militar de la Misión mantuvo sus actividades ordinarias de patrullaje en todo el país, incluso a lo largo de las costas y de la frontera terrestre, y ha incrementado la vigilancia aérea con la incorporación de una nueva aeronave.






El despliegue del componente de policía marítima en las cercanías de los principales puertos seguirá complementando estas actividades en curso al ayudar a promover la seguridad, ampliar la autoridad del Estado, disuadir las actividades de tráfico ilícito y fomentar una mayor recaudación de ingresos por las autoridades haitianas. Al propio tiempo, las iniciativas y la cooperación bilaterales de carácter complementario seguirán siendo esenciales para asegurar la eficacia de este despliegue adicional.






La delegación del Consejo de Seguridad que visitó Haití entre el 11 y el 14 de marzo 2009, en materias de seguridad pudo constatar los avances que se han efectuado a la fecha, conforme al siguiente detalle:






i. La misión comprobó la falta de capacidad del Estado haitiano para controlar su frontera y mar territorial, lo que potencialmente estimula el desarrollo de actividades ilegales.





ii. Los miembros del Consejo de Seguridad pudieron comprobar la debilidad del sistema institucional haitiano. A título de ejemplo, el Estado sólo proporciona educación a un diez por ciento de los estudiantes registrados, que a su vez constituyen un porcentaje reducido de la población en edad escolar.






iii. La seguridad alimentaria es todavía una de las mayores preocupaciones en el país. Los miembros del Consejo recibieron información sobre la difícil situación que atraviesa el sector agrícola de Haití.





iv. A lo largo de la misión, los miembros del Consejo comprobaron el alto grado de compromiso de los países Latinoamericanos con Haití, además de participar plenamente en el mantenimiento de la paz a través de su contribución de tropas y policías. Los países de la región continúan apoyando el desarrollo socioeconómico del país a través de apoyo bilateral y multilateral, programas específicos de desarrollo y proyectos de impacto rápido que realizan en el contexto de la MINUSTAH.






v. Destacar la importancia de la contribución de las organizaciones y los mecanismos regionales al proceso de estabilización, reconstrucción y desarrollo que ha iniciado Haití, en particular la contribución de la organización de los Estados Americanos, la Comunidad del Caribe, el Grupo Consultivo 2x9 y el Grupo de Trabajo para la coordinación de la cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití.






vi. La misión del Consejo pudo valorar la ejecución del programa de reducción de la violencia en las comunidades durante una de las visitas de campo. Este proyecto es posible gracias a la cooperación de la MINUSTAH, sus contrapartes gubernamentales, la Comisión Nacional de Desarme, Desmantelamiento y Reintegración y el equipo de Naciones Unidas en el país, encabezado por el programa de Naciones Unidas para el desarrollo. Avances que han sido posibles con el apoyo de programas de empleo de impacto rápido, con uso intensivo de mano de obra, que han contribuido a la estabilización de sectores urbanos marginales que, hasta hace poco tiempo, eran considerados zonas sin ley.






vii. Los miembros del Consejo alentaron a las autoridades nacionales a continuar con el fortalecimiento del sistema de datos de aduana, a intensificar las patrullas terrestres y abrir nuevos puestos de control con miras a incrementar la recaudación de ingresos, que constituye un rubro importante de los recursos fiscales del Estado. Asimismo, los miembros del Consejo fueron informados de la reactivación de la Comisión Mixta Haití-República Dominicana que debería conducir a la elaboración de un programa de trabajo que aborde cuestiones de interés común.






3. Situación Económica






Lo que podría considerarse como el talón de Aquiles de Haití, y donde se observan menos progresos, es en las condiciones de vida de la gran mayoría de la población. La cesantía, el alza del costo de la vida, la ausencia de servicios de salud, han sumido al país en una profunda crisis y el Gobierno no ha recibido el apoyo necesario para superar o paliar esta situación. Para la mayoría de los observadores éste es el gran tema pendiente y si no mejora en algo esta situación, podría a mediano plazo convertirse en el vector de una nueva desestabilización del país. Durante la primera semana de abril del año 2008, las manifestaciones de la sociedad civil de Puerto Príncipe se agudizaron. La ciudad se encontró sin movilización, bloqueada en algunos puntos y el Palacio de Gobierno había sido asediado por manifestantes, por lo que efectivos de la PNH y MINUSTAH han debido salir a las calles. El motivo, tal como se temía, ha sido una conjunción de factores económicos, políticos y sociales. Tales manifestaciones se han caracterizado por el alto nivel de tensión y progresiva violencia, habiendo existido enfrentamiento en algunos puntos entre la población y miembros de la PNH y cascos azules de la MINUSTAH.






En cuanto a los indicadores económicos, el PIB Haitiano ha crecido en un 3.2%. Las prioridades presupuestarias del Gobierno haitiano, período 2007-2008, están orientadas a inyectar recursos en las áreas de educación, salud, justicia, seguridad pública, agricultura, infraestructura y desarrollo del turismo. Según el FMI se espera un crecimiento de 4.3% del PIB para el presente año, una cifra aún insuficiente para satisfacer las necesidades postergadas de la población.






La consolidación de la estabilidad en Haití requerirá entonces, en paralelo con los esfuerzos de establecimiento de la paz, algunos avances medibles respecto de la situación socioeconómica.






Los estrechos vínculos entre la seguridad y desarrollo han sido particularmente evidentes en el contexto de los levantamientos públicos por el descontento del alto costo de vida, situación que se expresa también en otros lugares del planeta como resultado de la crisis mundial de alimentos (El Programa Mundial de Alimentos de la ONU ha solicitado fondos de emergencia por US$ 500 millones para países en África, Asia y América Latina que se encuentran al borde de grandes explosiones sociales como resultado del alza mundial de alimentos básicos).





En el marco de la Estrategia de Reducción de la Pobreza (ERP) del Presidente René Preval, las autoridades de Puerto Príncipe están planteando el apoyo internacional en tres aspectos que consideran vitales para la construcción del desarrollo, cuales son:





a. La necesidad de un apoyo presupuestario para las inversiones. Actualmente, las autoridades financieras -luego del orden realizado  en conjunto con el FMI-, están en condición de asumir todos los gastos corrientes de la gestión del Estado. No obstante, no cuentan con recursos para realizar las inversiones necesarias con el objeto de impulsar sus planes y programas de desarrollo. En este sentido, contar con fondos en el presupuesto les permitirá implementar las políticas sociales y económicas que pongan en movimiento al país y le muestren a una importante parte de la población que el país está creciendo y avanzando en una dirección positiva.





b. Mejorar la coordinación en la distribución de la ayuda. Existe un gran déficit en esta materia lo que se expresa en la virtual imposibilidad de realizar un balance real respecto de los recursos que se entregaron durante el periodo 2004-2007, los que fueron administrados y asignados directamente por cada agencia de financiamiento y, en la mayoría de los casos, con total desconocimiento y falta de control por parte del Estado haitiano.






c. Creación de fondos sectoriales de acuerdo al plan. Se requiere fijar las prioridades de cada área para lo que las autoridades haitianas proponen la designación de líderes sectoriales por parte de la comunidad internacional que se encargarían de dar seguimiento y coordinar, junto con las autoridades respectivas, a la evolución de los programas.

III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD






En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle, anexos incluidos, y en consideración a los fundamentos de la presente solicitud que hacen indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, la solicitud al Honorable Senado de la República de prórroga de la autorización de permanencia de nuestras tropas y medios en dicho país se hace por el plazo de un año a contar del término de la prórroga actualmente vigente.
IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO






El empleo de la fuerza, se rige por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999.






Esta Política, entre otras cosas, establece las tareas concretas que pueden comprender las Operaciones de Paz, sus limitaciones, los tipos de operaciones de imposición de la paz comprendidas, como asimismo, los criterios político-estratégicos, operativos, gubernativos y administrativos considerados en la determinación de concurrir.

V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS A SER DESPLEGADAS






a. En lo militar:






A la fecha, nuestro país mantiene desplegado un total de 522 efectivos militares (Anexo “C”), cuya permanencia fue autorizada por el Honorable Senado con fecha 20 de mayo de 2008, por el período de un año a contar del 1º de junio de 2008.






La fuerza militar chilena está compuesta por un Batallón de Infantería Mecanizado destacado en la zona norte del país, en la ciudad de Cap Haitien; una Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada Chileno-Ecuatoriana, con base en la ciudad de Puerto Príncipe que desempeña sus tareas desplegada en dos frentes de trabajo y un Grupo de Helicópteros asentada igualmente en la capital de Haití.






El mando del Batallón Chile es alternado entre un Oficial Jefe de Ejército y uno del Cuerpo de Infantería de Marina; el mando de la Compañía de Ingenieros recae en un Oficial Jefe ingeniero del Ejército de Chile, y su segundo es del Ejército del Ecuador; y el mando de la Unidad de Helicópteros recae en un Oficial Superior de la Fuerza Aérea, quien regularmente ha ocupado el puesto de Jefe del Contingente Nacional (Oficial chileno de mayor antigüedad).






Desde mes de diciembre de 2008, el puesto rotativo de Segundo Comandante de las fuerzas militares de la MINUSTAH, es ocupado por el General de Brigada del Ejército de Chile, Ricardo Toro Tassara. Del mismo modo, 4 Oficiales chilenos ocupan puestos claves de asesoría en el Cuartel General en las áreas de operaciones, logística y operaciones navales.






El personal, antes de su despliegue, es sometido a un entrenamiento especial en cada Institución, y sigue un procedimiento estricto de profilaxis, ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico. Asimismo, reciben un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz – CECOPAC, relativo al contexto de las operaciones de paz en las Naciones Unidas y de la misión en particular.






1. Batallón Chile






Unidad de infantería, compuesta por 177 miembros del Ejército y 173 miembros de la Infantería de Marina de la Armada, que integran una compañía de infantería de Ejército, y una compañía de Infantería de Marina, con sus respectivos mandos y apoyo logístico, además de vehículos blindados tipo Mowag, y vehículos de apoyo.






Sus actividades operativas están destinadas al cumplimiento de la labor de mantener un entorno seguro y estable en apoyo de las autoridades locales y del resto de las organizaciones de la misión desplegadas en el departamento norte de Haití.






Tanto el Batallón Chile, como el resto de las unidades militares que integran la misión, se encuentra cumpliendo durante los últimos meses labores de seguridad y control del borde costero e instalaciones portuarias, en el marco de las políticas de reforzamiento de fronteras que tiende a evitar situaciones de tráfico ilícito.






2. Compañía de Ingenieros Combinada Chileno-Ecuatoriana






Unidad combinada compuesta por 87 miembros del cuerpo ingenieros del Ejército de Chile y por 66 miembros del cuerpo de ingenieros del Ejército del Ecuador. Cuentan con equipo pesado de ingeniería horizontal, compartido entre ambos países y vehículos de apoyo.






Plenamente asentados en su nuevo campamento en la base internacional denominada Campo “Charlie”, en la capital de Haití, esta Unidad se mantiene cumpliendo con los trabajos de ingeniería horizontal programados, tanto en Puerto Príncipe como en el sector de Gonaïves, dirigidos tanto al apoyo de los medios y unidades militares de la MINUSTAH, como a la comunidad haitiana, constituyéndose su labor en un área vital para la misión. La construcción de caminos es uno de los trabajos que genera el mayor impacto en la conectividad del país y que se significa no sólo mejores condiciones de seguridad, sino que también entornos más apropiados para un fluido desarrollo económico.






3. Grupo de Helicópteros






Unidad compuesta por 52 miembros de la Fuerza Aérea de Chile, con 4 helicópteros UH1H, y sus elementos de apoyo.






De conformidad con las orientaciones y planificación operativa de la MINUSTAH, la unidad cumple labores de reconocimiento, de apoyo a las unidades terrestres  en el cumplimiento de sus tareas, como asimismo, las labores de rescate y evacuación aeromédicas, tanto diurnas como nocturnas, dispuestas por la misión.






Desde el inicio de la misión hasta la fecha, la unidad ha volado más de 9.512,54 horas de vuelo.






4. Acciones humanitarias del contingente nacional






Sin perjuicio de sus misiones específicas, cada una de las unidades chilenas desplegadas en Haití, se ha comprometido en sus respectivas áreas de responsabilidad en forma gradual pero sostenida, con acciones de carácter humanitario, principalmente en actividades dirigidas a los niños, en orfanatos y colegios, como también de servicio público, las que han sido muy bien evaluadas por la MINUSTAH y por las autoridades haitianas, y que se han constituido en una forma de obtener la cooperación y confianza de la población local, contribuyendo a generar las condiciones para un entorno seguro y estable.






5. Cuartel General MINUSTAH





Integrado por seis Oficiales de las FF.AA., continúan con sus actividades en forma normal, ocupando puestos que han sido considerados estratégicos en el Cuartel General de la misión. En ese sentido, oficiales chilenos están ocupando puestos claves, como ser jefe de operaciones, de logística y recientemente el puesto de jefe de operaciones navales.






6. Plana Mayor Especial





Integrado por tres Oficiales de las FF.AA. (1 Abogado, 1 Capellán y 1 Periodista), que prestan sus servicios a los distintos contingentes nacionales, en el ámbito espiritual, Asesoramiento de tipo jurídico para el empleo de la fuerza y orientación de tipo comunicacional, en la relación civil militar.






7. Aspectos Logísticos






Conforme al contrato que se mantiene con Naciones Unidas, Chile es el responsable de la operación, mantenimiento, repuestos y reposición de todo el equipamiento mayor y de los helicópteros que se encuentran en el área de misión, como también es responsable de todo el sostenimiento del personal desplegado, tanto en lo referido a la habitabilidad, preparación y entrega de la alimentación, sanidad en un primer nivel, comunicaciones, oficina, generación de electricidad, producción de agua potable y bienestar. Las Naciones Unidas entrega el combustible con que operan los medios desplegados y los insumos para la alimentación.






Esta función de apoyo se sigue administrando desde Chile, y es apoyada por las Instituciones y por el Estado Mayor de la Defensa, mediante el envío por medios marítimos y aéreos de los elementos que permiten dar satisfacción en forma oportuna a los requerimientos de repuestos e insumos, como también coordinando con los proveedores la entrega de los elementos en el área de misión, como también efectuando adquisiciones o contratando servicios directamente en Haití o en República Dominicana.





En ese contexto, y atendiendo a que el equipo desplegado en la misión ha cumplido cerca de 4 años de uso intenso, ha sido necesario elaborar un riguroso y complejo programa de mantenimiento y reparación de aquellos elementos con disponibilidad de vida útil, y de reposición de los que ya no la tienen.





b. En lo policial:






A la fecha nuestro país contribuye con un total de 19 efectivos policiales, 16 carabineros y 3 detectives, todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión, integrando el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y destinados en distintas unidades conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo entre otras, las siguientes misiones: consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la Policía Nacional Haitiana (PNH) en Puerto Príncipe y otras regiones del país y principalmente en la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, de depuración y entrenamiento.






c. Evaluación de la participación chilena:






La participación nacional en la MINUSTAH ha tenido efectos positivos, no sólo considerando la evolución satisfactoria que ha tenido la situación de Haití, sino que también porque ha generado condiciones estratégicas y políticas de trascendental envergadura, vinculadas con el compromiso por la paz y seguridad internacional, al que ha adscrito nuestro país, a saber:






Se ha consolidado el compromiso asumido por la región y liderado por nuestro país, al acudir tempranamente al llamamiento de la ONU para integrar la MIFH, en orden a otorgarse protección y hacerse cargo de sus dilemas de seguridad. Cuando hay múltiples asuntos que tienden a dividir al continente por cuestiones ideológicas o geográficas, se encuentra en Haití un espacio amplio de colaboración internacional, en el cual el componente latinoamericano ha sumido un liderazgo colectivo derivado de las reuniones denominadas 2x9, cuyas propuestas han marcado tendencias en el desarrollo de la misión.





Del mismo modo, Haití se ha constituido en una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral, tal como ocurre por ejemplo entre Chile y Ecuador a través de la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal y del mismo modo, se han generado condiciones que han incentivado la participación, permanencia y compromiso en la misión de otros miembros de la región, como Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua, representando además una clara oportunidad para estrechar vínculos con países vecinos, creándose espacios de acercamiento y cooperación que en otros escenarios resultarían menos fluidos.






Además de lo anterior, la MINUSTAH ha representado un escenario efectivo para incrementar la capacidad disuasiva de nuestras FF.AA. sin necesidad de señales que puedan ser interpretadas como amenazas.  Más que disuasión estricta y directa, lo que se ha logrado en Haití es alcanzar una estatura estratégica que deviene en disuasión indirecta. La demostración de capacidades efectivas y eficientes y el uso de la fuerza en situaciones reales (con relevante éxito y con riesgos acotados) han contribuido a incrementar el prestigio institucional del país.






1. La participación nacional en la MINUSTAH ha generado condiciones estratégicas y políticas de trascendental envergadura, vinculadas con el compromiso por la paz y seguridad internacional. 






2. Se ha consolidado el compromiso asumido por la región y liderado por nuestro país, al acudir tempranamente al llamamiento de la ONU para integrar la MIFH, en orden a otorgarse protección y hacerse cargo de sus dilemas de seguridad.





3. Del mismo modo, Haití constituye una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral, tal como ocurre por ejemplo, entre Chile y Ecuador. 






4. La MINUSTAH ha representado un escenario efectivo para incrementar la capacidad de despliegue de nuestras FF.AA y alcanzar una estatura estratégica que deviene en disuasión indirecta. 






5. En términos militares, es una oportunidad extraordinaria de entrenar a las unidades y medios militares en un ambiente operacional cercano a la realidad. Constituye una oportunidad única de práctica de proyección militar, lo cual trae consigo no sólo una mejor formación de pilotos y tripulaciones, sino que también los soldados, quienes deben efectuar un gran desplazamiento en condiciones críticas y reales.






6. La Operación de Paz de MINUSTAH significa para las fuerzas militares chilenas un conjunto de ventajas operativas, ya que les permite efectuar el ciclo completo de una operación bélica, exceptuando la fase de acción coercitiva sobre el adversario.





7. El soporte logístico y administrativo desde Chile hacia el personal y equipos desplegados en Haití ha sido una experiencia invaluable, que ha permitido conocer, estandarizar y aplicar procesos. El transporte estratégico desde Chile al área de misión, constituye una oportunidad única de práctica de proyección militar, lo cual trae consigo no sólo una mejor formación de pilotos y tripulaciones.






8. Durante la fase de operación en la isla, los soldados, infantes de marina y aviadores, desarrollan un trabajo físico e intelectual en condiciones reales, lo cual de por sí, es una notable fuente de entrenamiento.






Algunos ejemplos efectivos se señalan a continuación:






i. Implementación efectiva de la conducción conjunta a nivel político-estratégico, a nivel operativo y a nivel táctico.





ii. Homologación de procedimientos operativos entre unidades militares y de infantería de marina, cuya acción debe ser complementaria en el teatro de operaciones.






iii. Homologación de procedimientos y empleo combinado efectivo entre las unidades de ingenieros chilenas y las ecuatorianas, generándose un valioso intercambio.






iv. Homologación e incorporación de procedimientos operativos internacionales de conformidad con los lineamientos de Naciones Unidas, que permite a las unidades nacionales una inserción adecuada en misiones de esta naturaleza. 






v. Reevaluación y corrección de los ciclos logísticos e incorporación de nuevos procedimientos a las doctrinas institucionales sobre la materia.






vi. Instrucción del personal y prueba de los sistemas de armas y del material en condiciones reales, lo que permite una revisión y adecuación permanente de los procedimientos y necesidades.






vii. Validación de las capacidades ya obtenidas por la FACH y el Ejército en misiones de paz anteriores a MINUSTAH (Timor Oriental para el Ejército e Irak para la FACH).






viii. Incremento de la capacidad operativa para cumplir misiones nocturnas utilizando sistemas de visión nocturna (NIGHT VISION GOGGLES) y sistemas FLIR (Forward Looking Infrared System).






ix. Implementación de normas, procedimientos y sistemas de control de operaciones aéreas entre ambas instituciones.






x. Incremento de la capacidad operativa de las tripulaciones y del personal de mantenimiento de aviación conforme a las horas de vuelo dispuestas por LOA.






xi. Entrenamiento conjunto con fuerzas especiales argentinas, peruanas y brasileñas conforme a necesidades de despliegue de estos medios, producto de la planificación del CG DE MINUSTAH (U3). Lo anterior ha permitido comprobar el alto nivel operativo y eficiencia de nuestras tripulaciones de helicópteros.

VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO






a. Organización del mando del contingente nacional






El Mando operacional (OPCOM)
 de contingente Nacional desplegado en Haití (Anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional (JEMDN), en su calidad de Autoridad Nacional Militar (ANAMIL) y el Control Operacional (OPCON)
 es responsabilidad del Force Commander para las tropas militares y del UN Police Commissioner para las policías. 






El JEMDN para estas funciones es asesorado por la Dirección de Operaciones de Paz.






En el Anexo “C” se señala un organigrama con esta organización.






b. Equipamiento y material de apoyo






Las Fuerzas Chilenas desplegadas en Haití cuentan con el equipamiento y material de apoyo necesario para el cumplimiento de sus funciones, sin embargo, debido a su gran cantidad y atendiendo que pertenece a las distintas Instituciones de la Defensa Nacional, lo que significa un gran volumen de documentos, en el anexo “E” solo se da a conocer el equipamiento y material de apoyo mayor, con que cuentan las distintas Unidades, quedando a disposición de la Comisión, en el Estado Mayor de la Defensa Nacional (Dirección de Operaciones de Paz), los inventarios del material menor.

VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA  PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUÍDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO






El financiamiento de la participación militar nacional en la misión en Haití, tiene su origen en dos grandes áreas:






a. Sostenimiento logístico del equipamiento desplegado en el área de misión, incluyendo su transporte, que se financia con leyes reservadas.






b. Remuneraciones del personal, las que poseen dos fuentes de financiamiento:






- Traspaso desde las Instituciones al Fondo de Operaciones de Paz, de los recursos correspondientes al sueldo en moneda nacional (asignación por Ley de Presupuesto), convertidos en moneda extranjera (dólar), de la totalidad de los efectivos desplegados en Haití.






- Reembolsos de Naciones Unidas por participación de personal y medios desplegados en Haití.





El gasto mensual promedio en remuneraciones de todo el  personal militar desplegado asciende a US$ 2,0 millones.






En el contexto de lo indicado precedentemente, los reembolsos promedio de Naciones Unidas en un horizonte mensual durante el año 2008, ascienden a las siguientes cifras:

	BATALLÓN CHILE
	USD
	   263.000,00   

	COMPAÑÍA DE INGENIEROS
	USD
	   164.000,00   

	ESCUADRILLA DE HELICÓPTEROS
	USD
	      47.000,00 

	HORAS DE VUELO
	USD
	   262.000,00   

	REEMBOLSOS POR PERSONAL
	USD
	   525.000,00   

	VUELOS LOGÍSTICOS
	USD
	   156.000,00   







A la fecha, los requerimientos vinculados con la misión que superan los presupuestos planificados y programados, ha sido financiado en su totalidad con recursos del Ministerio de Defensa.






En el anexo “F”, se encuentra detallada la situación financiera de la misión de Chile en Haití, considerando ingresos y egresos en moneda extranjera (dólar), proyectada al 31 de diciembre del año 2009.

VIII. OTROS ASPECTOS A SER CONSIDERADOS






a. Perspectiva de la MINUSTAH






1. La MINUSTAH se encuentra abocada a la elaboración de un Plan de Consolidación de la misión en Haití que debería estar concluido para mediados de agosto, 45 días antes que se ponga en tabla del Consejo el tema de la misión de paz en este país. Al respecto se informó que el programa de consolidación duraría alrededor de dos años, luego de esta etapa se ha considerado  iniciar una  progresiva reducción de los cascos azules.






La formulación de un plan de tales características permite concluir que las autoridades de ONU acompañarán al Presidente René Preval durante su período presidencial, asociando la consolidación de la misión al fin de su mandato en el 2011, en el que esperan se instalen todas las instituciones haitianas y que con la elección del nuevo Presidente se inicie un progresivo retiro de las fuerzas internacionales.





De tal manera, el Plan de Consolidación contempla la existencia de indicadores o benchmarks, que podrían convertirse en el futuro en insumos para la elaboración de una estrategia de salida de MINUSTAH de Haití. Lo relevante es que en la definición de dichos indicadores se ha intentado depurar toda consideración subjetiva de forma tal de poder ser sometidos a evaluación objetiva. Los indicadores o benchmarks son:






- Instalación de un Presidente y de una Legislatura democráticamente electos en el año 2011.






- Establecimiento de una estructura de seguridad que permita a Haití responder a amenazas potenciales dentro del país y a lo largo de sus fronteras terrestres y marítimas.






- Consolidación de un poder judicial independiente y “creíble” así como de un sistema penitenciario que respete los derechos humanos y una justicia accesible para todos los ciudadanos.





- La extensión de la autoridad del Estado en todo el territorio por medio de instituciones democráticas, incluido el establecimiento de un sistema viable de gestión de fronteras.





- Mejora tangible del nivel de vida de la población y crear condiciones para la recuperación económica. Indicadores claves podrían ser el nivel de acceso a los servicios básicos, tales como educación y salud, junto con el incremento de los ingresos de las arcas fiscales y un aumento significativo del PIB. El auge del empleo y de la inversión interna y extranjera serán también elementos a considerar. 





- En el ínter tanto la MINUSTAH continúa apoyando la planificación logística y de seguridad para las futuras elecciones de senadores, para la cual los países donantes han manifestado su deseo de proveer los fondos necesarios, mayoritariamente a través del PNUD. El trabajo en la actualización de las planillas de votantes, llevado a cabo por la Oficina Nacional de Identificación de Haití en colaboración con la OEA, ha resultado en el registro de más de 450.000 nuevos votantes. La MINUSTAH también entrega asistencia de expertos y técnica en apoyo de las instituciones claves. Asiste también al Ministerio del Interior con los Proyectos de Impacto Rápido, para mejorar la capacidad de los consejos municipales.





b. Cooperación bilateral






El proyecto conjunto con el Ministerio de Educación Haitiano de Pequeña infancia podrá empezar con la apertura del Primer Centro en Diciembre en Aquín, habiéndose ya realizado actividades en él gracias al  aporte conseguido por esta Embajada con la UNESCO. El mes de octubre la AGCI, JUNJI e INTEGRA realizaron una misión de evaluación del proyecto y se fijó la fecha de inauguración oficial del primer centro.






El proceso de selección de 22 oficiales de la Policía Nacional Haitiana (PNH) para otorgar becas en Chile ya fue realizado y se ha iniciado el proceso de becas para 40 policías de menor graduación que iniciaron un diplomado por 10 meses a partir del mes de marzo de 2009. Al respecto, Chile ha sido reconocido como uno de los países pilares para la capacitación de la PNH.






En cuanto a coordinación de la cooperación, se ha estado trabajando estrechamente con Argentina y Brasil para complementar los respectivos proyectos de cooperación (agrícolas en primera instancia), así como con otros países (España, Japón) y con organismos internacionales como UNICEF, PAM, BID y el BM. Una especial contribución nos esta solicitando el Ministerio del Medio Ambiente haitiano para que nuevamente cooperemos en la formación de agentes para la protección de bosques y del eco sistema de la isla.





Además de lo anterior, el Ministerio de Finanzas envió a Chile en enero de 2009, una delegación encargada de estudiar el sistema de pensiones y una delegación del Ministerio de Justicia, junto con un ex Ministro de Justicia y el Vicepresidente de la Corte Suprema haitiana el marco de un programa elaborado por el CEJA.





1. Cooperación con el fortalecimiento institucional de la PNH






En el marco del Mecanismo ad-hoc denominado Dos por Nueve en diciembre tuvo lugar en Santiago una importante reunión convocada por el Ministerio de Defensa para coordinar el apoyo al fortalecimiento institucional de la Policía Nacional de Haití, con participación de delegaciones de Argentina, Brasil y  Uruguay. A la reunión de Santiago fue especialmente invitado el Ministro de Seguridad Pública de Haití, señor Echar Joseph; el Jefe de la División de Asuntos Políticos y de Planeamiento de la MINUSTAH, Gerard Le Chevallier y el Director de Programas y Proyectos de UNPOL, señor Jaime Vigil.  El ministro haitiano explicó el proceso de reforma de la PNH que se lleva adelante con apoyo de Naciones Unidas y destacó la importancia que tiene para su país el programa de formación que realiza Carabineros de Chile.






Como se sabe, en diciembre 2008 se graduaron los primeros 15 oficiales haitianos y este año 2009 se aumentó en un 40% el cupo que ofrece Carabineros de Chile.  Así, en marzo ingresaron otros 22 policías a la academia, donde cursarán estudios durante un año lectivo.






Atendiendo a las necesidades expuestas por el Ministro de Seguridad de Haití, los delegados a la reunión de coordinación policial acordaron trabajar en la perspectiva de homologar el currículum de formación, capacitación y especialización de la PNH; sistematizar la oferta de cooperación policial a través de una coordinación con el Ministerio correspondiente y de la UNPOL de la MINUSTAH y recurrir para tales fines, a los recursos del Centro de Coordinación de la Capacitación de la Capacitación Policial del MERCOSUR y AMERIPOL. Además los países comprometieron apoyo en la formación de policías de guardacostas; instrucción de comando y estrategias policiales y asistencia en materia de inteligencia, laboratorios técnicos y operaciones especiales.






Antecedentes:






La participación de Chile en el Grupo de Trabajo para la Cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití, se fundamenta a lo menos en dos fuentes constituidas por una parte con  las experiencias obtenidas directamente en la relación bilateral con Haití y la realizada con ocasión de mantener el país contingentes militares y policiales integrados a la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH). La otra fuente, producto del trabajo desarrollado multilateralmente junto a los otros países latinoamericanos que contribuyen con fuerzas de la MINUSTAH en el esfuerzo común de mejorar su participación en la cooperación internacional realizada en apoyar la República de Haití.





La experiencia nacional generada por una antigua relación bilateral a través de la Embajada de Chile en Haití, se incrementa con el temprano e inmediato despliegue de las Fuerzas Armadas Chilenas al área de misión de la MINUSTAH. En ese mismo sentido la participación del Contingente Policial de Chile en la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH) se inició en el mes de Agosto de 2004. El Contingente Nacional Policial Compuesto por Oficiales y Personal de Carabineros de Chile como  de la Policía de Investigaciones, se integró como Expertos en Misión a la Policía de las Naciones Unidas de la MINUSTAH, dependiendo del Comisionado de Policía. La dedicación del primer Contingente correspondiente a los años 2004- 2005 en supervisión, entrenamiento de la Policía Nacional de Haití y gestión de las instancias de la UNPOL, permitió concluir la necesidad de preparar a los futuros recursos humanos para desarrollar una contribución cada vez más cualitativa mediante la asignación y despliegue de integrantes con formación profesional y especializada.






El conocimiento logrado gracias al trabajo conjunto de los contingentes integrados en la MINUSTAH, de la Embajada de Chile y las instancias nacionales involucradas permitió concluir que la existencia de necesidades de capacitación y especialización de Policía Nacional de Haití, constituían al mismo tiempo, una oportunidad para que el país aumentara su cooperación  satisfaciéndolas. 






En Junio de 2006, se efectuó una ratificación por parte de las autoridades haitianas de las necesidades de capacitación especialización en materia policial con motivo de la Visita Presidencial realizada a Haití que reunía las siguientes características:






i. Carencia de especialización en Administración de la Seguridad Pública del personal de la PNH.





ii. Solicitud de realizar procesos de enseñanza aprendizaje de más de 9 meses de duración para lograr el desarrollo de las conductas y competencias deseadas.






iii. Desarrollo de cursos basados en una cultura organizacional disciplinada y formal, coincidente con Modelos de Formación de países latinoamericanos y de mayor tiempo de duración. 






Hacia fines de 2006, desde Santiago y a través de la Embajada de Chile en Haití, se comunicó que para el año 2007, la Oferta del “Diploma de Administración de la Seguridad Pública” de la Escuela de Carabineros de Chile, financiado a través de 15 Becas del Programa CECIPU de la Subsecretaria de Carabineros para Oficiales de la PNH. Los procesos de selección de los becados, realización académica y excelente resultado obtenido por los Oficiales-Alumnos de la Policía Nacional de Haití generó una generalizada y positiva opinión. Asimismo se concluyó técnicamente que, esta forma de cooperación hacia Haití resultaba altamente rentable, considerando que significaba una inversión de costo medio y un beneficio de alto retorno al considerarse la difusión educativa a lograrse mediante la asignación de ese Personal de la PNH especializado como Profesor o Instructor.





En Diciembre de 2007 y antes del egreso de la Primera Promoción de Alumnos del Diploma efectuado especialmente para los policías haitianos, se realizó la primera reunión de Argentina, Brasil Chile y Uruguay, grupo también denominado ABCU, con el propósito de compartir las experiencias obtenidas hasta ese momento y determinar las necesidades de colaboración hacia Haití. Esa circunstancia hizo confluir y compartir la experiencia lograda por Chile en su relación con Haití y la MINUSTAH, hacia un ambiente multilateral latinoamericano, ya que los mismos países participantes también lo eran del denominado Mecanismo 2x9.






La segunda causa que explica la sinergia de creación y funcionamiento actual del Grupo de Trabajo para la Cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití, se encuentra en la creación del denominado Mecanismo de Cooperación 2 x 9 donde se comparte una experiencia conjunta con los demás componentes.






El Mecanismo de Cooperación 2x9 fue inicialmente establecido por Argentina, Brasil, Chile y Uruguay (conocidos como el grupo ABCU), por cuanto representaban a los cuatro países con los mas grandes contingentes de Militares de Latinoamérica en la MINUSTAH. Este grupo consultivo fue creado para mejorar el apoyo proporcionado a Haití a través de sus miembros participantes, tanto en materias militares, como policiales. Posteriormente a las primeras reuniones, el grupo se fue ampliando con la participación de Ecuador, Guatemala, y Perú, pasando a conformarse como 2x7, en Argentina durante Enero y Agosto de 2006 respectivamente. El resultado obtenido fue la base para coordinar de mejor manera la participación de los contingentes en Haití, así como contribuir de una manera coordinada con experiencias que pudieran ser mejor aprovechadas. Luego de la adhesión de Bolivia y Paraguay, el grupo fue formalmente establecido como 2x9.






En Diciembre de 2007, en la Reunión ya antes aludida, se logró destacar a las delegaciones presentes la importancia de las necesidades de la PNH para Haití y por otra parte las ventajas comparativas que se podían deducir a partir de la experiencia chilena, en el caso de efectuarse por parte de los países latinoamericanos asistentes, realizar procesos de enseñanza aprendizaje al personal de la Policía Nacional de Haití. En esa circunstancia se comenzó a profundizar acerca de las necesidades de formación de la PNH. Como resultado de la misma reunión, los participantes acordaron apoyar en forma mas decidida al Proceso de Reforma de la PNH, mediante la profesionalización de su recurso humano. Para ello se propuso elaborar un diagnostico sistemático de necesidades de formación, en el que participaron la PNH, la MINUSTAH, y los países asistentes representados en el mecanismo 2x9.





La misma Reunión de Diciembre de 2007, también generó una convocatoria para reunirse nuevamente en Diciembre de 2008, dirigiéndose especialmente a los países del 2x9. En el intertanto y después de la reunión en Diciembre 2007, egresó la primera promoción de 15 Oficiales de la PNH especializados en Chile con el Diploma de Administración en seguridad Pública y regresaron hacia Haití.  






En Marzo de 2008, un nuevo proceso de selección fue realizado en Haití con éxito, integrando a la Embajada de Chile en Haití, la Policía Nacional de Haití y la Policía de las Naciones Unidas de la MINUSTAH. Un aumento de becas chilenas a 22 Alumnos permitió que iniciaran regularmente sus clases.






La Declaración de Santiago de Chile.






En Diciembre de 2008 y con las experiencias de Diciembre de 2007, una reunión de Ministros de Seguridad Pública de los países integrantes del Mecanismo 2x9, en apoyo a la Policía Nacional de Haití fue convocada el 15 del mismo mes en Santiago de Chile.  Asistieron el Secretario de Estado para la Seguridad Pública de Haití, así como representantes de los países integrantes y de MINUSTAH, asistentes del SRSG y de la UNPOL; Costa Rica y Canadá en calidad de invitados. La reunión permitió discutir la necesidad del apoyo a la PNH y las posibles estrategias para mejorar la asistencia por parte del mecanismo 2x9.






Como resultado de la jornada de trabajo, quedó claro el compromiso de largo plazo de todos los países e instituciones participantes en fortalecer la Democracia, el Estado de Derecho en Haití y el Proceso de Reforma de la PNH. El detalle de los acuerdos quedaron establecidos en la “Declaración de la Reunión de Coordinación Latinoamericana para la Cooperación Policial con Haití”, la cual  manifestó  la urgencia de coordinar, centralizar y evaluar la Oferta de Cooperación en Capacitación al Plan de Reforma de la PNH, concentró ofrecimientos realizados y propiciando un marco de desarrollo para el corto y mediano plazo, expresamente señaló acciones a ejecutar para lo cual se decidió conformar un Grupo de Trabajo Técnico, con una Secretaria Ejecutiva.






c. Situación actual






1. Instalación del Grupo de Trabajo de Coordinación para la Cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití.






De conformidad a lo expresado en la Declaración de Santiago resultado de la reunión de Ministros de 15 de Diciembre de 2008, durante el día 02 de Febrero 2009, con la presencia de la Primer Ministro Michèle Duvivier Pierre-Louis, del Ministro de Defensa Nacional de Chile, José Goñi Carrasco, del Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de Argentina, Aníbal Domingo Fernández, del Secretario de Seguridad de Haití, Eucher-Luc Joseph, de los embajadores de Argentina, Brasil, Chile, representantes de la MINUSTAH, de la OEA, y de la Subsecretaria de Carabineros de Chile, Javiera Blanco, tuvo lugar la constitución del Grupo de Trabajo Técnico para la elaboración de un Plan de Acción que coordinará el apoyo latinoamericano al fortalecimiento institucional de la Policía Nacional de Haití.






Los participantes manifestaron en ese Acto que, la instalación del Grupo de Trabajo constituye la materialización de los acuerdos generados en la Jornada de Coordinación para la Cooperación Policial con Haití que se llevó a cabo el 15 de diciembre en Santiago de Chile, contó con la participación de los países latinoamericanos que participan con personal policial en la Misión de Naciones Unidas y con la presencia de Costa Rica, en calidad de Representante latinoamericano en el Consejo de Seguridad, el Director de Asuntos Políticos y de Planificación de la MINUSTAH; del Secretario de Seguridad Multidimensional de la OEA; y del Secretario de Seguridad de Haití.






Asimismo, agradecieron a las autoridades haitianas, especialmente al Presidente Rene Preval y a la Primera Ministra Michelle Pierre Louis, la acogida brindada para la realización de esta reunión y felicitaron a las autoridades y al pueblo haitiano por los avances obtenidos en la estabilización del país, pese a las dificultades vividas a consecuencias de los huracanes que azotaron al país en el mes de Septiembre, así como los problemas sociales provocados por el encarecimiento del precio de los alimentos. Del mismo modo expresaron preocupación por los graves efectos que la crisis económica internacional está provocando en los hogares haitianos.






Los países participantes reafirmaron el compromiso regional con el apoyo al Gobierno de Haití y particularmente con el fortalecimiento institucional de la Policía Nacional Haitiana y se comprometieron a coordinar sus esfuerzos de cooperación con el Plan de Reforma de la PNH en los ámbitos de infraestructura, gestión institucional, recursos logísticos, formación y capacitación.






Los países participantes acordaron:






- Que en representación de los países latinoamericanos participantes en la MINUSTAH-UNPOL el Grupo de Trabajo coordine la oferta de cooperación policial con la PNH.






- Que el Grupo de Trabajo quede integrado por representantes de los gobiernos de Haití, Argentina, Brasil, Chile y representantes de la OEA y de la MINUSTAH, quedando abierto al aporte de los demás países del Mecanismo de Concertación Política Latinoamericano para Haití. 






- Que en el marco del Plan de Reforma de la PNH impulsado por el Gobierno, el Grupo de Trabajo elabore un Diagnóstico de la Situación Policial y un Plan de Acción que coordine la oferta de cooperación, potenciando los recursos disponibles en materia de formación, capacitación y especialización policial. 






- Que en el marco del Plan de Reforma de la PNH el Grupo de Trabajo Técnico genere una propuesta de plan de carrera para los agentes y oficiales de la PNH en conjunto con las autoridades haitianas y de acuerdo a las necesidades expresadas por éstas.





- Que sobre la base del perfil profesional definido en el plan de Reforma, se trabaje en la estructuración de una malla curricular única, en la perspectiva de fortalecer la Academia Nacional de Policía.






- Que el Plan de Acción sea acompañado de un análisis de los recursos necesarios para su implementación.






- Que la presente iniciativa constituya un aporte para el informe del Secretario General al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.






- Que la Secretaría Técnica del presente grupo de trabajo, será asumida inicialmente por el representante permanente de la OEA en Haití. 






Los países presentes reiteraron que la próxima reunión se realizará en Argentina en el mes de agosto.






Posteriormente, a cargo del señor Representante permanente de la OEA en Haití, se desarrollaron durante el mes de Febrero y de Marzo reuniones de análisis y diagnóstico por parte de los integrantes del grupo de trabajo.






En el momento actual, se encuentra en etapa de redacción el Diagnóstico de la Situación Policial y el Plan de Acción del Grupo, tareas asumidas por Argentina y Chile que finalizará en el presente mes de Abril con la presentación de un texto consensuado por ambas partes y que será entregado al Coordinador del Grupo en Puerto Príncipe, para que obtenga su suscripción por los países integrantes.






Se ha previsto el cumplimiento al acuerdo de efectuar la próxima reunión de Agosto 2008, en Argentina.






2. Proyecto de Apoyo a la Infancia






Este es un programa de educación pre-escolar: Desarrollo de la Pequeña Infancia en Aquin. Consiste en la instalación de tres centros de educación infantil en el Departamento del Sur de Haití: Labadie, de Colline, Vieux Bourg d´Aquin. Fue acogido por Chile a solicitud del Ministerio de Educación de Haití para colaborar en la implementación de centros de educación para la pre infancia (jardines infantiles). En la práctica se trata de la generación de políticas públicas para la protección de la infancia haitiana, con énfasis en desarrollar competencias a través de la capacitación- en los equipos ministeriales y locales.





El proyecto será implementado en 18 meses por el Ministerio de Educación de Haití en coordinación con los ministerios de Bienestar Social, Salud y de la Mujer, con la cooperación técnica de profesionales chilenos de JUNJI e INTEGRA creando un modelo de atención educativa elemental para la infancia. Participan igualmente organismos internacionales como el BID, PAM (Programa de Alimentación Mundial).





3. Programa de cooperación AGCI / Haití






El Gobierno de Chile definió impulsar un programa de cooperación en conjunto con el Gobierno Haitiano. Este centra el apoyo en mejorar las condiciones de subsistencia a familias rurales en producción de alimentos y salubridad y en brindar asistencia técnica en el diseño de políticas públicas en Agricultura y Medio Ambiente y Atención a la Infancia. La estrategia aplicada comprende la implementación de un Programa de Desarrollo Local Rural en la comuna de Limonade en Cabo Haitiano.






El apoyo al fortalecimiento de la institucionalidad pública mediante misiones de técnicos chilenos que asesoran a las autoridades en la formulación de diagnósticos, políticas y programas, en las áreas de Agricultura, Infancia y Seguridad Policial.






El apoyo a iniciativas específicas con recursos técnicos y financieros que permiten viabilizar acciones de carácter más puntual en función de problemas identificados por la Embajada.






d. Comentarios finales






La participación nacional en la MINUSTAH ha generado condiciones estratégicas y políticas de trascendental envergadura, vinculadas con el compromiso por la paz y seguridad internacional.





Se ha consolidado el compromiso asumido por la región y liderado por nuestro país, al acudir tempranamente al llamamiento de la ONU para integrar la MIFH, en orden a otorgarse protección y hacerse cargo de sus dilemas de seguridad.





Del mismo modo, Haití constituye una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral, tal como ocurre por ejemplo, entre Chile y Ecuador.





La MINUSTAH ha representado un escenario efectivo para incrementar la capacidad de despliegue de nuestras FF.AA y alcanzar una estatura estratégica que deviene en disuasión indirecta.





En términos militares, es una oportunidad extraordinaria de entrenar a las unidades y medios militares en un ambiente operacional cercano a la realidad.  Constituye una oportunidad única de práctica de proyección militar, lo cual trae consigo no sólo una mejor formación de pilotos y tripulaciones, sino que también los soldados, quienes deben efectuar un gran desplazamiento en condiciones críticas y reales.






La Operación de Paz de MINUSTAH significa para las fuerzas militares chilenas un conjunto de ventajas operativas, ya que les permite efectuar el ciclo completo de una operación bélica, exceptuando la fase de acción coercitiva sobre el adversario.






El soporte logístico y administrativo desde Chile hacia el personal y equipos desplegados en Haití ha sido una experiencia invaluable, que ha permitido conocer, estandarizar y aplicar procesos. El transporte estratégico desde Chile al área de misión, constituye una oportunidad única de práctica de proyección militar, lo cual trae consigo no sólo una mejor formación de pilotos y tripulaciones.






Durante la fase de operación en la isla, los soldados, infantes de marina y aviadores, desarrollan un trabajo físico e intelectual en condiciones reales, lo cual de por sí, es una notable fuente de entrenamiento.






La participación en la MINUSTAH, ha permitido un diálogo en lo político entre los países Latinoamericanos que aportan tropa, en especial en materia de coordinación y apoyo en el ámbito policial y en proyecto de desarrollo.

ANEXO “A”

RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LA O.N.U.






Resolución 1542 (2004)






Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4961ª sesión, celebrada el 30 de abril de 2004.





El Consejo de Seguridad,






Recordando su resolución 1529 (2004), de 29 de febrero de 2004, Acogiendo con satisfacción el informe del Secretario General de 16 de abril de 2004 (S/2004/300) y apoyando sus recomendaciones, Afirmando su firme determinación de preservar la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití, Deplorando todas las infracciones de los derechos humanos, en particular contra la población civil, e instando al Gobierno de transición de Haití (“el Gobierno de transición”) a que adopte todas las medidas necesarias para poner fin a la impunidad y asegurarse de que la promoción y protección constantes de los derechos humanos y el establecimiento de un Estado basado en el imperio de la ley y de un poder judicial independiente figuren entre sus más altas prioridades, Reafirmando también sus resoluciones 1325 (2000), sobre las mujeres, la paz y la seguridad, 1379 (2001), 1460 (2003) y 1539 (2004), sobre los niños afectados por conflictos armados, y 1265 (1999) y 1296 (2000), sobre la protección de los civiles en los conflictos armados, Observando con satisfacción y alentando las disposiciones que han tomado las Naciones Unidas en sus operaciones de mantenimiento de la paz para que el personal de mantenimiento de la paz cobre conciencia de la prevención y el control del VIH/SIDA y de otras enfermedades transmisibles, Encomiando el despliegue rápido y profesional de la Fuerza Multinacional Provisional (FMP) y las actividades de estabilización que ha emprendido, Tomando nota del acuerdo político a que llegaron algunas de las partes principales el 4 de abril de 2004 e instando a todas las partes a que trabajen sin demora para llegar a un amplio consenso político sobre la naturaleza y la duración de la transición política, 2 0433301s.doc S/RES/1542(2004).





Reiterando su llamamiento a la comunidad internacional para que siga prestando asistencia y apoyo al desarrollo económico, social e institucional de Haití a largo plazo y observando con satisfacción la intención de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comunidad del Caribe (CARICOM) y la comunidad internacional de donantes, así como de las instituciones financieras, de participar en ese empeño, Observando que existen obstáculos para la estabilidad política, social y económica de Haití y determinando que la situación de Haití sigue constituyendo una amenaza a la paz y la seguridad internacionales de la región,  1. Decide establecer la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), fuerza de estabilización solicitada en la resolución 1529 (2004), por un período inicial de seis meses, con la intención de prorrogarla por nuevos períodos y pide que la autoridad de la FMP sea traspasada a la MINUSTAH el 1° de junio de 2004;






2. Autoriza a los elementos restantes de la FMP a que sigan desempeñando su mandato con arreglo a lo dispuesto en su resolución 1529 (2004) con los medios disponibles y durante un período de transición no superior a 30 días a partir del 1° de junio de 2004, según pida y necesite la MINUSTAH;






3. Pide al Secretario General que nombre un Representante Permanente en Haití, que tendrá la autoridad general sobre el terreno para la coordinación y dirección de las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en el país;






4. Decide que, de conformidad con el informe del Secretario General sobre Haití (S/2004/300), la MINUSTAH conste de un componente civil, que estará integrado por un máximo de 1.622 miembros de la policía civil, incluidos los asesores y las unidades constituidas, y un componente militar, que constará de un máximo de 6.700 efectivos, entre oficiales y tropa, y pide asimismo que el componente militar esté directamente subordinado al Representante Especial por conducto del comandante de la fuerza;






5. Apoya el establecimiento de un grupo básico presidido por el Representante Especial e integrado por sus adjuntos, el Comandante de la Fuerza, representantes de la OEA y la CARICOM, otras organizaciones regionales y subregionales, las instituciones financieras internacionales y otros directamente interesados, a fin de facilitar la ejecución del mandato de la MINUSTAH, promover la interacción con las autoridades de Haití en calidad de socios y hacer más eficaz la acción de la comunidad internacional en Haití, como se expone en el informe del Secretario General (S/2004/300); 






6. Pide que en el desempeño de su mandato la MINUSTAH coopere y se coordine con la OEA y la CARICOM;






7. Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas en relación con la sección I que figura más abajo, decide que la MINUSTAH tenga el mandato siguiente:






I. Entorno seguro y estable:






a) En apoyo del Gobierno de transición, establecer un entorno seguro y estable en el que se pueda desarrollar el proceso político y constitucional en Haití; 0433301s.doc 3 S/RES/1542(2004);





b) Ayudar al Gobierno de transición en la supervisión, reestructuración y reforma de la Policía Nacional de Haití, de conformidad con las normas de policía democrática, en particular mediante el examen de los antecedentes y la certificación de su personal, el asesoramiento sobre su reorganización y formación, en particular formación en cuestiones de género, y la supervisión y el adiestramiento de los miembros de la Policía Nacional de Haití;






c) Prestar asistencia al Gobierno de transición, en particular a la Policía Nacional de Haití, mediante programas amplios y sostenibles de desarme, desmovilización y reinserción para todos los grupos armados, incluidas las mujeres y los niños asociados con esos grupos, así como mediante medidas de seguridad pública y control de armas;






d) Prestar asistencia en el restablecimiento y mantenimiento del Estado de derecho, la seguridad pública y el orden público en Haití, prestando, entre otras cosas, apoyo operacional a la Policía Nacional de Haití y el Servicio de Guardacostas de Haití, así como en el fortalecimiento institucional, incluido el restablecimiento del sistema penitenciario;






e) Proteger al personal, los servicios, las instalaciones y el equipo de las Naciones Unidas y la seguridad y libertad de circulación de su personal, teniendo en cuenta la responsabilidad primordial que incumbe al Gobierno de transición a este respecto;






f) Proteger a los civiles, en la medida de sus posibilidades, y dentro de su zona de despliegue sobre los cuales se cierna una amenaza inminente de ataque físico, sin perjuicio de las obligaciones del Gobierno de transición y de las autoridades policiales;






II. Proceso político:






a) Apoyar el proceso constitucional y político que se ha puesto en marcha en Haití, incluso ofreciendo buenos oficios, y fomentar los principios del gobierno democrático y el desarrollo institucional;






b) Ayudar al Gobierno de transición en sus esfuerzos por entablar un proceso de diálogo y reconciliación nacional;






c) Ayudar al Gobierno de transición en la tarea de organizar, supervisar y llevar a cabo elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales libres y limpias a la mayor brevedad posible, en particular prestando asistencia técnica, logística y administrativa y manteniendo la seguridad, con el apoyo apropiado a un proceso electoral en que la participación de los votantes sea representativa de las características demográficas del país, con inclusión de las mujeres;






d) Ayudar al Gobierno de transición a extender la autoridad del Estado por todo Haití y apoyar el buen gobierno a nivel local; 






III. Derechos humanos:






a) Apoyar al Gobierno de transición, así como a las instituciones y grupos haitianos de derechos humanos, en sus esfuerzos por promover y proteger los derechos humanos, particularmente los de las mujeres y los niños, a fin de asegurar la responsabilidad individual por los abusos de los derechos humanos y el resarcimiento de las víctimas;
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b) En cooperación con la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, vigilar la situación de los derechos humanos, incluida la situación de los refugiados y las personas desplazadas que regresan, y presentar informes al respecto;






8. Decide que la MINUSTAH, en colaboración con otros asociados, preste asesoramiento y asistencia, en los ámbitos de su competencia, al Gobierno de transición:






a) En la investigación de las infracciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, en colaboración con la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, con objeto de poner fin a la impunidad;






b) En la formulación de una estrategia de reforma y fortalecimiento institucional del poder judicial;






9. Decide también que la MINUSTAH actúe en coordinación y cooperación con el Gobierno de transición, así como con sus asociados internacionales, a fin de facilitar el suministro y la coordinación de la asistencia humanitaria y el acceso del personal de organizaciones humanitarias a la población necesitada de Haití, prestando especial atención a los sectores más vulnerables de la sociedad, particularmente las mujeres y los niños;






10. Autoriza al Secretario General a adoptar todas las medidas necesarias para facilitar y apoyar el rápido despliegue de la MINUSTAH, antes de que las Naciones Unidas asuman las funciones de la Fuerza Multinacional Provisional;






11. Pide a las autoridades de Haití que concierten con el Secretario General un acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas en un plazo de 30 días a partir de la aprobación de la presente resolución y señala que, hasta que se concierte dicho acuerdo, se aplicará provisionalmente el modelo de acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas de 9 de octubre de 1990 (A/45/594);






12. Exige que se respeten estrictamente las personas y los locales de las Naciones Unidas y su personal asociado, la OEA, la CARICOM y otras organizaciones internacionales y humanitarias y misiones diplomáticas en Haití y que no se produzcan actos de intimidación o de violencia contra el personal dedicado a tareas humanitarias, de desarrollo o de mantenimiento de la paz; exige también que todas las partes de Haití permitan a todos los organismos humanitarios el acceso sin trabas y en condiciones de seguridad para que puedan desempeñar su labor;






13. Destaca la necesidad de que los Estados Miembros, los órganos de las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales, en particular la OEA y la CARICOM, otras organizaciones regionales y subregionales, las instituciones financieras internacionales y las organizaciones no gubernamentales sigan contribuyendo a la promoción del desarrollo social y económico de Haití, en particular a largo plazo, con el fin de lograr y mantener la estabilidad y combatir la pobreza; 






14. Insta a todas las entidades mencionadas, en particular a los órganos y organismos de las Naciones Unidas, a que ayuden al Gobierno de transición de Haití a preparar una estrategia de desarrollo a largo plazo para tal fin;






15. Exhorta a los Estados Miembros a que proporcionen ayuda internacional cuantiosa para atender a las necesidades humanitarias en Haití y proceder a la reconstrucción del país, recurriendo a los mecanismos de coordinación pertinentes, y exhorta también a los Estados, en particular los de la región, a que presten el apoyo 0433301s.doc 5 S/RES/1542(2004) adecuado a las medidas adoptadas por los órganos y organismos de las Naciones Unidas;






16. Pide al Secretario General que le presente un informe provisional sobre el cumplimiento de este mandato y un informe adicional antes de que expire el mandato en que le formule recomendaciones acerca de si habrá que prorrogar, reestructurar o reconfigurar la misión a fin de asegurar que tanto ella como su mandato sigan siendo pertinentes en relación con los cambios en la situación política, de seguridad y de desarrollo económico de Haití;






17. Decide seguir ocupándose de la cuestión.






Resolución 1840 (2008)






Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 5993ª sesión, celebrada el 14 de octubre de 2008.





El Consejo de Seguridad, Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus resoluciones 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004), Reafirmando su firme determinación de preservar la soberanía, independencia, integridad territorial y unidad de Haití, Reafirmando su apoyo al Gobierno de Haití y celebrando la reciente formación del Gobierno de la Primera Ministra Michèle Pierre-Louis y que el Parlamento haya aprobado la declaración de política general de su Gobierno como pasos hacia la gobernanza, la estabilidad y la democracia en Haití y como una nueva oportunidad para volver a encarrilar el proceso de reforma a largo plazo, Alentando al Gobierno de Haití y a todos los demás agentes políticos, sociales y económicos haitianos pertinentes a que refuercen el diálogo democrático y forjen el consenso más amplio e inclusivo posible, reconociendo que el Gobierno de Haití debe ejercer el liderazgo y mantener una voluntad política constante entre los agentes haitianos pertinentes a fin de fortalecer la gobernanza y la capacidad nacional para ocuparse de las cuestiones de mayor prioridad de su programa nacional, Reconociendo la devastación sufrida por el pueblo de Haití durante la temporada actual de huracanes y los daños inmediatos y a mediano y largo plazo ocasionados en los sectores de la agricultura y la infraestructura, así como sus repercusiones en la estabilidad y la situación de seguridad de Haití, Reconociendo los desafíos que afronta el Gobierno para coordinar la entrega de socorro humanitario e iniciar las actividades de recuperación, así como la necesidad de establecer una estrategia de reducción de riesgos y desastres, Reconociendo que el rápido aumento de los precios mundiales de los alimentos y combustibles continúa amenazando en gran medida el proceso general de estabilización en Haití y ha repercutido negativamente en las esferas política, de seguridad, humanitaria, social, económica y de desarrollo, y alentando a la comunidad internacional a que continúe prestando apoyo a Haití a este respecto, S/RES/1840 (2008) 2 08-54899;






Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo se refuerzan mutuamente, y acogiendo con satisfacción los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos, Reconociendo que el respeto de los derechos humanos, las debidas garantías procesales, la lucha contra la delincuencia y el fin de la impunidad son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití, Encomiando a la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable y deplorando una vez más la violencia que se desató en abril de 2008, el Consejo de Seguridad reitera que lamenta profundamente la pérdida de vidas y los ataques contra las instalaciones de la MINUSTAH y el personal de las Naciones Unidas y encomia las medidas adoptadas por la Misión, expresando su agradecimiento a los contingentes y el personal de policía de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo homenaje a los heridos y muertos en cumplimiento del deber, Reconociendo que la situación de seguridad ha mejorado en cierta medida en los últimos meses, pero observando que sigue siendo frágil, Haciendo hincapié en la importancia de la cooperación entre Haití y los Estados vecinos y de la región para gestionar con eficacia las fronteras terrestres y marítimas de Haití y garantizar su seguridad, conforme al interés común de que esas fronteras sean seguras, Subrayando que el tráfico ilícito internacional de personas, drogas y armas sigue afectando a la estabilidad de Haití, Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití, exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Comunidad del Caribe (CARICOM) y tomando nota del comunicado conjunto emitido por el Grupo Consultivo 2x9 sobre Haití el 29 de agosto de 2008 (S/2008/640), Destacando la importancia de establecer una gobernanza digna de crédito, competente y transparente, y alentando al Gobierno de Haití a que siga reforzando las instituciones estatales, Acogiendo con beneplácito las recomendaciones iniciales de la Comisión Consultiva sobre la Prisión Preventiva Prolongada y expresando su firme apoyo a que se siga trabajando en esta cuestión, así como para solucionar eficaz y oportunamente el hacinamiento en las cárceles, Exhortando al Gobierno de Haití a que, en coordinación con la comunidad internacional, continúe promoviendo la reforma del sector de la seguridad, en particular como se pide en el Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití aprobado por el Gobierno de ese país el 8 de agosto de 2006, e intensifique los esfuerzos para reformar los sistemas judicial y penitenciario, que son fundamentales, S/RES/1840 (2008) 08-54899 3;





Acogiendo con beneplácito las medidas iniciales tomadas para fortalecer el sistema judicial de conformidad con el plan nacional de reforma de la justicia, especialmente la modernización de las instituciones judiciales y el aumento del acceso a la justicia, que son aspectos cruciales de la reconstrucción y estabilización de Haití, Celebrando que se haya aprobado la nueva ley electoral y esperando con interés que se aplique sin dilación, teniendo en cuenta que se van a celebrar elecciones próximamente, celebrando también el apoyo prestado por la OEA para actualizar el registro de votantes haitianos y exhortando a las autoridades haitianas a que, con el apoyo continuado de los donantes, los asociados de Haití y las organizaciones regionales, así como de la MINUSTAH y el sistema de las Naciones Unidas, establezcan instituciones electorales permanentes y eficaces y celebren elecciones en consonancia con los requisitos constitucionales y legislativos de Haití, Subrayando la necesidad de ejecutar con rapidez proyectos de elevada densidad de mano de obra y gran eficacia y visibilidad que ayuden a crear empleo y prestar servicios sociales básicos, Reconociendo la labor realizada por las autoridades de Haití y las contribuciones aportadas por la comunidad internacional y el sistema de las Naciones Unidas, con apoyo de la MINUSTAH, en respuesta a las necesidades humanitarias y de otra índole de las personas afectadas por los desastres, y subrayando la importancia de que los donantes y los asociados de Haití coordinen plenamente entre sí y con el Gobierno de Haití, así como en el seno del sistema de las Naciones Unidas, las medidas que a este respecto se adopten en el futuro, Reconociendo la importancia de que los donantes internacionales y los asociados de Haití asuman un compromiso a largo plazo y alentándolos a seguir aumentando su asistencia, Destacando la necesidad de reforzar la capacidad del Gobierno de Haití y de sus instituciones, en particular en la coordinación de la cooperación internacional, Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 27 de agosto de 2008, que figura en el documento S/2008/586, Habiendo determinado que la situación imperante en Haití sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en la región, a pesar de los logros alcanzados hasta la fecha, Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, como se indica en la sección 1 del párrafo 7 de la parte dispositiva de la resolución 1542 (2004),





1. Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo de nuevo;






2. Expresa su satisfacción por la reconfiguración de la Misión realizada de conformidad con la resolución 1780 (2007) y hace suya la recomendación formulada por el Secretario General en el párrafo 20 de su informe (S/2008/586) de que se mantenga la configuración actual de la Misión hasta que el aumento sustancial previsto de la capacidad de la Policía Nacional de Haití permita volver a evaluar la situación, teniendo en cuenta la necesidad de ajustar la composición de la S/RES/1840 (2008) 4 08-54899 MINUSTAH y readaptar sus actividades en función de la evolución de las circunstancias y las prioridades sobre el terreno, incluida la necesidad de seguir fortaleciendo el adiestramiento de la Policía Nacional de Haití; 






3. Decide, por lo tanto, que la MINUSTAH siga constando de un componente militar de hasta 7.060 efectivos de todos los grados y un componente de policía integrado por un total de 2.091 agentes; 






4. Reconoce la potestad y la responsabilidad primordial del Gobierno y el pueblo de Haití en todo lo que respecta a la estabilización del país, reconoce la función que cabe a la MINUSTAH de apoyar los esfuerzos del Gobierno en este sentido y alienta al Gobierno de Haití a que siga aprovechando plenamente el apoyo internacional para fortalecer su capacidad, elemento indispensable para que los buenos resultados de la Misión sean sostenibles;






5. Expresa su apoyo pleno al Representante Especial del Secretario General, en particular en sus intentos de mejorar la estabilidad y la gobernanza en estrecha cooperación con el Gobierno de Haití, y reafirma su autoridad en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití;






6. Reafirma su exhortación a la MINUSTAH para que apoye el proceso político que está teniendo lugar en Haití, incluso con los buenos oficios del Representante Especial del Secretario General, y, en cooperación con el Gobierno de Haití, promueva un diálogo político inclusivo y la reconciliación nacional, y preste asistencia logística y de seguridad en el próximo proceso electoral, en particular en las elecciones que debían haberse celebrado en noviembre de 2007 para llenar los escaños del Senado que quedaron vacantes al terminar el mandato de una tercera parte de los senadores el 8 de mayo de 2008; 






7. Reconoce la importancia de resolver las diferencias políticas mediante el diálogo y alienta al Representante Especial del Secretario General a que facilite este diálogo entre el Gobierno de Haití y todos los agentes políticos pertinentes con el fin de asegurar que las instituciones políticas elegidas democráticamente puedan seguir llevando adelante la labor de reforma enunciada en el documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza;






8. Acoge con beneplácito que la MINUSTAH siga contribuyendo a la labor del Gobierno de Haití para crear capacidad institucional a todos los niveles y la exhorta a que, de conformidad con su mandato, amplíe ese apoyo con el fin de fortalecer unas instituciones del Estado autosuficientes, especialmente fuera de Puerto Príncipe, incluso proporcionando conocimientos especializados a los ministerios e instituciones clave;






9. Pide que la MINUSTAH mantenga su apoyo a la Policía Nacional de Haití como lo considere necesario para garantizar la seguridad en Haití y alienta a la Misión y al Gobierno de Haití a que sigan adoptando medidas coordinadas de disuasión para reducir el nivel de delincuencia y violencia; 






10. Reconoce la necesidad de mejorar y reforzar la labor de ejecución del Plan de Reforma de la Policía Nacional de Haití y pide a la MINUSTAH que, con arreglo a su mandato, siga ayudando al Gobierno de Haití en la reforma y reestructuración de la Policía Nacional, en particular apoyando la supervisión, orientación, capacitación y selección del personal de policía y fortaleciendo la S/RES/1840 (2008) 08-54899 5 capacidad institucional y operacional, al tiempo que procura reclutar suficientes agentes de policía para que actúen de instructores y mentores de la Policía Nacional de Haití, en consonancia con su estrategia general de transferir progresivamente a sus homólogos haitianos la responsabilidad geográfica y funcional en las tareas convencionales relativas al orden público, con arreglo al Plan de Reforma mencionado;






11. Invita a los Estados Miembros, incluidos los Estados vecinos y los de la región, a que, en coordinación con la MINUSTAH, actúen con el Gobierno de Haití para hacer frente al tráfico transfronterizo ilícito de personas, drogas, armas y otras actividades ilegales, y contribuyan al fortalecimiento de la capacidad de la Policía Nacional de Haití en estas esferas;






12. Pide a la MINUSTAH que proporcione conocimientos técnicos especializados en apoyo de los esfuerzos que realiza el Gobierno para adoptar un enfoque integrado de la gestión de las fronteras, haciendo hincapié en la creación de capacidad del Estado, y subraya la necesidad de que los esfuerzos del Gobierno en esta esfera reciban un apoyo internacional coordinado;






13. Acoge favorablemente el despliegue inminente de 16 lanchas de patrullaje marítimo de la MINUSTAH en apoyo de las funciones de protección y patrullaje de las fronteras marítimas del país que corresponden al Servicio de Guardacostas de Haití;






14. Reconoce la necesidad de que la MINUSTAH prosiga la labor de patrullaje en las zonas fronterizas marítimas y terrestres en apoyo de las actividades de seguridad de las fronteras que realiza la Policía Nacional de Haití, y alienta a la Misión a que prosiga las conversaciones con el Gobierno de Haití y los Estados Miembros para evaluar las amenazas a lo largo de las fronteras terrestres y marítimas de Haití;






15. Pide al equipo de las Naciones Unidas en el país que complemente las operaciones de seguridad y desarrollo realizadas por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH mediante actividades dirigidas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de la población afectada, exhorta a todos los agentes a hacer lo propio y pide a la Misión que siga ejecutando proyectos de efecto rápido;






16. Condena todos los ataques contra el personal o las instalaciones de la MINUSTAH y exige que no se cometan actos de intimidación o violencia dirigidos contra el personal o las instalaciones de las Naciones Unidas y el personal asociado o contra otros agentes dedicados a labores humanitarias, de desarrollo o de mantenimiento de la paz;






17. Acoge con beneplácito las medidas adoptadas en pro de la reforma de las instituciones del estado de derecho, pide a la MINUSTAH que siga prestando el apoyo necesario a este respecto y alienta a las autoridades de Haití a que aprovechen plenamente ese apoyo, en particular en la modernización de la legislación clave y en la ejecución del plan de reforma de la justicia, el establecimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, la reorganización y normalización de los procesos de registro judicial y la gestión de causas, así como en la necesaria labor encaminada a resolver la cuestión de la larga duración de la prisión preventiva; S/RES/1840 (2008) 6 08-54899;






18. Alienta también a que se ejecute el plan estratégico de la Administración Penitenciaria de Haití, apoya el fortalecimiento de la capacidad de la Misión a que se hace referencia en el párrafo 42 del informe del Secretario General (S/2008/586), en particular para hacer frente al hacinamiento en las cárceles, y pide a la MINUSTAH que siga apoyando la orientación y capacitación del personal penitenciario y fortaleciendo la capacidad institucional y operacional;






19. Pide a la MINUSTAH que mantenga su enfoque de reducción de la violencia en las comunidades, incluso prestando apoyo a la Comisión Nacional de Desarme, Desmantelamiento y Reintegración y concentrando sus esfuerzos en proyectos de gran densidad de mano de obra, el desarrollo de un registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, la reforma del sistema de licencias de armas y la promoción del concepto nacional de policía comunitaria;






20. Reafirma el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos, exhorta a las autoridades de Haití a que sigan procurando promover y proteger los derechos humanos y exhorta a la Misión a que siga proporcionando capacitación en materia de derechos humanos a la Policía Nacional de Haití y otras instituciones pertinentes, incluidos los servicios penitenciarios;






21. Condena enérgicamente las graves infracciones cometidas contra los niños afectados por la violencia armada, así como las violaciones y otros abusos sexuales generalizados cometidos contra las niñas, y pide a la MINUSTAH que siga promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005) y 1820 (2008);






22. Pide al Secretario General que siga tomando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero de la explotación y los abusos sexuales, y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes a que aseguren que los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal se investiguen y castiguen debidamente;






23. Exhorta a la MINUSTAH y al equipo de las Naciones Unidas en el país a que sigan intensificando la coordinación entre ellos y, de modo concertado con el Gobierno de Haití y los asociados internacionales, contribuyan a asegurar una mayor eficiencia en la aplicación del documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza con el fin de conseguir avances en el ámbito del desarrollo socioeconómico, que, como se reconoció en el Plan de Consolidación del Secretario General, es esencial para la estabilidad de Haití, y hacer frente a los problemas urgentes de desarrollo, en particular los causados por los huracanes recientes;






24. Reconoce la necesidad de que se celebre una conferencia de donantes de alto nivel que preste apoyo al documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza, y, a este respecto, exhorta a la comunidad internacional, en particular a los países donantes, los asociados de Haití y las instituciones multilaterales, a que, en cooperación con las autoridades de Haití, elabore y aplique, bajo el liderazgo del Gobierno de Haití, un sistema eficiente de coordinación de la ayuda basado en la responsabilidad mutua, que se centre tanto en las necesidades inmediatas a corto plazo como en las necesidades de reconstrucción a mediano y S/RES/1840 (2008) 08-54899 7 largo plazo, y alienta a los donantes y a los asociados de Haití a que aceleren el desembolso de las contribuciones prometidas para el desarrollo y la estabilidad de Haití; 






25. Acoge con beneplácito los progresos realizados por la MINUSTAH en la estrategia de comunicaciones y relaciones públicas y le pide que prosiga tales actividades;






26. Acoge favorablemente la labor realizada por el Secretario General con el fin de elaborar cinco parámetros e indicadores para medir el progreso que se está realizando hacia la consolidación de la estabilidad en Haití y pide al Secretario General que siga actualizando el Plan de Consolidación sobre la base del esquema proporcionado, en consulta con el Gobierno de Haití y teniendo en cuenta el documento de la estrategia nacional de crecimiento y reducción de la pobreza, según corresponda, y que mantenga al corriente al Consejo en sus informes;






27. Pide al Secretario General que le presente un informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a más tardar 45 días antes del vencimiento de dicho mandato; 






28. Pide también al Secretario General que incluya en sus informes una evaluación amplia de las amenazas para la seguridad en Haití, teniendo en cuenta un examen de las actividades y la composición de la MINUSTAH, su coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otros agentes de desarrollo y la necesidad de erradicar la pobreza y de lograr el desarrollo sostenible en Haití, y que proponga, según proceda, opciones para reconfigurar la composición de la MINUSTAH;






29. Decide seguir ocupándose de la cuestión.
ANEXO “B”

POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ






Decreto Supremo Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999. 






Considerando: 





1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos; 






2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional; 






3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan; 






4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional; 






5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos. 






6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional. 






7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo; 






8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz. 






9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y, especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia; y 






10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República. 






Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República, 






Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ": 






1.- El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherentes con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile. 






2.- Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas. 






3.- En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este Instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas. 






Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades. 






Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:





a) Verificación del cese del fuego.






b) Colaboración en la separación de fuerzas.






c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.






d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.






e) Supervisar la desmovilización de combatientes.






f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.






g) Colaborar con los programas de desminado.






h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.






i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.






j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.






Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales: 






k) Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.





l) Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.






Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.





4.- Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5.- La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.





6.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos: 





6.1. Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.





Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.





6.2 Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.





6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración. 






6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud. 






6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos. 






6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.





7.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos: 






7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de él en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.





En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.





7.2. Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.





7.3. Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.





Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz. 






7.4. En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.





8.- La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:





8.1. La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición, y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.





8.2. La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.





8.3. Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.





8.4. Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chilenos en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.






8.5. La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.





9.- Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearan en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas. 






10.- Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.
ANEXO “C”

DESPLIEGUE DE LAS FUERZAS

1.- Mapa de despliegue, actualizado a abril de 2009.
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2.- Fuerzas chilenas en comparación con otras de Latinoamérica y el Caribe.

     a.-
Fuerzas Militares (Fuente – ONU)

Las fuerzas militares desplegadas en la Minustah, a fines de marzo de 2009, ascienden a 7.046 personas, de las cuales 4.063 (57,50%) son de países centro y sudamericanos, como sigue:

[image: image2.emf]NR PAíS OFLES.CTEL.GRAL.  CONTINGENTE TOTAL POR PAíS

1 ARGENTINA 9 549 558

2 BOLIVIA 3 205 208

3 BRAZIL 15 1,267 1,282

4 CANADA 4 - 4

5 CHILE 6 497 503

6 CROATIA 3 - 3

7 ECUADOR 1 66 67

8 FRANCE 2 - 2

9 GUATEMALA 4 113 117

10 JORDAN 10 718 728

11 NEPAL 10 1,067 1,077

12 PARAGUAY - 31 31

13 PERU 4 204 208

14 PHILIPPINES 2 155 157

15 SRI LANKA 11 949 960

16 URUGUAY 14 1,123 1,137

17 USA 4 - 4

T O T A L

102 6,944 7,046


b.-
Fuerzas Policiales (Fuente – ONU)

Las fuerzas policiales desplegadas en la Minustah, a fines de marzo de 2009, ascienden a 1.974 personas, de las cuales 39 (1,75%) son de países centro y sudamericanos, como sigue: 

	País
	Cantidad
	Porcentaje

	Argentina
	4
	10,25

	Brasil
	4
	10,25

	Chile
	13
	33,33

	Colombia
	7
	17,94

	El Salvador
	4
	10,25

	Uruguay
	7
	17,94

	Total
	39
	100 %


c.- 
Esfuerzo Nacional para Haití
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ANEXO “D”

ORGANIGRAMA DEL MANDO Y CONTROL
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ANEXO “E”

MATERIAL Y EQUIPO

	
	

	INSTITUCIÓN
	CANTIDAD

	EJERCITO
	 

	VEHICULOS
	 

	CARRO V.T.P. 6 x 6
	17

	AMBULANCIA 6 x 6
	1

	GRUAS HORQUILLA
	2

	CAMION MB 1017
	1

	CAMIONETA
	1

	
	

	ARMADA
	 

	VEHICULOS
	 

	JEEP 4 x 4
	8

	CAMION 6 x 6
	9

	CAMIONETA 4 x 4
	3

	AMBULANCIA 4 x 4 
	2

	HMMWV
	5

	 
	 

	COMP. INGENIEROS
	 

	VEHICULOS
	 

	CAMIONETAS KATANA  MITSUBICHI  M. L200  4X4  2005
	14

	CAMIONETAS TOYOTA 4X4
	3

	AMBULANCIA 4X4 MERCEDEZ BENZ  UNIMOG U-426 1974
	1

	AMBULANCIA 609D  MERCEDEZ BENZ  
	1

	CAMION TRANSPORTE PERSONAL M. BENZ 1017, 1981
	6

	CAMION  ALJIBE  M. BENZ 1017, 1981,  5000  LTS
	2

	CAMION ESTANQUE COMB.  M.BENZ   LA 1114,  1974, 5000 LTS
	2

	CAMION LUBRICADOR  M. BENZ  LA 1114,  1974 
	1

	CAMION  TALLER  MERCEDZ BENZ LA- 1114 1974 
	1

	CAMION  GRUA   A.M. GENERAL  811-A-1  5 TON  1982
	2

	CAMION TRACTOR CAMA BAJA M.BENZ 2448 6X4 40 TON, 1981
	1

	CAMION TRACTOR  CAMA BAJA MACK  DM8675 X,  1995
	3

	CAMION TRACTOR MACK
	1

	SEMI REMOLQUE
	2

	REMILQUE
	13

	BAJA M/B TRACTOR
	1

	MAQUINARIA
	 

	BULLDOZER 
	2

	CARGADOR. FRONTAL 
	4

	MINICARGADOR BOBCAT
	4

	EXCAVADORA CAT. 320C, MATR. 22621
	1

	MOTONIVELADORA CAT. 
	3

	ROD.COMP. D/T. DYNAPAC CC-222, MATR. 22616
	1

	ROD.VIBRADOR  I.RAND SD-100 D, MATR. 22611
	1

	ROD.NEUMATICO DYNAPAC CP-221, MATR. 22615
	1

	ROD. VIBRADOR CAT. MOD. CS533E, AÑO 2008
	1

	RETROCARGADOR 
	4

	MONTACARGA 
	3

	PAVIMENT. ASFALTO DYNAPAC F8W, MATR. 22614
	1

	DISTRIB. DE ASFALTO MU-10-TRL, MATR. 22559
	1

	GRAVILLADORA DA-3660, SIN MATRICULA
	1

	BARREDORA VM-2440, SIN MATRICULA
	1

	CHANCADORA DE MANDIBULA RM-9026, S/M.
	3

	CARGO ECUADOR
	 

	TRACTOR BULLDOZER CAT. D6H
	3

	EXCAVADORA CATERPILLAR 325 L
	1

	RODILLO LISO CATERPILLAR
	2

	RODILLO TANDEM CATERPILLAR
	1

	CAMION TOLVA G.M. KODIAK
	5

	CAMION TOLVA MACK
	5

	CAMION LUBRICADOR G.M. KODIAK
	1

	CAMION REO TALLER
	1

	CAMION REO TANQUE AGUA
	1

	CAMION REO TANQUE COMBUSTIBLE
	1

	CAMION  REO TRANSPORTE PERSONAL
	2

	CAMION TANQUERO COMBUSTIBLE
	1

	TANQUERO 
	1

	COMPRESOR ATLAS COPCO
	1

	CONCRETERA
	2

	GENERADOR PERKINS
	3

	MOTOSOLDADORA MILLER
	1

	PURIFICADOR DE AGUA
	2

	ESCUADRILLA DE HELICOPTEROS
	 

	HELICOPTEROS UH-1H
	4

	CAMIONETA MAZDA
	2

	CAMIONETA CHEVROLET
	1

	CAMION M/B
	1

	AMBULANCIA M/B (TRASP. BAVE)
	1

	CAMION ESTANQUE (TRASP. BAVE)
	1

	GRUA GROVE 15 TON
	1


ANEXO “F”

SITUACIÓN FINANCIERA

[image: image5.emf]INGRESOS  (USD) EGRESOS  (USD)

FONDOS CONSUDENA                                                 84.336.337

SUELDO MONEDA NACIONAL                                     43.843.262

INSTITUCION     2004          2005           2006          2007  2008         2009              TOTAL

EJERCITO 3.159.932   3.547.000   4.799.653   4.644.452   4.600.000  5.262.995     26.014.032

ARMADA    965.641   1.569.682   2.073.837   2.187.939   2.100.000  2.268.197     11.165.296

FACH 425.826      718.868      447.031   1.492.377   1.300.000   1.049.432       5.433.534

CARABINEROS                  528.302     233.742      171.914                                 933.958

INVESTIGAC.                       37.736        65.920        40.542        91.777        60.467   296.442

Total         4.551.399   6.401.588   7.620.183   8.537.224 8.091.777   8.641.091     43.843.262

APORTE  MINISTERIO HACIENDA                                 8.216.000 

(año 2004 lo rebajo de excedentes en personal de las FF.AA.)

REEMBOLSOS                                                       118.258.669 

2005 29.820.676

2006 20.593.661

2007 17.735.603

2008 29.463.747

2009 20.644.982

Sueldos          Gast.Operac. Gast.Operac.         

TOTALES

Leyes Reserv.     c/cargo Reemb.

EJÉRCITO 67.096.645 32.822.405 1.804.455 101.723.505

ARMADA              39.708.349 13.406.678 53.115.027

FUERZA AÉREA  16.082.985 18.165.778 34.248.763

CARABINEROS 3.486.705 -.- 7.662 3.494.367

INVESTIGAC.            929.445 -.- 12.553 941.998

EMDN                      1.083.330 19.941.476 2.480.000 23.504.806

TOTALES 

TOTALES 

128.387.459       84.336.337         4.304.670     

128.387.459       84.336.337         4.304.670     

217.028.466

Cancelar  Aporte Ministerio de Hacienda                          8.216.000

SALDO  A  FAVOR                                                  29.409.802

TOTAL  INGRESOS                    254.654.268 TOTAL  EGRESOS                          254.654.268

SITUACIÓN  FINANCIERA  “MINUSTAH” PROYECTADA  AL 31.DIC.2009

”.
- - -
DISCUSIÓN





Al inició de la discusión, el Ministro Subrogante de Relaciones Exteriores, señor Alberto Van Klaveren, señaló que las razones para mantener la presencia chilena en Haití obedecen a varias consideraciones. En primer término, indicó que existe un compromiso de Chile frente a la situación de extrema pobreza y de fuertes problemas humanitarios que tiene Haití.





Señaló que nuestro país tiene también una responsabilidad con la región, puesto que participa en esta misión en unión con otros países latinoamericanos, bajo el mando de un General brasileño, país que ha sido tradicionalmente amigo de Chile. Añadió que junto a naciones amigas como Argentina, Uruguay, entre otras de la región, se formó el denominado mecanismo dos por nueve (2x9), al que posteriormente se agregó Colombia.





En segundo lugar, destacó que otra de las razones que justifican nuestra presencia en Haití, es la especial naturaleza de esta misión, en la que la responsabilidad central la asumió América Latina, en un papel que generalmente ocuparon potencias extranjeras como Francia, en el mismo caso de Haití.





En tercer término, explicó que ahora existe una estrategia de salida de este compromiso, que es un tema que se ha planteado en años anteriores en el Senado. Agregó que dicha salida, naturalmente, es a largo plazo, una vez que se den las condiciones que permitan la estabilización de Haití, su seguridad interna y un nivel de desarrollo mínimo.





Indicó que la participación en misiones de paz se ha transformado en un aspecto relevante de nuestra política exterior, pues, además de Haití, hay pequeñas participaciones en Bosnia- Herzegovina y en Chipre, en éste último se participa en conjunto con Argentina. Agregó que la participación de Chile ha producido un cambio profundo en la cultura militar de las fuerzas armadas chilenas, y también en la ciudadanía, ya que por variados reportajes sobre el tema, se ha despertado el interés de nuestra sociedad por la labor que se desarrolla en Haití y por nuestras responsabilidades como miembro de la sociedad internacional.





Destacó que ha sido una experiencia ejemplar en el que se han logrado muchos objetivos, pero aún no los suficientes como para una pronta retirada de las fuerzas de las Naciones Unidas.





Señaló que el mandato de las Naciones Unidas que autoriza la prórroga de esta misión, pide para su término un desarrollo seguro y estable y aunque han mejorado la situación de seguridad, según el último informe del Secretario General de las Naciones Unidas, en agosto pasado, el equilibrio es frágil.





Entre los avances que se han producido en pos de la estabilización del país, destacó la aprobación de diversas leyes orgánicas relativas al Poder Judicial, a la Corte Suprema, al estatus de los magistrados. Añadió que nuestro país ha participado en dichas materias, por ejemplo, con la visita a Chile de jueces haitianos que se han reunido con sus pares nacionales.





En lo que respecta al sistema político, manifestó que su avance es menos evidente, ya que existe división interna, aún cuando no ha habido enfrentamientos violentos, gracias a la presencia de las fuerzas MINUSTAH, cuya actuación provoca un doble efecto: disuasivo y de desarrollo social.





En lo que dice relación con los avances en seguridad, destacó la formación de una policía marítima, a fin de controlar el enorme problema de la droga y la compleja frontera entre Haití y República Dominicana.





En cuanto al desarrollo económico, indicó que aunque éste es muy precario, ha habido una atención internacional permanente, por ejemplo, se han acrecentado las donaciones, las que alcanzan a alrededor de 324 millones de dólares, en tanto que la cooperación se acerca a los mil millones. Sin embargo, añadió que el mayor problema es la incapacidad de absorción de los recursos existentes. Informó que Chile ha estado presente también con cooperación internacional, especialmente en las áreas de la seguridad pública, la educación, la seguridad alimentaria y la promoción social.





El Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, señaló que esta es la última oportunidad en que este Gobierno solicita la autorización para esta misión de paz por lo que se preparó una exposición completa 
 con toda la participación de Chile en MINUSTAH, la que explicará el Jefe del Estado Mayor de la Defensa, general Ewing.





Asimismo, destacó como muy positiva la nueva ley de misiones de paz, ya que ha permitido preparar de mejor forma esta nueva presentación al Parlamento, con una efectiva visión de Estado.






A continuación, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División Alfredo Ewing, explicó la política nacional para la participación del Estado de Chile en operaciones de paz, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en dichas misiones. Al respecto, destacó la existencia de este cuerpo legal, pues permite regular, de mejor forma, la actuación nacional.




Seguidamente, expresó, en relación al estado de avance de Haití en materias de seguridad, que la delegación del Consejo de Seguridad que visitó Haití entre el 11 y el 14 de marzo 2009, pudo constatar los avances que se han efectuado a la fecha. Al respecto, indicó que dicha misión comprobó la falta de capacidad del Estado haitiano para controlar su frontera y mar territorial, lo que potencialmente estimula el desarrollo de actividades ilegales, como, asimismo, la debilidad del sistema institucional haitiano. A título de ejemplo, el Estado sólo proporciona educación a un diez por ciento de los estudiantes registrados, que a su vez constituyen un porcentaje reducido de la población en edad escolar.





Manifestó que la seguridad alimentaria es todavía una de las mayores preocupaciones en el país. Añadió que los miembros del Consejo recibieron información sobre la difícil situación que atraviesa el sector agrícola de Haití.





Explicó que, a lo largo de la misión, los miembros del Consejo comprobaron el alto grado de compromiso de los países latinoamericanos con Haití, además de participar plenamente en el mantenimiento de la paz a través de su contribución de tropas y policías. Añadió que los países de la región continúan apoyando el desarrollo socioeconómico del país por medio de apoyo bilateral y multilateral, programas específicos de desarrollo y proyectos de impacto rápido que realizan en el contexto de la MINUSTAH.





Destacó la importancia de la contribución de las organizaciones y los mecanismos regionales al proceso de estabilización, reconstrucción y desarrollo que ha iniciado Haití, en particular la contribución de la organización de los Estados Americanos, la Comunidad del Caribe, el Grupo Consultivo 2x9 y el Grupo de Trabajo para la coordinación de la cooperación Latinoamericana con la Policía Nacional de Haití.





Señaló que la misión del Consejo pudo valorar la ejecución del programa de reducción de la violencia en las comunidades durante una de las visitas de campo. Añadió que este proyecto ha sido posible gracias a la cooperación de la MINUSTAH, sus contrapartes gubernamentales, la Comisión Nacional de Desarme, Desmantelamiento y Reintegración y el equipo de Naciones Unidas en el país, encabezado por el programa de Naciones Unidas para el desarrollo. Destacó que los avances han sido posibles gracias al apoyo de los programas de empleo de impacto rápido, con uso intensivo de mano de obra, que han contribuido a la estabilización de sectores urbanos marginales que, hasta hace poco tiempo, eran considerados zonas sin ley.





Agregó que los miembros del Consejo alentaron a las autoridades haitianas a continuar con el fortalecimiento del sistema de datos de aduana, a intensificar las patrullas terrestres y abrir nuevos puestos de control, con miras a incrementar la recaudación de ingresos, que constituye un rubro importante de los recursos fiscales del Estado. Asimismo, los miembros del Consejo fueron informados de la reactivación de la Comisión Mixta Haití-República Dominicana que debería conducir a la elaboración de un programa de trabajo que aborde cuestiones de interés común.





En cuanto al plan de consolidación de la MINUSTAH en Haití, expresó que la MINUSTAH se encuentra abocada a la elaboración de un plan de consolidación de la misión en Haití que debería estar concluido para mediados de agosto, cuarenta y cinco días antes que se ponga en tabla del Consejo el tema de la misión de paz en este país. Al respecto, informó que el programa de consolidación duraría alrededor de dos años y que, luego de esta etapa, se consideraba iniciar una progresiva reducción de los cascos azules.





Señaló que la formulación de un plan de tales características permite concluir que las autoridades de la ONU acompañarán al Presidente René Preval durante su período presidencial, asociando la consolidación de la misión al fin de su mandato en el 2011, en el que esperan se encuentren instaladas todas las instituciones haitianas, para que, con la elección del nuevo Presidente, se inicie un progresivo retiro de las fuerzas internacionales.




Indicó que el plan de consolidación contempla la existencia de indicadores, que podrían convertirse en el futuro en insumos para la elaboración de una estrategia de salida de MINUSTAH de Haití. Añadió que lo relevante es que en la definición de dichos indicadores se ha intentado depurar toda consideración subjetiva de forma tal de poder ser sometidos a evaluación objetiva.





Agregó que los indicadores son los siguientes:





- Instalación de un Presidente y de una Legislatura democráticamente electos en el año 2011.




- Establecimiento de una estructura de seguridad que permita a Haití responder a amenazas potenciales dentro del país y a lo largo de sus fronteras terrestres y marítimas.




- Consolidación de un poder judicial independiente así como de un sistema penitenciario que respete los derechos humanos y una justicia accesible para todos los ciudadanos. La extensión de la autoridad del Estado en todo el territorio por medio de instituciones democráticas, incluido el establecimiento de un sistema viable de gestión de fronteras, y




- Mejora tangible del nivel de vida de la población y crear condiciones para la recuperación económica. Indicadores claves podrían ser el nivel de acceso a los servicios básicos, tales como educación y salud, junto con el incremento de los ingresos de las arcas fiscales y un aumento significativo del PIB. El auge del empleo y de la inversión interna y extranjera serán también elementos a considerar. 





Seguidamente, se refirió a las experiencias obtenidas de la participación nacional en MINUSTAH. Al respecto, informó que se ha logrado una implementación efectiva de la conducción conjunta a nivel político-estratégico, a nivel operativo y a nivel táctico; una homologación de procedimientos operativos entre unidades militares y de infantería de marina, cuya acción debe ser complementaria en el teatro de operaciones; una homologación de procedimientos y empleo combinado efectivo entre las unidades de ingenieros chilenas y las ecuatorianas, generándose un valioso intercambio; una comprobación e incorporación de procedimientos operativos internacionales de conformidad con los lineamientos de Naciones Unidas, que permite a las unidades nacionales una inserción adecuada en misiones de esta naturaleza; una reevaluación y corrección de los ciclos logísticos e incorporación de nuevos procedimientos a las doctrinas institucionales sobre la materia, una instrucción del personal y prueba de los sistemas de armas y del material en condiciones reales, lo que permite una revisión y adecuación permanente de los procedimientos y necesidades; una validación de las capacidades ya obtenidas por la Fuerza Aérea y el Ejército en misiones de paz anteriores a MINUSTAH (Timor Oriental para el Ejército e Irak para la FACH).




Asimismo, informó que también se ha logrado un incremento de la capacidad operativa para cumplir misiones nocturnas utilizando sistemas de visión nocturna (NIGHT VISION GOGGLES) y sistemas FLIR (Forward Looking Infrared System); la implementación de normas, procedimientos y sistemas de control de operaciones aéreas entre ambas instituciones; un aumento de la capacidad operativa de las tripulaciones y del personal de mantenimiento de aviación conforme a las horas de vuelo dispuestas, y entrenamiento conjunto con fuerzas especiales argentinas, peruanas y brasileñas conforme a necesidades de despliegue de estos medios, producto de la planificación del Cuartel General de MINUSTAH (U3). Añadió que lo anterior ha permitido comprobar el alto nivel operativo y eficiencia de nuestras tripulaciones de helicópteros.





Seguidamente, la Subsecretaria de Carabineros, señora Javiera Blanco,
 señaló que la estabilidad interna depende básicamente de la fuerza policial. Añadió que el apoyo policial chileno a Haití se ha dado por dos vías: bilateral y multilateral.





Informó que, en el plano bilateral, nuestro país ha trabajado por intermedio de Carabineros en conjunto con Investigaciones, especialmente, mediante la capacitación de policías haitianos en nuestro país.





Sobre lo anterior, indicó que crecientemente han venido a formarse en la Escuela de Carabineros. En el año 2008 se formó a 22 policías más experimentados, sin distinción de oficiales y suboficiales, y cuarenta agentes. Aclaró que dichos policías, al regresar a su país, han sido destinados a labores de instrucción.





Señaló que Haití aumentó de tres a siete meses el periodo de formación policial y que se ha creado un plan, que abarca hasta el año 2011, para contar con una dotación de 14.000 policías a dicha fecha, de los 8.500 que hoy existen.





El Honorable Senador señor Prokurica llamó la atención acerca del hecho de que coexisten diversas instrucciones en formación policial, a raíz de que muchos países han ofrecido su ayuda en dicha materia, lo que, en definitiva, perjudica la eficiencia de la policía haitiana. Al respecto, consultó si se podría lograr una mejor coordinación.





La Subsecretaria señora Blanco, respondió que se está trabajando en esa situación. Informó que existe una mesa de trabajo, en la cual participan Brasil, Chile, las Naciones Unidas y Haití, con el objetivo de hacer un diagnóstico de las falencias de la policía haitiana, establecer las mayores necesidades y elaborar un plan de acción para uniformar la malla curricular, que se presentará en el mes de agosto en Buenos Aires.





Hizo presente la señora Subsecretaria que el problema va más allá que la uniformidad curricular, porque tradicionalmente los policías tenían un entrenamiento de tres meses y no había cursos de perfeccionamiento, por lo que ha sido necesario adaptar la formación, extendiendo a siete meses el plan de formación. Añadió que nuestro país está ofreciendo becas a policías haitianos con una capacitación de diez meses lectivos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Romero destacó la política de Estado que se ha desarrollado en torno a las operaciones de paz, luego de la normativa que se adoptara en el Congreso Nacional hace un tiempo.





Agregó que, en cada opinión que se ha escuchado hay una referencia a los lineamientos que se plantearon en la última autorización y en la elaboración de una estrategia de salida que podría coincidir con el cambio institucional, con el establecimiento de una seguridad real y para que haya una filosofía rectora en materia policial.





Estimó como muy positiva esta nueva dimensión de la política exterior chilena, en el que nuestro país asume un rol proactivo en la comunidad internacional.





Destacó que, atendidas las circunstancias de nuestra política exterior, resulta particularmente necesaria la participación chilena en este tipo de operaciones, a fin de demostrar el tipo de relación que nuestro país quiere con todos sus vecinos, en especial, con quien lidera la operación, Brasil.





Finalmente, reiteró su satisfacción con la aplicación, para este caso concreto, de la nueva ley sobre misiones de paz, ya que ha permitido lograr efectivamente una visión de Estado en la materia. Precisó que si tuviera la oportunidad de volver a votar la prorroga de la permanencia de las tropas en Haití lo haría nuevamente, fundado en el alto interés nacional que tiene para nuestra política exterior.





El Honorable Senador señor Prokurica señaló que desde el punto de vista humanitario es impensable salir ahora, pero para que valga la pena el esfuerzo es importante que se consolide la situación en Haití, y que los recursos aportados se noten.





A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri se manifestó de acuerdo con lo manifestado por el Honorable Senador señor Romero, en lo que dice relación con que la participación en operaciones de paz es un elemento clave de nuestra política exterior y en particular de las fuerzas armadas, generando un debate interesante respecto de cuales serán las perspectivas, los horizontes de esta participación, los que, en su opinión, no serán breves.




Agregó que todos desean que la permanencia sea breve, nadie pretende que sea permanente, pero tampoco puede terminar antes que haya ciertas garantías mínimas de gobernabilidad, por el riesgo que un vacío de poder comprometa lo que se ha avanzado en Haití, generando incertidumbre internacional.





A continuación, el Honorable Senador señor Larraín señaló que ha sido partidario de esta misión con cierta renuencia. Sin embargo, reconoció que ha tenido un efecto muy positivo para las fuerzas armadas chilenas. Añadió que, no obstante, la posibilidad de que Haití sea autosuficiente puede tardar décadas y no parece lógico que Chile asuma esa responsabilidad en forma indefinida.





Agregó que es bueno fijar límites, no para dejar Haití, sino para cambiar la actividad que allí se realiza, desde una participación de un componente militar a una de carácter civil, como es el caso que se ha mencionado de las policías o alimentaria.




Indicó que, en su opinión, deben plantearse tres objetivos: el desarrollo institucional, la seguridad interna y la sustentación económica. Reiteró que de esos tres elementos depende nuestra permanencia. Afirmó que ellos no se van a dar fácilmente, porque hay avances y retrocesos.





Enfatizó que el compromiso debe ser de toda la comunidad internacional, particularmente de América Latina, dado que hay países importantes que no han participado. Manifestó que esta participación contribuye a profundizar nuestros lazos con Brasil, con Argentina en el proyecto Cruz del Sur y con otros países vecinos.





Por último, preguntó sobre los costos financieros de la misión.





El Jefe del Estado Mayor de la Defensa, General Ewing, expuso la información financiera
 de la misión que, en síntesis, ha significado un gasto de 254 millones de dólares, a los que hay que descontar los sueldos y gastos operacionales, ya que se pagarían de todas formas, por lo que el gasto extraordinario para el fisco chileno alcanzaría los 51 millones de dólares.





Observaron los Honorables Senadores señores Larraín y Romero, que también hay que considerar esos gastos, puesto que es gente y recursos que se dejan de emplear en Chile y que son necesarios. Afirmaron que, según los datos entregados a la Comisión, existen 254 millones de dólares de gasto total, a los cuales hay que descontar 118 millones de dólares de reembolso, por lo que, en definitiva, el gasto real asciende a 136 millones de dólares.





El Honorable Senador señor Pizarro valoró la entrega de la información en forma tan detallada y de acuerdo a los parámetros de la ley N° 20.297 que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




Las Comisiones Unidas valoraron el debate y los avances que se han logrado en Haití, lo que ha significado trabajar en conjunto con otras fuerzas armadas.





La Comisión acordó, a propuesta del Honorable Senador señor Gazmuri, efectuar una sesión especial en el curso del año para analizar en general el sistema de las operaciones de paz, con los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.






Sometida a votación la solicitud de S.E. la señora Presidenta de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas.






Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Gazmuri (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Girardi, Larraín (como titular de ambas Comisiones), Pizarro, Prokurica y Romero.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 5 de mayo de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Guido Girardi Lavín, Hernán Larraín Fernández, Baldo Prokurica Prokurica y Sergio Romero Pizarro.





Sala de las Comisiones unidas, a 5 de mayo de 2009.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA NORMAS SOBRE RECLUSIÓN NOCTURNA PARA MUJERES QUE SE ENCUENTREN EN CONDICIONES QUE INDICA

(6513-07)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
Que las mujeres que son condenadas a cumplir en forma alternativa una pena con el beneficio de la reclusión nocturna -conforme a la Ley 18.216-, en un Centro de Reinserción Social, en muchos casos no cumplen con la pena, debido a enfermedades de sus hijos, los que requieren de sus cuidados durante la noche o por otras situaciones aún más graves, como hijos con discapacidad, madres sin redes de apoyo, entre otras, lo que se agudiza aún más cuando ellas no cuentan con el apoyo de sus esposos o parejas, porque éstos están alejados del hogar; incluso en algunos casos cumpliendo otra pena.

2.-
Que las juezas y jueces se ven impedidas por la actual normativa legal para aplicar -con  equidad de género-, mayor flexibilidad y trasladar la reclusión nocturna a los domicilios de las madres con hijos, para que puedan cumplir adecuadamente con su rol de madre.

3.-
Que el Plan de Igualdad de Oportunidades, del Servicio Nacional de Menores (Año 2000-2010), entre otros objetivos señala:

Objetivo N ° 2: “Generar y mejorar instancias y mecanismos que resguarden el acceso a la justicia y el ejercicio de los derechos a las mujeres”

Lineamiento 2.5: Modificar los procedimientos judiciales y administrativos para que no obstaculicen la efectiva aplicación de las leyes y favorecer una interpretación progresiva de éstas a fin de adecuarla a las necesidades y derechos de las mujeres. 
4.-
Que la referida Ley 18.216 contempla algunos casos excepcionales en que se puede conceder el beneficio de cumplir la reclusión nocturna mediante arresto domiciliario nocturno.

5.-
Que el de aquellos casos en que la condenada tenga hijos menores de tres años, también debe contemplarse como un caso para aplicar dicha norma.

Es que vengo en presentar la siguiente

MOCIÓN DE LEY

MODIFICA NORMA SOBRE RECLUSIÓN NOCTURNA

Reemplácese el inciso primero del Artículo 10 de la Ley 18.216 por el siguiente:

“Artículo 10.-

En caso de embarazo y puerperio coincidentes con los períodos indicados en el artículo 195 del Código del Trabajo, de enfermedad, de invalidez, de maternidad con hijos menores de 8 años o de la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento de la reclusión nocturna o lo transformaren en extremadamente grave, el tribunal sólo a petición de parte y exclusivamente por el tiempo que durare el impedimento, podrá suspender el cumplimiento de la reclusión nocturna, o bien decretar alguna de las siguientes medidas sustitutivas:…”

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑORES ESCALONA, GARCÍA, OMINAMI Y SABAG, SOBRE FORMACIÓN DE UNA COMISIÓN EN MATERIA DE SUBVENCIÓN ADICIONAL ESPECIAL (SAE)

(S 1173-12)

Honorable Senado:

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag, sobre formación de una Comisión en materia de subvención adicional especial (SAE).

Considerando:

Que la ley No. 19.410, de 1995, y posteriormente las leyes No. 19.598, de 1999, y Nº 19.715, de 2001, establecieron que los profesionales de la educación de los establecimientos dependientes del sector municipal y los de los establecimientos del sector particular subvencionado tendrán derecho a percibir, mensualmente, una bonificación proporcional a sus horas de designación o contrato, cuyo monto será determinado por cada sostenedor, y, en el caso de tener remuneraciones inferiores a las indicadas, tendrán derecho a percibir la diferencia como planilla complementaria;

Que el artículo 10 de la ley No 19.410 fija los criterios con arreglo a los cuales debe hacerse el cálculo de dichas bonificación proporcional y planilla complementaria, entre ellos, en su letra c), la obligación para el sostenedor de efectuar una comparación, en los meses de diciembre de 1995 y 1996, entre los recursos percibidos en el año por concepto de subvención adicional especial (SAE) y los montos efectivamente pagados por bonificación personal y planilla complementaria. El excedente resultante deberá ser distribuido entre todos los profesionales de la educación, en proporción a sus horas de designación o contrato;

Que el artículo 2° de la ley Nº 19.598 hizo extensivo el procedimiento comparativo recién expuesto, para el mes de diciembre de cada año;

Que el artículo 6o de la ley Nº 19.933, de 2004, dispone el pago, a partir del 1 de febrero de 2004, de un aumento de la subvención dispuesta por el artículo 9o del decreto con fuerza de ley No 2, de 1998, del Ministerio de Educación;

Que el inciso primero del artículo 9o de la misma ley No 19.933 prescribe que los recursos obtenidos por los sostenedores de los establecimientos educacionales del sector municipal, del sector particular subvencionado y del regido por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, por concepto de aumento de subvención o de aporte, en su caso, deberán ser destinados exclusivamente al pago de remuneraciones docentes;

Que la ley Nº 20.158, de 2006, modificó la ley No 19.933, ordenando en su artículo 13 letra d) que para los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero de su artículo 9o, a partir del año 2007 y hasta el año 2010, en los meses de diciembre de cada año se aplicará el mecanismo dispuesto en la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 19.410 (vale decir, el mecanismo del bono SAE), en términos de comparar lo percibido por aplicación de los incrementos de subvención en el año de que se trate y lo pagado en similar período por concepto de incremento del valor hora, (El incremento valor hora corresponde a la diferencia de los valores horas cronológicas de la Remuneración Básica Mínima Nacional de enero a febrero de 2001, de 2004, de 2005 y de 2006, establecidas en las leyes 19.715 y 19.933) en los años en que procedió, el bono proporcional (El Bono Proporcional corresponde a un incremento de remuneraciones destinado para alcanzar los montos mínimos para 30 horas de contrato o designación.) y la eventual planilla complementaria (La planilla Complementaria corresponde cuando la remuneración del docente considerando todas las asignaciones y el bono proporcional no alcanza al monto establecido para la remuneración total mínima para los docentes) El excedente que al efecto resultare deberá pagarse necesariamente a los profesionales de la educación, de una sola vez, como bono extraordinario, no imponible ni tributable, proporcional a las horas de designación o contrato, durante el mes de diciembre de cada año; y
Que, habiéndose pronunciado la Contraloría General de la República (dictamen 05915, de 6 de febrero de 2009), sobre la procedencia de otorgar a los docentes del sector municipal el bono extraordinario que establece el artículo 13, letra d), de la ley Nº 20.158, se ha suscitado controversia sobre el alcance de dicha norma, y considerando los efectos que pudiera generar sobre los distintos municipios del país;

Proyecto de Acuerdo:
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, la conformación de una Comisión, integrada por representantes del Ejecutivo, de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional y de la Asociación Chilena de Municipalidades, que se aboque al estudio de la legislación vigente en materia de subvención adicional especial y de sus alcances prácticos, elaborando una propuesta para subsanar los defectos de que adolezca y para efectuar una revisión de la estructura financiera de la situación educacional municipal en general.

(Fdo.): Evelyn Matthei Fornet, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador
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� Durante al año 2008, el Secretario General de Naciones Unidas evacuó dos informes de seguimiento que han servido de sustento a la renovación del mandato, a saber: S/2008/202, de 26 de marzo de 2008 y S/2008/586, de 27 de agosto de 2008.


  


�  Informe del Secretario General sobre la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití. S/2008/586 de 27 de agosto de 2008.








� MANDO OPERACIONAL (OPCOM)


Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas, y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.





� CONTROL OPERACIONAL (OPCON)


Autoridad delegada a un comandante para dirigir fuerzas asignadas, de manera que el comandante pueda cumplir misiones o tareas específicas, las que usualmente están limitadas por función, tiempo o ubicación. No incluye autoridad para asignar el empleo separado de componentes de las unidades respectivas. Tampoco incluye, en si mismo, control administrativo o logístico.





� La exposición se incluye como ANEXO N°1. Copia de la misma se adjunta al expediente original.


� Ver ANEXO N° 2. Copia del mismo se adjunta al expediente original.


� La información completa está contenida en el ANEXO N° 3. Copia de la cual se adjunta al expediente original.
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